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1) TEXTO DE LA CITACIÓN 
«Montevideo, 5 de diciembre de 2017 


La CÁMARA DE SENADORES se reunirá en sesión 
ordinaria mañana miércoles 6 de diciembre, a las 09:30, a 
fin de informarse de los asuntos entrados y considerar el 
siguiente 

Orden del día 


Discusión general y particular de los siguientes pro- 
yectos de ley: 


1.) por el que se aprueba la supresión de las Primeras 
Líneas Uruguayas de Navegación Aérea Ente Autónomo 
(Pluna E. A.); 

Carp. n.* 954/2017 - rep. n.* 547/17 


2.) por el que se declara de interés general el uso sus- 
tentable de bolsas plásticas; 
Carp. n.* 635/2016 - rep. n.? 556/17 y anexo I 


3.) por el que se modifican la Ley n.” 19293, de 19 de 
diciembre de 2014, y la Ley n.* 15750, de 24 de junio de 
1985, para adecuarlas al nuevo Código del Proceso Penal. 

Carp. n.* 963/2017 - rep. n.* 557/17 


4.2) Discusión única de un proyecto de ley aprobado en 
nueva forma por la Cámara de Representantes, por el que 
se le otorga a la Cooperativa de Consumo de los Socios de 
Coopace (CCONCOOPACE) la facultad para retener un 
porcentaje del salario y de la pasividad de sus socios. 

Carp. n.* 668/2016 - rep. n.* 554/17 y anexo I 


5.) Informes de la Comisión de Asuntos Administra- 
tivos relacionados con la solicitud de venia remitida por el 
Poder Ejecutivo a los efectos de destituir de su cargo: 


— a un funcionario del Ministerio de Defensa Nacional. 
(Plazo constitucional vence el 18 de enero de 2018). 
Carp. n.* 923/2017 - rep. n. 550/17 


— a una funcionaria del Ministerio de Trabajo y Segu- 
ridad Social. (Plazo constitucional vence el 28 de enero 
de 2018). 

Carp. n- 932/2017 - rep. n.* 552/17 


6.) Discusión general y particular de un proyecto de 
ley por el que se establecen normas relacionadas con la 
expedición del certificado de defunción. 

Carp. n.-* 766/2017 - rep. n.* 545/17 y anexo l 


José Pedro Montero 
Secretario». 


Hebert Paguas 
Secretario 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores senadores Alonso, Amorín, 
Aviaga, Ayala, Besozzi, Bianchi, Bordaberry, Camy, 
Carámbula, Cardoso, Carrera, Coutinho, Da Silva, De 
León, Delgado, Garín, Heber, Larrañaga, Martínez 
Huelmo, Michelini, Moreira, Mujica, Otheguy, 
Passada, Payssé, Pintado, Saravia, Tourné y Zaffaroni. 
Y a partir de la hora 12, el señor senador García. 


FALTAN: con licencia, los señores senadores García 
(hasta la hora 12), Lacalle Pou y Mieres. A partir de la 
hora 12, se retira el señor senador Da Silva. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑORA PRESIDENTE.- Habiendo número, está 


abierta la sesión. 
(Son las 09:38). 


—Dese cuenta de un asunto entrado. 
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(Se da del siguiente). 


SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «La Comi- 
sión de Constitución y Legislación eleva informado un 
proyecto de ley por el que se modifica la Ley n.- 19293, 
de 19 de diciembre de 2014, y la Ley n. 15750, de 24 de 
junio de 1985, para adecuarlas al nuevo Código del Pro- 
ceso Penal. 

—HA SIDO REPARTIDO Y SE ENCUENTRA IN- 
CLUIDO EN EL ORDEN DEL DÍA DE LA SESIÓN 
DE HOY». 
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4) PROYECTOS PRESENTADOS 


SEÑORA PRESIDENTE.- Dese cuenta de un proyec- 
to presentado. 


(Se da del siguiente). 


SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «El señor 
senador Germán Coutinho presenta, con exposición de 
motivos, un proyecto de ley por el que se establece el 26 
de octubre de cada año como Día del Técnico en Hemote- 
rapia o Transfusionista. 

-A LA COMISIÓN DE SALUD PÚBLICA». 
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(Texto de proyecto de ley presentado). 


Exposición de Motivos 


Quisiéramos poner en consideración este proyecto de ley, cuyo objetivo es 
otorgar un merecido reconocimiento a los técnicos transfuslonistas de nuestro 
pals por la labor que desarrollan, con un rol preponderante para garantizar a la 
población, importantes estándares de hemocomponentes seguros en los 
bancos de sangre, gracias a la que se salvan luego miles de vidas. 

La transfusión de sangre, es el procedimiento por el cual se inserta sangre o 
hemoderivados procedentes de un individuo en el sistema circulatorio de otro, 
es utilizado para mantener con vida a los pacientes que han sufrido pérdidas 
excesivas de sangre por traumas o cirugías a para proporcionar algún 
elemento necesario en caso que afecten la producción de glóbulos rojos, 
blancos o cualquier otro componente sanguíneo. 

Recién durante la primera década del siglo 19, se identifican los diferentes tipos 
de sangre, y que la incompatibilidad entre el donante y el receptor podía causar 
la muerte. 

En Uruguay, fue Augusto Turenne, Profesor de Obstetricia de la Facultad de 
Medicina, primer Presidente del Sindicato Médico del Uruguay (1920), 
historiador y Decano (1907-1909), quien realizó el 26 de octubre de 1916 la 
primera transfusión de sangre citratada, a JP de G, uruguaya, casada de 30 
años, quien ingresa al Servicio de Protección Maternal (Casa de la Maternidad) 
tras un aborto. Luego de un cuadro grave por su anemia y la ínfima tensión del 
pulso a pesar de las acciones aplicados y temiendo lo peor, se le realizó como 
Única alternativa, una trasfusión sanguínea de una nurse voluntaria. La mejoría 
subjetiva fue rápida y real. 

El Técnico en Hemoterapia, es el Profesional de la Salud que realiza la 
obtención, estudio inmunohematológico y serológico, procesamiento manual o 
mecánico, conservación y transfusión de la sangre humana, componentes, 
derivados y productos recombinantes, de acuerdo con las técnicas al más alto 
nivel nacional e internacional. 

Realiza sus actividades, (administrativas, de laboratorio y clínica) en todas las 
áreas de la salud pública y privada independientemente del grado de 
complejidad de las mismas. 
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Su extensiva formación, le permite actuar en equipos multidisciplinarios con 
profesionales de otras áreas y está formado para desempeñarse tanto en el 
ámbito hospitalario como extra hospitalario (promoción de la donación 
voluntaria de sangre en la comunidad e investigación). 

En nuestro medio la Carrera tiene más medio siglo de existencia, y transformó 
a la especialidad de transfusionista, en un profesional universitario de la salud. 
Sin embargo, es casi la única Tecnicatura que no pudo acceder al título de 
Licenciado. El laudo es bajo, siendo un trabajo de gran responsabilidad, ya que 
la terapéutica con sangre, sus componentes y derivados, es un elemento de 
riesgo vital en el cual “un error compromete la vida del enfermo”. 

No se cobra el contacto con el paciente en ASSE ni tampoco un seguro por 
trabajar con sangre, que son conocidos los riesgos contaminantes. 

Los transfusionistas, buscan ser reconocidos y que se les de la merecida 
importancia a la profesión, sin la cual, no se podrían realizar ni siquiera 
cirugías. 

Por todo lo expuesto anteriormente, es que solicito que se declare el 26 de 
octubre “DIA DEL TÉCNICO EN HEMOTERAPIA O TRANSFUSIONISTA” 
conmemorando la fecha en que se realizó la primera transfusión de sangre en 
el Uruguay. 


Montevideo, 5 de diciembre de 2017.- 


German Coutinho 
Senador 
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PROYECTO DE LEY POR EL QUE SE ESTABLECE QUE 
EL 26 DE OCTUBRE DE CADA AÑO COMO DÍA DEL TÉCNICO EN 
HEMOTERAPIA O TRANSFUSIONISTA 


Proyecto de Ley 


Artículo Único. - Establécese el 26 de octubre de cada año como "Día del 
Técnico en Hemoterapia o Transfusionista" 


Montevideo, 5 de diciembre de 2017.- 


Germán Coutinho 
Senador 


318-C.S. CÁMARA DE SENADORES 6 de diciembre de 2017 


SEÑORA PRESIDENTE.- Dese cuenta de otro pro- 
yecto presentado. 


(Se da del siguiente). 


SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «El señor 
senador Jorge Larrañaga presenta, con exposición de mo- 
tivos, un proyecto de ley por el que se tipifican las amena- 
zas contra fiscales, jueces y otros operadores jurídicos, en 
el marco del proceso penal. 

-A LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN Y LEGIS- 
LACIÓN». 
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(Texto del proyecto de ley presentado). 


Proyecto de ley 


Artículo UNICO: Agréguese al Código Penal el siguiente artículo: 
Artículo 290 bis 


El que, en ocasión de la investigación preliminar o proceso penal, 
use la violencia o amenace, por la actividad o función en el mismo, 
a algún integrante del Poder Judicial, del Ministerio Público, auxiliar 
del tribunal, abogados, partes o a cualquiera que por imperio de la 
ley o de un interés participe en el proceso, será castigado con 
dieciocho meses de prisión a cinco años de penitenciaría. 


Dr. Jorge Larrañaga 


Senador 
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Exposición de Motivos 


La exposición de los operadores de justicia durante los procesos los 
hace especialmente vulnerables. Particularmente durante las 
instancias penales. 


El nuevo Código de Proceso Penal al introducir audiencias orales y 
públicas, aumenta el riesgo al existir un contacto directo entre 
indagados y acusados con el resto de operadores, testigos, la 
propia víctima y otros sujetos llamados a intervenir tanto en la etapa 
de investigación como en el propio proceso. 


En junio de 2017, poco antes de la entrada en vigencia del Nuevo 
Código del Proceso Penal, el Presidente de la Suprema Corte de 
Justicia Dr, Jorge Chediak había advertido en una presentación en 
ADM que estos cambios por el CPP "obligará a aumentar las 
medidas de seguridad para los operadores judiciales, testigos y 
víctimas” porque "la mayor exposición puede conllevar riesgos de 
amenaza o efectivización de ataques contra los operadores 
judiciales”, y alertaba que se debían tomar medidas porque de lo 
contrario el temor a declarar puede ser un "obstáculo para las 
investigaciones”. 


Ya antes de la vigencia del nuevo Código se registraban numerosos 
episodios donde sobre todo, jueces y fiscales eran objeto de 
amenazas o algún tipo de ataque. 
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El presente proyecto opera sobre esa realidad y tipifica y sanciona a 
quien en ocasión de la investigación preliminar o proceso penal, 
use la violencia o amenace a jueces, fiscales y todo otro auxiliar del 
tribunal, abogados, partes o a cualquiera que por imperio de la ley o 
de un interés participe en el proceso. 


La conducta tipificada es aquella que se da contra los sujetos 
mencionados, en ocasión y por actividad o función relativa a la 
investigación o proceso judicial, sea esta desarrollada o no en sede 
judicial. 


Lo que se intenta proteger es por tanto la actividad de jueces y 
fiscales principalmente, y la de los demás actuantes en un proceso 
penal que se colocan en un especial riesgo al comparecer y 
participar en el mismo. 


La pena establecida oscila entre los dieciocho meses de prisión y 
los cinco años de penitenciaria. 


Dr. Jorge Larrañaga 
Senador 
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5) INASISTENCIAS ANTERIORES 


SEÑORA PRESIDENTE.- Dando cumplimiento a lo 
que establece el artículo 53 del Reglamento de la Cámara 
de Senadores, dese cuenta de las inasistencias a las ante- 
riores convocatorias. 


(Se da de las siguientes). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- En la 
sesión ordinara del 5 de diciembre no se registraron ina- 
sistencias. 


A la sesión de la Comisión de Población, Desarrollo 
e Inclusión del 6 de noviembre faltó con aviso el señor 
senador Cardoso. 


A la sesión de la Comisión de Vivienda y Ordenamien- 
to Territorial del 7 de noviembre faltó con aviso el señor 
senador Cardoso. 


A la sesión de la Comisión de Educación y Cultura del 
8 de noviembre faltaron con aviso los señores senadores 
Carámbula y Cardoso. 


A la sesión de la Comisión de Transporte y Obras Pú- 
blicas del 8 de noviembre faltó con aviso el señor senador 
Carámbula. 


A la sesión de la Comisión de Industria, Energía, Co- 
mercio, Turismo y Servicios del 8 de noviembre faltó con 
aviso el señor senador Larrañaga. 


A la sesión de la Comisión de Hacienda del 9 de no- 
viembre faltó con aviso el señor senador Heber. 


A la sesión de la Comisión de Asuntos Laborales y Se- 
guridad Social del 9 de noviembre faltaron con aviso los 
señores senadores Delgado y Tourné. 


A la sesión de la Comisión de Ganadería, Agricultura 
y Pesca del 9 de noviembre faltaron con aviso los señores 
senadores Bianchi y De León. 


A la sesión de la Comisión de Población, Desarrollo e 
Inclusión del 13 de noviembre faltaron con aviso los seño- 
res senadores Alonso, Aviaga y Cardoso. 


A la sesión de la Comisión de Salud Pública del 14 de 
noviembre faltaron con aviso los señores senadores Be- 
SOZZI y Suárez. 


A la sesión de la Comisión de Ganadería, Agricultura 
y Pesca del 16 de noviembre faltaron con aviso los señores 
senadores Bianchi y De León. 
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A la sesión de la Comisión de Asuntos Internacionales 
del 16 de noviembre faltó con aviso el señor senador Peña. 


A la sesión de la Comisión de Asuntos Laborales y 
Seguridad Social del 16 de noviembre faltó con aviso la 
señora senadora Tourné. 


A la sesión de la Comisión de Educación y Cultura del 
22 de noviembre faltó con aviso el señor senador Cardoso. 


A la sesión de la Comisión de Transporte y Obras Pú- 
blicas del 22 de noviembre faltó con aviso el señor senador 
Coutinho. 


A la sesión de la Comisión de Hacienda del 23 de no- 
viembre faltó con aviso la señora senadora Moreira. 


A la sesión de la Comisión de Población, Desarrollo e 
Inclusión del 27 de noviembre faltaron con aviso los seño- 
res senadores Cardoso, Otheguy y Tourné. 


A la sesión de la Comisión de Hacienda del 30 de no- 
viembre faltaron con aviso los señores senadores Amorín 
y Moreira. 


A la sesión de la Comisión de Población, Desarrollo e 
Inclusión del 4 de diciembre faltó con aviso el señor sena- 
dor Cardoso. 


A la sesión de la Comisión de Vivienda y Ordenamien- 
to Territorial del 5 de diciembre faltó con aviso el señor 
senador Cardoso. 


A la sesión de la Comisión de Salud Pública del 5 de 
diciembre faltó con aviso el señor senador Bianchi. 


6) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRACIÓN 
DEL CUERPO 


SEÑORA PRESIDENTE.- Léase una solicitud de li- 
cencia. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 5 de diciembre de 2017 


Señora presidente de la 
Cámara de Senadores 
Lucía Topolansky 


De mi mayor consideración: 


A través de la presente solicito al Cuerpo me conceda 
licencia al amparo de la Ley n.” 17827, de 14 de setiembre 
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de 2004, los días 13 y 14 de diciembre de 2017, por motivos 
personales. 


Sin otro particular, saludo a la señora presidente muy 
atentamente. 
Marcos Otheguy. Senador». 


SEÑORA PRESIDENTE. Se va a votar si se concede 
la licencia solicitada. 


(Se vota). 
—15 en 15. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda convocada la señora Cristina Lústemberg, 
quien deberá prestar la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 5 de diciembre de 2017 


Señora presidente de la 
Cámara de Senadores 
Lucía Topolansky 
Presente 


De mi consideración: 

Por este medio solicito al Cuerpo me conceda licencia 
por asuntos particulares, al amparo de la Ley n.” 17827, de 
14 de setiembre de 2004, el día 11 del corriente. 

Sin más, saludo atentamente. 


Marcos Carámbula. Senador». 


SEÑORA PRESIDENTE. Se va a votar si se concede 
la licencia solicitada. 


(Se vota). 
—14 en 15. Afirmativa. 


Se comunica que los señores Juan Castillo y Eduardo 
Lorier han presentado nota de desistimiento, informando 
que por esta vez no aceptan la convocatoria a integrar el 
Cuerpo, por lo que queda convocada la señora Michelle 
Suárez, a quien ya se ha tomado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 


(Se lee). 
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SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 6 de diciembre de 2017 


Presidente de la Cámara de Senadores 
De mi mayor consideración: 


Por la presente solicito licencia, por motivos perso- 
nales, a la sesión de la Cámara de Senadores del día de 
la fecha. 


Sin otro particular, saludo a usted muy atentamente. 
Javier García Duchini. Senador». 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede 
la licencia solicitada. 


(Se vota). 
—16 en 16. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda convocado el señor Sebastián da Silva, a quien 
ya se ha tomado la promesa de estilo. 


7) PREVENCIÓN DE ACCIDENTES DE TRÁNSITO 
EN RUTAS NACIONALES 


SEÑORA PRESIDENTE.- El Senado ingresa a la me- 
dia hora previa. 


Tiene la palabra el señor senador Coutinho. 


SEÑOR COUTINHO.- Señora presidenta: el tema que 
quiero plantear hoy es de relevancia, si consideramos las 
cifras de fallecidos en accidentes de tránsito en nuestras 
rutas. De acuerdo con la información publicada por la 
Unasev, entre los años 2011 y 2016, 1352 personas perdie- 
ron la vida en las rutas nacionales, aproximadamente un 
50 % del total de fallecidos en accidentes de tránsito en ese 
período. Reitero: fueron 1352 los uruguayos que perdieron 
la vida en las rutas de nuestro país. 


Para quienes transitamos por ellas frecuentemente, 
cualquier elemento que atente contra la seguridad vial nos 
hace pensar de inmediato en la probabilidad de un nuevo 
accidente de tránsito, uno más de tantos de los que, lamen- 
tablemente, fuimos testigos en alguna oportunidad o en 
los que tuvimos que brindar asistencia. 


En concordancia con los esfuerzos que se vienen 
haciendo para que el número de estos siniestros 
disminuya, estamos dispuestos a colaborar en ese sentido. 
Debemos recordar que en esta época del año el tránsito se 
incrementa, y es por eso que hacemos este aporte y esta 
observación. 
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Si bien la Norma de Señalización Vertical del Minis- 
terio de Transporte y Obras Públicas aplicable a las rutas 
nacionales en lo específico a la señalización de que está 
prohibido adelantar prevé que su implantación se haga en 
el principio de un tramo donde se prohíbe el adelantamien- 
to, disponiéndose, en general, dos señales tipo R7, una a 
cada lado de la calzada, orientadas hacia el mismo sentido 
de la circulación, esto casi nunca se cumple. Hemos no- 
tado que, prácticamente en todos los casos, el cartel de 
prohibido adelantar se encuentra únicamente de un lado de 
la calzada. Esto hace que cuando hay un vehículo grande 
circulando adelante —un ómnibus o un camión-, la señal 
muchas veces no pueda ser apreciada por el conductor del 
vehículo que viene detrás, con los consiguientes riesgos 
que ello implica. 


Es notorio que muchos de los accidentes que ocurren 
en las rutas nacionales se dan por un indebido adelanta- 
miento. Por lo tanto, existiendo la normativa, no se en- 
cuentran justificativos para que la Dirección Nacional de 
Vialidad no proceda en tal sentido. 


Sería una buena cosa, también, que la maquinaria de 
gran porte que circula en la ruta, además de los requisitos 
ya impuestos, lo haga con banderines altos, que hagan que 
se note su presencia desde lejos, principalmente en las ba- 
jadas. 


Es de conocimiento de todos que son numerosos los 
turistas argentinos, brasileños y paraguayos que transitan 
año a año por nuestras rutas —afortunadamente—, y mu- 
chos de ellos lo harán por primera vez, y están acostum- 
brados a otro tipo de autopistas, por lo que todo lo que 
podamos prever para facilitar su circulación y mejorar su 
seguridad no estará de más. 


Así como se realizan campañas de concientización y 
se insiste en la obligatoriedad del uso del cinturón de se- 
guridad y de la circulación con las luces encendidas, en la 
normativa del alcohol cero —con sus respectivos controles 
de espirometría— y existen radares para control de la ve- 
locidad, apliquemos las normativas que nos ayudan y que 
ya están creadas. 


Es nuestra responsabilidad solicitarlo y continuar tra- 
bajando para disminuir la siniestralidad en nuestro país. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis palabras sea 
enviada a la Unasev, a la Dirección Nacional de Vialidad y 
al Ministerio de Transporte y Obras Públicas. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite so- 
licitado por el señor senador. 


(Se vota). 


—17 en 18. Afirmativa. 
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8) INSTALACIÓN DE LA IMAGEN DE LA VIRGEN 
MARÍA EN LA RAMBLA DE MONTEVIDEO 


SEÑORA PRESIDENTE.- Continuando con la media 
hora previa, tiene la palabra el señor senador Bordaberry. 


SEÑOR BORDA BERRY.- Señora presidenta: como se 
sabe, la rambla de Montevideo es uno de los paseos prefe- 
ridos de los montevideanos. Algunos hacen deporte, otros 
caminan, y otros pasean. Son 22 kilómetros de balcón al 
Río de la Plata, que privilegian nuestra ciudad. 


Entre los muchos ciudadanos uruguayos que con- 
curren a la rambla, hay varios miles que desde hace ya 
muchos años se reúnen en la zona de la Aduana de Oribe 
a rezar el rosario a la Virgen María. Hace un tiempo pre- 
sentaron a la Intendencia de Montevideo la iniciativa de 
instalar en ese lugar una imagen de la Virgen María, de no 
más de dos metros de altura. 


El intendente de Montevideo —exsenador—, Daniel 
Martínez, estuvo de acuerdo, pero lamentablemente el pe- 
dido fracasó en la Junta Departamental. Algunos sostu- 
vieron que con la instalación de la estatua de la Virgen en 
el lugar, los católicos se estarían apropiando de un espacio 
público, y otros expresaron que ello violaría la laicidad. 
¡Nada más equivocado! 


Colocar una estatua en recuerdo, en homenaje o como 
lugar de veneración en un espacio público, no es apropiár- 
selo. Por lo contrario: es reconocer a una figura que genera 
adhesión, respeto, o que se entiende necesario recordar 
por lo que significa para el país o para una parte de la 
ciudadanía. 


Afirmar esto sería como aceptar que nosotros, los co- 
lorados, nos hemos apropiado de los espacios públicos 
donde se encuentran colocadas las estatuas a Luis Batlle 
o a José Batlle y Ordóñez, o de la plaza dedicada al ge- 
neral Fructuoso Rivera; o que el Partido Nacional se ha 
apropiado del espacio dedicado a Luis Alberto de Herrera 
o a Aparicio Saravia; o que el Frente Amplio ha hecho lo 
mismo con el espacio dedicado a Líber Seregni. ¡No es así! 
Con devoción vamos, año a año, a esos espacios públicos 
a venerar a los grandes hombres de nuestros partidos, y a 
nadie nunca se le ha ocurrido decir que por ello nos hemos 
apropiado de esos espacios. 


Con la imagen de la Virgen María pasa algo parecido. 
Hay una buena parte de la población que la venera y se 
reúne en un lugar a rezarle más de una vez al año, y ella 
lleva varios cientos de años —en realidad, casi dos mil— de 
ventaja a los otros. 


Hay quienes veneran, a principios de febrero, la ima- 
gen de la diosa lemanjá. Otros recuerdan el Genocidio 
Armenio, y otros el Holocausto, en una clara muestra de 
tolerancia, laicidad positiva y aceptación de la diversidad 
de pensamiento. 
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De ahí que entendemos que debe aceptarse esa soli- 
citud y colocarse la estatua de la Virgen en el lugar men- 
cionado. 


El próximo viernes 8 de diciembre —pasado mañana— 
es para nosotros, los católicos, el día de la Virgen. Sería un 
buen día para que el señor Intendente —que está de acuerdo 
con esto— insista, en estos tiempos del Adviento, en la ins- 
talación de la imagen de la Virgen y que la Junta Departa- 
mental lo acepte. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis palabras sea 
enviada al intendente de Montevideo, a la totalidad de los 
ediles de la Junta Departamental de Montevideo y al señor 
presidente de la república. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite so- 
licitado por el señor senador. 


(Se vota). 


—19 en 20. Afirmativa. 


9) PROCESO ELECTORAL EN HONDURAS 


SEÑORA PRESIDENTE.-- Continuando con la media 
hora previa, tiene la palabra la señora senadora Passada. 


SEÑORA PASSADA ..- Señora presidenta: nos vamos a 
referir hoy a un hecho que está enmarcado en el proceso de 
elección que se está realizando en Honduras. A dos sema- 
nas de realizadas las elecciones, aún no se ha proclamado 
al ganador. 


Respecto de este proceso, en el que han participado 
observadores internacionales, la propia Unión Europea ha 
manifestado que todavía no ha finalizado. La gente se en- 
cuentra en las calles resistiendo, manifestándose para que 
se respete lo que el pueblo ha elegido. 


En una clara política de represión, ya hay siete muer- 
tos, varios detenidos y periodistas internacionales priva- 
dos de libertad por el solo hecho de haber presenciado la 
represión, las manifestaciones y de haber estado en el acto 
de elección. 


En estas situaciones, cuando está en riesgo la democra- 
cia, de algún modo se pone en riesgo también a los países 
de América Latina. 


Estas manifestaciones nos deben poner en alerta. La 
represión no se ha llevado adelante en mayor medida por- 
que la propia Policía ha manifestado, a través de su bata- 
llón, que no estaba dispuesta a reprimir al pueblo, a los 
ciudadanos, y ha tomado la iniciativa de hacer paro para 
no tener que salir a las calles a hacerlo. 
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No hay garantías democráticas, y creemos que de algu- 
na manera debemos responsabilizarnos todos tomando al- 
gunas acciones, no solamente en carácter de manifestacio- 
nes como país, sino también dirigidas a las organizaciones 
internacionales a las que este Parlamento pertenece. 


En nuestro caso, a través de la Unión Interparlamenta- 
ria —a la que este Parlamento está afiliado y en la que tiene 
su representación—, vamos a solicitar al grupo interparla- 
mentario que en las próximas horas se tome contacto con 
los distintos Parlamentos, así como con los parlamentarios 
de la propia Honduras, para darle un seguimiento de cerca 
a esta situación y que vaya más allá de la solidaridad escri- 
ta o de la manifestación que se pueda realizar en nuestros 
ámbitos legislativos. 


Este es un proceso democrático que, indudablemente, 
no solo afecta a ese país sino también a cada uno de los 
países que integran nuestra América. Estamos solicitando 
que los observadores internacionales brinden los informes 
a cada uno de los organismos acerca de lo que está pasan- 
do realmente en Honduras. 


Por estas razones, solicito que la versión taquigráfica 
de estas palabras sea enviada a la Cancillería, a la Embaja- 
da de Honduras y a la Unión Interparlamentaria. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTE- Se va a votar el trámite so- 
licitado por la señora senadora. 


(Se vota). 


23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


10) HOSPITAL DE OJOS JOSÉ MARTÍ 


SEÑORA PRESIDENTE.- Continuando con la media 
hora previa, tiene la palabra la señora senadora Ayala. 


SEÑORA AYALA.- Muchas gracias, señora presidenta. 
Muy buenos días a todos. Seré breve. 


Históricamente, gran parte de la población de Uruguay 
no tenía la posibilidad de acceder a resolver sus problemas 
de visión, pero desde hace diez años comenzamos, como 
país, a transitar un nuevo camino solidario; con el apoyo 
y la colaboración del pueblo cubano y con la definición 
adoptada como Gobierno nacional, lo estamos logrando. 


A diez años —reitero— del comienzo de este emprendi- 
miento, tenemos cifras que queremos compartir con los 
señores senadores: 75.000 cirugías realizadas; 4500 con- 
sultas mensuales; 600 operaciones mensuales; 450.000 
uruguayos posibles beneficiarios; y 175.000 pesquisas en 
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todo el país. Cabe señalar, además, que está procurándose 
la descentralización de este servicio. 


Hoy —como habitualmente pasa con el ser humano— 
tomamos esto como algo normal y corriente en nuestra 
vida, y está bien que así sea, porque ya forma parte de 
nuestros derechos adquiridos. Simplemente, es bueno 
que recordemos que hace apenas diez años la mayoría de 
los uruguayos no accedíamos a este derecho por igual. 
Hace diez años resolvía su problema de visión aquel que 
podía pagar un tratamiento, la cirugía o la medicación. 
Actualmente, todos aquellos uruguayos que antes no po- 
dían acceder por razones económicas, están haciéndolo 
a través del Hospital de Ojos José Martí. Esta es una rea- 
lidad: gracias a los esfuerzos compartidos, hoy el país 
brinda a su gente esa atención y esa oportunidad. Es- 
peremos que el Uruguay y todos quienes hemos puesto 
nuestro esfuerzo en esto continuemos en esa búsqueda 
de visión. 
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Solicito que la versión taquigráfica de estas palabras 
sea enviada al Hospital de Ojos José Martí. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite so- 
licitado por la señora senadora. 


(Se vota). 


—23 en 24. Afirmativa. 


11) PRIMERAS LÍNEAS URUGUAYAS DE 
NAVEGACIÓN AÉREA ENTE AUTÓNOMO 


SEÑORA PRESIDENTE.- El Senado ingresa al orden 
del día con la consideración del asunto que figura en pri- 
mer término: «Proyecto de ley por el que se aprueba la su- 
presión de las Primeras Líneas Uruguayas de Navegación 
Aérea Ente Autónomo (Pluna E. A.). (Carp. n.* 954/2017 
- rep. n* 547/17)». 
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(Antecedentes). 


Carp. n.* 954/2017 - rep. n.* 547/17 
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Artículo 1*.- Suprimese, a partir del 31 de diciembre de 2017, el Ente Autónomo 
Primeras Líneas Uruguayas de Navegación Aérea (PLUNA) creado por la Ley N? 11.740, 
de 12 de noviembre de 1951, con la modificación dispuesta por el artículo 6% de la Ley 
N* 16.211, de 1? de octubre de 1991. 


Artículo 2* . El Directorio de PLUNA Ente Autónomo mantendrá hasta dicha fecha 
las facultades conferidas por los artículos 399 a 401 de la Ley N” 19.355, de 19 de 
diciembre de 2015. 


Artículo 3” - El personal de PLUNA Ente Autónomo comprendido en el artículo 400 
de la Ley N* 19.355, de 19 de diciembre de 2015, que sea declarado excedente por el 
Directorio, luego de la promulgación de la presente ley, conforme a lo establecido en 
dicha norma, pasará a una planilla en el Inciso 02 "Presidencia de la República”, 
programa 004 "Política, Administración y Control del Servicio Civil" unidad ejecutora 008 
"Oficina Nacional del Servicio Civil", hasta que se verifique su redistribución. La 
Contaduría General de la Nación habilitará los créditos necesarios en el programa antes 
mencionado. 


La declaración de excedencia no afectará los derechos, garantías y deberes 
inherentes a su vinculación con PLUNA Ente Autónomo, hasta el momento de la 
incorporación definitiva al organismo de destino. 
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Los funcionarios declarados excedentes, que estén en comisión de servicios a la 
fecha de promulgación de la presente ley, serán incorporados definitivamente al 


organismo correspondiente. 


Artículo 4”.- Los activos y pasivos remanentes a la fecha de supresión de PLUNA 
Ente Autónomo quedarán transferidos de pleno derecho al Estado-Poder Ejecutivo, quien 
será considerado a todos los efectos como su sucesor a titulo universal, desde el 
momento mismo en que se verifique la supresión referida en el artículo 1”, 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en Montevideo, a 14 de 
noviembre de 2017. 


CARLOS MAHÍA F 
Presidente 

NIA ORTIZ 
Secretaria 
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COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, CÓDIGOS, 
LEGISLACIÓN GENERAL Y ADMINISTRACIÓN 


INFORME 


Señores Representantes: 


La Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y 
Administración ha considerado el proyecto de ley, remitido por el Poder Ejecutivo con 
fecha 21 de agosto de este año, para dar cumplimiento al mandato que este Parlamento 
le encomendó por la Ley N* 19.355, de 19 de diciembre de 2015. 


El marco normativo del Erte Autónomo Primeras Líneas 
Uruguayas de Navegación Aérea (PLUNA) se encuentra en las Leyes N? 11.740, de 12 de 
noviembre de 1951 y N* 16.211, de 1? de octubre de 1991. 


Según fuimos informados por el propio Ministro de Transporte y 
Obras Públicas, Victor Rossi, y las autoridades del Ente Autónomo, se han dado todos los 
pasos necesarios para cumplir con la fiquidación encomendada y, en el marco de lo 
dispuesto por el articulo 189 de la Constitución de la República, se está en condiciones de 
suprimir el Ente Autónomo creado por la Ley N* 11,740, de 12 de noviembre de 1951, De 
acuerdo a la Carta para proceder a la supresión se necesita una mayoría especial de dos 
tercios de cada Cámara, razón por la cual esta Comisión propone al Cuerpo un texto 
aprobado por la unanimidad de los presentes. 


El proyecto consta de cuatro articulos. En el artículo 1* se 
suprime el Ente Autónomo Primeras Líneas Uruguayas de Navegación Aérea (PLUNA), a 
partir del 31 de diciembre de 2017. 


El articulo 2% mantiene las facultades del Directorio de PLUNA 
Ente Autónomo, conferidas por los artículos 399 a 401 de la Ley N* 19.355. 


El artículo 3? del proyecto a considerar regula la situación de los 
funcionarios que revistan en el ente al momento de la supresión, declarando su 
excedencia y disponiendo cuáles serán los organismos a los que serán destinados. Se 
asegura el cumplimiento de las obligaciones derivadas de la relación estatutaria por parte 
del Estado. Este articulo fue modificado por esta Asesora: en el tercer párrafo se define 
que quienes estén en comisión de servicios en otros organismos pasarán a formar parte 
de los mismos en forma permanente, buscando darle certezas a dichos funcionarios. 


El artículo 4* también fue modificado en Comisión y por el mismo 
se transfieren los activos y pasivos al Estado - Poder Ejecutivo. 


Por lo expuesto es que por unanimidad de presentes, esta 
Comisión aconseja a la Cámara de Representantes aprobar el proyecto de ley que se 
acompaña 


Sala de la Comisión, 8 de noviembre de 2017 


PAULINO DELSA 
MIEMBRO INFORMANTE 
PABLO D. ABDALA 
DARCY DE LOS SANTOS 
MACARENA GELMAN 
PABLO GONZÁLEZ 
OPE PASQUET 
ERNESTO PITETTA 
DANIEL RADÍO 
JAVIER UMPIÉRREZ 
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PODER EJECUTIVO 


MINISTERIO DE TRANSPORTE Y OBRAS PUBLICAS 


MINISTERIO DE ECONOMIA Y FINANZAS 


Montevideo, 21 AGO 2017 


Sr. Presidente de la Asamblea General 
Raúl Sendic 


Presente 
De mi mayor consideración: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo para someter a su consideración, el Proyecto de Ley que se 
adjunta, referente a la supresión del Ente Autónomo Primeras Líneas 
Uruguayas de Navegación Aérea (PLUNA), conforme a lo previsto por el 
artículo 189 de la Constitución de la República. 

La Ley N*19.355 de fecha 19 de diciembre de 2015, 
encomendó al Directorio de PLUNA la liquidación de su patrimonio, 
otorgándole las facultades necesarias para su cumplimiento. 

Habiéndose ejecutado en lo sustancial la liquidación 
encomendada por la ley, el Poder Ejecutivo entiende oportuno suprimir 
el Ente Autónomo Primeras Líneas Uruguayas de Navegación Aérea 
(PLUNA), creado por la Ley N*11.740 de fecha 12 de noviembre de 1951, 
con la modificación dispuesta por el artículo 6* de la Ley N*16.211 de 
fecha 1* de octubre de 1991, a partir del próximo 31 de diciembre de 
2017, fecha en la que se prevé la finalización del proceso de liquidación 
referido. 

Sin otro particular, saluda al señor Presidente con la 


mayor consideración; 
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PROYECTO DE LEY 


Artículo 1”.- Suprimese, a partir del 31 de diciembre de 2017, el Ente 
Autónomo Primeras Lineas Uruguayas de Navegación Aérca (PLUNA) 
creado por la Ley N*11.740 de fecha 12 de noviembre de 1951, con la 
modificación dispuesta por el articulo 6” de la Ley N*16.211 de fecha 1” 
de octubre de 1991, 


Artículo 2* - El Directorio de PLUNA ENTE AUTÓNOMO mantendrá hasta 
dicha fecha las facultades conferidas por los articulos 399 a 401 de la 
Ley N*19,355 de fecha 19 de diciembre de 2015. 


Artículo 3* - El personal de PLUNA ENTE AUTÓNOMO comprendido en 
el artículo 400 de la Ley N*19.355 de fecha 19 de diciembre de 2015, que 
sea declarado excedente por el Directorio conforme a lo establecido en 
dicha norma, pasarán a una planilla en el Inciso 02 "Presidencia de la 
República”, Programa 004 "Política, Administración y Control del Servicio 
Civil" Unidad Ejecutora 008 "Oficina Nacional del Servicio Civil", hasta 
que se verifique su redistribución. La Contaduría General de la Nación 
habilitará los créditos necesarios en el Programa antes mencionado. 


La declaración de excedencia no afectará los derechos, garantías y 
deberes inherentes a su vinculación con PLUNA ENTE AUTÓNOMO, 
hasta el momento de la incorporación definitiva al organismo de destino. 


Los funcionarios declarados excedentes que tuvieran su cargo en reserva 
o estén en comisión de servicios a la fecha de promulgación de la presente 
ley, serán redistribuidos en otro ente de igual naturaleza, desempeñando 
efectivamente sus tareas en dicho organismo de destino una vez 
finalizado el plazo o cesadas las circunstancias que motivaron la reserva 
o comisión, en su caso. 


Artículo 4 - Los activos y pasivos remanentes a la fecha de supresión de 
PLUNA ENTE AUTÓNOMO quedarán transferidos de pleno derecho al 
Ministerio de Economía y Finanzas, quien será considerado a todos los 
efectos como su sucesor a titulo universal, desde el momento mismo en 
que se verifique la supresión referida en el artículo primero 


Artículo 5? - Comuniquese, etc. 
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Disposiciones citadas 


Ley N*11.740, 
de 12 de noviembre de 1951 


PRIMERAS LINEAS URUGUAYAS DE NAVEGACION AEREA 
(PLUNA). CREACION 


Creación, domicilio y cometidos 


Artículo _1? Créase el Ente Autónomo denominado Primeras Lineas 
Uruguayas de Navegación Aérea "P.LU.N.A.", persona jurídica de Derecho 
Público, capaz de todos los derechos y obligaciones establecidos por la presente 
ley, así como por todas aquellas disposiciones legales y reglamentarias que no 
se opongan a la misma. 


Artículo 2 * Su domicilio legal y asiento principal será la ciudad de Montevideo, 
sin perjuicio de las demás Agencias o Sucursales que se instalen dentro o fuera 
del pais. 


Artículo 3% Son cometidos de PLUNA: 


A) 1%) Explotar, directa o indirectamente, en este último caso con autorización 
del Poder Ejecutivo, las líneas aéreas de transporte de pasajeros, correo y carga 
que fueren aprobadas por el Poder Ejecutivo. 


2%) Prestar, de igual forma, servicios terrestres y turísticos afines oO 
complementarios a la actividad aero-comercial. 


B) PLUNA tendrá los poderes jurídicos necesarios para el cumplimiento de sus 
cometidos y, en particular: 


1%) Con la autorización del Poder Ejecutivo y en la norma que determine la 
reglamentación, podrá contratar con terceros la prestación de los servicios 
previstos en el literal A). 


2%) Con la autorización del Poder Ejecutivo y en la forma en que determine la 
reglamentación podrá asociarse con capitales privados a fin de prestar los 
servicios previstos en el litoral A) (artículo 188, incisos 3 y 4 de la constitución de 
la República). En este caso, la asociación se hará a través de la participación en 
sociedades comerciales, con integración de PLUNA en la dirección y en el 
capital. 

A estos efectos, podrá aportar aquella parte de su patrimonio que fuere 
necesaria y conveniente. 


Fuente: Redacción dada por articulo 6* de la Ley N* 16.211 de 01 de octubre de 1991 
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Capital 


Artículo 4? Autorizase al Poder Ejecutivo a emitir una deuda interna que se 
denominará "Primeras Líneas Uruguayas de Navegación Aérea” para la 
integración del capital de "Pluna", 

La emisión se hará hasta el monto de $ 35:000.000 (treinta y cinco millones de 
pesos) en el cual estarán comprendidos los $ 3:000.000 (tres millones de pesos) 
asignados a Pluna S.E.M., por la ley N” 10.995, de 22 de diciembre de 1947, 

Esta deuda se emitirá a medida que lo requiera el desarrollo de las actividades 
del Ente. 

Los títulos devengarán un interés del 5 % anual y el 1 % de amortización anual 
acumulativa. 

El Directorio de "Pluna" podrá caucionar o vender los titulos según convenga 
a sus intereses. El servicio de esta deuda será atendido por Rentas Generales, 
el que será reintegrado con las utilidades netas de la explotación del Ente. 


Fuente: Redacción dada por el artículo 1* de la Ley N* 12.598 de 30 de diciembre de 1958. 


Dirección y Administración 


Artículo 5* "P. L, U. N A. ” será dirigida y administrada por un Directorio 
compuesto por un Presidente y cuatro vocales, con especiales conocimientos y 
capacidad para el cargo, designados por el Poder Ejecutivo en la forma 
establecida por el artículo 180 de la Constitución. El Vicepresidente que el 
Directorio designe, sustituirá al Presidente, sólo en los casos de vacancia 
temporaria. 

El Presidente y el Secretario del Directorio ejercerán la representación del 
Ente. 

El Presidente y demás miembros del Directorio tendrán una asignación 
mensual de $ 1.200.00 y $ 1.000.00, respectivamente. Estas asignaciones podrán 
ser modificadas de acuerdo al procedimiento establecido en el artículo 7* 


Artículo 6? El Directorio tendrá facultades de administración y disposición, sin 
más limitaciones que las establecidas en la presente ley. 

Todos los bienes de "P.L.U.N.A.”, garantizán el cumplimiento de sus 
obligaciones. Subsidianiamente responde el Estado. 


Artículo 7* El Directorio de "P.LU.MN A”, deberá formular anualmente su 
presupuesto, el que será sometido a la aprobación del Poder Ejecutivo, previo 
dictamen del Tribunal de Cuentas, rigiendo para su aprobación lo previsto en el 
artículo 193 de la Constitución de la República. 

Mientras no se apruebe el presupuesto para el ejercicio económico, continuará 
vigente el del ejercicio anterior. 


Artículo 8% DEROGADO 


Artículo 9” Corresponderá al Directorio la designación, destitución, traslado y 
suspensión del personal del Organismo. Los cargos técnicos se proveerán 
exclusivamente por concurso o prueba de eficiencia cuando se presentare un 
solo aspirante. 
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Artículo 10Las adquisiciones que realice "P.L.UN.A”, se regirán por lo 
dispuesto en las leyes N? 9 542, del 31 de diciembre de 1935, y N* 11.185, del 
20 de diciembre de 1948. 


Artículo 11 DEROGADO 


Artículo 12 Los miembros del Directorio serán responsables, personal y 
solidariamente, de las resoluciones votadas que pudieran estar en oposición a la 
Constitución, a las leyes o a los Reglamentos. 

Quedan exentos de esta responsabilidad: 


A) Los que hubieren hecho constar en acta su disentimiento y el fundamento que 
lo motivó. 


B) Los ausentes de la sesión en que se adoptara la resolución, siempre que en 
la primera sesión ulterior a que concurran, formulen la constancia prevista en el 
inciso anterior. 


El Presidente del Directorio estará obligado, cuando el miembro disidente lo 
solicite en el acto de expresar su oposición, a dar cuenta del hecho al Poder 
Ejecutivo dentro de las cuarenta y ocho horas, remitiéndole testimonio del acta 
respectiva, a los efectos de lo establecido por el artículo 187 de la Constitución. 


Tarifas y subvenciones 


Artículo 13 Las tarifas de los servicios regulares que realice "P.L.UNA.”, 
deberán ser sometidas a la aprobación del Poder Ejecutivo. 


Artículo 14 
"P.L.U.N.A”, gozará de una prima de $ 1.25 por kilómetro volado, en linea 


regular, hasta un máximo anual de 2:300.000 kilómetros, de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo 3”, inciso A) de esta ley. La Dirección de Aeronáutica 
Civil fijará las distancias reales de los servicios efectuados. 

La prima kilométrica será abonada cada mes, mediante adelantos provisorios 
mínimos equivalentes al 80 % del kilometraje volado. 

Estos adelantos, así como la liquidación definitiva anual, se realizarán por el 
Ministerio de Hacienda, mediante simple solicitud fundada de "P.LU.N.A.”, 
previo informe de la Dirección de Aeronáutica Civil. En la misma forma se 
reintegrarán a "P.L.U.N.A.” las subvenciones correspondientes al kilometraje 
volado en exceso de máximo establecido por el artículo 17 de la ley N* 10.535, 
de 18 de octubre de 1944. 


Distribución de utilidades 


Artículo 15 Los beneficios liquidos que resulten después de cubiertas las 
amortizaciones del activo, se distribuirán en la siguiente manera: 


1” 30 % para fondo de reserva hasta llegar al 40 % del capital integrado. 
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2” 20 % para ser distribuido entre el personal de obreros y empleados, de 
acuerdo con las normas que el Directorio establezca. 

3” El saldo para reintegrar a Rentas Generales el importe de los servicios de la 
Deuda Primeras Líneas Uruguayas de Navegación Aérea y las subvenciones 
otorgadas durante el ejercicio. 


Disposiciones generales 


Artículo 16 No se otorgarán autorizaciones para explotar nuevas líneas 
aéreas, sin oir previamente al Directorio de "P. L. U. N. A”. 

Igualmente el Ente será cido en todo lo referente a tarifas y servicios de 
navegación aérea, sobre los cuales al Poder Ejecutivo le corresponda dictar 
resolución. 


Artículo 17"P.LU.NA." estará exonerada de todo impuesto, proventos y 
tasas portuarias, derechos y todo otro gravamen de importación, así como de 
toda clase de impuestos, patentes, derechos, proventos, tasas, comprendidas 
las consulares y postales, y cualesquiera otros gravámenes creados o que se 
crearan, sean nacionales o municipales. 


Artículo 18 Para toda cuestión en que la "P.LUN.A"” necesite el 
asesoramiento o colaboración de otras Oficinas del Estado, lo solicitará por el 
Poder Ejecutivo para que ordene su cumplimiento en lo que corresponda, 


Artículo 19 DEROGADO 


Artículo 20 Sin perjuicio de sus facultades para dictar reglamentaciones de 
orden interno, el Directorio proyectará el Reglamento General, que será 
sometido a la aprobación del Poder Ejecutivo, lo mismo que sus modificaciones 
ulteriores. 

Recursos y competencias 


Artículo 21 Los funcionarios y demás personas que se consideren lesionados 
por resoluciones del Directorio, podrán deducir recurso de reposición, sin efecto 
suspensivo, dentro de los veinte días de su notificación en la República, y de 
cuarenta fuera de la República. Interpuesto el recurso, si no fuere resuelto dentro 
de los treinta días, quedará revocada la decisión recurrida en el caso concreto 
en que se hubiera planteado. 


Artículo 22 Agotada la vía administrativa, los funcionarios, y demás personas 
que se consideren lesionados en sus derechos por las decisiones del Directorio, 
podrán entablar la acción por ilegalidad, prevista en los artículos 270 y siguientes 
de la Constitución. 

La acción se dirigirá a obtener la revocación de la resolución impugnada, o a 
la reparación civil pertinente, o a ambos fines a opción del interesado. Se 
interpondrá dentro del término perentorio de veinte días de notificada aquella 
resolución y se seguirá en su tramitación el procedimiento de los juicios 
ordinarios. 
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El Juez de la causa podrá resolver, en cualquier momento, la suspensión de 
la resolución reclamada, cuando su cumplimiento pudiera producir perjuicio 
irreparable. 

Será competente el Juez Letrado Nacional de Hacienda y de lo Contencioso 
Administrativo. 


Disposiciones transitorias 


Artículo 23 "P. L. U.N. A. * tomará a su cargo el activo y el pasivo de la actual 
"P.L.U.N.A”, S.E.M.,, a la fecha de la promulgación de la presente ley. 


Artículo 24 

El personal que presta servicios en "P. L U.N. A”, S E. M. en el momento 
de la sanción de la presente ley, pasará a depender de este Instituto por lo menos 
en las mismas condiciones en que se encontraba en aquella Sociedad. 


Artículo 25 Declárase, por vía de interpretación que los artículos 17 a 30 de 
la ley 9.977, de 5 ce diciembre de 1940, se refieren a las lineas particulares 
subvencionadas por el Estado, no siendo de aplicación a”P.L.U.N A”. 


Artículo 26 

La deuda de "P.L.U.N.A.”, con la Caja de Jubilaciones respectiva, será 
abonada, una vez evaluada, sin multa, intereses ni recargo alguno, en cuotas 
mensuales, iguales, durante 20 años. 


Artículo 27 
Quedan derogadas todas las disposiciones que se opongan a la presente ley. 
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Ley N* 19.355, 
de 19 de diciembre de 2015 


PRESUPUESTO NACIONAL DE SUELDOS GASTOS E 
INVERSIONES. EJERCICIO 2015 - 2019 


SECCIÓN IV 
INCISOS DE LA ADMINISTRACIÓN CENTRAL 
INCISO 10 
MINISTERIO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS 


Artículo 399 Encomiéndase al Directorio del ente autónomo Primeras Lineas 
Uruguayas de Navegación Aérea (PLUNA), la liquidación del patrimonio del ente, 
otorgándosele las facultades necesarias para su cumplimiento, entre otras: 


A) Inventariar o ejecutar los activos y cancelar los pasivos del ente. 


B) Comparecer directamente en representación del ente o por apoderado en 
los procesos judiciales en trámite, en los que eventualmente se le inicien o en 
los que el mismo promueva. 


Á partir de la vigencia de la presente ley, las únicas actividades que 
desarrollará el ente autónomo serán las que tengan por objeto ejecutar la 
liquidación, sin perjuicio de lo cual, mantendrá su personería jurídica a todos los 
efectos. 


Asimismo comparecerá ante los procesos judiciales o de cualquier otra 
naturaleza que se tramiten en Uruguay o en el extranjero, ejerciendo la defensa 
activa o pasiva, cuando estos involucren al organismo o a los funcionarios 
comprendidos por el articulo 10 de la Ley N* 18.931, de 17 de julio de 2012, 
como consecuencia del concurso y liquidación judicial de Primeras Líneas 
Aéreas Uruguayas Sociedad Anónima (PLUNA S.A.). 


Artículo 400 El personal del ente autónomo Primeras Líneas Uruguayas de 
Navegación Aérea (PLUNA) presupuestado, contratado bajo el régimen de 
función pública y aquellos contratados bajo la modalidad de contrato a término, 
regulado por los artículos 30 a 42 de la Ley N* 17.556, de 18 de setiembre de 
2002, cuyo vínculo se hubiere iniciado con anterioridad al 31 de diciembre de 
2012, podrá declararse excedente por el Directorio de PLUNA ente autónomo. 
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El régimen de redistribución aplicable a estos funcionarios, será el establecido 
por los artículos 15 a 19 y 21 a 35 de la Ley N* 18.719, de 27 de diciembre de 
2010. 


A los efectos de la adecuación presupuestal correspondiente, se tomarán en 
cuenta las retribuciones de la oficina de origen, debiéndose computar las partidas 
salariales, las compensaciones percibidas y todo monto gravado por contribución 
a la seguridad social. 


Los gastos de funcionamiento del ente autónomo PLUNA, asi 
como las retribuciones personales y las cargas legales de los funcionarios que 
el Directorio considere necesario que continúen prestando funciones en el 
organismo, serán atendidas con cargo al subsidio que percibe el referido ente, 
con cargo a Rentas Generales incluido en la presente ley. 
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SEÑORA PRESIDENTE.- En discusión general. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor senador 
Carrera. 


SEÑOR CARRERA.- Señora presidenta: este proyec- 
to de ley que tenemos a estudio es la consecuencia lógica 
de la aplicación de la Ley n.” 19355, en sus artículos 399, 
400 y 401, mediante los cuales el Parlamento encomendó 
al directorio del ente autónomo Pluna su liquidación. 


Si pasáramos revista al artículo 399 de la Ley n.* 19355, 
veríamos que dice: «Encomiéndase al Directorio del ente 
autónomo Primeras Lineas Uruguayas de Navegación Aé- 
rea (PLUNA), la liquidación del patrimonio del ente, otor- 
gándosele las facultades necesarias para su cumplimiento, 
entre otras: 


A) Inventariar o ejecutar los activos y cancelar los pa- 
sivos del ente. 


B) Comparecer directamente en representación del 
ente o por apoderado en los procesos judiciales en trámite 
[...] las únicas actividades que desarrollará el ente autó- 
nomo serán las que tengan por objeto ejecutar la liquida- 
ción...». 


En el artículo 400 se expresa: «El personal del ente 
autónomo Primeras Lineas Uruguayas de Navegación Aé- 
rea (PLUNA) presupuestado, contratado bajo el régimen 
de función pública y aquellos contratados bajo la moda- 
lidad de contrato a término [...] cuyo vínculo se hubiere 
iniciado con anterioridad al 31 de diciembre de 2012, po- 
drá declararse excedente por el Directorio de PLUNA ente 
autónomo. 


El régimen de redistribución aplicable a estos funcio- 
narios, será el establecido por los artículos 15 a 19 y 21 a 
35 de la Ley n.* 18719, de 27 de diciembre de 2010...». 


Por su parte, en el artículo 401 se hace referencia a que 
los gastos de funcionamiento del ente autónomo Pluna, así 
como las retribuciones personales y las cargas legales de 
los funcionarios serán atendidos con cargo a rentas gene- 
rales. 


El proceso de liquidación concluyó. Por tanto, es opor- 
tuno que el Parlamento considere la supresión del ente, 
pues ya no tiene objeto, tarea ni cometido específico para 
desarrollar, y conforme a la Constitución de la república se 
requiere una ley especial que sea aprobada por dos tercios 
de los integrantes de cada cámara. 


La fecha establecida en el proyecto de ley remitido por 
el Poder Ejecutivo responde, más que nada, al cierre de 
los balances de Pluna, al cierre del año civil y del ejercicio 
económico, a fin de hacer una supresión de pleno derecho 
a partir de esa fecha, que sería el 31 de diciembre de este 
año. La intención es concluir todos los procesos contables 
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desde el punto de vista reglamentario, para que finalmente 
el ente no esté vigente a partir del 1.? de enero de 2018. 


Tengo un informe de las tareas que realizó el Directo- 
rio de Pluna relativas a la liquidación. En líneas generales, 
dice que con esta norma a la vista, aun previo a la promul- 
gación, se resolvió no renovar el contrato de arrendamien- 
to de servicios de rampa y mantenimiento. 


En diciembre de 2015 se firmó la rescisión del contrato 
con el concesionario y se cesó el servicio. Con tal motivo, 
y vista la especialidad de las máquinas allí utilizada, y 
para permitir la operativa del aeropuerto Laguna del Sau- 
ce, se arrendaron las maquinarias al concesionario. 


En enero de 2016 se declararon excedentes diecisiete 
funcionarios del total de veinte que prestaban servicio de 
rampa, quedando los tres restantes para controlar el estado 
de conservación de los bienes arrendados. 


En el mismo mes se inició la licitación de venta de las 
máquinas y herramientas arrendadas, que se adjudicó en 
abril al concesionario, a través de un proceso de licitación 
según lo dispuesto por el Tocaf. 


En mayo de 2016 se declararon excedentes los tres 
funcionarios remanentes del servicio de rampa, más otro 
funcionario de las oficinas centrales. 


Luego se entregó la totalidad de los vehículos al 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas y se declaró 
la excedencia a otros cuatro funcionarios de oficinas 
centrales. 


El ente autónomo continuó durante el transcurso del 
año 2016 con la defensa y la coordinación de diversos pro- 
cesos judiciales en el país y en el extranjero, derivados 
del cierre de la empresa Pluna S. A., dentro del marco del 
decreto del Poder Ejecutivo de fecha 7 de agosto de 2012. 


Finalmente, en diciembre de 2016 se llegó a un acuerdo 
con los acreedores de la concursada Pluna, por el cual: pri- 
mero, se puso fin al proceso de calificación del concurso 
donde se pretendía condenar al Estado y al ente; segundo, 
se puso fin a las reclamaciones directas de trabajadores 
—tanto en Uruguay como en Argentina— y de proveedores 
contra el ente y el Estado; tercero, se obtuvo el pago de 
los costos de los procesos que se concluían con el acuerdo 
y del proceso de liquidación de la sociedad anónima con 
fondos del concurso, y también el cobro de las deudas de 
los acreedores estatales de la sociedad concursada; cuar- 
to, al renunciar en enero de 2017 el director vocal y sus 
secretarios, en el ente autónomo permanecían doce fun- 
cionarios. 


Terminados los litigios en Argentina, se pudo iniciar el 
trámite de cierre de la sucursal en dicho país. 
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A la fecha, luego de dar de baja a otros cuatro fun- 
cionarios, el ente permanece con una dotación mínima de 
ocho funcionarios. 


Señora presidenta: como ya expresé, este proyecto de 
ley que tendría que ser aprobado en el día de hoy, sería la 
consecuencia lógica de la aplicación de la Ley n.* 19355. 
Haciendo un rápido repaso de la iniciativa, tenemos que 
mediante el artículo 1.” se suprime, a partir del 31 de di- 
ciembre de 2017, el ente autónomo Pluna. En el artículo 
2. se dice que el Directorio de Pluna ente autónomo man- 
tendrá hasta dicha fecha las facultades conferidas por los 
artículos 399 a 401 de la Ley n.* 19355, de fecha 19 de 
diciembre de 2015. 


En el artículo 3.” se expresa que el personal de Pluna 
ente autónomo comprendido en el artículo 400 de la Ley 
n.” 19355, que sea declarado excedente por el directorio, 
luego de la promulgación de la presente ley, pasará a la 
Oficina Nacional del Servicio Civil. En el penúltimo in- 
ciso de este artículo —que es importante— se señala que la 
declaración de excedencia no afectará los derechos, garan- 
tías y deberes inherentes a su vinculación con Pluna ente 
autónomo, hasta el momento de la incorporación defini- 
tiva al organismo de destino; y, en el último, que los fun- 
cionarios declarados excedentes, que estén en comisión de 
servicios a la fecha de promulgación de la presente ley, 
serán incorporados definitivamente al organismo corres- 
pondiente. 


Finalmente, en el artículo 4.” se expresa que los acti- 
vos y pasivos remanentes a la fecha de supresión de Pluna 
ente autónomo quedarán transferidos de pleno derecho al 
Estado-Poder Ejecutivo, quien será considerado a todos 
los efectos como su sucesor a título universal, desde el 
momento mismo en que se verifique la supresión referida 
en el artículo 1. 


Como expresé anteriormente, señora presidenta, este 
es un proceso lógico que está a consideración del Cuerpo. 
Estimo que lo correcto sería votar la supresión de Pluna 
ente autónomo porque ya no tiene razón de ser. 


SEÑOR HEBER - Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR HEBER.- Señora presidenta: hemos votado 
este proyecto de ley en la Comisión de Constitución y Le- 
gislación, naturalmente que en silencio porque no daba 
para hablar sobre lo que fue toda esta historia, pero aquí, 
en el plenario, no corresponde que lo hagamos en silencio. 
¿Por qué digo esto? Porque aún retumba en los oídos de 
los uruguayos aquella frase que el señor ministro Astori 
dijo en una conferencia de prensa: «Lo que empieza bien 
termina bien». Y aquellas otras: «Ustedes van a ver lo que 
es una asociación progresista». «Este es el ejemplo de lo 
que es hacer bien las cosas». 
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Hoy —por suerte— estamos liquidando Pluna para que 
termine de ser un barril sin fondo como, lamentablemente, 
ha sido a lo largo de toda la historia. Ante esta situación, 
no podemos dejar de tener presentes esas manifestaciones, 
que llevan a la conclusión de que los gobernantes no deben 
ser soberbios y sacudir la camiseta antes de ver los resulta- 
dos, como hizo el señor ministro Astori cuando sentenció 
desde el olimpo: «Van a ver ustedes lo que es una buena 
asociación privada». A todo el desastre que habíamos he- 
cho antes, se sumaba eso que empezaba bien y terminaba 
bien. Y ¿cómo terminó? Terminó con todos presos, señora 
presidenta. Terminó preso Campiani y terminaron presos 
los privados, por estafa. Y por primera vez en la historia 
del Uruguay tuvo que renunciar un ministro de Economía, 
el economista Fernando Lorenzo, por haber sido procesa- 
do por la Justicia. Y también por primera vez en la historia 
del Uruguay tuvo que renunciar el presidente en ejerci- 
cio del Banco República por haber sido procesado por la 
Justicia. ¡¿Eso es terminar bien?! «Lo que empieza bien 
termina bien», dijo el ministro Astori. 


Quiero hacer una mención especial a lo que en solita- 
rio fue la prédica de estas denuncias por parte de nuestra 
bancada en la figura del actual intendente de Colonia y 
entonces senador Carlos Moreira quien, una y otra vez, 
planteó comisiones investigadoras, trajo el tema, interpe- 
ló, trajo a los ministros y hasta se lo destrató diciéndole 
como que no sabía nada, que no estaba bien informado, 
con esa clásica soberbia a que nos tiene acostumbrados el 
Ministerio de Economía y Finanzas. ¡Pero tan bien infor- 
mado estaba y tanta razón tuvo el entonces senador Carlos 
Moreira, que terminaron presos y procesados! 


Esta historia, señora presidenta, termina con algo que 
hasta ahora no se ha mirado con perspectiva, tal vez por- 
que estamos muy cerca de estos temas. El teatro, la panto- 
mima del remate que se nos quiso vender a los uruguayos 
—¡como si fuéramos tontos!— es tan indignante como todo 
este proceso de Pluna, como el remate en el que ofertó 
el «caballero de la derecha» —que, en realidad, era de iz- 
quierda— y no tenía ni un peso. ¡El «caballero de la dere- 
cha» ofertó sin tener un peso! Y representaba a una em- 
presa —en España— que dijo que no tenía representación. 


A veces, no tomamos conciencia de la dimensión de 
las cosas que pasaron. ¡¿Cómo se puede orquestar seme- 
jante mentira?! ¡¿Cómo se puede hacer un remate público 
en el que terminó ofertando una persona que no tenía ni un 
peso pero sí tenía el aval del Banco República?! El Banco 
República al que a veces le cuesta dar un préstamo social 
a quien tiene un sueldo, le dio en forma ilegal un aval a 
quien pasó por la puerta para poder ir a ofertar la compra 
de aviones por USD 130:000.000. ¡Nos estafaron! Pero, 
además, señora presidenta, lo hicieron con el consenti- 
miento y el conocimiento de los gobernantes. Sabían que 
el señor de la derecha —al final no sé ni cómo se llama-—, 
que pudo ofertar por ciento y pico millones de dólares con 
el nombre cambiado —a pesar de que un escribano certificó 
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que ese señor era el señor que decía ser—, estaba utilizando 
el segundo nombre y el segundo apellido para confundir. 


Todo esto pasó, señora presidenta, y hoy terminamos 
cerrando Pluna. Pero la historia no termina en ese gran 
teatro que se armó cuando se ofertó, ya que era para el 
señor de Buquebus. En realidad, el señor Calvo —no sé si 
ese es el verdadero apellido— era un hombre de confianza 
del señor Juan Carlos López Mena que buscaba comprar 
los aviones. Ahora bien: si se quería dar los aviones a Ló- 
pez Mena, me pregunto por qué no se hizo una licitación 
en lugar de esta pantomima y gran teatro de un remate 
público, en el que se trae a una persona de España, con una 
empresa que era falsa —mejor dicho, la empresa no era fal- 
sa; lo falso era que él fuera el dueño de esa empresa— para 
poder ofertar por ciento y pico millones de dólares con una 
aval que era ilegal porque estaba dado por el señor López 
Mena, que lo consiguió en Buenos Aires con la empresa 
Boston Compañía Argentina de Seguros S. A.; ya ni re- 
cuerdo cómo se llama. Todo esto pasó. 


Como si eso no fuera suficiente, después de que 
se generó ese agujero que terminó siendo como de 
USD 350:000.000 con los acreedores, nos invitaron —y lo 
recordará el señor senador Larrañaga— los exministros 
Pintado y Lorenzo a una reunión para decirnos que se iban 
a presentar una cantidad de juicios, que había una serie de 
problemas y que había que vender y cerrar Pluna. Todo 
eso pasó y el Gobierno termina generando una experien- 
cia inédita que es la autogestión: la empresa manejada por 
sus propios funcionarios. Preguntamos si estaban seguros 
de eso y se nos respondió que era viable. Preguntamos si 
se habían hecho estudios serios de viabilidad como para 
prestar el dinero de los uruguayos, a través del Fondes, y 
tener la garantía de retorno. ¡No! Y se volvió a generar un 
agujero enorme, que creo que hoy es de USD 20:000.000: 
USD 15:000.000 que prestamos, más acreedores. 


¡Se siguió perdiendo, señora presidenta! ¡Se siguió in- 
sistiendo en un proyecto de autogestión por parte de los 
funcionarios, para terminar agrandando el agujero enor- 
me que ya tenían la administración y el pueblo uruguayo! 
Porque todo esto lo pagamos, y después no hay plata para 
acá, no hay plata para allá; no hay plata para poder bajar 
impuestos y se recurre a más y más impuestos. Y claro, 
si se gasta este dinero en Pluna y se gasta en inversiones 
desastrosas en Ancap, terminamos con un agujero finan- 
ciero sideral por el que va a tener que responder el pueblo 
uruguayo por décadas. Insisto, ¡por décadas! 


Esta experiencia de autogestión, de socialismo real, 
terminó siendo el mayor fracaso que se ha visto en la 
historia de Pluna. En pocos años —o en meses— se pati- 
naron USD 15:000.000 y no devolvieron nada. Se podrá 
decir que costó mucho el arranque, pero terminaron sin 
devolver nada al Estado uruguayo. Nosotros, acá, señora 
presidenta, tenemos que cuidar los dineros públicos; pero 
no se cuidaron. Se despilfarró. Es muy fácil generar ex- 
periencias con la plata de otros y no con la de uno. Segu- 


CÁMARA DE SENADORES 


341-C.S. 


ramente, si fuera de cada uno no haríamos la inversión ni 
la experiencia, pero como es de todos, no es de nadie y 
como no es de nadie, se acumulan en el déficit del Estado 
USD 20:000.000 más, que se suman a los USD 350:000.000 
que nos costó la experiencia progresista de la asociación. 
¡Qué ejemplo progresista! Tan progresista es, que nos dejó 
un agujero de USD 350:000.000. 


Por lo tanto, señora presidenta, comprenderá que no- 
sotros no podemos votar este proyecto de ley en silencio. 
Vamos a votarlo porque liquida Pluna, porque termina 
con el desangre que ha significado para el erario. Y digo 
«desangre» como un buen ejemplo, porque todo lo que se 
ha tirado le cuesta mucho a la sociedad uruguaya. Después 
vienen las rendiciones de cuentas y no hay plata para ayu- 
dar a la escuela Horizonte, ni para ayudar a entidades so- 
ciales. Para eso no hay, pero para realizar una experiencia 
de autogestión, de socialismo, dimos USD 15:000.000 que 
se tiraron y de los que no vamos a cobrar ni un solo peso. 
Es una experiencia demencial. Quienes tenían el deber y 
la obligación de estudiar su viabilidad, no lo hicieron y, 
como resultado, no vamos a cobrar ni un solo peso. 


Esta es la triste historia de una muerte anunciada por 
nuestro compañero Carlos Moreira. Él lo anunció innume- 
rable cantidad de veces, y hasta se lo destrató. Sin embar- 
go, hoy lo recordamos acá por su perseverancia. Incluso, 
debo confesar que personalmente le dije: «Che, Carlos, 
¿estás seguro de estas afirmaciones, porque son bravas?». 
Y él me respondió una y otra vez: «Quedate tranquilo por- 
que estoy bien informado» y ¡vaya si lo estaba! Terminó 
teniendo razón en todas las acusaciones que hizo en esta 
sala. Lamentablemente, no se lo escuchó y terminamos 
perdiendo millones y millones de dólares por un desas- 
tre administrativo que se generó en el primer gobierno del 
doctor Tabaré Vázquez, donde el señor ministro de Econo- 
mía y Finanzas de la época hizo anuncios rimbombantes 
señalando que Uruguay iba a ver lo que era una asociación 
progresista. Sin embargo, terminó en este desastre. 


Señora presidenta: vamos a acompañar el proyecto por- 
que tenemos que cerrar este agujero y terminar con esto. 


Se habló de la conectividad, se dijo que el emprendi- 
miento era necesario por la conectividad, pero la conec- 
tividad existe, está, la tenemos; no depende de tener una 
línea aérea uruguaya, porque es para quienes pueden via- 
jar y pueden pagar, cuando faltan viviendas para quienes 
no pueden tener un techo. Esa es la incongruencia de un 
Estado que gasta en cosas que no son esenciales y termina 
despilfarrando, termina siendo estafado y con un agujero 
que vamos a pagar por generaciones por no establecer las 
prioridades necesarias. 


¡El Estado no debe tener una línea aérea para que via- 
jen los que pueden pagar, la gente que está en condiciones 
de hacerlo! ¡El Estado debe construir viviendas, debe te- 
ner una Justicia bien paga, debe dar seguridad, debe in- 
vertir en educación!, no en líneas aéreas o en empresas 
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de aviones a las que acceden muy pocos privilegiados de 
nuestra sociedad. 


No me vengan con el verso de la conectividad, con que 
esto generaba turismo y corrientes turísticas. ¡No es así; 
no está siendo así! Nuestro país sigue creciendo —gracias a 
Dios— en su atractivo turístico y en el número de turistas 
por año —lo que me alegra—, y no debemos gastar en otra 
cosa que no sea en atenderlos bien. No debemos generar 
empresas que solo benefician a quienes son sus funciona- 
rios y no a la sociedad en su conjunto. 


Por todo esto, reitero que vamos a votar muy conven- 
cidos el proyecto de ley, aunque creemos que tendríamos 
que haberlo votado hace ya mucho tiempo para evitar es- 
tas experiencias progresistas que terminaron por generar 
el agujero más grande que existió en la historia por una 
línea aérea. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Nos visitan los alumnos de 
escuelas de Tacuarembó, Colonia y Lavalleja que están en 
la Colonia de Vacaciones en Malvín. 


Disfruten de la playa chiquilines y ¡sean bienvenidos! 
SEÑOR DA SILVA.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE.-Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR DA SILVA.- Señora presidenta: es muy bueno 
que este Cuerpo se reúna para tratar el tema de Pluna, no 
porque no lo haya hecho antes, sino porque hoy lo integran 
principalísimos protagonistas de lo que denomino la punta 
del iceberg, el oprobio más grande y enorme que un Go- 
bierno le hizo a la sociedad uruguaya, la tomadura de pelo 
más absoluta que se tejió desde los altos despachos del po- 
der y se pretendió vender como un mecanismo transparen- 
te. Por suerte podemos debatir con esos principalísimos 
protagonistas y ver si lo que decimos es cierto o no. 


El proceso de Pluna es la consecuencia de esa forma 
de gobernar que se puso de Moda: el chamuyo barato, la 
ocurrencia mediática, pensar que diciendo esa ocurrencia 
la economía del país o las acciones de gobierno se pue- 
den llevar adelante, hacerse popular a las cámaras, o la 
reunión secreta con los poderosos para tratar de arreglar 
algunas cosas. 


Obviamente, vamos a votar de forma afirmativa la fi- 
nalización de este oprobio, de esta punta de iceberg de im- 
plicancias de lo que fue el Gobierno anterior y de muchos 
de esos otros que siguen desfilando por los juzgados y que 
van a terminar de la misma forma que los de Pluna: proce- 
sados. Porque para gobernar hay que hacerlo con transpa- 
rencia y no con arreglos y acomodos por atrás. 
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¡En Pluna hemos visto todo lo que no había que ha- 
cer! Hasta pasar cinco años con el ente autónomo abierto 
y gastando casi USD 1:000.000, mientras los productores 
tamberos a veces tienen que andar rogando para tratar de 
que les rebajen un peso el costo del kilovatio de la tarifa. 
El Gobierno del Frente Amplio mantuvo abierto a Pluna 
Ente Autónomo desde el 2012 hasta ahora, gastando alre- 
dedor de USD 800.000 por año, lo que también marca la 
forma que tienen de medir las urgencias: «Dejalo; ya se 
va a resolver», «Deja eso tranquilo que lo arreglo yo» o 
«Dame eso que yo enseguida los convenzo». Esto es lo que 
ha pasado con Pluna. 


Señora presidenta: tuvimos que escuchar, horroriza- 
dos, lo que yo denomino «doctrina Pintado», que es jus- 
tificar que a una subasta pública pueda venir cualquiera 
y comprar con el nombre que se le ocurra. Si eso no es 
oprobioso, yo dejo de estar en este Cuerpo. 


Y basta mencionar un ejemplo. Cuando teníamos que 
estar en el remate, el ministro decía: «En una subasta, uno 
no le pregunta a quien entra dónde trabaja o de quién es 
pariente. Es decir, no hacemos un identikit. Lo que hici- 
mos fue un remate de aviones. Imagínese en un remate de 
ganado que a cada uno que levanta la mano para ofertar se 
le pregunte cuál es su pedigrí o con quién trabajó». ¡Eso 
lo dijo un ministro de Estado, señora presidenta, que avaló 
la tomadura de pelo a todo el Uruguay y la justificó! Se 
ve que no conoce de leyes de remate o subasta, ni de pro- 
cedimientos administrativos. Yo, que a algún remate voy, 
sé que ¡pobre de quien diga el nombre cambiado!, porque 
para eso están las normas. 


¿Saben en cuánto se vendieron los aviones de Pluna, 
señora presidenta —este es el otro ejemplo que quiero men- 
cionar—, y quiénes los compraron? ¡En USD 10.000! Esta 
gente, que estuvo cinco años, ¡terminó administrando un 
remate para vender un avión en USD 10.000, que iba a un 
colegio en Punta del Este! 


Por suerte, señora presidenta, estaba el entonces sena- 
dor Moreira y nos empezó a mostrar la punta del iceberg 
metodológico que ha sido el actuar, el accionar de las altas 
esferas del Gobierno anterior. Esto, que se vio con Pluna, 
ahora se ve con Ancap y con ASSE, ¡y vamos a seguir 
raspando para que se vea todo! 


Sentirse impune por ser popular es lo peor del popu- 
lismo, señora presidenta; disponer de plata de la gente a 
sabiendas de que se va a un fracaso es lo peor del popu- 
lismo. ¡Todo el Frente Amplio sabía, cuando se le daba 
plata a Alas-U, que iba derecho al fracaso! Y ahora es- 
tán calladitos la boca. ¡Vaya si es necesaria esa plata para 
el sector agropecuario, para la gente más humilde o para 
hacer cualquier otra cosa que no sea tirar a la marchanta 
USD 20:000.000 sabiendo —como sabría cualquier estu- 
diante de primero de economía— que iban a un fracaso! 
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También creo, señora presidenta, que hay que hacer una 
mención especial a la prensa. Esa misma prensa —que va 
descubriendo y raspando, descubriendo y raspando— tuvo 
el mal momento de encontrarse con una de esas reuniones 
secretas y sacó una foto paradigmática de la implicancia 
del acuerdo, en la que dejó claramente transparentados los 
arreglos del poder con López Mena. ¡Gracias a Dios exis- 
tió ese fotógrafo! Como también existen otros periodistas 
que van descubriendo, descubriendo y descubriendo, cap- 
tando lo que va a ser ese eterno desfile de dirigentes con 
implicancias en los juzgados de la república. 


Nuestro partido va a votar con mucho gusto este pro- 
yecto de ley, lamentando que haya demorado tanto. Y 
dejaremos encuadrado, entre lo que fueron las Primeras 
Líneas Uruguayas de Navegación Aérea, un manual de las 
cosas que ni ética ni moral ni administrativamente se pue- 
den hacer. 


Muchas gracias. 
SEÑOR BORDABERRY-- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR BORDABERRY.- Señora presidenta: quiero 
aportar alguna visión desde otros dos ángulos. 


La primera de ellas, señora presidenta, tiene que ver 
con que lo que pasó con Pluna y con Ancap nos tiene que 
hacer pensar un poco acerca de la regulación jurídica de 
los entes autónomos y de las propias empresas públicas, 
como se llaman hoy. No nos damos cuenta de que esas 
empresas públicas tienen regulaciones que no son propias 
de empresas. Sus propios nombres nos lo están diciendo: 
Ancap es la Administración Nacional de Combustibles, 
Alcohol y Pórtland; Antel es la Administración Nacional 
de Telecomunicaciones, y UTE es la Administración Na- 
cional de Usinas y Trasmisiones Eléctricas. ¡Responden 
a Otra época!, al igual que sucedía con Pluna; una época 
en la que esos organismos brindaban los servicios, pero 
también eran los únicos actores del mercado y, por ende, 
tenían una regulación muy pesada de administración de 
ese mercado. 


El país evolucionó con el tiempo y surgieron otros 
jugadores en el mercado. Las propias situaciones de los 
distintos mercados en los que operan obligan a las admi- 
nistraciones a transformarse en empresas y a adoptar me- 
canismos de funcionamiento propios de empresas y no de 
administraciones. Los que se adaptan pueden sobrevivir, 
pero les cuesta mucho la adaptación porque siguen lle- 
vando aquella vieja regulación. Y aún hoy, muchos de sus 
cuadros gerenciales, sus funcionarios y gremios, y hasta 
nosotros en el sistema político seguimos con la cabeza de 
aquellas administraciones que ocupaban todo el espacio. 
¡Pluna es un claro ejemplo! Pluna nunca entendió —ni du- 
rante la gerencia de Matías Campiani ni en momentos de 
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la asociación con Varig, ni tampoco antes— el cambio que 
se venía en el mercado. Siguió peleando, siempre pensan- 
do en que le iban a seguir dando prerrogativas en frecuen- 
cias, en prohibición de competencias, ¡que eran imposibles 
de mantener! Al asumir como ministro de Turismo de la 
época y promover la conectividad a partir de la llegada de 
nuevas líneas áreas, recuerdo sufrir las presiones de los 
compañeros de partido que estaban al frente de Pluna en 
el sentido de no permitir nuevos actores en el mercado. 


¡Es algo parecido a lo que sucedió con la ONDA! ¡A 
la ONDA le pasó algo parecido! Era casi, casi monopólica 
y no se dio cuenta de que venían tiempos en los que iba 
a tener que competir con nuevas empresas de ómnibus y 
con otro tipo de transporte. Y quienes tienen asegurados 
esos mercados —como les sucede a aquellos deportistas 
que no tienen que competir el domingo—, ¡no entrenan y 
van engordando! Van engordando en funcionarios y van 
engordando en ineficiencias, mientras que los otros, que sí 
están compitiendo, les ganan. 


Meparece que hay algunas otras empresas públicas que 
van a seguir el camino de Pluna. Una de ellas es Ancap, 
y no solo por lo que pasó —que más vale no repetir—, sino 
porque el mercado va a cambiar, porque llegan las motos 
eléctricas, los autos eléctricos, los tractores eléctricos y 
los camiones eléctricos. «¡Le llega “Uber”!». ¡A cada uno 
va a llegarnos «Uber»! Y mientras Ancap sigue metiendo 
millones de dólares en la refinación, en los combustibles, 
etcétera, resulta que en el mundo, Noruega —¡productora 
de petróleo!- prohíbe los autos a combustión a partir de 
2025. ¡Francia hace lo mismo! ¡Y nosotros estamos me- 
tiendo USD 500:000.000 en la refinería! ¡Esto no es estar 
en contra de Ancap o en contra de las empresas públicas, 
sino tratar de que todos pensemos en la necesidad que te- 
nemos de cambiar la cabeza! ¡No se cambió en Pluna ni 
en Alas-U! 


Hasta los propios empresarios privados que llegaron 
a Pluna —con el poco éxito que llegaron— sintieron que 
tenían que seguir teniendo ventajas y prerrogativas, y no 
querían competir sin el puente aéreo, querían beneficios 
en el combustible. ¡Querían una cantidad de cosas hereda- 
das de aquel Uruguay en el cual la gran empresa pública 
no solamente nos brindaba el servicio, sino que regulaba 
todo el mercado! 


¡La que se adaptó fue UTE!, que privatizó la genera- 
ción de la energía eléctrica y todavía tiene el guille de la 
exclusividad en la distribución y la venta, aunque está ce- 
diendo también en eso porque la autogeneración y el auto- 
suministro de energía eléctrica es lo que se viene. 


Entonces, esto que hoy estamos haciendo de poner 
punto final a Pluna, como la Justicia se lo puso a Alas-U 
el otro día, es creo yo— algo mucho más profundo de lo 
que nos imaginamos, es un tiempo que está cambiando. 
¿Qué es lo que nos va a pasar? Si no nos damos cuenta y 
no encaramos, por ejemplo, la terminación de los motores 
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a combustión y seguimos poniendo dinero en Ancap, ¡nos 
vamos a encontrar con que tendremos que cerrarla, igual 
que ahora estamos cerrando Pluna! No nosotros, porque 
será en diez o quince años, ¡pero eso va a pasar! Y peor 
aún: los uruguayos seguimos comprando autos a combus- 
tión sin darnos cuenta de que tienen un horizonte de vida 
de diez o doce años. Un uruguayo hace una inversión, 
se compra un autito de USD 8000, de USD 10.000 o de 
USD 12.000, ¡y no sabe que dentro de un tiempo ese autito 
ya no va a valer porque es a combustión!, salvo que apa- 
rezca la inventiva del uruguayo y surja un mecánico que 
transforme los motores a combustión en motores eléctri- 
cos. ¡El mundo va a cambiar! ¡El mundo cambia y no nos 
espera! 


Es lo que le pasó a Pluna. No me quiero meter en los 
otros temas, pese a que vaya si se dijeron cosas duras so- 
bre los Gobiernos anteriores y sobre Pluna durante todo 
este proceso. 


Sí creo que la otra enseñanza que deja esto es que 
está todo inventado, que cuando se maneja la cosa públi- 
ca no se puede recurrir a inventos desesperados para no 
enfrentar la realidad. El señor Campiani fue un muy há- 
bil jugador cuando negoció —en esa instancia que citó el 
senador Heber— la primera contratación con el ministro 
Astori. ¿Por qué? Porque —es lógico— él quería sacar to- 
das las ventajas posibles. Se aseguró de ser la única oferta 
en una empresa que, además —quizá el senador Heber lo 
olvidó—, tiene un antecedente. Cuando asumió el Frente 
Amplio, ¿a quién puso al frente de Pluna? ¿A quién puso? 
¿Lo recuerdan? ¡A la representante del sindicato! ¡Fue a 
la que llevaron! Y yo no digo que los representantes de 
los sindicatos no puedan estar en los directorios, digo que 
hay que tener una visión y una perspectiva global. Si me 
llevan a un lugar como representante de una corporación, 
es lógico que en primer lugar me debo a ella. ¡Es lo que 
nos pasa en la educación! Si me eligen por el gremio, mi 
primer deber es defenderlo. ¡Es lo que pasó en ASSE! En 
el período pasado, había un director que estaba sentado en 
el Directorio de ASSE por los funcionarios; cuando estos 
venían en manifestación a gritar contra el directorio ¡que 
él integraba!-, ¡bajó y se fue a gritar contra él mismo! Es 
claro: entre director de ASSE y representante del gremio, 
dijo: «Yo soy gremialista», ¡y fue a gritar contra él mismo! 
—Doctor Jekyll y míster Hyde—; es un problema psicológi- 
co de disociación. 


Y bueno, acá se hizo eso. Entonces, cuando llegó el 
señor Campliani —¡es claro, perdían USD 55:000.000 por 
año!-, se sentó y fijó las condiciones: sálganme de garan- 
tía, yo no pongo plata y una cantidad de cosas que llevaron 
a lo que vino después. 


Antes —¡permítaseme!— también hay que revisar los 
antecedentes de las personas, porque el señor Campiani 
venía de ser un experto en producción lechera y se puso a 
manejar aviones. ¡Y daba clase sobre los aviones y sobre lo 
que tenían que hacer las aerolíneas! La verdad, no he en- 
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contrado todavía la vinculación entre las vacas y el avión, 
pero de repente la tienen. Y cuando la cosa no anduvo y 
vino la desesperación, se empezaron a inventar cosas, que 
sobre todo horadaron la confianza en el sistema político. 


El señor senador Heber citaba aquella reunión en el 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas. Cuando los 
señores senadores Heber y Moreira entraban, el senador 
Amorín y quien habla salíamos, es decir, nos cruzamos. 
Recuerdo que con el senador Amorín estábamos realmente 
preocupados porque los ministros de Economía y Finan- 
zas y de Transporte y Obras Públicas nos habían informa- 
do ¡que Uruguay enfrentaba una sentencia de condena por 
USD 3.500:000.000 en Brasil! ¡USD 3.500:000.000! ¡Es 
lo que implica hoy el tema de los cincuentones! Nosotros 
salimos desesperados, con ese instinto que —de pronto— 
tenemos los colorados, de pensar siempre primero en el 
país. ¿Cómo podemos ayudar?, preguntó el señor senador 
Amorín —esa fue nuestra respuesta— y comentamos en la 
parte de abajo, en la antesala del Ministerio de Transporte 
y Obras Públicas: «Miren que pasa esto; ¡qué desastre para 
el país!». Y el entonces senador Moreira —hoy intenden- 
te— nos dijo: «¡Es todo mentira! No les creas nada». Y yo 
dije: «Pero ¿y vos sabías de esto?». Me respondió: «No, no 
sé, pero es todo mentira». ¡Lo dijo así! ¡Estábamos ahí! 
Yo pensé: «Qué raro; pero Moreira es un abogado de los 
viejos, que la ven de lejos y ya saben para dónde va la 
jugada». 


Recuerdo que en la reunión se nos dijo: «Están traba- 
jando el estudio este, el estudio este y este otro estudio 
jurídico». Nos miramos con el senador Amorín, y los co- 
nocíamos. El senador Amorín dijo: «Bueno, mire, yo voy 
a hablar con el estudio este», y yo dije: «Yo hablo con es- 
tos dos estudios jurídicos porque los conozco». ¿Los me- 
jores de Montevideo? ¡Sin duda! Y entonces, uno de los 
ministros nos dijo: «No, con estos dos estudios no hablen; 
hablen solamente con este». Disculpen, ¿pero con quién 
fuimos a hablar el día siguiente? El señor senador Amorín 
habló con el estudio C y yo llamé al estudio A y al B. El es- 
tudio C reconoció que estaba trabajando, pero no nos que- 
ría dar la sentencia. ¿Raro, no?; uno huele cosas raras en 
esos casos. Llamé al del estudio A y me dijo: «¡No, yo no 
trabajo para el Gobierno ni para Pluna!; yo quiero cobrar 
una cuenta». «¡Ah, qué raro!», pensamos. Entonces, llamo 
al estudio B y me dicen: «Yo no trabajo para el Gobier- 
no, estoy representando a uno que puso USD 15:000.000 y 
quiere cobrarlos». ¡Qué raro, ¿no?! 


Fuimos a averiguar a Brasil porque no podíamos con- 
seguir la sentencia, y nos dijeron: «¡No, no; acá no hay una 
sentencia de USD 3.500:000.000 ni cerca!». ¿Pero cómo? 
¡Nos informaron dos ministros a senadores de la oposi- 
ción pidiéndonos ayuda, ¿y no nos dan la sentencia?! A 
veces, uno habla de la confianza en la política. ¡Acá dos 
ministros —el de Economía y Finanzas y el de Transporte 
y Obras Públicas— nos informaron a los senadores de la 
oposición sobre esto! 
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Resulta que averiguamos un poquito más y vimos que 
había un informe en poder del Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas y de Pluna según el cual el riesgo no era 
de USD 3.500:000.000; no era de USD 1.000:000.000; no 
era de USD 500:000.000; no era de USD 100:000.000; no 
era de USD 50:000.000: ¡era de USD 15:000.000 el riesgo 
si perdíamos todos los juicios! ¡Y nos habían dicho que era 
de USD 3.500:000.000! 


Estamos en los tiempos del Adviento, en el cual uno 
abre las ventanas de la casa y limpia. En el Adviento uno 
tiene que sacar las cosas de la casa y de adentro de uno y 
limpiar, también, para tratar de ser una mejor persona. Y 
yo creo que, quizás, tenemos que sacar estas cosas del pa- 
sado, abrir las ventanas, darnos cuenta de que si queremos 
mantener una buena relación debemos tener la franqueza 
de poner todas las cosas arriba de la mesa. 


Por último, y sin que esto signifique ninguna alusión a 
nadie, quien hizo la mayor farsa en este asunto, la mayor 
gran farsa pública que se recuerde y que presenciamos to- 
dos los uruguayos —como bien dijo el señor senador He- 
ber— no es «el caballero de la derecha», es «el caballero de 
la izquierda». La derecha y la izquierda, señora presidenta, 
obedecen a una cuestión de perspectiva. El rematador dijo: 
«El caballero de la derecha». En realidad, yo estaba miran- 
do el remate por televisión y para mí estaba a la izquierda 
del rematador, por una cuestión de perspectiva. ¡Estaba 
a la izquierda del rematador! Bueno, ese «caballero de la 
izquierda» y quien era el real «caballero de la izquierda», 
el empresario amigo del poder, Juan Carlos López Mena, 
¡montó una farsa en la televisión pública adelante de todos 
los uruguayos! ¡Armó una empresa que había tenido un lío 
en Marbella, que nadie conocía, para que hiciera la ofer- 
ta y poder después tratar de negociar y quedarse con los 
aviones a un precio inferior y financiado por el Gobierno! 
Y no voy a hablar del Banco República ni de los avales y 
todas esas cosas. 


Ayer, con el voto contrario del Partido Independiente y 
del Partido Colorado, a esa persona ¡le dimos dos terrenos! 
¡Volvimos a apostar! Como le dimos Pluna al de la leche, 
ahora le damos al «caballero de la izquierda» dos terrenos 
en la rambla para que haga otra megainversión con la plata 
de los uruguayos. ¡No, no! ¡Qué coincidencia del destino! 
¡Qué carrusel el de la vida, que gira y gira, por cuanto ayer 
le dimos al «caballero de la izquierda» dos terrenos en la 
rambla y hoy estamos enterrando a Pluna, la que, coinci- 
dentemente, él quiso comprar porque tenía una aerolínea 
que le hacía competencia en ese momento y que también 
estaba en problemas! 


¡Ojalá que estas cosas no vuelvan a suceder! Ojalá que 
todos —¡todos!— podamos repensar juntos lo que tenemos 
que hacer con las empresas públicas en el Uruguay, antes 
de que muchas de ellas sigan el camino del SOYP, del Fri- 
gorífico Nacional, de Pluna, y de algún otro que vendrá! 


Muchas gracias. 
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SEÑORA PRESIDENTE.-- Gracias, señor senador. 


Damos la bienvenida a otro grupo de alumnos de es- 
cuelas de Tacuarembó, Colonia y Lavalleja que nos visi- 
tan en el día de hoy y que están alojados en la Colonia de 
Vacaciones de Malvín. ¡Disfruten de Montevideo y de las 
playas! 


SEÑORA ZAFFARONI.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA ZAFFARONI.- Muchas gracias, señora pre- 
sidenta. 


Simplemente, quiero dejar constancia del voto afirma- 
tivo del Partido Independiente al proyecto de ley por el que 
se suprime el ente autónomo Pluna. 


Lo hacemos porque, obviamente, a esta altura es lo 
que queda por hacer, pero también con el sabor amargo de 
acompañar el final de un largo y, por momentos, tortuo- 
so proceso. «Pluna murió, pero no lo hizo en paz», decía 
nuestro compañero Hebert Gatto en una nota que escribió 
en diciembre de 2012, aludiendo a las «enormes deudas, 
pesadas responsabilidades, cientos de personas sin traba- 
jo» que dejaba como legado. 


Para superar esta situación crítica se emprendió otra 
—evidentemente, con grandes dosis de voluntarismo— que, 
pese al esfuerzo de los trabajadores en sacarla adelante, 
no resultó viable y aumentó las frustraciones y los costos. 


«Las primeras líneas aéreas uruguayas no levantarán 
más vuelo», decía también Gatto en aquella oportunidad. 


Bueno, en este momento, en que estamos poniendo 
punto final a este proceso, creo que conviene plantearnos 
que ojalá seamos capaces de aprender las lecciones que es- 
tas amargas experiencias nos dejan, para evitar en el futu- 
ro cometer errores cuyos costos finalmente son asumidos 
por toda la ciudadanía. 


Nada más. Muchas gracias. 
SEÑOR LARRAÑAGA- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE. Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR LARRAÑAGA.-- Señora presidenta: como se 
podrá comprender, esta suerte de discusión post mortem 
del tema Pluna ha tenido una enorme cantidad de episo- 
dios, de instancias parlamentarias, de discusiones en este 
Senado, pero confieso con toda franqueza que dudé si ha- 
cer uso de la palabra en momentos en que le estamos po- 
niendo un cierre a este tema. Sin embargo, entiendo que 
debo hacerlo porque en este tema trabajó durante mucho 
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tiempo el hoy intendente Carlos Moreira, quien fuera se- 
nador y llevara adelante varias interpelaciones y otras ins- 
tancias parlamentarias que culminaron con una denuncia 
penal que ha tenido resultados conocidos. En su momento, 
esta denuncia penal fue firmada por todos los senadores 
de nuestra colectividad política. Con toda franqueza, no es 
algo que nos guste; en lo personal, no me agrada terminar 
dirimiendo este tipo de ineficiencias y de mala gestión en 
el ámbito de la Justicia, pero es evidente que —tal como se 
ha expresado— Pluna ha sido el mayor símbolo del fracaso 
de un Gobierno en el que se combinaron: mala gestión, 
mala información, opacidad y resultancias que culmina- 
ron con adecuaciones delictuales en la órbita penal. 


Hubo libros y fotos sobre las principales instancias de 
esta gran novela, pero ya han sido referidas por los señores 
senadores que me precedieron en el uso de la palabra. 


En cuanto a la selección del socio, hubo aspectos que 
mencionamos hasta el hartazgo. Me refiero a lo que se ex- 
presó en 2007, cuando se firmó con Matías Campiani con 
la participación del bróker Paul Elberse, a quien habían 
ido a buscar para que trajera a este inversor. Recuerdo que 
se advirtió sobre la oposición que teníamos acerca de lo 
que terminó siendo una insolvencia patrimonial y después 
ocurrió la violación del plan de negocios. Acá se dijo que 
si se hubiese escuchado o si les hubiera importado hablar 
sobre el vaciamiento sostenido e irrefrenable de la com- 
pañía, lo que finalmente terminó propiciando el aspecto 
negocial de Pluna no habría ocurrido. Se vendieron las 
sucursales en Buenos Aires, en Río de Janeiro y en San 
Pablo, y hasta un motor de avión nuevo, así como los re- 
puestos. ¡En esa Administración se vendieron los repues- 
tos! Hubo pérdidas anuales, que fueron sostenidas hasta 
llegar a un endeudamiento financiero de la compañía que 
superó los trescientos millones de dólares. 


Incluso recuerdo a algún importante dirigente que dijo: 
«Todos los que trajeron a Campiani son unos fantasmas». 
Claramente, todos lo escuchamos en su momento. 


Se recordará que denunciábamos los gastos siderales, 
los sueldos y las auditorías que superaban una ponchada 
de millones de pesos anuales. Se recordará también que 
advertimos respecto de la inconstitucionalidad de la Ley 
n.? 18931 y dijimos que no cumpliría con los objetivos pro- 
puestos. 


¡Ni hablar del tema de Cosmo! Acá se mencionó al ca- 
ballero de la derecha o de la izquierda, pero más allá de 
eso, lo concreto es que ese tipo de instancias se dan cuan- 
do —lamentablemente— se confunde, desde el Gobierno, lo 
que es su relacionamiento con empresarios o inversores. 
También se recordará que se había dicho que el remate no 
iba a durar más que unos minutos, y fue así. Lamentable- 
mente, fue así. 


Reitero que esto terminó con gente procesada y con un 
enorme costo para el país. ¡Un enorme costo para el país! 
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El 12 de febrero de 2007, cuando se firmó con Leadgate, el 
entonces ministro de Economía y Finanzas decía: «Este es 
un proceso profesional. Este es un proceso que, a diferen- 
cia de algunos que se han realizado en el pasado, recorre 
todas las etapas que debe recorrer un proceso de este tipo. 
Y por eso tenemos que sentirnos muy tranquilos de que 
se va a ver coronado por el éxito. Las cosas que empie- 
zan bien, por lo general siempre se desarrollan y culminan 
bien...». Sin embargo, fue a la inversa; algunos termina- 
ron en la cárcel de Campanero. Fue un hecho que terminó 
siendo doloroso para el propio sistema democrático debido 
al procesamiento de figuras del Gobierno. 


Por supuesto que, como dijo el miembro de nuestro 
partido integrante de la Comisión de Constitución y Le- 
gislación, vamos a votar este proyecto de ley, pero tenía- 
mos la obligación y la responsabilidad de decir estas cosas 
porque hubo un cúmulo de instancias que se abrieron en 
este Parlamento. Como se comprenderá, a la oposición la 
critican. Nos ven en cualquier lugar y nos dicen, por ejem- 
plo, que la oposición no sirve para nada, que la oposición 
no hace, que la oposición no controla al Gobierno o que 
no limita los desbordes del Gobierno, que la oposición no 
previene, no avisa de los problemas que se van a dar con 
la aprobación de determinados proyectos de ley y que la 
oposición, al final de cuentas, no sirve. Después, aquí den- 
tro se nos dice que la oposición está para trancar, obstruir, 
criticar, frenar la marcha del Gobierno. Es muy complejo 
ser Oposición con un partido que ganó, legítimamente, en 
la instancia electoral la mayoría parlamentaria, algo que 
—por supuesto— no vamos a discutir. Pero el tema es que el 
país perdió mucho y ninguna de las cosas que el país per- 
dió se arreglaron ni con aquella carta de Astori en la que 
dijo «me equivoqué», ni con la de Vázquez, que expresó 
«nos equivocamos». Todo quedó ahí, en la vuelta. 


El tema grave —repito, señora presidenta— es cómo se 
gestiona. La gestión puede ser de izquierda, de centro, de 
derecha. La diferencia está solamente entre una gestión 
exitosa y otra que no lo es; una gestión con resultados y 
otra con desaciertos acumulados que terminaron en pér- 
didas muy importantes para el país. Después terminamos 
en esa suerte de descrédito al voleo, en donde la gente nos 
mete a todos en los mismos errores, y conste que no soy de 
los que sostienen que todos los errores provienen del Go- 
bierno. ¡Por favor! Seguramente, todos quienes estamos 
en la actividad política hemos tenido y tendremos errores, 
defectos, desaciertos, pero este fue uno muy grande, seño- 
ra presidenta que, además, terminó con la propia acepta- 
ción del actual ministro Astori y, también, en otro tiempo, 
del actual presidente de todos los uruguayos, el doctor 
Tabaré Vázquez. Es decir que desde el propio Gobierno, 
expresado por estos dos altísimos referentes —nada menos 
que el presidente y un ministro—, se terminó aceptando la 
equivocación. 


Por eso, señora presidenta, pedí hacer uso de la palabra 
porque, además, mucho fue el contradictorio en este Parla- 
mento; hubo muchas etapas parlamentarias sustanciadas, 
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muchas luchas políticas trasladadas, intercambiadas, en 
las que también —justo es expresarlo— un compañero que 
hoy no está en este Senado porque se encuentra cumplien- 
do otra función, el actual intendente Moreira, jugó un pa- 
pel importantísimo, inequívoco, imposible de discutir, con 
pruebas y afirmaciones tan contundentes, que hasta las 
personas referidas del actual Gobierno así lo aceptaron. 


Muchas gracias, señora presidenta. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota). 

—26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 

Léase el artículo 1.. 


SEÑOR CARRERA.- Pido la palabra para una moción 
de orden. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CARRERA.- Señora presidenta: formulo mo- 
ción para que se suprima la lectura del articulado y se vote 
en bloque. 


SEÑORA PRESIDENTE - Se va a votar la moción for- 
mulada. 


(Se vota). 

26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el articulado. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 

-27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se comunica- 
rá al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley sancionado, 
por ser igual al considerado). 


SEÑOR PINTADO. Pido la palabra para fundamentar 
el voto. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador Pintado. 
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SEÑOR PINTADO.- Señora presidenta: hemos votado 
el proyecto de ley y quiero hacer algunas aclaraciones por- 
que de la discusión parecería desprenderse que esto se tra- 
tó en la Comisión de Constitución y Legislación, pero no 
fue así; se analizó en la Comisión de Transporte y Obras 
Públicas. Esa es la primera cosa que quiero aclarar, que 
considero no menor puesto que, después, parece que uno 
votó en silencio algunas cosas cuando en realidad el pro- 
yecto no estuvo en la comisión mencionada. Pero eso no 
es lo central. 


Yo quiero decir, señora presidenta, que nosotros no 
eludimos nunca ninguna responsabilidad. Nos hicimos y 
nos hacemos cargo frente a la ciudadanía —que es lo más 
importante— de todo lo que hemos hecho, y esta laudó de la 
única manera en que la ciudadanía lo hace en democracia: 
respaldando o rechazando. Creo que la ciudadanía evaluó 
el conjunto de las críticas que se han hecho a la gestión del 
Frente Amplio y el resultado está a la vista. Por lo tanto, 
por más que se reedite el debate y se digan muchas cosas, 
no entraremos en ese juego porque quien tenía que laudar 
ya laudó y más ahora, que estamos en un tiempo en que 
la imagen es más poderosa que la realidad y la creencia 
repetida a veces es más poderosa que la verdad. 


Solo voy a decir algunas cosas. Los acreedores públi- 
cos y privados, en el marco de la ley de concursos, co- 
braron sus deudas y no fueron las cifras siderales que se 
manejaron en sala y que se repitieron hasta el hartazgo. 
Y no lo dice este senador sino los síndicos. El fracaso de 
la subasta no fue gratuito; le costó a quienes se retiraron 
USD 13:400.000. El Fondes, que fue el que le prestó a 
los trabajadores USD 15:000.000, se nutre de las ganan- 
cias del Banco República Hoy este banco está cobrando 
USD 13:400.000 que no pensaba cobrar. Por lo tanto, lo 
único que se le pudo contar como pérdida a los trabaja- 
dores, haciendo esa cuenta, es USD 1:600.000 para que 
hicieran el intento. Si algo no tuvo Pluna a lo largo de su 
historia fueron gestiones exitosas y con números. Siempre 
el Estado tuvo que poner y cubrir sus déficits. 


(Suena el timbre indicador del tiempo). 


Y yo comparto —y con esto termino, señora presiden- 
ta— que existía una idea en la que se confundía e igualaba, 
porque era propia de los tiempos, a la aerolínea de bandera 
con soberanía. Pero estábamos en tiempos de cielos cerra- 
dos. No se entraba a otro país si no era con una aerolínea 
de bandera y con acuerdos puntuales. Ahora estamos en 
una etapa de cielo abierto porque cambió Brasil, que es el 
más importante, a propósito del mundial; a partir de ahí se 
fue modificando la gestión. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Redondee, por favor, señor 
senador. 


SEÑOR PINTADO.- Ya termino, señora presidenta. 


348-C.S. 


También hubo gente en el Uruguay que propuso leyes 
de privatización y después reconoció que se había equivo- 
cado. No está mal cambiar y adaptarse a los nuevos tiem- 
pos. Ese es el debate que algún día tendremos que dar con 
altura. Con respecto a las otras chicanas ni me molesto 
porque la voz del pueblo es la voz de Dios. 


Muchas gracias, señora presidenta. 


SENOR MUJICA.- Pido la palabra para fundamentar 
el voto. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 

SEÑOR MUJICA.- Señora presidenta: en la lista de 
cosas que suman en la historia del episodio Pluna, y por 
esas cosas que tiene la memoria, se ha olvidado el acuerdo 
con Varig, entre otros asuntos que vienen de antes. 


Cuando asume el primer Gobierno del Frente Amplio, 
me consta que el ministro de Economía y Finanzas de en- 
tonces, contador Astori, vivía horrorizado porque mes a 
mes debía transferir USD 1:000.000 —o algo por el estilo— 
para mantener a Pluna, que estaba en pérdida permanente. 
¡Eso no cayó del cielo! Seguramente que las dificultades 
fueron subestimadas y me hago cargo de esos errores, 
pero hay que hacerse cargo de todo el proceso. No pode- 
mos olvidarnos del acuerdo con Varig que, en definitiva, 
fue el responsable de desatar la alarma —parece que era 
falsa, pero existió— de un juicio interminable de carácter 
internacional. 


A lo largo de la vida política nos hemos olvidado de 
muchas cosas que nunca tuvieron explicación. Lo más 
importante para el campo uruguayo fue cómo y por qué 
empezó el atraso cambiario. Esta fue la pérdida más gran- 
de que ha tenido la historia de la ruralidad en el Uruguay, 
pues significó la transferencia de la propiedad probable- 
mente a más de un 20 % de la superficie del país. 


S1 nosotros hacemos una reseña de intenciones y fra- 
casos que se pudo tener, también nos quedamos siempre 
sin explicaciones. Nunca las tuvimos para la historia de 
los hermanos Róhm, para la transferencia de los bancos 
—del Pan de Azúcar—, para los decretos de flexibilización 
forestal. Hay toda una historia al respecto. 


Seguramente que nos equivocamos con Pluna, y yo 
asumo la responsabilidad. Le dije a los ministros: «Vamos 
a tratar de deshacernos de este entuerto», y salió mal. 


(Suena el timbre indicador del tiempo). 


—El Gobierno lo reconoció por boca de Astori y reite- 
radamente por boca mía, pero nunca nadie ha reconocido 
el descalabro de los bancos, la década de atraso cambia- 
rio, la historia de las reuniones con algunos empresarios, 
etcétera. 
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SEÑORA PRESIDENTE.- Redondee, señor senador, 
que se acabó el tiempo. 


SEÑOR MUJICA.- Por eso, a cada cual lo suyo y que 
la gente laude. 


Muchas gracias. 


SEÑOR MICHELINI- Pido la palabra para funda- 
mentar el voto. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador Michelini. 


(Parte de este fundamento de voto ha sido eliminado 
de la versión taquigráfica en aplicación del artículo 104 
del Reglamento del Senado). 


SEÑOR MICHELINI.- Señora presidenta: voto con 
convicción y con tranquilidad de espíritu y de conciencia. 
Lo intentamos todo después del fracaso de Varig. Hubo un 
primer momento de gestión pública; se licitó; hubo un solo 
oferente; hicimos la experiencia privada o mixta, que fra- 
casó; luego la cerramos y habilitamos que los trabajadores 
pudieran hacer una cooperativa. Lo intentamos todo. [...] 
Y si lo público, lo privado o la cooperativa no caminaban, 
[...]. El Gobierno lo intentó todo. 


SEÑOR BORDABERRY.- (Manifestación del señor 
senador Bordaberry eliminada de la versión taquigráfica 
en aplicación del artículo 104 del Reglamento del Senado). 


SEÑOR MICHELINL- La realidad ocurrió. [...] 
(Intercambio de expresiones en voz alta). 


SEÑORA PRESIDENTE.- La Mesa pide silencio para 
escuchar al señor senador que está fundamentando su voto. 


Señor senador Bordaberry: usted ya está anotado para 
hacer uso de la palabra. Así que, por favor, vamos a escu- 
Char. 


Puede continuar el señor senador Michelini. 


SEÑOR MICHELINI- [...] Si la señora presidenta 
quiere excluir mi fundamento de voto de la versión ta- 
quigráfica, que lo haga, pero no pueden hacer callar esta 
voz. La libertad es más fuerte, señora presidenta. [...] El 
Gobierno lo intentó todo y tenemos tranquilidad de con- 
ciencia. 


(Intercambio de expresiones en voz alta). 


SEÑORA PRESIDENTE.- Luego revisaremos la ver- 
sión taquigráfica pero, por favor, no griten todos a la vez 
porque no nos escuchamos. 
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Reitero: después revisaremos la versión taquigráfica 
como le corresponde a la Administración. 


SENOR BORDABERRY -- Pido la palabra para funda- 
mentar el voto. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador Bordaberry. 


SEÑOR BORDABERRY.- Señora presidenta: antes 
que eso, solicito que se dé lectura al artículo 104 del Re- 
glamento del Senado. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Léase. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- 
«Artículo 104.- Toda votación será afirmativa o negativa 
con relación a los precisos términos del artículo o propo- 
sición. 


En el curso de la votación nominal o después de la 
sumaria, podrá fundarse el voto, disponiéndose al efecto, 
hasta de tres minutos. 


En los fundamentos de voto no se admitirán interrup- 
ciones, ni podrá hacerse aclaraciones o rectificaciones a lo 
expresado por los oradores. 


La Mesa llamará al orden al Senador que fundando el 
voto, formulara alusiones personales o políticas, dispo- 
niendo, asimismo, la eliminación de su fundamento de la 
versión taquigráfica». 


SEÑORA PRESIDENTE.- Ya anunciamos que vamos 
a revisar la versión taquigráfica, por lo que creo que el 
tema queda saldado. 


Puede continuar el señor senador Bordaberry. 


(Parte de este fundamento de voto ha sido eliminado 
de la versión taquigráfica en aplicación del artículo 104 
del Reglamento del Senado). 


SEÑOR BORDABERRY-- Gracias, señora presidenta. 


Quizá sería bueno reabrir el debate, porque aquí se 
han dicho una cantidad de cosas por vía de fundamento de 
voto, hablando hasta de valentía. [...] 


(Intercambio de expresiones en voz alta). 


SEÑORA PRESIDENTE .- Ya se dio lectura al artículo 
104 y lo voy a seguir aplicando. 


SEÑOR BORDABERRY- [...] La garantía del Scotia- 
bank ¿quién la está pagando? ¿Quién la está pagando? [...] 
¡Es una locura! 
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Señora presidenta: entiendo que por la vía del funda- 
mento de voto se puede, de vez en cuando, rozar la alusión, 
pero atacar directamente, adjetivando, ¡no! [...], y si va- 
mos a poner en la cuenta las cosas que quieren poner, [...]. 


Creo que es un ataque gratuito al doctor Jorge Bat- 
lle decir que no se entregó Pluna en forma. Yo presencié 
cuando obligó a Varig a capitalizar Pluna —que la capita- 
lizó— para entregarla bien y en forma al nuevo Gobierno. 
[...] Quizá ahí pueda estar el error. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTE.- No voy a hacer leer de nue- 
vo el artículo 104, que ya fue leído, pero revisaré la versión 
taquigráfica y me parece que nos quedaremos sin funda- 
mentos de voto. 


SEÑOR DA SILVA.- Pido la palabra para fundamentar 
el voto. 


SEÑORA PRESIDENTE. Tiene la palabra el señor 
senador. 


(Parte de este fundamento de voto ha sido eliminado 
de la versión taquigráfica en aplicación del artículo 104 
del Reglamento del Senado). 


SEÑOR DA SILVA.- Señora presidenta: votamos la 
culminación de este oprobio de la punta del iceberg y pen- 
sábamos que íbamos a quedarnos por ahí, pero hay una 
especie de cortada, de evitar el debate, y por la vía del fun- 
damento de voto hacer «noventología»; decir que uno se 
equivoca y hacer «noventología». Frente a eso, uno tiene 
que utilizar este instrumento para proponer debates. 


¿Cuándo hubo mayor atraso cambiario en el Uruguay, 
relativo? ¡Cuando quiera y donde quiera, señora presiden- 
ta, se puede debatir! 


¿Cuándo hubo mayor venta y extranjerización de la 
tierra? ¡Cuando quiera y donde quiera! 


¿Cuándo se trató mejor a las gremiales agropecuarias? 
¡Cuando quiera y donde quiera! 


¡Y ahí vamos a empezar a debatir cómo se debate! Por 
lo menos en el partido donde yo milito, se debate frente 
a frente, ¡y no solo reconociendo en la Cámara que uno 
se equivoca, sino teniendo la valentía de rebatir el debate 
frente a frente! 


(Intervención de un señor senador que no se escucha). 


—[...] ¿Dónde se hizo mayor extranjerización de la 
tierra? 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene que dirigirse a la 
Mesa, señor senador. 
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SEÑOR DA SILVA.- [...], y por eso terminaron proce- 
sados todos los que terminaron procesados! [...], tenga la 
certeza de que el Poder Judicial va a terminar procesando 
a más de uno para dejar bien en claro aquellos que abusa- 
ron del poder y aquellos que lo controlaron! 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Seguimos en la misma te- 
situra: desde la Mesa vamos a revisar puntillosamente los 
fundamentos de voto. 


SEÑOR AMORÍN.- Pido la palabra para fundamentar 
el voto. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


(Parte de este fundamento de voto ha sido eliminado 
de la versión taquigráfica en aplicación del artículo 104 
del Reglamento del Senado). 


SEÑOR AMORÍN.- Señora presidenta: estamos ce- 
rrando hoy un episodio de enorme tristeza para el Uru- 
guay. Toda la asociación con Leadgate fue una desgracia 
para nosotros, pero fue una desgracia, además, cómo se 
planteó. [...], y no mencionó la cantidad de dinero que iban 
a poner. Justificó que el Estado saliera de garantía dicien- 
do que Leadgate podía salir, pero que si salía el Estado 
íbamos a pagar un medio por ciento menos de interés. ¡Un 
desastre! ¡Una mentira y un desastre! ¡Terminamos con un 
remate trucho, con un comprador trucho, con una empresa 
trucha, con un aval trucho, pasándolo por televisión a tres 
millones de habitantes! ¡Fue una vergilenza! ¡Fue una ver- 
gienza para el Uruguay! El Uruguay entero vio un remate 
trucho. Nos dijeron que había juicios que podían llegar a 
los USD 3.500:000.000, de 7000 funcionarios de Varig, 
señora presidenta; eran juicios por despido a USD 500.000 
por funcionario. [...]. ¡Es una desgracia lo que pasó! ¡Es 
una desgracia para el Uruguay! ¡Es una desgracia para 
la buena fe de los uruguayos! ¡Y todo esto público y por 
televisión! ¡El engaño más grande de la historia se pasó 
por televisión! ¡Es una tristeza lo que está pasando! ¡Por 
suerte, votamos afirmativamente para terminar con esta 
desgracia del país! 


Gracias, señora presidenta. 


SEÑOR HEBER.- Pido la palabra para fundamentar 
el voto. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador Heber. 


(Parte de este fundamento de voto ha sido eliminado 
de la versión taquigráfica en aplicación del artículo 104 


del Reglamento del Senado). 


(Intervención de un señor senador que no se escucha). 
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SEÑOR HEBER.- No rehúyo; nunca rehuí la discusión 
y nunca me amparé en el fundamento de voto para decir 
cosas de modo tal de no tener respuestas. Voy a respetar el 
Reglamento, señora presidenta; no voy a hacer alusiones. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Si no respeta el Reglamen- 
to, me genera un problema. 


SEÑOR HEBER.- No, no; [...]. Entonces, es muy di- 
fícil hacer uso de la palabra por la vía del fundamento de 
voto sin contestar otros fundamentos de voto; por eso se 
concluye el debate. [...]. Entonces, señora presidenta, ¡va- 
mos a discutirlo! Yo no tengo inconveniente en discutir. 
Es algo que debemos hacer, pero no excusándonos en el 
fundamento de voto para que no haya alusiones y, por lo 
tanto, para que no haya debate. 


Señora presidenta: luego de que se concluya con los 
fundamentos de voto, vamos a formular una moción de 
orden para que se reconsidere la votación de modo tal de 
abrir el debate... 


SEÑOR BORDABERRY-.- ¡Apoyado! 


SEÑOR HEBER.- No para que se digan cosas medio 
agachadito para que no se tengan respuestas. ¡No! ¡Acá, 
frontalmente! Si hay acusaciones, ¡digámoslas! A mí no se 
me contestó todo lo que dije de Pluna en el debate general. 
Se me podía haber pedido una interrupción, señora presi- 
denta, y [...]. Lo que simplemente se buscaba era hablar 
para la tribuna y evitar la confrontación. Y este Parlamen- 
to está para confrontar ideas, no para destratar personas, 
ni senadores. Yo no estoy destratando, sino que estoy di- 
ciendo que esto fue un desastre, que esto fue un mal nego- 
cio. Se habla de otros desastres; bueno, estamos hablando 
de Pluna, pero si se quiere hablar de otro tema, ¡reabramos 
la discusión, señora presidenta! 


Voy a pedir que se vote la reconsideración para reabrir 
el debate, así no entro en alusiones antirreglamentarias, 
como lo han hecho [...], que se ve que tenían embuchada 
mucha cosa y [...]. 


Gracias, señora presidenta. 


SEÑOR OTHEGUY.- Pido la palabra para fundamen- 
tar el voto. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


(Parte de este fundamento de voto ha sido eliminado 
de la versión taquigráfica en aplicación del artículo 104 
del Reglamento del Senado). 


SEÑOR OTHEGUY.- Creo que nosotros, que tenemos 
como función votar las leyes que todos los ciudadanos 
de este país deben cumplir, debemos ser los primeros en 
cumplir los reglamentos que rigen nuestro funcionamien- 
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to. Me parece que es una señal indispensable para educar 
con el ejemplo. Me parece que es una cuestión básica, más 
estando en esta casa. 


SEÑOR HEBER.- ¡Apoyado! 


SEÑOR OTHEGUY-.- Es bastante paradójico que algo 
que se vota por unanimidad en este Cuerpo genere este 
tipo de debate que se está generando ahora. Para quien 
lo mira por Internet o participa de estas barras, ¡parece 
algo incomprensible! Acabamos de votar un proyecto de 
ley por unanimidad —¡por unanimidad!- y generó esto 
que se ha dado en estos últimos instantes, ante lo cual me 
parece que no cabe otra cosa que pedir perdón a la ciuda- 
danía porque es un espectáculo bastante triste. Yo no re- 
húyo ningún debate. ¡Nunca rehuí ningún debate en este 
ámbito! Me parece que tenemos que tratar de centrarnos 
en qué cosa estamos discutiendo. No estamos discutien- 
do el universo y anexos. Podemos dar esos debates sin 
inconvenientes —¡cuando se quiera!-, con espíritu de- 
mocrático, con altura y con fundamentos. Si perdemos 
de vista esos conceptos, ¡pobre favor le hacemos a esta 
función —relevante función que nos otorga la sociedad— y 
a la democracia! 


Considero que no es bueno hablar de cobardía o de va- 
lentía. [...], aquí o en cualquier otro lado. 


Muchas gracias, señora presidenta. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Si no se hace uso del fun- 
damento de voto, solicito a secretaría que ni bien esté lista 
la versión taquigráfica de esta sesión me sea enviada para 
poder cumplir con el artículo 104, porque mi deber es ha- 
cer cumplir el Reglamento. 


Léase una moción llegada a Mesa. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Los 
senadores abajo firmantes, de acuerdo con lo previsto en 
el artículo 105 del Reglamento, solicitamos reconsiderar la 


votación de este asunto». (Firman los señores senadores 
Bordaberry y Heber). 


SEÑORA PRESIDENTE.- En consideración. 


SEÑOR BORDABERRY.- Pido la palabra para fun- 
damentar la moción. De acuerdo con lo que establece el 
artículo 105 del Reglamento, los proponentes tienen cinco 
minutos para hacerlo. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR BORDABERRY.- Nosotros entendemos que 
quienes no cumplieron con el Reglamento, en primer lu- 
gar, fueron los senadores del oficialismo que, por la vía 
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del fundamento de voto, fueron in crescendo en alusiones. 
Es más; no una vez, sino en reiteradas oportunidades le 
solicitamos a la señora presidenta que hiciera cumplir el 
Reglamento y terminara con ellas. Obviamente, cuando 
no se hace cumplir el Reglamento y funciona la ley de la 
selva, de alguna forma nos tenemos que defender. 


Aquí se nos ha acusado de parecer adolescentes, de 
falta de valentía, de una cantidad de cosas, y clara y no- 
toriamente se hizo referencia a Gobiernos anteriores —en 
particular a Gobiernos de los años noventa— de nuestros 
partidos. Como se comprenderá, nos ha llamado la aten- 
ción que, luego del medido, fundado y escueto informe 
presentado por el miembro informante, y después de que 
habláramos todos los senadores, por la vía del fundamento 
de voto se pretendiera rebatir lo que se había dicho en sala. 
Entiendo que el fundamento de voto no es la oportunidad 
para rebatir. 


Viendo que, quizá, cinco minutos por la vía del funda- 
mento de voto no son suficientes para que los senadores 
del oficialismo puedan referirse a este proyecto de ley, a 
Pluna y a lo que nosotros hemos expresado, consideramos 
que es bueno que se reconsidere la votación y se reabra la 
discusión, para que todos —¡todos!— podamos hacer uso de 
la palabra; y si los integrantes de la oposición nos sentimos 
aludidos, que podamos cumplir con el Reglamento y, al 
final de la alocución, solicitar el permiso para contestarla. 
De otra manera, estaríamos desvirtuando el Reglamento 
y la naturaleza de este Cuerpo, que nos da la posibilidad 
de debatir, es decir, no solo hablar uno, sino darle al otro 
la oportunidad de contestar, porque lo contrario sí es falta 
de libertad. Falta de libertad es tener a alguien sentado 
enfrente, decirle cualquier cosa y no darle la chance de 
defenderse. 


Quiero dar a los senadores del oficialismo mucho, pero 
mucho tiempo, para que, en treinta minutos, con una pró- 
rroga de treinta minutos más, puedan expresar su opinión 
sobre todo lo que pasó en Pluna. Creo que sería bueno y 
saludable para nosotros. 


No puedo seguir, señora presidenta, porque quiero 
cumplir con el Reglamento. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Si el señor senador está 
cuestionando a la Mesa en la aplicación del Reglamento, 
pongo a consideración del Cuerpo ese cuestionamiento y 
que se vote. 


SEÑOR BORDABERRY.- No, señora presidenta, no 
he cuestionado a la Mesa. 


SEÑORA PRESIDENTE.- El señor senador ha cues- 
tionado a la Mesa en la aplicación del Reglamento en lo 
que respecta al fundamento de voto. Si es así, se pone en 
consideración dicho cuestionamiento y que se vote si la 
Mesa debe ser cuestionada o no. 
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SEÑOR BORDABERRY.- No he cuestionado a la 
Mesa, sino que he relatado lo que sucedió. La exhorto a 
que revise la versión taquigráfica y comprobará que en 
ningún momento planteé un cuestionamiento. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Hemos dicho en reiteradas 
oportunidades que revisaremos la versión taquigráfica; no 
hemos mencionado qué parte, sino que la revisaremos en 
su totalidad. 


Por tanto, que quede claro que la Mesa ha cumplido 
con el Reglamento. Quiero dejar constancia de ello y que 


figure en la versión taquigráfica de esta sesión. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la moción 
presentada por los señores senadores Heber y Bordaberry. 


(Se vota). 
11 en 27. Negativa. 
12) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRACIÓN 
DEL CUERPO 


SEÑORA PRESIDENTE.- Léase una solicitud de li- 
cencia. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 6 de diciembre de 2017 


Señora presidente de la 
Cámara de Senadores 
Lucía Topolansky 

De mi mayor consideración. 

A través de la presente solicito al Cuerpo me conceda 
licencia al amparo del artículo 1.* de la Ley n.* 17827, del 
14 de setiembre de 2004, por motivos personales, por el 
día 7 de diciembre del corriente. 

Sin otro particular, saludo muy atentamente. 


Álvaro Delgado. Senador». 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede 
la licencia solicitada. 


(Se vota). 
26 en 27. Afirmativa. 
Se comunica que los señores Alejandro Draper y Mer- 


cedes Antía han presentado nota de desistimiento, infor- 
mando que por esta vez no aceptan la convocatoria a inte- 
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grar el Cuerpo, por lo que queda convocado el señor Jorge 
Saravia, a quien ya se ha tomado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia llegada a la Mesa. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 6 de diciembre de 2017 


Señora presidente de la 
Cámara de Senadores 
Lucía Topolansky 


De mi mayor consideración. 


Por la presente y de acuerdo con la Ley n.” 17827, de 
fecha 14 de setiembre de 2004, solicito a usted se me con- 
ceda licencia, por motivos personales, durante el día 6 de 
diciembre a partir de la hora quince, hasta el día 7 del co- 
rriente año, inclusive. 


Sin otro particular, saludo a usted atentamente. 
Rafael Michelini. Senador». 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede 
la licencia solicitada. 


(Se vota). 
—23 en 25. Afirmativa. 


Se comunica que el señor Felipe Michelini ha presen- 
tado nota de desistimiento, informando que por esta vez 
no acepta la convocatoria a integrar el Cuerpo, por lo que 
queda convocado el señor Antonio Gallicchio, a quien ya 
se ha tomado la promesa de estilo. 


13) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑORA PRESIDENTE.- Dese cuenta de asuntos en- 
trados fuera de hora. 


(Se da de los siguientes). 


SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «La Cáma- 
ra de Representantes remite aprobados los siguientes pro- 
yectos de ley: 


* por el que se designa Doctor Hugo Batalla el liceo 
n.? 47 de la ciudad de Montevideo, dependiente del Conse- 
jo de Educación Secundaria, Administración Nacional de 
Educación Pública; 


* por el que se designa Rodolfo Nater Stutz la escuela 
n.” 109, de Costas de Polonia, departamento de Colonia, 
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dependiente del Consejo de Educación Inicial y Primaria, 
Administración Nacional de Educación Pública. 
—A LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN Y CULTURA. 


Por el que se prohíbe por un período de cuatro años 
el uso del procedimiento de fractura hidráulica (fracking) 
para la explotación de hidrocarburos no convencionales y 
se crea la Comisión Nacional de Evaluación Científica y 
Técnica. 

-A LA COMISIÓN DE INDUSTRIA, ENERGÍA, 
COMERCIO, TURISMO Y SERVICIOS. 


Asimismo, comunica que ha aprobado los siguientes 
proyectos de ley: 


* por el que se designa Profesor Miguel Banchero 
Noaín el liceo n.* 2 de la ciudad de Carmelo, departamento 
de Colonia, dependiente del Consejo de Educación Secun- 
daria, Administración Nacional de Educación Pública; 


* por el que se designa Evaristo Guerra Mattos la ruta 
nacional n.” 81, departamento de Canelones, en el tramo 
comprendido entre el kilómetro 0 (Santa Lucía) y el kiló- 
metro 97,100 (Montes); 


* por el que se aprueba el Convenio de seguridad 
social entre la República Oriental del Uruguay y los 
Estados Unidos de América y el Acuerdo administra- 
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tivo entre las autoridades competentes de la República 
Oriental del Uruguay y los Estados Unidos de América 
para la implementación del Convenio de seguridad so- 
cial entre la República Oriental del Uruguay y los Es- 
tados Unidos de América, suscritos en Montevideo el 10 
de enero de 2017. 

—AGRÉGUENSE A SUS ANTECEDENTES Y AR- 
CHÍVENSB». 


14) PROYECTOS PRESENTADOS 


SEÑORA PRESIDENTE.- Dese cuenta de otro asunto 
entrado fuera de hora. 


(Se da del siguiente). 


SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «Los seño- 
res senadores Carlos Camy y Álvaro Delgado presentan, 
con exposición de motivos, un proyecto de ley por el que 
se deroga el artículo 116 de la Ley n.” 19535, de 25 de se- 
tiembre de 2017, y se encomienda a la Asamblea General 
la conformación de una comisión especial con el fin de 
asesorar en materia de mano de obra eventual, jornaleros 
y zafrales en el área portuaria de Montevideo y del interior 
del país. 

-A LA COMISIÓN DE ASUNTOS LABORALES Y 
SEGURIDAD SOCIAL». 
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(Texto del proyecto de ley presentado). 


El artículo 116 de la Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal 
correspondientes al ejercicio 2016, Ley 19.535 del 25 de setiembre de 2017, establece 
que las empresas prestadoras de servicios en depósitos portuarios o extraportuarios, y 
en muelles o explanadas, deberá mantener una dotación de personal estable 
suficiente para asegurar los requerimientos básicos de su actividad, garantizándole a 
dicho personal un mínimo de 13 jornales. Y en caso de alcanzarse este mínimo, se 
considerará una remuneración no menor a 1,25 veces de la base de prestaciones y 
contribuciones. 


Este artículo entrará en vigencia el 1% de enero del 2018 siguiendo el régimen general 
de esta ley. 


En efecto, la redacción del artículo tal cual está planteada ocasionará graves perjuicios 
económicos a las empresas afectadas, lo que pone en riesgo las fuentes laborales. 


Consultados los actores involucrados, unánimemente consideraron que la redacción 
del artículo es absolutamente inconsistente con la realidad que vive el sector. 


Por tal motivo, en la búsqueda de una salida que contemple las aspiraciones de los 
trabajadores, sin que las empresas sufran un grave e irreversible daño económico que 
ponga en riesgo las fuentes laborales es que se plantea la derogación de la disposición. 


El proyecto encomienda a la Asamblea General la creación de una Comisión Especial 
de quince miembros a efectos de asesorar al órgano en materia de mano de obra 
eventual, jornaleros y zafrales. 
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Proyecto de Ley 


Artículo 1.-. Derógase el artículo 116 de la ley 19.535 de 25 de setiembre de 2017. 


Artículo 2.- Encomiéndase a la Asamblea General la conformación de una Comisión 
Especial de quince miembros con el fin de asesorar al órgano en materia de mano de 
obra eventual, jornaleros y zafrales, en el área portuaria de Montevideo y del Interior. 
La Asamblea General fijará un plazo no mayor a seis meses para que la comisión se 
expida. 


Carlos Camy. Senador 


Álvaro Delgado. Senador 
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15) RÉGIMEN DE TRABAJO DE LAS COMISIONES 
DURANTE EL RECESO PARLAMENTARIO 


SEÑORA PRESIDENTE.- Léase una moción llegada 
a Mesa. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mo- 
cionamos para que, de conformidad con lo establecido en 
el artículo 149 del Reglamento del Senado, se autorice a 
todas las Comisiones del Senado a reunirse durante el re- 
ceso parlamentario». (Firman: la señora senadora Tourné 
y los señores senadores Posada, Amorín y Delgado). 
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SEÑORA PRESIDENTE.- Se va a votar la moción 
presentada. 


(Se vota). 


22 en 23. Afirmativa. 


16) USO SUSTENTABLE DE BOLSAS PLÁSTICAS 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el 
asunto que figura en segundo término del orden del día: 
«Proyecto de ley por el que se declara de interés general 
el uso sustentable de bolsas plásticas. (Carp. n.* 635/2016 - 
rep. n. 556/17 y anexo 1)». 
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(Antecedentes). 


Carp. n.” 635/2016 - rep. n.? 556/17 
CÁMARA DE SENADORES 


COMISIÓN DE 
MEDIO AMBIENTE 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1*. (Declaración).- Declárase de interés general la prevención y 
reducción del impacto ambiental derivado de la utilización de bolsas plásticas, 
mediante acciones para desestimular su uso, promover su reuso, reciclado y 
otras formas de valorización. 


Artículo 2". (Alcance).- Quedan alcanzadas por la presente ley todas las 
bolsas plásticas utilizadas para contener y transportar productos y bienes que: 


A) Sean suministradas a un consumidor en cualquier punto de venta o de 
entrega; y 

B) No sean parte de la presentación del producto, sea al por mayor o menor, 
en cualquier rubro, giro o actividad. 


Lo anterior salvo las exclusiones que se prevén en el artículo siguiente. 


Artículo 3%. (Exclusiones).- Las disposiciones de la presente ley no serán 
aplicables, cuando: 


A) Por razones de inocuidad o higiene alimenticia, sea necesario utilizar 
bolsas plásticas para la contención o el transporte de pescados y cames, 
entendiéndose esta última de acuerdo con la definición contenida en el 
artículo 2” del Decreto-Ley N* 15.605, de 27 de julio de 1984. 

B) Se trate de productos o bienes que por su propiedad humectante lo 
habilite la reglamentación. 

C) Se trate de aquellos bienes y productos que el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente autorice de manera fundada 
como excepción en la reglamentación. 

D) El uso de los bienes o productos requiera mantener la asepsia y no resulte 
factible la utilización de un sustituto, de acuerdo a lo que establezca la 
reglamentación. 


Artículo 4. (Prohibición).- Prohibese la fabricación, importación, distribución, 
venta y entrega, a cualquier título, de las bolsas plásticas que no sean 
compostables o biodegradables. 


Artículo 5*. (Certificación).- Las bolsas plásticas autorizadas por la presente 
ley solo podrán distribuirse, venderse o entregarse a cualquier título en el 
territorio nacional, cuando el fabricante o importador haya obtenido el 
correspondiente certificado de cumplimiento que la reglamentación establezca. 


Artículo 6*. (Cobro y facturación).- Facúltase al Poder Ejecutivo a establecer 
la obligación de cobro, fijación de un precio minimo y el modo de facturación de 
las bolsas plásticas autorizadas por la presente ley. 
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Artículo 7%. (Otras obligaciones).- Los titulares de los puntos de venta o 
entrega donde se suministren bolsas plásticas estarán obligados, en las 
condiciones que establezca el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente, a : 


A) Promover y participar en campañas de difusión y concientización a la 
población sobre el uso responsable y racional de bolsas plásticas y su 
impacto en el cuidado del ambiente. 

B) Incluir en las bolsas plásticas que suministre la forma de identificación, el 
logo o inscripción que defina la reglamentación. 

C) Contar con un sistema de recepción de residuos de bolsas plásticas a 
disposición del consumidor. 

D) Gestionar los dispositivos de recepción de bolsas plásticas de forma 
ambientalmente adecuada y conforme a lo que establezca la 
reglamentación. 

E) Ofrecer a la venta bolsas reutilizables. 

F) Desarrollar acciones tendientes a minimizar el uso de las bolsas plásticas. 


Artículo 8". (Prohibición específica).- Prohibese la venta o entrega a 
cualquier titulo, en envoltorios plásticos, de diarios, revistas, facturas y otros 
objetos similares que la reglamentación establezca. 


Artículo _9*. (Plazo).- Las prohibiciones y obligaciones previstas en los 
artículos anteriores, se harán exigibles transcurrido un año de la promulgación 
de la presente ley o en el plazo que fije la reglamentación. 


Este último no podrá exceder el plazo fijado en este artículo. 


Artículo 10. (Contralor).- Cométese al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, a través de la Dirección Nacional de Medio 
Ambiente, la aplicación de la presente ley, así como el contralor y sanción de los 
infractores, de conformidad con lo previsto por los artículos 14 y 15 de la Ley 
N* 17.283, de 28 de noviembre de 2000. A tales efectos coordinará con las 
demás entidades públicas que corresponda. 


Artículo 11. (Reglamentación).- El Poder Ejecutivo deberá reglamentar la 
presente ley, dentro de los ciento ochenta días de la fecha de su promulgación. 
Entre otros, la reglamentación deberá prever expresamente: 


A) Los mecanismos necesarios para el control de la importación de bolsas 
plásticas. 

B) Los ensayos de idoneidad de las bolsas plásticas y la metodología 
aceptable para ello. 

C) Las formas de intercambio de información entre los organismos 
intervinientes. 
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Articulo 12. (Disponibilidad).- El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente deberá elaborar un plan para la inmediata 
disponibilidad de las bolsas plásticas autorizadas por la ley en los puntos de 
venta y entrega. 


El plan deberá contemplar la participación de actores vinculados a la cadena 
de producción y consumo de bolsas plásticas. 


Artículo _13.- Cométese al Ministerio de Industria, Energía y Minería en 
coordinación con el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente la elaboración de un programa para facilitar la reconversión de la 
industria nacional de bolsas plásticas a lo que establezca la reglamentación de 
la presente ley y el fomento de soluciones tecnológicas y desarrollo de nuevos 
productos y mercados tendientes a minimizar los impactos ambientales 
derivados del uso de bolsas plásticas no biodegradables. 


Sala de la Comisión, en Montevideo a 8 de noviembre de 2017. 


SAÚL ARISTIMUÑO 
Miembro Informante 


CARMEN ASIAÍN 


PEDRO BORDABERRY 


DANIEL GARÍN 


MÓNICA XAVIER 


CAROL AVIAGA 


LEONARDO DE LEÓN 
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PODER EJECUTIVO 


MINISTERIO DEL INTERIOR 
MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 

MINISTERIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS 

MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN Y CULTURA | 

MINISTERIO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS 

MINISTERIO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA 

MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL 

MINISTERIO DE SALUD PÚBLICA 

MINISTERIO DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA 

MINISTERIO DE VIVIENDA ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y 
MEDIO AMBIENTE 

MINISTERIO DE TURISMO 

MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL 


Montevideo, 1 1 JUL 2016 


Señor 
Presidente de la Asamblea General, 
Don Raúl Sendic 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese Cuerpo, con el objeto 
de someter a su consideración el proyecto de Ley de Uso Sustentable de 
Bolsas Plásticas. 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


El consumo creciente de bolsas plásticas y su breve vida útil, se han 
convertido en un problema ambiental significativo que genera 
preocupación y sensibilidad en distintos sectores de la sociedad. 


Los impactos ambientales generados por el uso indiscriminado de 
bolsas plásticas se presentan en todo su ciclo de vida, desde la etapa de 
fabricación debido al consumo de materias primas y energía, y a la 
generación de residuos sólidos y emisiones gaseosas, hasta su eliminación 
inadecuada, que contamina principalmente masas de agua y supone una 
amenaza para los ecosistemas a nivel mundial. 


Dado su bajo peso, las bolsas plásticas mal dispuestas tienen una 
muy alta y fácil dispersión, afectando el palsaje tanto urbano como rural y 
generando obstrucciones en los desagúes y sistemas de drenaje pluvial. 
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El proyecto de ley surge como resultado de un proceso de 
intercambio realizado desde la Dirección Nacional de Medio Ambiente 
(DINAMA), con distintos actores públicos y privados, entre los que se 
destacan las Intendencias del área metropolitana de Montevideo y 
Canelones y asociaciones empresariales relacionadas, como la Asociación 
Uruguaya de Industrias del Plástico (AUIP), la Asociación de Recicladores 
de Plásticos del Uruguay (ARPU), representantes de los establecimientos 
de grandes superficies y del Centro de Almaceneros Minoristas, Baristas, 
Autoservicistas y Afines del Uruguay (CAMBADU). 


Para la elaboración del mismo se tuvieron en cuenta experiencias 
internacionales y se revisaron las últimas normativas extranjeras. En el 
ámbito nacional, se consideró el Plan de Acción Estratégico para la Gestión 
Sustentable de Bolsas Plásticas, elaborado por la DINAMA en setiembre de 
2009, y otros antecedentes, como la Ley de Envases y Residuos de 
Envases (Ley NO“ 17,849, de 29 de noviembre de 2004) y su 
reglamentación (Decreto 260/007, de 23 de julio de 2007). 


De conformidad con las bases de la política nacional ambiental, el 
Poder Ejecutivo tiene el convencimiento que la mitigación de los impactos 
ambientales derivados del consumo desmedido de bolsas plásticas, no 
debe encararse solamente a partir de mejorar los sistemas de gestión de 
residuos sólidos, sino que debe además incorporar acciones tendientes a 
un consumo sustentable, basado en el reuso, el reciclado y la 
minimización y en la generación de pautas de consumo sustentable. 


En el proyecto de ley no se incorporan aspectos que vinculados al 
material plástico de las bolsas, respecto su condición de oxodegradables o 
biodegradables. Por un lado, debe tenerse en cuenta que muchas veces se 
utilizan ambos términos como si fueran lo mismo, cuando en realidad se 
refiere a distintos tipos de materiales con características diversas. 


Las bolsas de plástico que efectivamente pueden ser consideradas 
como biodegradables, son las producidas a partir de materiales 
renovables, como almidón o aceites vegetales derivados del maíz, la papa 
o el trigo, entre otros, llamados bioplásticos; pero su escasa difusión 
comercial y sus altos costos de producción, no son adecuados para que al 
momento actual pueda ser exigible este cambio en el ámbito nacional. 


Con relación a los plásticos oxodegradables, que son los que 
contienen aditivos para acelerar su proceso de degradación, por acción de 
la luz, el agua y el calor, de forma de fragmentar en pequeñas partículas 
el polímero, a la fecha no hay consenso a nivel internacional sobre los 
efectos ambientales derivados del agregado de esos aditivos a los 
plásticos. 
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En suma se entiende que más importante que establecer el material 
que debiera utilizarse, es establecer los instrumentós para promover el 
uso racional de bolsas plásticas, así como lograr que las que se utilicen 
tengan un segundo uso y culminen en los sitios de disposición final de 
residuos y no dispersas en el ambiente. 


Por todo ello, el proyecto de ley que se propone, busca el uso 
sustentable de las bolsas plásticas (artículo 1%), previniendo y reduciendo 
el impacto ambiental de las mismas, mediante acciones para desestimular 
su uso, promover su reuso, reciclado y otras formas de valorización y, 
especialmente, para eliminar la utilización de aquellas bolsas plásticas que 
no permitan un segundo uso. 


Para eso, el proyecto de ley prohíbe la fabricación, importación, 
distribución, venta y/o entrega a cualquier título, de las bolsas plásticas 
que no cumplan con las características que establezca la reglamentación 
(artículo 40); por lo que sólo se entregarán al consumidor, bolsas 
plásticas cuyo fabricante o importador haya obtenido el correspondiente 
certificado de cumplimiento de tales características (artículo 59). 


No obstante, del conjunto de bolsas plásticas que actualmente se 
utilizan en el país, el proyecto de ley se dirige a aquellas utilizadas para 
contener y transportar productos y bienes, que sean suministradas a un 
consumidor en cualquier punto de venta o de entrega, siempre que no 
sean parte de la presentación del producto (artículo 20), 


Con ese alcance, se incluyen las bolsas plásticas que se vendan o 
entreguen al por mayor o menor, en cualquier rubro, giro o actividad; 
pero se excluyen, por razones de inocuidad o higiene alimenticia, cuando 
sea necesario contener o transportar ciertos productos, como pescados, 
carnes, aves y sus derivados, cuando se encuentren crudos (artículo 30), 
casos en que se podrá seguir utilizando bolsas plásticas de otras 
características. 


Por otra parte, para cumplir íntegramente los fines previstos en el 
proyecto de ley, el texto prevé una obligación principal (obligación de 
cobro, artículo 60), obligaciones adicionales para los titulares de los 
puntos de venta o entrega donde se suministren bolsas plásticas (artículo 
79) y una prohibición específica para ciertos usos concretos (artículo 80). 


En ese sentido entonces, quedará prohibida la entrega o el 
suministro gratuito a los consumidores, de las bolsas plásticas permitidas 
por la ley; a cuyos efectos, se prevé que el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y el Ministerio de Economía y 
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Finanzas, establezcan los mecanismos necesarios para el cumplimiento y 
control de lo dispuesto, los que podrán incluir -entre otros- la fijación de 
un precio mínimo y condiciones para su facturación. 


En forma complementaria y para contribuir al uso sustentable de las 
bolsas plásticas, los titulares de los puntos de venta o entrega donde se 
suministren bolsas plásticas estarán obligados a realizar o participar en 
campañas de difusión y concientización, identificar las bolsas plásticas que 
suministre, contar con un sistema de recolección de residuos de bolsas 
plásticas y ofrecer a la venta bolsas reutilizables, entre otras acciones 
tendientes a minimizar el uso de las bolsas plásticas. 


Asimismo, el proyecto prohíbe la venta o entrega a cualquier título, 
en envoltorios plásticos, de diarios, revistas, facturas y otros objetos 
similares que la reglamentación establezca, respecto de los cuales se 
entiende injustificado el uso de bolsas plásticas. 


Todas las prohibiciones y obligaciones previstas en el texto, serán 
exigibles una vez transcurrido un año desde la fecha de publicación de la 
reglamentación (artículo 90), que se comete al Poder Ejecutivo, dentro de 
los 180 (ciento ochenta) días de la fecha la promulgación (artículo 11). 


Finalmente, el proyecto de ley (artículo 10) comete al Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, a través de la 
DINAMA, la aplicación, contralor y sanción de los infractores de la ley, de 
conformidad con el régimen de sanciones y medidas complementarias 
previstas por los artículos 14 y 15 de la Ley General de Protección del am- 
biente (Ley N* 17.283, de 28 de noviembre de 2000), coordinando con las 
demás entidades públicas que corresponda. En ese sentido, el artículo 12 
del proyecto reconoce a los Gobiernos Departamentales, la posibilidad de 
establecer normas complementarias y la ejecución de medidas de 
contralor dentro de su jurisdicción, debiendo asimismo derogar las 
disposiciones departamentales que se opongan a la ley. 


De esta forma, el Poder Ejecutivo espera dotar al país de una ley 
que brinde el marco jurídico para lograr un uso sustentable de las bolsas 
plásticas, en el contexto de una política moderna en materia de gestión 
integrada de residuos y como parte de la política nacional de protección 
del medio ambiente. 


El Poder Ejecutivo saluda a ese Cuerpo con su más alta 
consideración. 


odio 
1, TABARÉ VÁZQUEZ 


/ Presidente de la República 
a A / Perlodo 2015 - 2020 
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PROYECTO DE LEY DE 
USO SUSTENTABLE DE BOLSAS PLÁSTICAS 


Artículo 1% (Declaración). Declárase de Interés general la prevención y 
reducción del impacto ambiental derivado de la utilización de bolsas 
plásticas, mediante acciones para desestimular su uso, promover su 
reuso, reciclado y otras formas de valorización y para eliminar la 
utilización de aquellas bolsas plásticas que no permitan un segundo uso o 
que no cumplan con las características que establezca la reglamentación. 


Artículo 2% (Alcance). Quedan alcanzadas por la presente ley, todas las 
bolsas plásticas utilizadas para contener y transportar productos y bienes, 
que sean suministradas a un consumidor en cualquier punto de venta o de 
entrega, que no sean parte de la presentación del producto, sea al por 
mayor o menor, en cualquier rubro, giro o actividad, salvo las exclusiones 
que se prevén en el artículo siguiente. 


Artículo 3% (Exclusiones). Las disposiciones de la presente ley no serán 
aplicables, cuando por razones de inocuidad o higlene alimenticia, sea 
necesario utilizar bolsas plásticas para la contención o el transporte de 
pescados, carnes, aves y sus derivados, cuando se encuentren crudos, u 
otros productos o bienes que establezca el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, 


Artículo 4% (Bolsas plásticas prohibidas). Prohíbase la fabricación, 
importación, distribución, venta y/o entrega a cualquier título, de las 
bolsas plásticas incluidas en el artículo 20 que no cumplan con las 
características que establezca la reglamentación. 


Artículo 5% (Certificación). Las bolsas plásticas incluidas en el artículo 
29, que cumplan con las características que establezca la reglamentación, 
sólo podrán distribuirse, venderse y/o entregarse a cualquier título en el 
territorio nacional, cuando el fabricante o importador haya obtenido el 
correspondiente certificado de cumplimiento que la reglamentación 
establezca. 


Artículo 6% (Obligación de cobro). Queda prohibida la entrega o el 
suministro gratuito y a cualquier título, a los consumidores, de las bolsas 
plásticas alcanzadas por la presente ley. El Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente en conjunto con el Ministerio 
de Economía y Finanzas, establecerán en un plazo de 6 (seis) meses 
desde la entrada en vigencia de esta ley, los mecanismos necesarios para 
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el cumplimiento y control de lo dispuesto en este artículo, los que podrán 
incluir, entre otros, la fijación de un precio mínimo y condiciones para su 
facturación. 


Artículo 7% (Otras obligaciones). Para contribuir al uso sustentable de 
las bolsas plásticas, los titulares de los puntos de venta o entrega donde 
se suministren bolsas plásticas estarán obligados, en las condiciones que 
establezca el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, a: 


a) realizar o participar en campañas de difusión y concientización a 
la población sobre el uso responsable y racional de bolsas 
plásticas y el cuidado del ambiente; 


b) incluir en las bolsas plásticas que suministre, la forma de 
identificación, el logo o inscripción que defina la reglamentación; 


c) contar con un sistema de recolección de residuos de bolsas 
plásticas a disposición del consumidor y gestionar los mismos de 
forma ambientalmente adecuada; 


d) ofrecer a la venta bolsas reutilizables; y, 


e) desarrollar acciones tendientes a minimizar el uso de las bolsas 
plásticas. 


Artículo 8% (Prohibición específica). Prohíbase la venta o entrega a 
cualquier título, en envoltorios plásticos, de diarios, revistas, facturas y 
otros objetos similares que la reglamentación establezca. 


Artículo 9% (Plazo). Las prohibiciones y obligaciones previstas en los 
artículos anteriores, se harán exigibles transcurrido un año desde la fecha 
de publicación de la reglamentación de la presente ley. 


Artículo 10% (Contralor). Cométese al Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, a través de la Dirección 
Nacional de Medio Ambiente, la aplicación de la presente ley, así como el 
contralor y sanción de los infractores, de conformidad con lo previsto por 
los artículos 14 y 15 de la Ley N* 17.283, de 28 de noviembre de 2000. A 
tales efectos coordinará con las demás entidades públicas que 
corresponda. 


Artículo 11% (Reglamentación). El Poder Ejecutivo deberá reglamentar 
la presente ley, dentro de los 180 (ciento ochenta) días de la fecha su 
promulgación. Entre otros, la reglamentación deberá prever 
expresamente: 
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a) 


b) 


c) 
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los mecanismos necesarios para el control de la importación de 
bolsas plásticas; 


los ensayos de idoneidad de las bolsas plásticas y la metodología 
aceptable para ello; y, 


las formas de intercambio de información entre los organismos 
intervinientes. 


Artículo 12% (Gobiernos Departamentales). Dentro del ámbito de sus 
competencias, los gobiernos departamentales podrán establecer normas 
complementarias para la aplicación de la presente ley y la ejecución de 
medidas de contralor dentro de su jurisdicción, debiendo derogar las que 
se opongan a la presente. 
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Disposiciones citadas 


Ley N' 17.283 
de 28 de noviembre de 2000 
CAPITULO | 
DISPOSICIONES INTRODUCTORIAS 


Artículo 1*, (Declaración).- Declárase de interés general, de conformidad con 
lo establecido en el artículo 47 de la Constitución de la República: 


A) La protección del ambiente, de la calidad del aire, del agua, del suelo y del 
paisaje. 


B) La conservación de la diversidad biológica y de la configuración y estructura 
de la costa. 


C) La reducción y el adecuado manejo de las sustancias tóxicas o peligrosas 
y de los desechos cualquiera sea su tipo. 


D) La prevención, eliminación, mitigación y la compensación de los impactos 
ambientales negativos. 


E) La protección de los recursos ambientales compartidos y de los ubicados 
fuera de las zonas sometidas a jurisdicciones nacionales. 


F) La cooperación ambiental regional e internacional y la participación en la 
solución de los problemas ambientales globales. 


G) La formulación, instrumentación y aplicación de la política nacional 
ambiental y de desarrollo sostenible. 


A los efectos de la presente ley se entiende por desarrollo sostenible aquel 
desarrollo que satisface las necesidades del presente sin comprometer la 
capacidad de generaciones futuras de satisfacer sus propias necesidades. 


La presente declaración es sin perjuicio de lo establecido por las normas 
específicas vigentes en cada una de las materias señaladas. 


Artículo 2*. (Derecho de los habitantes).- Los habitantes de la República tienen 
el derecho a ser protegidos en el goce de un ambiente sano y equilibrado. 


Artículo 3". (Deber de las personas).- Las personas físicas y jurídicas, públicas 
y privadas, tienen el deber de abstenerse de cualquier acto que cause 
depredación, destrucción o contaminación graves del medio ambiente. 
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Declárase por vía interpretativa que, a efectos de lo establecido en 
el artículo 47 de la Constitución de la República y en la presente disposición, se 
consideran actos que causan depredación, destrucción o contaminación graves 
del medio ambiente, aquellos que contravengan lo establecido en la presente ley 
y en las demás normas regulatorias de las materias referidas en el articulo 1”. 
Asimismo, se entiende por daño ambiental toda pérdida, disminución o 
detrimento significativo que se infiera al medio ambiente. 


Artículo 4*. (Deber del Estado).- Es deber fundamental del Estado y de las 
entidades públicas en general, propiciar un modelo de desarrollo 
ambientalmente sostenible, protegiendo el ambiente y, si éste fuere deteriorado, 
recuperarlo o exigir que sea recuperado. 


Artículo 5*. (Finalidad).- El objetivo de la presente ley general de protección del 
ambiente es, en cumplimiento del mandato previsto en el artículo 47 de la 
Constitución de la República, establecer previsiones generales básicas atinentes 
a la política nacional ambiental y a la gestión ambiental coordinada con los 
distintos sectores públicos y privados. 


CAPITULO il 
DISPOSICIONES GENERALES 


Artículo 6*. (Principios de política ambienta!).- La política nacional ambiental 
que fije el Poder Ejecutivo se basará en los siguientes principios: 


A) La distinción de la República en el contexto de las naciones como "País 
Natural”, desde una perspectiva económica, cultural y social del desarrollo 
sostenible. 


B) La prevención y previsión son criterios prioritarios frente a cualquier otro en 
la gestión ambiental y, cuando hubiere peligro de daño grave o irreversible, 
no podrá alegarse la falta de certeza técnica o científica absoluta como 
razón para no adoptar medidas preventivas. 


C) Constituye un supuesto para la efectiva integración de la dimensión 
ambiental al desarrollo económico y social, la incorporación gradual y 
progresiva de las nuevas exigencias, sin que por ello deba reconocerse la 
consolidación de situaciones preexistentes. 


D) Laprotección del ambiente constituye un compromiso que atañe al conjunto 
de la sociedad, por lo que las personas y las organizaciones representativas 
tienen el derecho-deber de participar en ese proceso. 


E) La gestión ambiental debe partir del reconocimiento de su transectorialidad, 
por lo que requiere la integración y coordinación de los distintos sectores 
públicos y privados involucrados, asegurando el alcance nacional de la 
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instrumentación de la política ambienta! y la descentralización en el ejercicio 
de los cometidos de protección ambiental. 


F) La gestión ambiental debe basarse en un adecuado manejo de la 
información ambiental, con la finalidad de asegurar su disponibilidad y 
accesibilidad por parte de cualquier interesado. 


G) El incremento y el fortalecimiento de la cooperación internacional en materia 
ambiental promoviendo la elaboración de criterios ambientales comunes. 


Los principios antes mencionados servirán también de criterio interpretativo 
para resolver las cuestiones que pudieran suscitarse en la aplicación de las 
normas y competencias de protección del ambiente y en su relación con otras 
normas y competencias. 


Artículo 7*. (Instrumentos de gestión ambiental).- Constituyen instrumentos de 
gestión ambiental los siguientes: 


A) La presente ley, demás normas legales y reglamentarias, las normas 
departamentales y otras disposiciones de protección del ambiente, así 
como los instructivos, directrices o guías metodológicas que se dictaren. 


B) Los programas, planes y proyectos de protección ambiental. 


C) La información ambiental y la sensibilización, educación y capacitación 
ambiental. 


D) El establecimiento de parámetros y estándares de calidad ambiental. 


E) Las declaraciones juradas, la evaluación del impacto ambiental previa 
convocatoria de audiencia pública con arreglo y en los casos establecidos 
por los artículos 13 y 14 de la Ley N* 16.466, de 19 de enero de 1994, y los 
procesos de autorización correspondientes. 


F) Los análisis y las evaluaciones de riesgo, las auditorias y certificaciones 
ambientales y el ordenamiento ambiental. 


G) El sistema de áreas naturales protegidas. 
H) Los planes de recuperación y recomposición de oficio que se aprueben. 
1) Los incentivos económicos y los tributos. 


J) Las sanciones administrativas y otras medidas complementarias. 
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K) La organización institucional ambiental. 


L) El conjunto de Ministerios, Gobiernos Departamentales, Entes Autónomos 
y otros organismos del Estado, actuando coordinadamente. 


El Poder Ejecutivo reglamentará la forma y condiciones en que se aplicarán 
por el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente los 
instrumentos de gestión no contenidos en la presente ley ni en leyes especificas 
de protección del ambiente. 


Artículo 8”. (Coordinación).- Corresponde al Poder Ejecutivo, a través del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, la 
coordinación exclusiva de la gestión ambiental integrada del Estado y de las 
entidades públicas en general. 


Además de las competencias asignadas en forma específica a ese Ministerio, 
corresponderán al mismo todas aquellas materias ambientales, aun sectoriales, 
no asignadas legalmente a otra entidad pública. 


Dicho Ministerio podrá delegar en autoridades departamentales o locales el 
cumplimiento de los cometidos de gestión ambiental, previo acuerdo con el 
jerarca respectivo y en las condiciones que en cada caso se determinen. 


Artículo 9”. (Apoyo y asesoramiento).- El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente apoyará la gestión ambiental de las autoridades 
departamentales y locales y de las entidades públicas en general, especialmente 
mediante la creación y desarrollo de unidades o áreas ambientales 
especializadas dependientes de las mismas. 


Los Gobiernos Departamentales podrán requerir el asesoramiento del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente a efectos de 
la elaboración de normas referidas a la protección del ambiente. 


Artículo 10. (Relacionamiento).- La competencia de las autoridades 
nacionales, departamentales y locales queda sujeta a lo establecido en 
el artículo 47 de la Constitución de la República y a lo dispuesto por la presente 
ley y las demás leyes reglamentarias del mismo. 


Ninguna persona podrá desconocer las exigencias derivadas de normas 
nacionales o departamentales de protección y/o conservación ambiental, de 
igual jerarquía, dictadas en el marco de sus respectivas competencias, al amparo 
de normas menos rigurosas de los ámbitos departamentales o nacional, 
respectivamente. 


Artículo 11. (Educación ambiental).- Las entidades públicas fomentarán la 
formación de la conciencia ambiental de la comunidad a través de actividades 
de educación, capacitación, información y difusión tendientes a la adopción de 
comportamientos consistentes con la protección del ambiente y el desarrollo 
sostenible, 
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A tales efectos, el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente priorizará la planificación y ejecución de actividades coordinadas con 
las autoridades de la educación, las autoridades departamentales y locales y las 
organizaciones no gubernamentales. 


Artículo 12. (Informe ambiental nacional).- El Poder Ejecutivo, a través del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, elaborará y 
difundirá, cada tres años, un informe sobre la situación ambiental nacional, que 
deberá contener información sistematizada y referenciada, organizada por áreas 
temáticas. 


El referido informe será remitido por el Poder Ejecutivo a la Asamblea 
General, al Congreso de Intendentes y a los Gobiernos Departamentales, 
dándole la más amplia difusión pública. 


Fuente: Ley N* 19.355 de 19/12/2015, articulo 505 
Vigencia: 1% de enero de 2016 (artículo 3%. 


Texto original: Artículo 12. (Informe ambienta! anual).- El Poder Ejecutivo, a través 
del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, elaborará 
anualmente un informe nacional sobre la situación ambiental, que deberá contener 
información sistematizada y referenciada, organizada por áreas temáticas. 


El mencionado informe será remitido por el Poder Ejecutivo a la Asamblea General, al 
Congreso de Intendentes y a los Gobiernos Departamentales. 

Se dará amplia difusión pública y quedarán ejemplares del mismo en el Ministerio a 
disposición de los int z 


Artículo 13. (Beneficios fiscales).- Facúltase al Poder Ejecutivo a incluir dentro 
del alcance del artículo 7” de la Ley N* 16.906, de 7 de enero de 1998, lo 
siguiente: 


A) Los bienes muebles destinados a la eliminación o mitigación de los 
impactos ambientales negativos del mismo o a recomponer las condiciones 
ambientales afectadas. 


B) Mejoras fijas afectadas al tratamiento de los efectos ambientales de las 
actividades industriales y agropecuarias. 


Artículo 14. (Medidas complementarias).- Para asegurar el cumplimiento de lo 
dispuesto en la presente ley y en las demás normas de protección del ambiente, 
el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente podrá: 


A) Dictar los actos administrativos y realizar las operaciones materiales para 
prevenir, impedir, disminuir, vigilar y corregir la depredación, destrucción, 
contaminación o el riesgo de afectación del ambiente. 


B) Imponer el tratamiento de los desechos o de las emisiones, cualquiera sea 
su fuente, así como el automonitoreo de los mismos por los propios 
generadores. 
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C) Exigir la constitución de garantía real o personal suficiente a juicio de la 
Administración, por el fiel cumplimiento de las obligaciones derivadas de las 
normas de protección ambiental o por los daños que al ambiente o a 
terceros eventualmente se pudiera causar. 


D) Disponer la suspensión preventiva de la actividad presuntamente peligrosa, 
mientras se realicen las investigaciones para constatarla o los estudios o 
trabajos dirigidos a analizar o impedir la contaminación o afectación 
ambiental. 


E) Adoptar medidas cautelares de intervención de los objetos o del producto 
de la actividad presuntamente ilícita y constituir secuestro administrativo si 
así lo considera necesario, cuando según la naturaleza de la infracción 
pudiera dar lugar al decomiso de los mismos. 


Artículo 15. (Sanciones).- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 6* de la 
Ley N” 16.112, de 30 de mayo de 1990, en los artículos 453 y 455 de la Ley 
N” 16.170, de 28 de diciembre de 1990 y en el artículo 4% de la Ley N* 16,466, 
de 19 de enero de 1994, cuando corresponda la imposición de sanciones por 
infracción a las normas de protección del ambiente, el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente podrá: 


A) Sancionar con apercibimiento cuando el infractor carezca de antecedentes 
en la comisión de infracciones de la misma o similar naturaleza y éstas sean 
consideradas como leves. 


B) En forma acumulativa con otras sanciones que correspondiera, cuando se 
trate de infracciones que no sean consideradas leves, proceder a la difusión 
pública de la resolución sancionatoria, la cual será a costa del infractor 
cuando se realice a través de la publicación en dos diarios de circulación 
nacional y uno del departamento donde se cometió la infracción 


C) En forma acumulativa con otras sanciones que correspondiera, cuando se 
trate de infracciones que no sean consideradas leves, proceder al decomiso 
de los objetos o del producto de la actividad ilícita, así como de los vehículos, 
naves, aeronaves, instrumentos y dispositivos directamente vinculados a la 
comisión de la infracción o al tránsito de los objetos o productos, sin que 
resulte relevante el titular de la propiedad de los mismos. 


En los casos en que por distintas razones los objetos decomisados deban 
ser destruidos, el infractor podrá optar por hacerlo él mismo, según 
indicaciones y a entera satisfacción de la Administración o dejarlo a cargo 
de la misma, en cuyo caso los gastos en que se incurra serán de cargo del 
infractor. 
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Cuando los decomisos efectivos resulten imposibles, se procederá al 
decomiso ficto a valores de plaza al momento de constatarse la infracción. 


D) Disponer la suspensión por hasta ciento ochenta dias de los registros, 
habilitaciones, autorizaciones, permisos o concesiones de su competencia 
y cuando se trate de infracciones que sean consideradas graves o de 
infractores reincidentes o continuados, disponer la caducidad de tales 
registros, habilitaciones, autorizaciones, permisos o concesiones. 


Literal D) redacción dada por: Ley N* 19.355 de 19/12/2015 artículo 509 
Vigencia: 1? de enero de 2016 (artículo 39. 


Texto original: 


D) Cuando se trate de infracciones que sean consideradas graves o de infractores! 


reincidentes o continuados, disponer la suspensión hasta por ciento ochenta día 
de los registros, habilitaciones, autorizaciones o permisos de su competencia 
para el ejercicio de la actividad respecti 


Además de las sanciones que correspondieran, cuando se trate de 
infracciones cometidas por entidades públicas, el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente dará cuenta de la infracción al 
Poder Ejecutivo y a la Asamblea General, 


Artículo 16. (Recomposición de oficio). Cuando el responsable se 
demorare o resistiere a dar cumplimiento a la recomposición, reducción o 
mitigación previstas en el artículo 4” de la Ley N” 16.466, de 19 de enero de 
1994, se podrá solicitar la imposición judicial de astreintes o hacerlo de 
oficio, siendo de cargo del infractor los gastos que ello ocasione. 


CAPITULO lll 
DISPOSICIONES ESPECIALES 


Artículo 17. (Calidad del aire).- Queda prohibido liberar o emitir a la 
atmósfera, directa o indirectamente, sustancias, materiales o energía, por 
encima de los límites máximos o en contravención de las condiciones que 
establezca el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, 


A tales efectos, dicho Ministerio tendrá en cuenta los niveles o situaciones 
que puedan poner en peligro la salud humana, animal o vegetal, deteriorar 
el ambiente o provocar riesgos, daños o molestias graves a seres vivos o 
bienes. 


Artículo 18. (Capa de ozono).- El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, como autoridad nacional competente a efectos 
de la instrumentación y aplicación del Convenio de Viena para la Protección 
de la Capa de Ozono (1985), aprobado por la Ley N* 15.986, de 16 de 
noviembre de 1988, y del Protocolo de Montreal Relativo alas Sustancias 
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Agotadoras de la Capa de Ozono (1987) y sus enmiendas, aprobado por la Ley 
N* 16,157, de 12 de noviembre de 1990, establecerá los plazos, límites y 
restricciones a la producción, comercialización y uso de las sustancias que 
afectan la capa de ozono. 


Artículo 19. (Cambio climático).- El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, como autoridad nacional competente a efectos de 
la instrumentación y aplicación de la Convención Marco de las Naciones Unidas 
sobre el Cambio Climático (1992), aprobada por la Ley N* 16.517, de 22 de julio 
de 1994, establecerá las medidas de mitigación de las causas y de adaptación a 
las consecuencias del cambio climático y, en forma especial, reglamentará las 
emisiones de los gases de efecto invernadero. 


Cuando así corresponda, coordinará con facultades suficientes los cometidos 
y funciones de otras entidades públicas y privadas que tengan relación con lo 
dispuesto en el presente artículo. 


Artículo 20. (Sustancias químicas).- Es de interés general la protección del 
ambiente contra toda afectación que pudiera derivarse del uso y manejo de las 
sustancias químicas, incluyendo dentro de las mismas, los elementos básicos, 
compuestos, complejos naturales y las formulaciones, así como los bienes y los 
artículos que las contengan, especialmente las que sean consideradas tóxicas o 
peligrosas. 


El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente 
determinará, en virtud de la presente ley y de la reglamentación que dicte el 
Poder Ejecutivo, las condiciones aplicables para la protección del ambiente, a la 
producción, importación, exportación, transporte, envasado, etiquetado, 
almacenamiento, distribución, comercialización, uso y disposición de aquellas 
sustancias químicas que no hubieran sido reguladas en virtud de los cometidos 
sectoriales asignados al propio Ministerio o a otros organismos nacionales. 


En cualquier caso, dichos organismos incorporarán en sus regulaciones, en 
coordinación con el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, disposiciones que aseguren niveles adecuados de protección del 
ambiente contra los efectos adversos derivados del uso normal, de accidentes o 
de los desechos que pudieran generar o derivar. 


Artículo 21. (Residuos).- Es de interés general la protección del ambiente 
contra toda afectación que pudiera derivarse del manejo y disposición de los 
residuos cualquiera sea su tipo. 


El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente -en 
acuerdo con los Gobiernos Departamentales, en lo que corresponda y de 
conformidad con el artículo 8? de esta ley- dictará las providencias y aplicará las 
medidas necesarias para regular la generación, recolección, transporte, 
almacenamiento, comercialización, tratamiento y disposición final de los 
residuos. 
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Artículo 22. (Diversidad biológica).- Es de interés general la conservación y el 
uso sostenible de la diversidad biológica, como parte fundamental de la política 
nacional ambiental y a los efectos de la instrumentación y aplicación del 
Convenio sobre Diversidad Biológica (1992), aprobado por la Ley N* 16.408, de 
27 de agosto de 1993, 


El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente 
establecerá medidas de identificación, seguimiento y conservación de la 
biodiversidad; así como asegurará la sostenibilidad de la utilización que de sus 
componentes se realice; y coordinará con facultades suficientes los cometidos y 
funciones de otras entidades públicas y privadas en materia de conservación y 
uso de las especies y su hábitat. 


Artículo 23. (Bioseguridad) - El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente, de conformidad con la reglamentación que dicte el Poder 
Ejecutivo, dictará las providencias y aplicará las medidas necesarias para 
prevenir y controlar los riesgos ambientales derivados de la creación, 
manipulación, utilización o liberación de organismos genéticamente modificados 
como resultado de aplicaciones biotecnológicas, en cuanto pudieran afectar la 
conservación y la utilización sostenible de la diversidad biológica y el ambiente. 


Cuando así corresponda, coordinará con otras entidades públicas y privadas 
las medidas a adoptar respecto de otros riesgos derivados de tales actividades, 
pero relacionados con la salud humana, la seguridad industrial y laboral, las 
buenas prácticas de laboratorio y la utilización farmacéutica y alimenticia. 


La introducción de organismos vivos modificados resultantes de la 
biotecnología en las zonas sometidas a la jurisdicción nacional, cualquiera sea 
la forma o el régimen bajo el cual ello se realice, estará sujeto a la autorización 
previa de la autoridad competente. En tanto esa autoridad no fuera designada o 
cuando la introducción pudiera ser riesgosa para la diversidad biológica o el 
ambiente será competente el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente. 


Artículo 24. (Otras normas).- Las materias contenidas en el articulo 1? de la 
presente ley y no incluidas en este Capítulo se regirán por las normas específicas 
respectivas.0 


CAPITULO IV 
OTRAS DISPOSICIONES 


Artículo 25. (Inventario hídrico).- El Ministerio de Transporte y Obras Públicas 
y el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente llevarán 
conjuntamente el inventario a que refiere elarticulo7” del Decreto-Ley 
N* 14.859, de 15 de diciembre de 1978, responsabilizándose cada uno de ellos, 
por las áreas que respectivamente les corresponden como Ministerio 
competente a efectos de la aplicación del Código de Aguas. 
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Artículo 26. (Costas).- Declárase por vía interpretativa que, a efectos de lo 
dispuesto por los artículos 153 y 154 del Decreto-Ley N* 14.859, de 15 de 
diciembre de 1978, en la redacción dada por los artículos 192 y 193 de la Ley 
N? 15.903, de 10 de noviembre de 1987, se entiende: 


A) Por"modificación perjudicial a la configuración y estructura de la costa" toda 
alteración exógena del equilibrio dinámico del sistema costero o de alguno 
de sus componentes o factores determinantes. 


B) Por "expediente que se instruirá con audiencia de los interesados” la 
concesión de vista de las actuaciones a los interesados, en forma previa a 
la adopción de resolución, de conformidad con las normas generales de 
actuación administrativa y procedimiento en la Administración Central. 


Artículo 27. (FONAMA).- Agrégase al artículo 454 de la Ley N* 16.170, de 28 
de diciembre de 1990, por el que se creó el Fondo Nacional de Medio Ambiente, 
los siguientes literales: 


"F) El importe de los decomisos fictos y del producido de la venta de los 
decomisos efectivos dispuestos por infracción a las normas de protección 
del ambiente. 


G) El producido de la imposición de astreintes, según lo previsto en 
el artículo 16 de la ley general de protección del ambiente”. 


Artículo 28. (Cobro judicial).- Quedarán comprendidos en lo dispuesto por 
el artículo 455 de la Ley N* 16.170, de 28 de diciembre de 1990, los gastos 
derivados de la imposición de sanciones por infracción a las normas de 
protección del ambiente y los gastos originados en la recomposición, reducción 
o mitigación de impactos ambientales de oficio o en la restitución de la 
configuración o estructura original de la faja de defensa de costas. 


Las resoluciones firmes que los establecen, así como las que imponen multas, 
constituirán título ejecutivo. Será competente para su cobro, cualquiera sea el 
monto, el Juzgado Letrado de Primera Instancia correspondiente al domicilio del 
demandado, determinado según la fecha en que se hubiera dictado la resolución, 
salvo en el departamento de Montevideo, donde el turno se establecerá de 
acuerdo con las normas de procedimiento vigentes. 


Cuando el demandado sea el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente serán competentes los Juzgados radicados en Montevideo. 


Artículo 29. (Derogación).- Derógase el artículo 11 de la Ley N* 16.112, de 30 
de mayo de 1990, 


6 de diciembre de 2017 


CÁMARA DE SENADORES 


Ley N” 16.906 
de 7 de enero de 1998 


CAPITULO | 
PRINCIPIOS Y GARANTIAS 


Artículo 1*.- (Interés nacional).- Declárase de interés nacional la promoción y 
protección de las inversiones realizadas por inversores nacionales y extranjeros 
en el territorio nacional, 


Artículo 2%.- (Igualdad).- El régimen de admisión y tratamiento de las 
inversiones realizadas por inversores extranjeros será el mismo que el que se 
concede a los inversores nacionales. 


Artículo 3*.- (Requisitos).- Las inversiones serán admitidas sin necesidad de 
autorización previa o registro. 


Artículo 4%.- (Tratamiento).- El Estado otorgará un tratamiento justo a las 
inversiones, comprometiéndose a no perjudicar su instalación, gestión, 
mantenimiento, uso, goce o disposición a través de medidas injustificadas o 
discriminatorias. 


Artículo 5” - (Libre transferencia de capitales).- El Estado garantiza la libre 
transferencia al exterior de capitales y de utilidades, así como de otras sumas 
vinculadas con la inversión, la que se efectuará en moneda de libre 
convertibilidad. 


CAPITULO |! 
ESTIMULOS DE ORDEN GENERAL PARA LA INVERSION 
Sección | 
Ámbito de aplicación 


Articulo 6*.- (Alcance subjetivo).- Son beneficiarios de las franquicias 
establecidas en este Capítulo, los contribuyentes del Impuesto a las Rentas de 
la Industria y Comercio, del Impuesto a las Rentas Agropecuarias y del Impuesto 
a la Enajenación de Bienes Agropecuarios, que realicen actividades industriales 


o agropecuarias. 


Los beneficios establecidos en el presente Capítulo y los que otorgue el Poder 
Ejecutivo, en aplicación de las facultades legales que se le confieren en el 
mismo, operarán en forma general y automática para todos los sujetos a que 
refiere el inciso anterior. 
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Artículo 7*.- (Alcance objetivo).- Se entiende por inversión a los efectos de este 
Capítulo, la adquisición de los siguientes bienes destinados a integrar el activo 
fijo o el activo intangible: 


A) Bienes muebles destinados directamente al ciclo productivo. 
B) Equipos para el procesamiento electrónico de datos. 
C) Mejoras fijas afectadas a las actividades industriales y agropecuarias. 


D) Bienes inmateriales tales como marcas, patentes, modelos industriales, 
privilegios, derechos de autor, valores llave, nombres comerciales y 
concesiones otorgadas para la prospección, cultivos, extracción o 
explotación de recursos naturales. 


E) Otros bienes, procedimientos, invenciones o creaciones que incorporen 
innovación tecnológica y supongan transferencia de tecnología, a criterio 
del Poder Ejecutivo. 


Sección Il 
Beneficios fiscales 


Artículo 8*.- (Beneficios fiscales).- Otorgase a los sujetos a que refiere 
el artículo 6*, los siguientes beneficios: 


A) Exoneración del Impuesto al Patrimonio de los bienes de activo fijo 
comprendidos en los literales A) y B) del artículo 7”, adquiridos a partir de 
la vigencia de la presente ley. Los referidos bienes se considerarán como 
activo gravado a los efectos de la deducción de pasivos. 


La presente exoneración no operará en el caso de que los bienes referidos 
deban valuarse en forma ficta. 


B) Exoneración de los Impuestos al Valor Agregado y Específico Interno, 
correspondientes a la importación de los bienes a que refiere el 
literal anterior, y devolución del Impuesto al Valor Agregado incluido en las 
adquisiciones en plaza de los mismos. 


Artículo 9*.- (Beneficios fiscales).- Facúltase al Poder Ejecutivo a otorgar en 
forma general, para los sujetos definidos en elartículo 6%, los siguientes 
beneficios: 


A) Exoneración del Impuesto al Patrimonio, en las condiciones establecidas 
en el literal A) del artículo anterior, a los bienes comprendidos en los 
literales C) a E) del articulo 7”. 


6 de diciembre de 2017 CÁMARA DE SENADORES 381-C.S. 


B) Establecimiento, a los efectos de los Impuestos a las Rentas de la Industria 
y Comercio, a las Rentas Agropecuarias y al Patrimonio, de un régimen de 
depreciación acelerada, para los bienes comprendidos en los literales A) a 
E) del artículo 7”. 


Artículo 10.- Sin perjuicio de lo establecido en elartículo 25 de la Ley 
N? 16.697, de 25 de abril de 1995, facúltase al Poder Ejecutivo a disminuir hasta 
tres puntos de la alícuota de aportes patronales a la seguridad social a la 
industria manufacturera. 


CAPITULO Ill 
ESTIMULOS RESPECTO A INVERSIONES ESPECÍFICAS 
Sección | 
Ambito de aplicación y órganos competentes 

Artículo 11.- (Actividades y empresas promovidas). Podrán acceder al 
régimen de beneficios que establece este Capítulo, las empresas cuyos 
proyectos de inversión sean declarados promovidos por el Poder Ejecutivo, de 
acuerdo con lo dispuesto en la presente ley. 

Asimismo, la declaratoria promocional podrá recaer en una actividad sectorial 
especifica, entendiéndose por tal, el conjunto de emprendimientos conducentes 
a producir, comercializar o prestar, según corresponda, determinados bienes o 
servicios. 

Se tendrán especialmente en cuenta a efectos del otorgamiento de los 
beneficios, aquellas inversiones que: 


A) incorporen progreso técnico que permita mejorar la competitividad. 


B) Faciliten el aumento y la diversificación de las exportaciones, 
especialmente aquellas que incorporen mayor valor agregado nacional. 


C) Generen empleo productivo directa o indirectamente. 


D) Faciliten la integración productiva, incorporando valor agregado nacional 
en los distintos eslabones de la cadena productiva. 


E) Fomenten las actividades de las micro, las pequeñas y las medianas 
empresas, por su capacidad efectiva de innovación tecnológica y de 
generación de empleo productivo. 


F) Contribuyan a la descentralización geográfica y se orienten a actividades 
industriales, agroindustriales y de servicios, con una utilización significativa 
de mano de obra e insumos locales. 
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G) Incorporen a la plantilla de la empresa personal proveniente de la población 
afrodescendiente del país. 
Fuente: Ley N* 19.122 de 21 de agosto de2013, artículo 7. 


Artículo 12.- (Asesoramiento).- A los efectos del otorgamiento de las 
franquicias previstas en el presente Capítulo, el Poder Ejecutivo actuará 
asesorado por una Comisión de Aplicación, integrada por un representante del 
Ministerio de Economía y Finanzas, que la coordinará, así como por 
representantes del Ministerio de Industria, Energía y Minería, del Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca, del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, de 
la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y de la Comisión de Descentralización 
prevista en el artículo 230 de la Constitución de la República, pudiendo, en casos 
especiales, integrarse con miembros de otros Ministerios u organismos con 
competencia en el sector de actividad del solicitante. 


En el caso de proyectos de inversión, los mismos se presentarán a la Comisión 
de Aplicación la que determinará cuál será el Ministerio u organismo al que 
corresponda su evaluación, en función de la naturaleza del proyecto y de la 
actividad a! que éste corresponda. 


La citada evaluación, conjuntamente con un informe en el que se detallarán los 
beneficios que se entiende corresponde otorgar, será elevada por el Ministerio u 
organismo designado a la Comisión a la que refiere el inciso primero. La 
reglamentación fijará los procedimientos y los plazos máximos en los que deberá 
expedirse el Ministerio y organismo referido. 


La Comisión de Aplicación establecerá las correspondientes recomendaciones 
respecto al caso de que se trate. En la citada recomendación, de corresponder, 
se expresará además cuál será el Ministerio u organismo encargado de 
seguimiento de otorgamiento, total o parcial, de la exoneración establecida en 
este Capítulo. 


Artículo 13.- (Uniformidad de procedimientos). Los procedimientos 
administrativos previstos en el artículo anterior serán, asimismo, aplicables a los 
beneficios que se otorguen en el marco de los Decretos-Leyes N* 14,178, de 28 
de marzo de 1974, y N* 14.335, de 23 de diciembre de 1974, y sus normas 
modificativas y complementarias. A tales efectos, facúltase al Poder Ejecutivo a 
modificar los cometidos y funciones o a suprimir las Comisiones asesoras 
creadas en virtud de las referidas disposiciones. 


Artículo 14.- (Incumplimiento).- En todos los caso, el Poder Ejecutivo podrá 
requerir las garantías que entienda pertinentes, en relación al efectivo 
cumplimiento por parte de los beneficiarios de las obligaciones vinculadas al 
otorgamiento de las franquicias, sin perjuicio de la reliquidación de tributos, 
multas y recargos que puedan corresponder en caso de verificarse el 
incumplimiento. 
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Sección |! 
Beneficios fiscales 


Artículo 15.- (Beneficios fiscales).- Se entenderán aplicables a las actividades 
o proyectos de inversión comprendidos en lo dispuesto por el artículo 11, las 
facultades conferidas al Poder Ejecutivo de otorgar los beneficios fiscales 
establecidos en el Decreto-Ley N* 14,178, de 28 de marzo de 1974, y sus 
normas modificativas y complementarias. 


No se incluye en la citada extensión de facultades, el otorgamiento de 
exoneraciones arancelarias que contravengan los compromisos asumidos por el 
país en el marco de los acuerdos del MERCOSUR. 


Facúltase al Poder Ejecutivo a exonerar del Impuesto a las Trasmisiones 
Patrimoniales, creado por el artículo 2” de la Ley N* 16.107, de 31 de marzo de 
1990, los actos y hechos gravados por dicha norma cuando tuvieren por objeto 
inmuebles rurales incluidos en proyectos de inversión en actividades 
agropecuarias comprendidas en lo dispuesto en el artículo 11 precedente. La 
reglamentación establecerá los procedimientos correspondientes a los efectos 
del otorgamiento de este beneficio”. 


Artículo 16.- (Situaciones especialmente beneficiadas).- En el caso de 
proyectos o actividades declaradas promovidas en virtud de la importancia de su 
aporte al proceso de descentralización geográfica de la actividad económica, los 
beneficios a otorgar de acuerdo a lo establecido en el artículo anterior serán 
superiores en plazo a cuantía a los otorgados a proyectos equivalentes o 
actividades similares localizados en el departamento de Montevideo. 


Asimismo, podrán otorgarse beneficios especiales en lo relatwo a la 
determinación de los tributos a exonerar y al plazo y cuantía de las franquicias a 
las inversiones que, estando comprendidas en la definición del inciso tercero 
del artículo 11, alcancen un monto de $ 500.000.000 (quinientos millones de 
pesos uruguayos) en el plazo previsto en el plan de inversión respectivo. Esta 
cifra será actualizada anualmente por el Poder Ejecutivo en base a la variación 
operada en el indice de Precios al Consumo que fija el Instituto Nacional de 
Estadística. 


Artículo 17.- (Impuesto al Patrimonio).- Si por aplicación de lo dispuesto en el 
presente Capítulo, se otorgaran exoneraciones del Impuesto al Patrimonio, los 
bienes objeto de la exención se considerarán activos gravados a los efectos del 
cálculo del pasivo computable para la determinación de patrimonio gravado. 


-BIS. (Prescripción de tributos).- En el caso de tributos que fueran 
objeto de la aplicación de los beneficios tributarios otorgados de acuerdo con lo 
dispuesto por el artículo 15 de la presente ley, el término de prescripción previsto 
por el articulo 38 del Código Tributario quedará suspendido hasta que se cumpla 
la finalización de los plazos otorgados para dar cumplimiento a las condiciones 
que ameritaron la exoneración, o hasta la finalización del plazo otorgado para la 
utilización de los beneficios fiscales, si este fuese mayor. 


383-C.S. 


384-C.S. CÁMARA DE SENADORES 6 de diciembre de 2017 


Artículo 17-TER. (Interrupción de la prescripción). En el caso de 
incumplimiento de las condiciones referidas en el artículo anterior, el término de 
prescripción del derecho al cobro de los tributos que hubieren resultado 
indebidamente exonerados, se interrumpirá por notificación de la resolución que 
revoque total o parcialmente los beneficios otorgados o de la resolución de la 
Comisión de Aplicación a que refiere el articulo 12 de la presente ley que declare 
configurado el incumplimiento de los compromisos asumidos por el beneficiario 
a efectos de la reliquidación de los tributos. 


Artículos 17- bis y ter agregados por 
Ley N* 19.355, de 19 de diciembre de 2015, artículo 727. 


Sección 111 
Regimen de especialización productiva 


Artículo 18.- Créase un régimen de aceleración de la adecuación, destinado a 
facilitar la reconversión de las empresas en el marco del proceso de integración 
regional. 


De acuerdo a dicho régimen, las empresas podrán importar exoneradas del 
Impuesto Aduanero Unico a la Importación y de recargos, bienes originarios de 
los Estados Miembros del MERCOSUR, de la misma naturaleza y con el mismo 
destino económico que aquellos cuya producción discontinúan o reducen. Dicha 
exoneración estará sujeta al cumplimiento de un programa de exportación por 
parte de las beneficiarias. 


Encomiéndase al Poder Ejecutivo la reglamentación del régimen que se crea y 
el otorgamiento, total o parcial, de la exoneración establecida en este artículo, 
de acuerdo a las siguientes bases: 


A) El beneficio podrá otorgarse a aquellas empresas que discontinuado o 
reduciendo la producción de bienes alcanzados por el régimen de 
adecuación a la unión aduanera del MERCOSUR presenten un proyecto de 
aumento de exportaciones de otros bienes que produzcan. 


B) El Poder Ejecutivo podrá otorgar la exoneración parcial o total de los tributos 
a la importación de bienes originarios de los Estados parte del MERCOSUR 
para un bien o bienes de la misma naturaleza y con el mismo destino 
económico que aquéllos cuya producción se reduce y con monto máximo 
de importaciones determinado por dicha reducción, 


Los industriales beneficiados por esta exoneración no podrán, durante la 
vigencia de la misma, incrementar el volumen de importaciones de los 
bienes mencionados por el régimen tributario común que realicen al 1? de 
enero de 1998. 

C) Los beneficiarios de este régimen deberán someter el Proyecto de 


Reconversión Productiva a consideración de la Comisión de Aplicación 
creada por el artículo 12 de la presente ley, la que previa consulta con las 
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cámaras del sector empresario dará el asesoramiento correspondiente al 
Poder Ejecutivo para su aprobación. 


Será tenida especialmente en cuenta a los efectos del referido 
asesoramiento, entre otros criterios, la estabilidad en la plantilla de 
trabajadores. 


Sección IV 
Estabilidad Jurídica 


Artículo 19.- (Garantía del Estado).- El Estado, bajo responsabilidad de daños 
y perjuicios, asegura a los inversores amparados a los regímenes establecidos 
en la presente ley y por los plazos establecidos en cada caso, las exoneraciones 
tributarias, beneficios y derechos que la presente ley les acuerda. 


CAPITULO IV 
NORMAS DE APLICACION GENERAL 
Sección | 
Contrato de crédito de uso 
Artículo 20.- Sustitúyese el artículo 45 de la Ley N” 16.072, de 9 de octubre de 


1989, con la redacción dada por el artículo 5% de la Ley N” 16.205, de 6 de 
setiembre de 1991, por el siguiente: 


"ARTICULO 45.- Las contraprestaciones resultantes de contratos de crédito 
de uso, estarán exoneradas del Impuesto al Valor Agregado, siempre que se 
cumplan simultáneamente las siguientes condiciones: 


A) Que el contrato tenga un plazo no menor a tres años. 


B) Que los bienes objeto del contrato no sean vehículos no utilitarios, ni 
bienes muebles destinados a la casa-habitación. 


C) Que el usuario sea sujeto pasivo del Impuesto a las Rentas de la Industria 
y Comercio, Impuesto a las Rentas Agropecuarias o Impuesto a la 
Enajenación de Bienes Agropecuarios. 


En caso de que no se cumpla alguna de las condiciones establecidas 
en los apartados anteriores, el Impuesto al Valor Agregado se aplicará 
sobre la amortización financiera de la colocación, salvo que el bien objeto 
de la operación se encuentre exonerado por otras disposiciones. 


La diferencia entre las prestaciones pactadas y la amortización 
financiera de la colocación y los reajustes de precio estarán exentos del 
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Impuesto al Valor Agregado, salvo que la operación estuviera pactada 
con quien no sea sujeto pasivo del Impuesto a las Rentas de la Industria 
y Comercio, del Impuesto a las Rentas Agropecuarias o del Impuesto a 
la Enajenación de Bienes Agropecuarios”. 


Artículo 21.- Sustitúyese el artículo 45 de la Ley N* 16.072, de 9 de octubre de 
1989, con la redacción dada por el artículo 5% de la Ley N* 16.205, de 6 de 
setiembre de 1991, por el siguiente: 


"ARTICULO 46.- Acuérdase a las instituciones acreditantes un crédito por el 
Impuesto al Valor Agregado incluido en las adquisiciones de los bienes que 
sean objeto de contratos de crédito de uso, siempre que los citados contratos 
cumplan con las condiciones establecidas en el inciso primero del artículo 
anterior. El crédito se anulará cuando el contrato pierda la exoneración del 
Impuesto al Valor Agregado. El Poder Ejecutivo establecerá la forma y 
condiciones en que las instituciones acreditantes harán efectivo el crédito 
anteriormente indicado o su pérdida cuando corresponda. 


En caso de cancelaciones anticipadas que reduzcan el plazo a menos de 
tres años, el Impuesto al Valor Agregado deberá liquidarse de conformidad 
con lo establecido en el artículo 45 de la presente ley. En tales casos deberá 
abonarse dicho impuesto más el recargo mensual indemnizatorio a que hace 
referencia el inciso segundo del artículo 94 del Código Tributario. 


En caso de rescisiones judiciales y homologadas judicialmente que 
signifiquen una reducción del plazo pactado a periodos de menos de tres 
años, se mantendrá la exoneración del Impuesto al Valor Agregado, aplicable 
a los contratos de más de tres años de plazo". 


- Sustitúyese el artículo 27 de la Ley N” 16.072, de 9 de octubre de 
1989, por el siguiente: 


"ARTICULO 27.- La restitución forzada de la cosa por falta de pago de las 
cuotas periódicas estipuladas, no podrá requerirse sino cuando el usuario 
cayere en mora en el pago de dos cuotas consecutivas, si fueren por períodos 
no mayores de un mes y de una cuota en los demás casos”. 


Artículo 23.- Sustitúyese el artículo 32 de la Ley N* 16.072, de 9 de octubre de 
1989, con la redacción dada por el artículo 4% de la Ley N” 16.205, de 6 de 
setiembre de 1991, por el siguiente: 


"ARTICULO 32.- El procedimiento para obtener la restitución forzada en los 
casos previstos en los artículos 27 y 29 de la presente ley, será el del 
proceso de entrega de la cosa. Sólo serán admitidas como excepciones: la 
de falsedad del instrumento en que se funda la acción; la falta de algunos de 
los requisitos esenciales para la validez de los contratos, pago oO 
compensación de crédito líquido y exigible que se prueben por escritura 
pública o por documento privado emanado del actor; prescripción; caducidad; 
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espera o quita concedidas por el demandante que se prueben por escritura 
pública o por documento privado emanado de! actor y la excepción de 
haberse ejercido válidamente alguna de las opciones previstas por 
el artículo 29 de la presente ley. Las excepciones inadmisibles serán 
rechazadas sin sustanciación (artículo 355.2 del Código General del 
Proceso). 


Si los escritos en que se deduzcan las excepciones no van acompañados 
de los documentos probatorios respectivos, se procederá conforme a lo 
dispuesto en el artículo 355.2 del Código General del Proceso". 


Artículo 24.- Las normas a que refieren los artículos 20 a 23, se aplicarán a los 
contratos que se celebren a partir de la vigencia de la presente ley. 


Sección !l 
Disposiciones varias 


Artículo 25.- (Solución de controversias). Toda controversia relativa a la 
interpretación o aplicación de la presente ley que se suscite entre el Estado y un 
inversor que hubiere obtenido del Poder Ejecutivo la Declaratoria Promocional, 
podrá ser sometida, a elección de cualquiera de los mismos, a alguno de los 
siguientes procedimientos: 


A) Al del Tribunal competente. 


B) Al del Tribunal Arbitral, que fallará siempre con arreglo a derecho, conforme 
con lo establecido en los artículos 480 a 502 del Código General del 
Proceso. 


Cuando se haya optado por someter la controversia a uno de los 
procedimientos previstos precedentemente la elección será definitiva. 


Lo dispuesto en los párrafos precedentes será de aplicación con relación a los 
inversores extranjeros en caso de ausencia de tratado, protocolo o convención 
internacional en materia de solución de controversias, en vigor a la fecha de 
suscitarse las mismas. 


Artículo 26.- (Fusiones y escisiones).- Facúltase al Poder Ejecutivo a exonerar 
del Impuesto a las Rentas de la Industria y Comercio, del Impuesto al Valor 
Agregado y del Impuesto a las Trasmisiones Patrimoniales que graven las 
fusiones, escisiones y transformaciones de sociedades, siempre que las mismas 
permitan expandir o fortalecer a la empresa solicitante. 


En el caso de que el Poder Ejecutivo ejerza la facultad a que refiere el 
inciso anterior, no será exigible la escritura pública para la transferencia de 
bienes, derechos, obligaciones o gravámenes comprendidos en la trasmisión 
patrimonial operada como consecuencia de los referidos actos (artículo 122 de 
la Ley N* 16.060, de 5 de diciembre de 1989). 


387-C.S. 


388-C.S. 


CÁMARA DE SENADORES 


Artículo 27.- (Impuesto a las hipotecas).- Derógase el Impuesto a las hipotecas 
establecido por el artículo 7* de la Ley N* 10,976, de 4 de diciembre de 1947, en 
su redacción modfficada por la Ley N* 12.011, de 16 de octubre de 1953, y por 
el artículo 200 de la Ley N* 13,728, de 17 de diciembre de 1958, 


Artículo 28.- (Prendas sin desplazamiento).- Las prendas sin desplazamiento 
previstas en las Leyes N* 5.649, de 21 de marzo de 1918, N” 8.292, de 24 de 
setiembre de 1928 y N* 12.367, de 8 de enero de 1957 y en los articulos 58 y 
siguientes de la Ley N* 15.939, de 28 de diciembre de 1987, podrán constituirse 
a favor de cualquier acreedor para garantizar todo tipo de oblkgaciones del 
propietario del bien que se da en prenda o de terceros. 


Artículo 29.- Derogado por Ley N* 18,091 de 07 de enero de 2007 artículo 6. 


Artículo 30.- (Trasmisión de titulos valores y facilitación de la circulación de las 
garantías que les acceden).- Agrégase al artículo 10 del Decreto-Ley N* 14,701, 
de 12 de setiembre de 1977: 


"Los derechos emergentes de las garantías reales o personales que accedan 
a un título valor, se transferirán de pleno derecho por la sola trasmisión del 
título valor en el que conste la garantía que le accede, sin necesidad de 
inscripción alguna. Para la trasmisión de garantias que respaldan titulos 
valores objeto de oferta pública se estará a lo que disponga la legislación 
específica en la materia. 


Las garantías reales que se constituyan para asegurar el cumplimiento de 
obligaciones cartulares se ¡inscribirán en los Registro Públicos 
correspondientes individualizando el título valor garantizado, su emisor, 
objeto, monto, vencimiento y demás elementos que correspondan a su 
naturaleza. A los efectos de la referida inscripción registral no será necesario 
identificar a los sucesivos tenedores del título garantizado. 


Las garantias se cancelarán por declaración unilateral del deudor y la 
exhibición del título valor. En defecto de la exhibición del titulo, para obtener 
la cancelación de la garantía deberá acreditarse ante el Registro, o ante el 
depositario, en su caso, la consignación judicial de los importes". 


Artículo 31.- El Poder Ejecutivo informará anualmente a la Asamblea General 
sobre la aplicación de la presente ley. 


Artículo 32.- (Derogaciones).- Deróganse la Ley N* 15.837, de 28 de octubre 
de 1986, y los Decretos-Leyes N* 14.179, de 28 de marzo de 1974, y N* 14.244, 
de 26 de julio de 1974, 
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Decreto-Ley N* 15.605 
de 27 de julio de 1984 


CREACION DEL INSTITUTO NACIONAL DE CARNES 


Artículo 29.- El Organismo que se crea, en cumplimiento del fin expuesto, 
tendrá como objeto promover, regular, coordinar y vigilar las actividades de 
producción, transformación, comercialización, almacenamiento y transporte de 
carnes bovina, ovina, equina, porcina, caprina, de ave, de conejo y animales de 
caza menor, sus menudencias, subproductos, subproductos cárnicos. 
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SEÑORA PRESIDENTE.- En discusión general. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor senador 
De León. 


SEÑOR DE LEÓN.- Señora presidenta: después del 
debate que se dio previamente, debo decir que esto tam- 
bién se votó por unanimidad, luego de un largo proceso en 
el que se discutió mucho y se recibieron importantes apor- 
tes tanto del Poder Ejecutivo como del Poder Legislativo y 
de las organizaciones sociales. Por lo tanto, esperamos que 
se eleve el nivel del debate con respecto al anterior. 


Lo más importante a destacar del proyecto del ley, se- 
ñora presidenta, es que fue enviado por el Poder Ejecuti- 
vo y luego modificado pero, sin lugar a dudas, tuvo como 
base fundamental el proyecto presentado en el año 2015 
por el señor senador Bordaberry. Trabajamos sobre la base 
de ese proyecto, reitero, con los aportes de las delegacio- 
nes del Poder Ejecutivo, de los municipios del área metro- 
politana y de las asociaciones empresariales relacionadas, 
como la Asociación Uruguaya de Industrias del Plástico, 
la Asociación de Recicladores de Plásticos del Uruguay, 
representantes de grandes superficies y del Centro de Al- 
maceneros Minoristas, Baristas, Autoservicistas y Afines 
del Uruguay (Cambadu). 


(Ocupa la presidencia la señora Mónica Xavier). 


—Esta iniciativa tiene como objetivo fundamental —así 
lo señala el artículo 1.— declarar de interés general «la 
prevención y reducción del impacto ambiental derivado de 
la utilización de bolsas plásticas, mediante acciones para 
desestimular su uso, promover su reúso, reciclado y otras 
formas de valorización». 


El texto puesto a consideración del plenario para su 
votación recoge la preocupación de distintos sectores de 
la población por el consumo creciente de bolsas plásticas 
pero, fundamentalmente, la alta sensibilidad que sin lugar 
a dudas se viene observando en nuestra sociedad en los 
últimos tiempos en lo que respecta a temas ambientales. 
Es por eso que antes de empezar a hablar de los detalles 
del proyecto, queremos hacer algunas reflexiones porque, 
como veremos más adelante, el impacto que genera el uso 
de bolsas plásticas sobre el medioambiente es de carácter 
global —en los mares, por ejemplo—, pero también indivi- 
dual, en los domicilios, en el barrio o en la localidad. 


En primer lugar, entre las reflexiones previas quere- 
mos referirnos al enfoque de algunos actores como los 
ecologistas, los conservacionistas, en lo que tiene que ver 
con este tipo de discusiones relacionadas con el tema am- 
biental, el cambio climático, las contradicciones entre de- 
sarrollo y medioambiente, etcétera. Está muy bien que la 
sociedad se plantee como gran desafío la variable ambien- 
tal y que el Estado lo tenga en cuenta. Pues bien, el Estado 
uruguayo ha incorporado el tema ambiental a su accio- 
nar por medio de la planificación, lo que es un elemento 
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importante a destacar. La planificación ambiental implica 
participación y democratización de los temas ambientales, 
asegurando que sea adoptada por la amplia mayoría de los 
actores sociales. La decisión de cómo será nuestra relación 
con el medioambiente incidirá en las futuras generacio- 
nes, pero esa decisión la adoptamos ahora. Por eso, debe 
quedar abierta para ser monitoreada y con posibilidades 
de ser rectificada. De ahí la necesidad de la permanente 
participación ciudadana en la discusión de esos temas. 


Lo que no admite dudas es que la planificación am- 
biental transforma, es decir, define el destino que tendrán 
los recursos colectivos. Este proceso implica lograr un 
equilibrio entre la satisfacción de las necesidades huma- 
nas actuales y la disponibilidad futura de los recursos na- 
turales. Una sociedad puede sacrificar un recurso natural 
para obtener un beneficio que tendrá un valor estratégico 
mayor que los propios recursos explotados. 


Asimismo, la planificación estratégica ambiental, so- 
bre todo cuando hablamos de un proyecto específico como 
el que nos ocupa, debe contemplar aspectos sociales, eco- 
nómicos, ambientales e incluir a todos los actores de una 
sociedad con un enfoque de sostenibilidad. Podríamos ha- 
blar de los muchísimos ejemplos de Uruguay vinculados 
a la sustentabilidad de suelos y de aguas, como la ley re- 
lativa a la política de aguas, los informes realizados en 
el año 2015 en la Cumbre de París, la XXI Conferencia 
Internacional sobre Cambio Climático —donde Uruguay 
detalló que había reducido sensiblemente la reducción 
de las emisiones de CO, en más de 260.000 toneladas, lo 
que significa un 7,5 % de reducción de emisiones—, todo 
lo cual refleja que nuestro país viene transitando en los 
temas del medioambiente desde el rol que está jugando el 
Estado y, fundamentalmente, las organizaciones sociales. 


Ingresando en el tema específico de las bolsas plásti- 
cas, como todos sabemos, el gran problema es el uso in- 
discriminado y los tipos de impactos generados. Para dar 
algún dato, hay trabajos de evaluación realizados por la 
Dirección Nacional de Energía y por empresas nacionales 
que demuestran que, de las aproximadamente 2000 tone- 
ladas de residuos sólidos urbanos —basura— que se generan 
al día en Montevideo, 220 toneladas corresponden a bol- 
sas plásticas. Es importante tener en cuenta que el 11 % es 
bastante razonable para cualquier ciudad con el nivel de 
desarrollo de Montevideo, pero esa situación que tenemos 
hoy revela la envergadura del impacto que tiene el uso de 
bolsas plásticas. 


También se han hecho trabajos en Canelones y se ha 
observado que las bolsas plásticas representan entre 49 y 
62 toneladas diarias de residuos sólidos. 


Son variados los impactos ambientales generados por 
el uso indiscriminado de bolsas plásticas y ello se refle- 
ja a lo largo de todo su ciclo: desde la extracción de las 
materias primas que se utilizan —en el caso de las bolsas 
plásticas convencionales estamos hablando de petróleo y 
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de petroquímica—, hasta la disposición de los basurales y 
la eliminación del producto, pues afecta el sistema de dre- 
naje y muchas veces es causa de inundaciones, de polución 
—afecta tanto al paisaje urbano como el rural—, de amenaza 
para el hábitat de distintas especies y ecosistemas, de con- 
taminación de aguas terrestres y submarinas, de emisión 
de gases de efecto invernadero responsables del calenta- 
miento global y de otros problemas como la toxicidad en 
el ser humano y el agotamientos de los recursos naturales 
necesarios para su fabricación, como el propio petróleo. 


Podríamos hablar —aunque es otro tema— de la alterna- 
tiva del uso de la bolsa de papel, pero en ese caso también 
estaríamos agotando recursos naturales, por más que pue- 
dan ser renovables. 

SEÑOR HEBER.- ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor senador? 


SEÑOR DE LEÓN.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTA (Mónica Xavier).- Puede in- 
terrumpir el señor senador Heber. 


SEÑOR HEBER.- Señora presidenta: naturalmente, 
estoy escuchando la exposición del miembro informante 
y, al mismo tiempo, leyendo el proyecto. En mi opinión, es 
una iniciativa que debemos apoyar. 


Hace mucho tiempo, en la Comisión de Medio Am- 
biente —que integré en el periodo pasado—, pedí que prohi- 
biéramos definitivamente las bolsas plásticas, pero ahora 
observo que el proyecto de ley permite las bolsas plásticas 
reciclables. Siempre me llamó la atención que países de 
mayores dimensiones que el nuestro usen bolsas de papel, 
a diferencia del nuestro, donde incluso, lamentablemente, 
hemos tenido el cierre de la Fábrica Nacional de Papel. 
¿Por qué no ir para ese lado? En general no soy prohibicio- 
nista, pero sí en este caso, porque las bolsas plásticas, tan- 
to las que no son reciclables como las que lo son, afectan 
nuestro medioambiente; ambas contaminan, por más que 
en uno de los casos sea posible reciclarlas con el tiempo. 
En los supermercados de Estados Unidos, por ejemplo, las 
bolsas de residuos son todas de cartón y de papel, de modo 
tal de usar sus propios recursos naturales. En nuestro caso, 
las bolsas de plástico no derivan de un recurso natural na- 
cional, como sí sucedería en el caso de las de papel. Esto 
no figura en el articulado del proyecto de ley, sino que es 
una primera consideración de carácter general. 


Ahora bien, el artículo 6.” faculta al Poder Ejecutivo 
a «establecer la obligación de cobro, fijación de un precio 
mínimo y el modo de facturación de las bolsas plásticas 
autorizadas por la presente ley». Estoy de acuerdo con esta 
medida ambientalista y la apoyo, pero ¿por qué el con- 
sumidor tiene que pagar por la bolsa plástica reciclable? 
No entiendo esta obligación de cobro. Supongo que las 
bolsas no las va a hacer el Estado, sino una empresa, y 
esta le cobrará al supermercado. Entonces —insisto—, no 
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entiendo por qué hay que establecer la obligación de co- 
bro. Sí podríamos tratar de promover el uso de las bolsas 
de papel, y tendríamos ganancias por el empleo que genera 
esa industria. No soy amigo de las políticas voluntaristas, 
pero como hay un fin superior que es la protección del 
medioambiente nacional y los dos tipos de bolsas plásticas 
lo afectan de manera importante, me parece que el camino 
debería ser el de la bolsa de papel, ni siquiera el de la bolsa 
plástica reciclable. 


Es verdad que esto podría afectar en una primera ins- 
tancia a alguna empresa instalada, pero se la puede ayudar 
dándole tiempo para que haga las bolsas de cartón y no 
de plástico. Lamentablemente, en estos días hemos visto 
el cierre de un emblema nacional en Juan Lacaze, como 
es la Fábrica Nacional de Papel. Quizás, si hubiera tenido 
la posibilidad de generar bolsas sustitutas de las plásticas 
hoy estaría dando trabajo y no hubiera cerrado. 


Pido disculpas al señor miembro informante por esta 
cantidad de consideraciones, pero como justamente estaba 
ingresando al tema del impacto ambiental, quería plantear 
estas preguntas. 


SEÑORA PRESIDENTA (Mónica Xavier).- Puede 
continuar el señor senador De León. 


SEÑOR DE LEÓN.- El señor senador Heber se adelan- 
tó a algunos planteos que vamos a realizar, y adelanto que 
tenemos varias coincidencias. 


No estamos hablando de promover un tipo de bolsa, 
sino de un proceso de transición que vaya de las bolsas que 
generan todo el impacto que el señor senador señalaba, a 
otras que sean compostables, biodegradables y que utili- 
cen tecnología, que en principio será importada, pero que 
hay posibilidades de desarrollar a nivel nacional, y esto 
podría hacerse a partir de los bioplásticos. Sin duda, el pa- 
pel también puede ser una alternativa. Además, habrá que 
analizar otros aspectos desde el punto de vista energético, 
como las bolsas de carbono, para ver qué elementos tienen 
mayor o menor efecto a la hora de tomar esa decisión. De 
todas formas —Insisto—, compartimos muchos de los plan- 
teos realizados. 


(Ocupa la presidencia la señora Lucía Topolansky). 


—Continúo con el informe, porque seguramente el resto 
de los señores senadores integrantes de la comisión tam- 
bién darán respuesta a los planteos que se hicieron recién. 


Otro elemento es la mitigación de los impactos am- 
bientales provocados por el consumo desmedido de las 
bolsas plásticas. Acá hay dos temas a tener en cuenta. Por 
un lado, de conformidad con las bases de la política nacio- 
nal ambiental, el Poder Ejecutivo tiene el convencimiento 
de que la mitigación del impacto ambiental derivado del 
consumo desmedido de bolsas plásticas no debe encararse 
solamente a partir de la mejora de los sistemas de gestión 
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de residuos sólidos. Entendemos que ese es uno de los ele- 
mentos centrales, porque los métodos actuales de gestión 
de la basura en Uruguay son un elemento central a la hora 
del alto consumo de bolsas plásticas. Por otro lado, deben 
incorporarse acciones tendientes a un consumo sustenta- 
ble, basado en el reúso, el reciclado, la minimización y la 
generación de pactos de consumo. 


Por supuesto que también deben buscarse otras alter- 
nativas al uso de bolsas, y eso tiene que ver con el modelo 
de consumo y de utilización; tal como sucedía en otros 
tiempos, podemos usar bolsas de papel y otros mecanis- 
mos para llevar los productos que hoy se ponen en bolsas 
plásticas. 


¿Cuál es una de las prácticas usuales que hoy tenemos 
los ciudadanos? Que utilizamos las bolsas plásticas para 
colocar la basura que generamos en nuestros domicilios; 
ese es el mecanismo de gestión que tenemos. Entonces, 
podremos ir con la conocida chismosa, pero necesitamos 
llevarnos un número importante de bolsas plásticas al do- 
micilio para la gestión de la basura, ya que no contamos 
con otro mecanismo para hacerlo. 


Cuando vinieron los representantes de los municipios 
de la zona metropolitana a la comisión para hablar de todo 
esto, conversamos acerca de que, obviamente, un cambio 
en los modelos de gestión de los residuos sólidos urba- 
nos implicaría una ayuda central en el no uso de bolsas 
plásticas —ya sean derivadas del petróleo, biodegradables 
o reutilizables— o de las propias bolsas de papel. El tema es 
buscar otro modelo de gestión de la basura en nuestro país. 


Entonces, lo importante es el cambio de gestión que 
pueda hacerse para los residuos sólidos urbanos y, tam- 
bién, incorporar las acciones que están previstas en el pro- 
yecto de ley para lograr un consumo sustentable, basado 
en el reúso, en el reciclado y en la minimización del uso 
de estos productos. 


Otros elementos importantes que queremos destacar 
tienen que ver con el impacto global, y vamos a brindar 
algunos datos. 


Todos hemos escuchado los terribles impactos que 
los plásticos generan en los océanos porque afectan la 
temperatura, la química, las corrientes y la vida marina 
en general, lo que a su vez mueve sistemas que hacen 
que la tierra también se vea afectada, con consecuencias 
directas sobre los ciudadanos. No hay que olvidar que 
las precipitaciones, el agua potable, el clima, el tiempo, 
las costas, gran parte de nuestros alimentos, e incluso 
el oxígeno del aire que respiramos, provienen en última 
instancia del mar y son regulados por este. Por tanto, mu- 
chas veces hay un efecto global por el daño que genera 
este tipo de productos. 


En Uruguay se está trabajando en el objetivo del desa- 
rrollo sostenible; hay una coordinación interinstitucional 


CÁMARA DE SENADORES 


397-C.S. 


entre la Oficina de Planeamiento y Presupuesto —a través 
de su Dirección de Gestión y Evaluación-, el Instituto Na- 
cional de Estadística, la Agencia Uruguaya de Coopera- 
ción Internacional, el PNUD, y ¡ni hablar de la Dinama! 
que juega un papel muy importante en todo esto. 


Podemos decir que hay avances. Por ejemplo, se está 
estudiando la densidad de desechos plásticos flotantes y 
su incidencia en el océano, aunque todavía el país no tiene 
datos específicos sobre eso. 


En definitiva, lo que se busca con este proyecto de ley 
es la reducción y la prevención del impacto ambiental que 
se genera y que hemos señalado. Para ello, la primera me- 
dida es procurar desestimular el uso de la bolsa, sin im- 
portar su origen. 


En el artículo 2.” se plantea el alcance de la ley. Quedan 
alcanzadas todas las bolsas plásticas utilizadas para conte- 
ner y transportar productos y bienes, que sean suministra- 
das a un consumidor en cualquier punto de venta o de en- 
trega y que no sean parte de la presentación del producto. 


En el artículo 3.” se establecen las exclusiones. Este 
proyecto de ley dispone que no será aplicable cuando por 
razones de inocuidad o de higiene alimenticia sea nece- 
sario utilizar bolsas plásticas para contener o transportar 
pescados y carnes —eso está definido en una disposición 
del INAC—; cuando se trate de productos o bienes que por 
su propiedad humectante lo habilite la reglamentación; 
cuando se trate de productos o bienes que el Ministerio 
de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente 
autorice mediante la reglamentación; y finalmente, tam- 
bién quedan excluidos los productos o bienes que requie- 
ran mantener cierta asepsia y no resulte factible la utiliza- 
ción de un sustituto. 


Lo que sí se va a prohibir en esta etapa de transición es 
«la fabricación, importación, distribución, venta y entre- 
ga, a cualquier título, de las bolsas plásticas que no sean 
compostables o biodegradables». No estamos defendiendo 
un tipo de bolsa y que se siga manteniendo el mismo mo- 
delo de consumo; lo que estamos diciendo es que en esta 
etapa hay tecnología disponible —la industria nacional se 
ha hecho de ella y la Universidad de la República, a través 
de los distintos organismos, tiene conocimiento— como 
para desarrollar materiales a partir de los residuos agro- 
industriales. No hablamos de plantaciones, sino de reutili- 
zar residuos agroindustriales e industriales como materia 
prima para biopolímeros y para la producción nacional de 
este tipo de bolsas compostables y biodegradables. 


En el artículo 5.” se establece la certificación. Las bol- 
sas plásticas autorizadas por esta ley solo podrán distri- 
buirse, venderse y/o entregarse a cualquier título en el te- 
rritorio nacional cuando el fabricante o el importador haya 
obtenido el certificado que asegure que cumple con las ca- 
racterísticas y las calidades que van a estar reglamentadas 
por el Poder Ejecutivo. 
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Durante la discusión de este proyecto de ley en comi- 
sión, uno de los artículos sobre los que tuvimos diferen- 
cias fue el 6.%, que refiere al cobro y facturación. El mundo 
se encamina hacia el cobro de los productos cuyo uso no se 
quiere promover. Por un lado, se busca fortalecer la educa- 
ción, el reúso, la reutilización, el reciclaje, la búsqueda de 
alternativas tecnológicas más amigables con el medioam- 
biente pero, sin lugar a dudas, cobrar las bolsas plásticas 
va a ayudar. Entendemos que es una medida más que nos 
va a permitir alcanzar los objetivos de este proyecto de ley. 


Otro de los aspectos importantes es la prohibición de- 
finitiva de «venta o entrega a cualquier título, en envolto- 
rios plásticos, de diarios, revistas, facturas y otros objetos 
similares que la reglamentación establezca». 


Para hacer exigibles las prohibiciones y obligaciones 
previstas en los artículos anteriores se establece un plazo 
de un año desde la promulgación de esta ley, o el plazo que 
fije la reglamentación, que nunca podrá exceder dicho año. 


El contralor es otro aspecto importante. Podemos ela- 
borar leyes, pero también tenemos que definir su contralor. 
Para tal fin se comete al Ministerio de Vivienda, Ordena- 
miento Territorial y Medio Ambiente, a través de la Di- 
nama, la aplicación de esta ley, así como el contralor y la 
sanción de los infractores, de conformidad con lo previsto 
en los artículos 14 y 15 de la Ley n.* 17283, de noviembre 
de 2000. A tales efectos, esa dirección coordinará con las 
demás entidades públicas que corresponda. 


El artículo 11 establece que el Poder Ejecutivo deberá 
reglamentar la presente ley dentro de los ciento ochenta 
días de la fecha de su promulgación. 


Queremos destacar el trabajo que hemos llevado ade- 
lante con las industrias nacionales que procesan el plástico 
que queremos eliminar definitivamente, porque se han ido 
adaptando desde el punto de vista tecnológico para llegar 
a este proceso de transición. 


A propósito de eso, en el último artículo se comete al 
Ministerio de Industria, Energía y Minería, en coordina- 
ción con el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Terri- 
torial y Medio Ambiente, la elaboración de programas que 
faciliten la reconversión de la industria nacional de bolsas 
plásticas tradicionales a lo que establezca la reglamenta- 
ción de la presente ley, el fomento de soluciones tecno- 
lógicas y el desarrollo de nuevos productos y mercados 
tendientes a minimizar el impacto ambiental derivado del 
uso de bolsas plásticas no biodegradables. 


Es por eso que —insistimos— estamos hablando de un 
proceso de transición. Creemos que hay que cambiar el 
modelo de consumo. 


Queremos hacer unas reflexiones finales que tienen 
que ver con el tratamiento de este tema ambiental. 
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Ante todo, frente a esta problemática no podemos dejar 
de lado al hombre, que es quien tiene que encontrar una so- 
lución. El ser humano debe estar en el centro de la escena, 
aunque muchas veces, cuando hablamos de temas ambien- 
tales, se lo quiere alejar. Debemos asumir que el hombre 
está en el centro del problema porque el ambiente lo rodea. 
Hay que reconocer que la degradación del medioambiente 
es central, y después legislar para que podamos desarrollar 
políticas que definitivamente contribuyan a cumplir con 
los objetivos de esas leyes. La degradación del medioam- 
biente muchas veces está provocada por la actividad del 
hombre, pero hay que buscar la solución a esos problemas 
en la ciencia, en la tecnología, en la cultura y en la partici- 
pación de la ciudadanía. O sea que debemos proponer una 
mayor participación de los ciudadanos en todos los temas 
vinculados con el medioambiente. 


Como punto de partida, hay que plantear un discurso 
constructivo que responda a las realidades locales; no hay 
que pensar solamente en lo global porque después los pro- 
blemas recaen en nosotros, que somos los responsables. 
Tenemos que analizar los problemas —reitero— desde las 
realidades locales, y las emisiones y consumos de cada 
proyecto. Como planteábamos hoy, ¿cuánto cuesta cada 
tonelada de bolsas plásticas tradicionales? ¿Cuántos ba- 
rriles de petróleo significa? ¿Cuánta petroquímica repre- 
senta? ¿Qué costo energético tiene? ¿Cuánta huella de 
carbono hay en cada solución tecnológica? Necesitamos 
integrar los conocimientos y la perspectiva de los ciuda- 
danos, desarrollando estándares y mecanismos de control. 
Esto ha de tener soportes y bases científicas y un diálogo 
participativo, sustentado en metodologías que faciliten un 
proceso de toma de decisiones que resulte eficaz para las 
comunidades involucradas. 


En definitiva, no podemos subestimar e ignorar la gra- 
vedad de los problemas ambientales. Este es un solo caso, 
pero todos deberán ser tratados en el marco de una plani- 
ficación en la que el Estado y toda la sociedad tendrán que 
jugar un rol fundamental. Los temas vinculados con los 
problemas ambientales no han sido resueltos ni los resol- 
verá el libre mercado. El hombre debe construir su entorno 
y ese es el proyecto más importante. 


Muchas gracias, señora presidenta. 
SEÑOR BORDABERRY- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR BORDABERRY.- Hace un par de semanas se 
cumplieron diez años del fallecimiento de un gran uru- 
guayo, productor agropecuario, gremialista, veterinario 
de profesión. Me refiero al doctor Fernando Alfonso, quien 
me honró con su amistad. Recuerdo que entre las muchas 
charlas que tuvimos sobre hacia dónde iba la política agro- 
pecuaria, siempre me manifestaba su preocupación por el 
poco cuidado del medioambiente que había en Uruguay. 
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Siempre me decía que cuando iba para afuera o venía ha- 
cia Montevideo después de una inundación, al bajar las 
aguas observaba que los árboles estaban llenos de bolsas 
plásticas —como si fueran arbolitos de Navidad— y remar- 
caba el daño que se estaba haciendo con eso porque el po- 
lietileno necesita 250 años para degradarse. 


Cuando investigamos sobre la cantidad de bolsas 
plásticas que se consumían en Uruguay nos encontramos 
con que por año se utilizan 1.200:000.000 bolsas. Cada 
uruguayo, en promedio, consume por año cuatrocientas 
bolsas las que después demoran doscientos años en degra- 
darse. Quizás no somos conscientes del daño que estamos 
haciendo día a día. Eso nos lleva a ver —le debe pasar a 
todos los senadores cuando van a un supermercado o a una 
estación de servicio— que nos dan bolsas hasta por casua- 
lidad, ya que por artículos que podrían entrar en una o dos 
bolsas, nos dan cinco. Cuando España llegó a trescientas 
bolsas promedio por persona, sonaron todas las alarmas. 


Creo que este proyecto de ley es bueno y en él han 
trabajado de forma muy activa la Comisión de Medio Am- 
biente, el sector privado —que aceptó moverse de la como- 
didad en la que estaba para buscar soluciones—, la Facultad 
de Química y, ni que hablar, la Dirección Nacional de Me- 
dio Ambiente que enriqueció el proyecto con sus aportes 
y con una visión que hizo cambiar el proyecto original. 


Como bien decía el señor senador Heber en su inte- 
rrupción, uno nunca es partidario de las prohibiciones, 
salvo de aquello que sea dañino, y esto es muy dañino. 
Sumado a eso, de los 1.200:000.000 de bolsas que, apro- 
ximadamente, se consumen en Uruguay, el 80 % —más de 
900:000.000— son importadas. Es decir que el 80 % del 
daño que le estamos haciendo a nuestro medioambiente al 
consumir bolsas plásticas es importado. Obviamente que 
alguno podrá decir que esta iniciativa es poco ambiciosa. 
Algunos, señalaron que había que incluir otros envases 
y algunas cosas más, pero creemos que es un muy buen 
comienzo porque logra un equilibrio respetando a quie- 
nes hoy fabrican y a los que tienen bolsas importadas en 
stock. A quienes fabrican se les da un año de plazo para 
que se reconviertan hacia las nuevas exigencias, lo que no 
es poco —creemos que, quizás, es hasta mucho— y se da 
la facultad al Poder Ejecutivo para que, si estima que ese 
año es mucho, por vía de decreto pueda adelantar la fecha 
en que comienza a regir la prohibición, pero nunca puede 
superar el año. 


Todos aprendimos sobre un tema que no dominába- 
mos y lo hicimos de la mejor forma: consultando a los 
que saben. 


En cuanto a algunas preguntas que hizo el señor sena- 
dor Heber, creemos que es bueno decir que las bolsas de 
papel —obviamente— están permitidas y que su uso debe 
ser alentado porque son degradables y compostables —va 
de suyo que lo son—, pero el avance de la técnica permite 
fabricar lo que se ve como una bolsa plástica a partir del 
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maíz y de otros elementos que son degradables y compos- 
tables. 


Quiero recordar al exsenador Agazzi, que integraba la 
comisión y que inicialmente había planteado un tema que 
no es menor y del que he visto algún comentario en las 
redes. Él decía que las bolsas plásticas de supermercado 
eran utilizadas en los hogares para la basura —¿quién no 
les da ese uso hoy?-— y, entonces, se iba a salir a comprar 
bolsas plásticas; y si las bolsas fueran de papel, como se 
rompe no iban a servir o se degradarían dentro de la casa. 
Justamente, la respuesta a esto es la bolsa compostable y 
degradable, que sirve para eso porque se degrada y se for- 
ma compost con ella, junto con los otros materiales. 


Lamentablemente, en estos momentos estamos vivien- 
do un incendio de proporciones en la usina de Felipe Car- 
dozo y se están quemando plásticos. Hoy escuchamos en 
el noticiero que se esperaba que no cambiara el viento por- 
que, si viraba hacia determinada zona, podían generarse 
más incendios porque ahí había más plásticos. Reitero, se 
utilizan 1.200:000.000 bolsas plásticas por año, que demo- 
ran, como mínimo, doscientos años en degradarse. Hemos 
causado un gran daño y pocas veces tomamos conciencia. 


Recuerdo que cuando fui ministro de Turismo hicimos 
una campaña para salvar a la tortuga laúd, una tortuga 
enorme que está en nuestras costas, que se ve poco, pero 
que empezaba a aparecer. A veces aparecía enredada en las 
redes de los pesqueros, pero muchas veces se las encon- 
traba muertas porque se alimentan de aguavivas y, al con- 
fundir las bolsas plásticas con aguavivas, se atragantaban. 
¿Cuántas tortugas laúd hoy estamos matando, a razón de 
cuatrocientas bolsas, promedio, por cada uruguayo al año? 


Creo que el proyecto de ley —que no es de nadie, sino 
de todos, porque ha tenido aportes del oficialismo, de la 
oposición, del Poder Legislativo, del Poder Ejecutivo, de 
la Facultad de Química y del sector privado— es un muy 
buen avance que algunos podrán catalogar de tímido, pero 
hasta el camino más largo comienza con un primer paso. 


Uruguay, por suerte, hace mucho tiempo que viene 
avanzando firmemente en materia ambiental, desde la 
creación en 1990 del Ministerio de Vivienda, Ordena- 
miento Territorial y Medio Ambiente, con la Ley n.” 17283 
de 2000 y la Ley n.” 19147 de 2013 que creó el Obser- 
vatorio Ambiental Nacional y que es una maravilla como 
funciona hoy en la órbita del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Debemos 
incentivar a todos para que utilicen más el observatorio 
porque muchas veces este se nutre de lo que suben los pro- 
pios usuarios, además de la información oficial que con- 
tiene. Creemos que son pasos claros y concretos que mues- 
tran hacia donde tiene que ir el país en esta materia. Muy 
pronto tendremos otra norma —si no me equivoco, ingresó 
hoy- relativa a la moratoria del fracking, que busca seguir 
esta misma experiencia de crear una comisión para que 
los técnicos hagan un análisis, no a partir de prohibir todo, 
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sino de entender qué cosas se pueden hacer y qué cosas no 
para, de ahí en adelante, tener políticas públicas que nos 
beneficien a todos. 


Discutimos mucho acerca de si imponer o no, como 
obligación, el cobro de la bolsa. Yo decía que, políticamen- 
te, uno no quiere ser el que establezca la obligación de co- 
brar la bolsa porque cada vez que un ciudadano uruguayo 
vaya al supermercado y le cobren la bolsa, se va acordar 
de Bordaberry que lo propuso. Sin embargo, creo que no 
soy el padre de esa norma, como tampoco lo es ninguno 
de los senadores que están acá porque, en realidad, ya nos 
la cobran. Esa es la realidad. Ninguna de las grandes su- 
perficies o quienes venden productos nos regalan la bolsa 
—la cobran y la incluyen en el costo—, como tampoco nos 
regalan el costo del alquiler del local o la luz que están 
pagando. Lo que se puede hacer es discriminar en la fac- 
tura, por un lado, el producto que estamos pagando y, por 
otro, la bolsa que nos están cobrando, que ahora va a ser 
biodegradable y compostable. Como uno siempre trata de 
ahorrar para la casa, dirá que no le pongan más bolsas. Esa 
política se puede desarrollar para tratar de solucionar esto. 


Los invito a hacer el ejercicio que he hecho en los últi- 
mos meses. Cuando voy al supermercado, pido que no me 
pongan tantas bolsas y, normalmente, son dos o tres me- 
nos. La chica me mira con cara sorprendida y siente que 
me está dando un mal servicio. Incluso, cuando se trata de 
botellas, ponen dos bolsas y no nos damos cuenta que todo 
eso hace un promedio que causa un daño tremendo. Sin 
embargo, ahora cuando la señorita pregunte si pone otra 
bolsa —que se va a cobrar—, todos nos vamos a dar cuenta 
que nos están poniendo bolsas de más, por las que nos es- 
tán cobrando y no nos damos cuenta. 


La última apreciación sobre esto, es algo que nos dijo 
la Facultad de Química y es que este es un proceso conti- 
nuo, no termina acá. Hoy estamos contentos con la bolsa 
compostable o degradable, pero hace unos años en México 
encontraron una bacteria que se come el plástico —¡espere- 
mos que coma solo eso!— que nos vendría bien importarla 
y tirarla en la usina de Felipe Cardozo para que se coma 
el plástico y lo haga desaparecer. De esa manera, empe- 
zaríamos a recuperar esa deuda ambiental que, sin lugar a 
dudas, tenemos por el daño que hemos hecho. 


A los señores diputados que, cuando discutan este pro- 
yecto de ley, van a leer la versión taquigráfica, les digo: 
apúrense, porque si nos lleva un año más aprobarlo, se- 
rán 1.200:000.000 bolsas plásticas más, que demorarán 
doscientos años en degradarse, las que serán tiradas en el 
Uruguay. 


17) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRACIÓN 
DEL CUERPO 


SEÑORA PRESIDENTE.- Léase una solicitud de li- 
cencia. 
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(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «Montevi- 
deo, 6 de diciembre de 2017 


Señora presidente del Senado 
Lucía Topolansky 


De mi mayor consideración: 


Por la presente solicito al Cuerpo, por motivos perso- 
nales, se me otorgue, el 7 de diciembre, un día de licencia. 


Sin otro particular, la saludo muy atentamente. 
Jorge Larrañaga. Senador». 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede 
la licencia solicitada. 


(Se vota). 

23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Se comunica que el señor Heber da Rosa ha presen- 
tado nota de desistimiento, informando que por esta vez 
no acepta la convocatoria a integrar el Cuerpo, por lo que 


queda convocado el señor Jorge Gandini, a quien ya se ha 
tomado la promesa de estilo. 


18) USO SUSTENTABLE DE BOLSAS PLÁSTICAS 


SEÑORA PRESIDENTE.- Continúa el tratamiento 
del tema en consideración. 


SEÑOR GARÍN.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR GARÍN.- Señora presidenta: la verdad es que 
nos sentimos muy reconfortados por estar participando de 
esta sesión para tratar un proyecto de ley que —como se 
dijo— es bueno. Si bien tuvo un largo proceso de discu- 
sión, fue una muy buena oportunidad para aprender mu- 
chas cosas —por lo menos, para los que participamos de su 
tratamiento— que en nuestro país existe conocimiento y la 
necesidad de abordar estos temas, a fin de seguir haciendo 
el esfuerzo para lograr un cambio en nuestras pautas de 
conducta cotidianas y, de esa manera, mejorar o, por lo 
menos, no seguir erosionando el medioambiente. Hablo 
de conocimiento porque para reflexionar sobre este tema 
necesitamos del aporte específico de muchos actores que 
cuentan con el conocimiento de lo que fue la evolución de 
la industria del plástico, como los industriales, los comer- 
ciantes y la propia Academia. 


(Murmullos en sala). 
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SEÑORA PRESIDENTE.- La Mesa solicita que se 
haga silencio para escuchar al orador. 


Puede continuar, señor senador. 


SEÑOR GARÍN.- También hay que reconocer el gran 
esfuerzo que vienen haciendo las instituciones del Esta- 
do y el Gobierno para lograr avances en un trabajo que 
permita reducir la contaminación de bolsas plásticas en 
el ambiente. 


El miembro informante, señor senador De León, dejó 
claramente establecido en su informe, el motivo central de 
esta iniciativa: reducir el impacto de las bolsas plásticas 
sobre el medioambiente. De a poco se han dado algunos 
indicadores de cómo está evolucionando el consumo de 
bolsas plásticas, que ha sido cuantificado en 1.200:000.000 
bolsas que los uruguayos usamos anualmente. 


Aprovechando este número, quiero hacer una impor- 
tante referencia a la evolución de la reducción del uso de 
bolsas plásticas por parte de la ciudadanía. Los datos de 
2015 indican que en el Uruguay se usa un 17 % menos 
que en el año 2008, que fue la primera vez que a nivel 
de políticas públicas se estableció una línea de base so- 
bre el consumo de las bolsas plásticas. Señalo esto, por- 
que este proyecto de ley que hoy tenemos a consideración 
tiene antecedentes importantes en políticas públicas que 
se han venido desarrollando en el pasado reciente. Y quie- 
ro resaltar, muy especialmente, la iniciativa que ha teni- 
do el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente, en el año 2008, al establecer la línea de 
base y caracterizar cuál era el problema que teníamos por 
delante. 


A partir de esos datos se sintetizó una información, 
que también tenía antecedentes pero que, a nuestro modo 
de ver, significó un punto de partida y una referencia para 
los sucesivos abordajes de la reducción del uso de las bol- 
sas plásticas. 


Este tema fue objeto de discusión en la comisión por 
casi dos años. Por esa razón, en esta oportunidad quere- 
mos agradecer lo mucho que hemos aprendido en esas 
instancias y, también, el trabajo de la Secretaría de la Co- 
misión de Medio Ambiente —en las personas de Mariela 
Gilet, María José Morador y María Victoria Lumaca-— y, 
ni que hablar, del Cuerpo de Taquígrafos, que a menudo se 
agarraban de los pelos a raíz de las discusiones que se ge- 
neraban porque todos nos atropellábamos para decir cosas 
o sacarnos dudas. 


Hoy, claramente, el proyecto de ley busca reducir el 
uso de bolsas plásticas y lo hace tratando de incidir en la 
cantidad que se consume, pero también apostando a que 
se cambie su composición y se piense en mecanismos de 
reúso para el caso de que se sigan utilizando. Desgraciada- 
mente, se seguirá manteniendo el uso de bolsas plásticas, 
dado que se trata de un elemento que nos permite resolver 


CÁMARA DE SENADORES 


401-C.S. 


fácilmente distintos aspectos de nuestra vida cotidiana. En 
caso de que así suceda, se procura que podamos usarlas y 
reusarlas de la mejor manera posible. 


Para lograr esos objetivos, el proyecto de ley trata de 
sensibilizar a los consumidores, es decir, a nosotros mis- 
mos, a cada uno de los ciudadanos que vamos al comercio 
minorista con las manos libres y casi siempre volvemos 
con nuestras compras envasadas en una bolsa plástica. 


En primer lugar, se trata de fortalecer el concepto de 
reducir el consumo. 


En segundo lugar, se trata de reutilizar al máximo po- 
sible las bolsas de plástico que tenemos en nuestra casa y 
también, cuando se conviertan en elementos de residuo fi- 
nal, de contribuir a trasladarlas a lugares donde se puedan 
procesar de la mejor manera posible. 


El proyecto de ley establece ciertas condiciones para 
que, cadenas de servicios y de bienes que son proveedo- 
ras o utilizan regularmente las bolsas plásticas, en algu- 
nos casos queden prohibidas a título expreso. Me refiero, 
por ejemplo, al artículo 8 del proyecto de ley, que prohíbe 
envasar en bolsas plásticas facturas o diarios. También 
se fijan prohibiciones en el caso de otros bienes, pero el 
proyecto deja abierta la posibilidad de que esas cadenas 
de bienes y servicios tomen la iniciativa de reducir el uso 
de las bolsas plásticas como un elemento normal de sus 
envases. 


Creemos que estas medidas pueden contribuir a dismi- 
nuir la cantidad de bolsas plásticas en el ambiente, pero lo 
más importante es —en esto queremos sumar un concepto 
que refuerza el trabajo que se ha hecho en la comisión— la 
posibilidad de continuar trabajando en pautas culturales 
más fuertes en ese sentido. Nos inclinamos por trasladar 
un mensaje claro: reducir las bolsas es apostar a la vida. 
¿Por qué decimos esto? Hay que fundamentarlo, y lo ha- 
remos brevemente. 


Sabido es que las bolsas plásticas son producto de una 
industria moderna, la industria del petróleo, que si bien 
ha traido mucho confort a nuestras vidas, se basa en la 
utilización de energías fósiles. Este implemento que nos 
ayuda a resolver fácilmente muchos aspectos de nuestro 
acontecer cotidiano, la bolsa plástica, trae muchos pro- 
blemas para la vida. En primer lugar, porque durante su 
elaboración como producto de la industria petroquímica, 
se contribuye a aumentar los gases de efecto invernadero, 
lo que genera el cambio climático. Entonces, el hecho de 
que estas industrias reduzcan la elaboración de bolsas, me 
parece que contribuye a atenuar los efectos del cambio cli- 
mático. Podríamos desarrollar mucho más el tema, pero 
por el momento quedamos por aquí porque, además, el 
señor senador De León ya se ha expresado en ese sentido. 


Cuando las bolsas se transforman definitivamente en 
residuos, duran muchos años porque están hechas de po- 
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lietileno, por lo que reducir su cantidad traerá muchos 
beneficios. Lo peor de todo es que es un material que 
prácticamente no es utilizable —salvo una referencia que 
hace unos instantes esbozó el senador Bordaberry- ni 
tampoco un elemento que sirva como fuente de vida para 
los microorganismos. Ni que hablar que esas bolsas tie- 
nen gran impacto en la infraestructura de las ciudades 
y en las cadenas tróficas de muchos animales acuáticos, 
debido a que muchas veces partículas muy pequeñas de 
plástico invaden su hábitat. Creemos que plantear el tema 
de quitar las bolsas es contribuir a no aumentar los gases 
de efecto invernadero ni el riesgo de vida en los hábitats 
acuáticos. 


Este proyecto de ley también incorpora a texto expre- 
so la prohibición de utilizar elementos que no sean com- 
postables o biodegradables. Esto significa posibilitar el 
empleo de materiales que, en su composición, tienen una 
alta proporción de productos biológicos —muchas veces 
vegetales— para que, cuando se termine de utilizarlos y se 
vuelvan residuos, puedan reincorporarse definitivamente 
al ciclo de vida de la naturaleza. 


El mensaje de que reducir la cantidad de bolsas de 
plástico es apostar a la vida implica sacar el plástico —el 
polietileno— por los efectos que genera en nuestra vida co- 
tidiana, que son conocidos por todos, y sustituirlo por ma- 
teriales que sean producto de cadenas de vida y que gene- 
ren vida cuando, definitivamente, se conviertan en residuo 
en los lugares de deposición final. Vaya si será importante, 
entonces, este elemento, que es uno de los destacados de 
este proyecto de ley que hoy está a consideración de la 
cámara. 


Creemos que si continuamos por este camino segui- 
remos fortaleciendo el conjunto de políticas públicas que, 
como Gobierno, hemos venido impulsando en los últimos 
períodos, apostando claramente a la vida. 


No quiero olvidar algunas políticas públicas bastante 
concretas, como la reconversión de la matriz energética 
para transformar la generación de energía a partir recur- 
sos renovables —quitamos petróleo para producir energía 
eléctrica desde fuentes renovables, que normalmente tie- 
nen atrás ciclos de vida—, para utilizar bien esa energía 
o, incluso, para seguir transitando el camino de sustituir 
motores a combustión —como aquí se ha hecho— por mo- 
tores eléctricos. Es un conjunto de políticas públicas que 
tienden, claramente, a que se siga pensando en el desa- 
rrollo, pero mediante procesos que no comprometan la 
vida y no sigan, además, erosionando nuestro medioam- 
biente. 


A nuestro juicio, este proyecto de ley de bolsas plás- 
ticas contribuye en ese sentido. ¿Por qué? Si se hace rea- 
lidad mucho de lo que hemos pensado como deseable a 
instancias de este proyecto de ley, la reducción de bolsas 
plásticas será una apuesta a la vida. 
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A continuación, voy a referirme a un segundo aspecto 
que me parece importante remarcar y es el que se refiere 
al cobro de las bolsas. 


En la Comisión de Medio Ambiente, después de un 
largo debate llegamos al consenso —está expresado en el 
proyecto de ley— de que las bolsas no sean cobradas. No 
obstante, se faculta al Poder Ejecutivo para que, even- 
tualmente, pueda establecer la obligación de cobro. Este 
acuerdo —que logramos por unanimidad— no elude men- 
cionar que ha habido diferentes posiciones al respecto. 


Las experiencias —y evidencias— de otras partes del 
mundo dicen que el cobro de las bolsas puede ayudar a 
alcanzar la meta de reducir su uso. Es más, al respecto 
quedan planteados dos conceptos. Hay quienes dicen que 
se cobre mucho, por aquello de que «lo que te duele, te 
hace reaccionar». Sin ir más lejos, quiero comentar que 
tengo en mis manos una nota del Grupo de Amigos del 
Medio Ambiente de Colonia Suiza —creo que fue envia- 
da a varios legisladores— en la que plantean, entre otras 
cosas, el reconocimiento general al proyecto de ley que 
estamos considerando, lo ponderan como muy bueno, pero 
establecen a título expreso que ellos hubieran optado por 
el concepto de utilizar el cobro y que, además, su costo 
no fuera módico, basándose en aquello de que —y uso sus 
palabras— «si te duele el bolsillo, reaccionás y ese gasto no 
lo hacés». 


También estuvimos discutiendo en la comisión otros 
planteos referidos al cobro de una cifra pequeña, pero cla- 
ramente discriminada, para que el usuario pueda identifi- 
car que está teniendo un gasto que algunas veces puede ser 
innecesario o fácilmente sustituible. 


¿A qué voy? A que la discusión de cobrar o no las bol- 
sas plásticas ha sido un motivo central de debate en co- 
misión durante bastante tiempo y lo que hoy se plantea al 
plenario —está reflejado en el artículo 6.”—es facultar al Po- 
der Ejecutivo a establecer la obligación de cobro, para que 
eventualmente la utilice como un instrumento que ayude 
a reducir la cantidad de bolsas que se utilizan por parte de 
los ciudadanos. Indudablemente, esto sacude la cabeza a 
más de uno, y el señor senador Heber lo planteaba a título 
expreso en ocasión de su interrupción. 


Es un tema que, seguramente, tendremos que debatir 
un poco más porque hoy lo aprobamos, pero va a tener 
una segunda discusión en la Cámara de Representantes. 
La nota que acabo de mencionar del Grupo de Amigos del 
Medio Ambiente de Colonia Suiza es del 30 de noviembre 
—es decir, posterior a la fecha en que finalizamos el trata- 
miento del proyecto en la comisión— y no dudo de que esté 
en la consideración de los señores representantes cuando 
traten este proyecto de ley que hoy aprobará el Senado, 
por lo que se pueden llegar a generar otras decisiones. De 
momento, creo que es un buen avance —con esto quiero 
finalizar— que hoy podamos aprobar este proyecto de ley, 
manteniendo el acuerdo de votarlo por unanimidad como 
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vino de la comisión, y que algunas notas, que a lo largo 
de la discusión presentamos los senadores preopinantes y 
quien habla, puedan ser de utilidad para continuar este de- 
bate en la Cámara de Representantes. 


Lo más importante es reconocer que seguimos dan- 
do pasos para reducir la utilización de bolsas plásticas. 
Estamos pensando en una política pública —diría, ya una 
política de Estado— respecto a este elemento tan dañino 
para el ambiente pero tan confortable para las personas, 
y también en seguir trabajando para reducir su cantidad y 
especialmente en continuar incorporando —con el apoyo 
del conocimiento científico— una sustitución por materia- 
les más amigables con el ambiente y, en última instancia, 
promotores de vida. 


Era cuanto quería manifestar. 
SEÑOR SARAVIA .- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR SARAVIA.- Voy a tratar de ser breve. 


Compartimos este proyecto de ley porque creemos que 
es un buen comienzo, pero hay que reconocer —como auto- 
crítica— que es tardío. Quiero mencionarlo porque el tema 
de los plásticos, de los envases y las bolsas de plástico no 
es nuevo. 


Por los años 2001 o 2002 se generó una discusión sobre 
este tema, que impulsamos los dirigentes gremiales con 
los intendentes y los ediles vinculados con este asunto. 


En 2005, cuando ingresamos al Parlamento, integré la 
Comisión de Medio Ambiente y se reiteró este tema. ¿A 
qué hago referencia? Justamente, a lo que mencionaba el 
señor senador De León —que es el miembro informan- 
te—: al tema global. En aquel momento, los que éramos 
dirigentes gremiales planteábamos este tema de los con- 
taminantes por la alta mortandad de rumiantes debido a 
las bolsas en el sector agropecuario. Y se sigue dando, 
porque la enorme cantidad de bolsas que arrastran las 
crecientes de arroyos, cañadas y ríos, que terminan dise- 
minadas en los campos —a veces por el viento—, no solo 
agregan una alta contaminación al medioambiente, sino 
que también ponen en riesgo la salud animal y, por ende, 
la salud humana. 


En aquel momento, los índices de mortandad de ru- 
miantes eran muy importantes y siguen siéndolo hoy, a 
pesar de que se han tomado medidas de limpieza, incluso, 
por parte de los propios productores. Es decir, hace mucho 
tiempo que venimos hablando de este tema. No es una crí- 
tica al proyecto de ley —estamos muy contentos y vamos a 
acompañarlo—, sino una autocrítica por la lentitud de los 
procesos que hemos llevado adelante en el Uruguay, en 
este tema que afecta al medioambiente. 
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En otros temas hemos avanzado muchísimo. El señor 
senador Garín mencionaba el de las energías renovables. 
Creo que desde el año 2005 estamos discutiendo uno de 
los temas que puede solucionar los problemas de impac- 
to ambiental vinculados con los plásticos y las bolsas 
plásticas: me refiero a la famosa Usina Metropolitana de 
Residuos Sanitarios en Cañada Grande. En aquel tiempo 
—no sé si ya había un proyecto del arquitecto Arana— se 
hablaba de Cañada Grande para hacer una usina como la 
que tiene Porto Alegre, a la que además fueran los dese- 
chos de las industrias. Recuerden el lío que tuvimos con 
Dirox, y todavía tenemos los enterramientos en el fondo 
de las industrias. Quiere decir que por allí se podría es- 
tar dando una solución a este problema. Me refiero a las 
famosas usinas que tratan los residuos sólidos y líquidos 
que produce, sobre todo, la zona metropolitana, que es 
enorme. En tiempos del proyecto de Cañada Grande se 
hablaba de eso, aunque esto también sucede en otras par- 
tes. Lo menciono porque ya hace bastante tiempo que 
estamos trabajando en estos temas relativos al impacto 
ambiental. 


Otro asunto importante es la contaminación perma- 
nente que existe en las aguadas y en los alimentadores de 
los acuíferos. Esto lo hablamos y discutimos con los in- 
tendentes; no hay que olvidarse de que la mayoría de las 
poblaciones del interior —sobre todo pueblos y ciudades 
chicos— tienen canteras a cielo abierto donde queman la 
basura y así se generan incendios de ríos y ríos de plástico 
y residuos que van contaminando y generando impacto en 
el medioambiente. 


Por lo tanto, bienvenido sea este proyecto, que signifi- 
ca un comienzo. Como creo que todas las cosas requieren 
un principio, empecemos, entonces, aprobando este pro- 
yecto de ley. De todos modos, quería mencionar que no es 
un tema nuevo sino que viene de larga data y que ya hemos 
discutido. Todos quienes estamos aquí, y los legisladores 
que fueron compañeros en las legislaturas anteriores, de- 
batimos en este sentido. Inclusive —lo mencionaba el señor 
senador Heber—, cuando se habló de la primera planta de 
celulosa —que en aquel momento era Botnia—, en el go- 
bierno del doctor Jorge Batlle, planteamos la necesidad de 
ir a un proceso de eliminación de las bolsas de plástico y 
que un porcentaje de lo que se producía de celulosa fuera a 
parar a Fanapel a los efectos de agregar más productos a la 
industria nacional del papel. Fíjense que estamos hablando 
de hace más de una década. 


Hay otros elementos que también tienen que ver con 
las bolsas de nailon o plásticas: está todo el tema de las 
zonas que a veces tienen dificultades para el acceso a los 
servicios más importantes que brindan las comunas, situa- 
ción que provoca la contaminación de cañadas y arroyos. 
Recordemos las famosas inundaciones en los barrios bajos 
de todos los pueblos del interior; en esta sala hay colegas 
que han sido intendentes, como el señor senador Carám- 
bula, que saben bien lo que se sufre cuando se tapan las al- 
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cantarillas con las famosas bolsas. O sea que hay muchos 
elementos que tienen que ver con este tema. 


Creo que este proyecto de ley es un gran aporte y hay 
que acompañarlo, pero más allá de que el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente ha 
avanzado muchísimo en diversos temas, considero que to- 
dos tenemos que seguir adelante en esta línea porque, en 
definitiva, en términos finales hace a la salud humana, que 
es lo que en realidad se busca cuando se trata de mejorar 
el medioambiente. 


Lamentablemente, a veces los países centrales se re- 
tiran de rondas de negociaciones que realmente podrían 
hacer mucho bien al medioambiente. Nosotros, como 
Uruguay es un país chico, con tres millones y medio de 
habitantes, tenemos la posibilidad de corregir problemas 
mucho más fácilmente. Tampoco hay que olvidar que es- 
tamos dentro de la última reserva agrícola planetaria —en 
definitiva, el recurso agua es el futuro— y que esto afecta 
también la comida, el agua, la salud humana y el futuro, 
no solo de nuestra sociedad, sino también de muchas otras 
a las que alimentamos. Además, hay que tener en cuenta 
que en esas bolsas llegan a conservarse bacterias, mosqui- 
tos del dengue dentro del agua, etcétera. Hay elementos 
y elementos que se suman. Entonces, bienvenida sea esta 
Iniciativa, que compartimos. 


Quería dejar esta reflexión porque este un tema que, 
repito, hace mucho tiempo venimos tratando. Con la se- 
ñora senadora Xavier —que está presente— estuvimos, del 
2005 al 2010, en la Comisión de Medio Ambiente, donde 
trabajamos estos temas, que se discutieron muchísimo. Por 
lo tanto, repito, con mucho gusto voy a votar afirmativa- 
mente este proyecto. 


Muchas gracias, señora presidenta. 
19) PRÓRROGA DE LA HORA DE FINALIZACIÓN 
DE LA SESIÓN 


SEÑOR DE LEÓN.-- Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR DE LEÓN.- Señora presidente: solicitamos la 
prórroga de la hora de finalización de la sesión hasta cul- 
minar con el punto cuarto, inclusive, del orden del día. 

SEÑORA PRESIDENTE.- Se va a votar. 

(Se vota). 


15 en 15. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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20) USO SUSTENTABLE DE BOLSAS PLÁSTICAS 


SEÑORA PRESIDENTE. El Senado continúa con el 
debate del segundo punto del orden del día. 


SEÑORA XAVIER.- Pido la palabra. 

SEÑORA PRESIDENTE. Tiene la palabra la señora 
senadora. 

SEÑORA XAVIER.- Señora presidenta: trataré de ser 
muy breve, pero quiero decir que, efectivamente, desde el 
año 2000, con la ley relativa al medioambiente, este es un 
tema que se discute. Ha habido muchas disposiciones en 
ese sentido, como el Plan de Acción Estratégico para la 
Gestión Sustentable de Bolsas Plásticas y la ley relativa 
a envases a que hacía referencia el señor senador preopi- 
nante, en la que trabajamos y cuya aprobación tuvo lugar 
en el 2004. 


Seguramente la ley que estaremos votando hoy no sea 
la mejor, pero fue la ley posible y la que fuimos modifican- 
do a lo largo de estos dos años de trabajo, en gran medida 
porque nos daban vuelta la cabeza determinados expertos 
cuando venían y nos decían, por ejemplo, que química- 
mente había surgido tal o cual material. Entonces, entre 
la prohibición y la regulación, íbamos cambiando alter- 
nativamente, y este proyecto de ley termina combinando 
los dos aspectos. Sin duda hay una voluntad de disminuir 
el uso de bolsas de cualquier naturaleza, aun de aquellas 
que, según la tecnología de vanguardia, son consideradas 
amigables porque serían degradables o compostables. La 
voluntad es de reducción del impacto ambiental que gene- 
ran todas las bolsas y eso queda claro en el artículo 1.”, que 
no puede olvidarse para el conjunto de disposiciones que 
vienen después. 


Quiero decir también que la mejor ley posible no sus- 
tituiría el necesario empoderamiento de los ciudadanos 
para hacer un uso racional de las bolsas, pero no solo de 
estas. Cuando uno empieza a ver el uso del plástico, ad- 
vierte que es un material barato, impermeable, reutilizable 
y durable, que tiene una serie de condiciones que hacen 
que en todas las disciplinas se recurra a él de manera siste- 
mática. Hoy estamos viendo un elemento que tenemos en 
nuestra vida cotidiana, al punto que cuando empezamos a 
ver qué otros aspectos podíamos tener en cuenta respecto 
a la utilización de la bolsa plástica, nos dábamos cuenta 
de que la tenemos incorporada, de una manera muy in- 
tensa, a todos los aspectos de la vida diaria. El plástico 
también se utiliza en los automotores, en la medicina, en 
la manipulación de alimentos, en la cuestión aeroespacial, 
etcétera. Realmente estamos invadidos por este material 
y esta es una pequeña contribución, más que a reducir su 
uso —sin dudas es muy importante el número de bolsas 
que utilizamos a lo largo de un año en nuestras vidas—, a 
tomar conciencia de él. Me pareció muy interesante que en 
la barra estuvieran, al inicio del tratamiento de este tema, 
una serie de jóvenes; averigúé quiénes eran y supe que es 
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gente que está vinculada a trabajos de brigadistas, que dan 
a los ciudadanos bolsas que tienen mejor sustentabilidad 
que la bolsa plástica para su reutilización. 


Entonces, como decía, navegamos entre la prohibición 
y la regulación y tratamos de hacer algo que fuera equi- 
librado porque, justamente, cuando uno cree que se debe 
poner radical en este tema y elimina todo, se da cuenta de 
que favorece a otros materiales con los que, indiscutible- 
mente, también se afecta al ambiente. 


Queremos señalar que con esto recién empezamos, 
más allá de las iniciativas a las que hacíamos referencia 
previamente, y que tenemos que estar muy atentos a todo 
el cambio científico al respecto para poder mejorar la per- 
formance de estas cosas porque estos temas del plástico 
están en permanente investigación y la verdad es que fue 
una enorme alegría cuando nos enteramos en la comisión 
de que existía un material, que sigue llamándose bolsa 
plástica, pero que tiene un carácter compostable que lle- 
va a que termine incorporándose, aparentemente de mejor 
manera que los anteriores, al medioambiente. A su vez, 
su uso no puede ser cualquiera, porque dificultaría el pro- 
cedimiento de compostabilidad. También nos dijeron que 
mientras los desechos orgánicos en una bolsa compostable 
pueden terminar integrados a la tierra y abonarla en 180 
días, el hecho de que adentro se encuentren algunas sus- 
tancias, también orgánicas, como los cítricos, alarga ese 
procedimiento de integración y de compostabilidad. 


Entonces, en esta legislación hay una gran cantidad 
de detalles en los que uno puede perderse o paralizarse, 
y por eso dijimos que en algún momento teníamos que 
presentar el proyecto para su debate y para que pudiera 
pasar a la otra cámara, y de esa manera avanzar, aunque 
sea mínimamente. Por eso insisto: no le podemos pedir a 
esta futura ley una modificación sustancial, pero tampoco 
podemos quedar paralizados. 


El senador Bordaberry hacía la cuenta de la cantidad 
de bolsas más que íbamos a tener si se demoraba un año 
la aprobación del proyecto, y es efectivamente así. Nuestra 
dinámica va muy por detrás de lo que es la producción y 
la utilización, no solo de las bolsas, sino de la enorme can- 
tidad de plástico que utilizamos absolutamente para todas 
las funciones de nuestra vida. 


Creo que una de las cosas que importa decir es que esto 
supondrá una importante adaptación. Por ejemplo, no po- 
drán seguir llegando en bolsas las facturas; lógicamente, 
se las mete en una bolsa para que no sufran deterioros en 
un día de lluvia, por ejemplo, o cuando hay mucho viento 
o cualquier otra cuestión climática. Esta normativa supone 
una adecuación. Por suerte se nos está estimulando desde 
todos los organismos públicos a que nos incorporemos al 
envío de las facturas por vía electrónica para no tener el 
soporte papel y, con ello, la necesidad de protegerlo con 
una bolsa plástica. 
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Quiero comentar que han llegado a la Mesa algunas 
modificaciones y que en algunos casos puede plantearse 
que el proyecto no termina de definir ciertos aspectos. 
Por ejemplo, en lo que respecta al contralor —discutimos 
muchísimo cuál debía ser el organismo encargado de esa 
tarea—, sin duda terminamos confiriendo ese rol a la Dina- 
ma, dentro del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Te- 
rritorial y Medio Ambiente, porque entendemos que desde 
allí se puede, eventualmente, generar controles específicos 
con diferentes organismos, como puede ser el LATU o la 
Facultad de Química, que ayudó mucho en la comprensión 
de la complejidad del tema del plástico. 


Las modificaciones en cuestión —a las que vamos a ha- 
cer referencia rápidamente, porque se hicieron llegar a la 
Mesa- son las siguientes. 


En el artículo 2.* tenemos un tema que no es sustanti- 
vo: proponemos eliminar la letra «y» al final del literal A) 
y, a su vez, planteamos eliminar la última frase, que en el 
comparativo es un literal C), pero que en el proyecto del 
repartido no tiene literal, sino que luce como un inciso 
final del artículo mencionado. 


En el artículo 9.” estamos proponiendo un ajuste a la 
redacción; no es una cuestión de contenido, sino de mejor 
redacción. De igual manera, en el artículo 10 hay una ex- 
presión que mejora la redacción y no implica un cambio 
sustantivo. En el artículo 13 también hay una referencia 
que no cambia su contenido. Estas propuestas de modifi- 
cación refieren a los cuatro artículos mencionados y ya se 
encuentran en la Mesa. 


Me quedo por acá, señora presidenta, dejando cons- 
tancia de que fue una tarea ardua y buena. Ojalá con 
este proyecto podamos transmitir un nuevo impulso a 
la necesidad de ser ciudadanos mucho más conscientes 
de cómo debemos proteger el ambiente, en particular 
en este tema de los plásticos, en un país que tiene una 
gran riqueza hídrica. En muchos países se están hacien- 
do planes específicos en la ribera de los ríos para tratar 
de que allí no se provoque el daño increíble que se está 
generando a nivel de los cauces de los ríos, de los ma- 
res y de los océanos. Uruguay posee la ventaja de tener 
una riqueza hídrica muy importante, pero por ello no 
podríamos tener planes exclusivos para las riberas de 
nuestros ríos porque, por suerte, tenemos muchos ríos; 
por suerte tenemos muchas lagunas; por suerte tenemos 
un país con vista al mar, y por suerte también tenemos 
una costa oceánica. O sea que esto supone un cambio de 
comportamiento de todos nosotros y también una espera 
de que la investigación haga muchos más avances, no 
solo para reducir el daño que ya hemos hecho, sino tam- 
bién para mejorar los materiales con los que convivimos 
cotidianamente. 


Muchas gracias. 
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21) PROYECTOS PRESENTADOS SEÑORA PROSECRETARIA (Silvana Charlone).- 
«Varios señores senadores presentan, con exposición 
de motivos, un proyecto de ley por el que se modifican 

SEÑORA PRESIDENTE.- Dese cuenta de un asunto artículos de la Ley n.” 15739, de 28 de marzo de 1985, Ley 
entrado fuera de hora. de Emergencia de Enseñanza, relacionados con la organi- 
zación de las próximas elecciones universitarias a reali- 

zarse el día 9 de mayo de 2018. 
(Se da del siguiente). -A LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN Y CULTURA)». 
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(Texto del proyecto de ley presentado). 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1*.- Sustituyese el artículo 29 de la Ley N” 15,739, 28 de marzo de 1985, por el 
siguiente: 


“Artículo 29.- Para los actos y procedimientos electorales previstos por los 
artículos 17, 33, y 36 de la Ley Orgánica de la Universidad 12.549, de 16 de 
octubre de 1958, el sufragio será obligatorio y secreto, Exceptuase de la 
obligatoriedad del voto a las personas mayores de setenta y cinco años de 
edad. 


Regirán en lo que fueren aplicables, las disposiciones contenidas en las Leyes de 
Elecciones 7.812, de 16 de enero de 1925 y 7.912 de 22 de octubre de 1925 y en 
la Ley Orgánica de la Universidad, sus leyes concordantes y modificativas. En 
ningún caso se admitirá la acumulación por sublemas.” 


Artículo 2”.- Sustituyese el artículo 30 de la Ley N* 15.739, 28 de marzo de 1985, por el 
siguiente: 


“Artículo 30.- El sufragio deberá emitirse personalmente ante las comisiones 
receptoras de votos. 


Las Comisiones Receptoras de Votos se integrarán con funcionarios 
públicos, sólo por excepción, si éstos no fueran suficientes, podrá designarse 
para integrarlas a ciudadanos que no tengan esa calidad. 


Los organismos públicos deberán proporcionar a la Corte Electoral, por lo 
menos sesenta días antes del acto eleccionario, la nómina de los funcionarios 
de su dependencia en las condiciones que la misma determinará. 


La condición de miembro de las Comisiones Receptoras es irrenunciable 
salvo causa justificada. Las renuncias se presentarán ante la Corte 
Electoral, cuya resolución será irrevocable. 


Los funcionarios públicos que integren Comisiones Receptoras de Votos 
gozarán de una licencia paga de cuatro días acumulables a la anual 
reglamentaria, a usufructuar, el primero de ellos, en el día hábil inmediato 
posterior al acto eleccionario. 


Los que no concurran a integrar las Comisiones Receptoras para las que 
fueron designados o a los cursos de capacitación que se impartirán 
previamente y que no justifiquen debidamente su ausencia, serán 
sancionados con una multa equivalente al importe de un mes de sueldo.” 


Artículo 3”.- Sustituyesc cl artículo 35 de la Ley N* 15.739, 28 de marzo de 1985, por el 
siguiente: 


“Artículo 35.- Serán causas fundadas para no cumplir con la obligación de votar, 
siempre que se comprueben fehacientemente en la forma que se disponga en la 
reglamentación respectiva, las siguientes: 
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A) Padecer enfermedad, invalidez o imposibilidad fisica que impida, el día de las 
elecciones, concurrir a la comisión receptora de votos. 


B) Hallarse ausente del país el día de las elecciones. 


C) Imposibilidad de concurrir a la comisión receptora de votos por razones de fuerza 
mayor. 


El que se hallare ausente del país podrá justificar su situación en cualquier momento por 
apoderado o personalmente en oportunidad de su regreso.” 


da 


Las próximas Elecciones Universitarias que se realizarán cl día 9 de mayo de 2018, 
plantean una serie de desafíos derivados de la cantidad de funcionarios que requerirá su 
organización. 


Teniendo en cuenta las experiencias de anteriores elecciones y conjeturando 
verosímilmente que se requerirán aproximadamente 750 comisiones receptoras de votos 
en todo el país - en función del aumento de la matrícula y la mayor cantidad de 
facultades y centros universitarios que elegirán autoridades - debiera disponerse de unos 
2.250 integrantes de dichas comisiones receptoras (sin contar a los suplentes). 


Considerando que las elecciones están programadas para un día hábil (en el cual los 
funcionarios electorales deberán desempeñar las tareas habituales) y que la Corte 
Electoral cuenta actualmente con aproximadamente 850 funcionarios, cs que se 
propone, además de los funcionarios electorales que se destinen a desempeñar dicha 
tarea, integrar mesas receptoras de votos con otros funcionarios públicos. 


Por otra parte, se propone eximir de la obligatoriedad del voto a los habilitados para 
dichas elecciones mayores de 75 años. 
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22) USO SUSTENTABLE DE BOLSAS PLÁSTICAS 


SENORA PRESIDENTE.- El Senado continúa con la 
consideración del segundo punto del orden del día. 


SEÑORA AVIAGA.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA AVIAGA.- Queremos felicitar a la comi- 
sión, que integramos, por el trabajo desplegado y por ha- 
ber llegado a acuerdos y consensos que hacen posible que 
hoy estemos en el plenario presentando este proyecto de 
ley, que fue votado por unanimidad. 


También es justo reconocer que el señor senador Bor- 
daberry fue quien planteó este tema en la comisión. Cuan- 
do empezamos a trabajar, él presentó varios proyectos y 
este, en particular, hizo carne en la comisión y en el Mi- 
nisterio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, que fue convocado para que nos diera su Opi- 
nión al respecto. En la comisión se generó un intercambio 
muy rico, que terminó con el proyecto que hoy estamos 
elevando al Senado. Quería destacar estos hechos como un 
plus a lo que hoy estamos a punto de votar. 


Ha sido un proceso largo, demasiado largo según los 
apuros que uno trae cuando es nuevo en estos ámbitos y 
cree que todo es más fluido y se hace más rápido. De todas 
maneras, hemos logrado llegar a fin de año con un acuer- 
do, con un consenso y con la esperanza de que se vayan 
generando cambios positivos. 


Obviamente, cuando uno quiere implementar este 
tipo de cambios culturales y de producción, debe tener en 
cuenta que se generaron callos que se van pisando. Sin 
embargo, hay decisiones que es necesario tomar y, en este 
caso, esperamos que esto siga su camino en la Cámara de 
Representantes y se apruebe a la brevedad posible. 


Nos gusta el tema de la transición que genera este pro- 
yecto de ley, que no es imperativo, sino que trata de con- 
vencer y da herramientas de transición productiva. Creo 
que eso es lo que le da fortaleza y lo que hará posible que 
se lleve adelante. 


Tenemos muchos pendientes en la Comisión de Medio 
Ambiente. Hay pendientes en lo relativo a la calidad de 
vida de los uruguayos; está pendiente en este país una ley 
que atienda lo que tiene que ver con los agroquímicos, con 
lo fitosanitario, que regule su uso, aplicación, importación 
y elaboración —en ese sentido hay decretos pero no hay 
una ley, y en la comisión tenemos proyectos que van en ese 
sentido—; tenemos pendiente todo lo concerniente al con- 
trol de calidad de los alimentos. Son proyectos que están 
en la comisión y en cuyo análisis esperamos poder avanzar 
el año que viene. 
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Asimismo está pendiente un debate acerca de las políti- 
cas nacionales que estamos llevando adelante con respecto 
al agua. Hace poco, en una revista de tiraje internacional 
que tiene que ver con el medioambiente, salió un informe 
que habla de la situación del Río de la Plata, y alerta sobre 
el grado de contaminación que tiene respecto a las cia- 
nobacterias, que incluso pueden convertirlo en una zona 
muerta. También está en riesgo el acuífero Guaraní, y esto 
ya no solo nos involucra a nosotros, sino también al con- 
junto de la región. 


La Comisión de Medio Ambiente del Senado tiene un 
debe en el sentido de poner estos temas arriba de la mesa; 
esperemos que el próximo año podamos hacerlo y traiga- 
mos a este plenario propuestas que vayan en ese sentido, 
además de tratar de trabajar más mancomunadamente en 
la región por los recursos naturales que son de todos. 


Felicito a los compañeros porque entre todos tuvimos 
el empuje necesario para sacar adelante este proyecto y 
traerlo a consideración del plenario, donde esperamos que 
sea aprobado por unanimidad. 


Muchas gracias. 
SEÑORA ZAFFARONI.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA ZAFFARONI.- Muy brevemente quiero de- 
cir que vamos a votar afirmativamente este proyecto por 
entender que es un paso concreto para avanzar en una línea 
correcta en relación con el cuidado del medioambiente. 


Todos sabemos —ya se ha planteado acá- que es mu- 
cho lo que tenemos que hacer en nuestro Uruguay Natural 
para lograr mejorar los procesos por los cuales se realiza la 
tarea de recolección y disposición de los residuos. 


Las bolsas plásticas son, sin duda, uno de los elemen- 
tos contaminantes que necesitamos reducir y controlar, 
y es bueno empezar cuanto antes. La normativa que es- 
tablece este proyecto puede contribuir a la reducción de 
su uso, a ir cambiando la composición de las bolsas que 
utilizamos y a su reutilización. Pero creo que para generar 
impactos reales es esencial prestar atención y acompañar 
la implementación de esta ley en lo que establece el literal 
A) del artículo 7.”, que habla de las campañas de concien- 
tización y educación de los ciudadanos. 


En definitiva, en la medida en que logremos generar la 
preocupación y la motivación por el cuidado del ambiente 
en los hogares, en los barrios y en los espacios públicos, 
efectivamente podremos lograr avances relevantes y sos- 
tenibles en el tiempo. 


Muchas gracias. 
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SEÑORA PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota). 
—21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 


SEÑOR DE LEÓN.-- Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SENORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR DE LEÓN.- Solicito que se suprima la lectura 
y se vote en bloque. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Hay cuatro sustitutivos 
presentados a la Mesa. Propongo que desglosemos los 
artículos correspondientes. 


Se va a votar si se suprime la lectura y se vota en blo- 
que, desglosando los artículos 2.*, 9.*, 10 y 13. 


(Se vota). 
-22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD 


Se va a votar en bloque el articulado, salvo los artículos 
2.2, 9.2, 10 y 13. 


(Se vota). 
—22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración el artículo 2.” sustitutivo, que ya fue 
repartido. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 
24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración el artículo 9.” sustitutivo, que fue 
presentado por varios señores senadores. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 

24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
SEÑOR BORDABERRY-- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 
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SEÑOR BORDABERRY-.- El Reglamento dice que se 
tienen que votar las propuestas en el orden en que llegan a 
la Mesa. Entonces, primero hay que votar negativamente 
la primera propuesta que llegó, que es la de la comisión. 


Pido disculpas por ser tan formalista, pero me parece 
que es necesario. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Lo sé, señor senador, pero 
quería resumir porque ya estamos en la prórroga de la hora 
de finalización de la sesión. Pero tiene razón. 

Por tanto, vamos a comenzar nuevamente desde el 
artículo 2.” procediendo como señala el señor senador 


Bordaberry. 


En consideración el artículo 2.* tal como vino de la co- 
misión. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 

—0 en 23. Negativa. 

En consideración el artículo 2.* sustitutivo. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 

—23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración el artículo 9. tal como vino de la co- 
misión. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 

—0 en 23. Negativa. 

En consideración el artículo 9.” sustitutivo. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 

25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración el artículo 10 tal como vino de co- 
misión. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 


—0 en 25. Negativa. 
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En consideración el artículo 10 sustitutivo. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 

—24 en 25. Afirmativa. 


En consideración el artículo 13 con la redacción que 
vino de la comisión. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota). 


—0 en 25. Negativa. 

En consideración el artículo 13 sustitutivo. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota). 

25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

SEÑORA PRESIDENTE.- Ha quedado aprobado el 


proyecto de ley, que se comunicará a la Cámara de Repre- 
sentantes. 
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(Texto del proyecto de ley aprobado). 


Artículo 1%. (Declaración).- Declárase de interés general la prevención y reducción del 
impacto ambiental derivado de la utilización de bolsas plásticas, mediante acciones para 
desestimular su uso, promover su reuso, reciclado y otras formas de valorización. 


Artículo 2%. (Alcance).- Quedan alcanzadas por la presente ley todas las bolsas 
plásticas utilizadas para contener y transportar productos y bienes que: 


A) Sean suministradas a un consumidor en cualquier punto de venta o de entrega. 


B) No sean parte de la presentación del producto, sea al por mayor o menor, en 
cualquier rubro, giro o actividad. 


Artículo 3% (Exclusiones).- Las disposiciones de la presente ley no serán aplicables 
cuando: 


A) Por razones de inocuidad o higiene alimenticia, sea necesario utilizar bolsas 
plásticas para la contención o el transporte de pescados y carnes, 
entendiéndose esta última de acuerdo con la definición contenida en el artículo 
2” del Decreto-Ley N* 15.605, de 27 de julio de 1984, 
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B) Se trate de productos o bienes que por su propiedad humectante lo habilite la 
reglamentación. 


C) Se trate de aquellos bienes y productos que el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente autorice de manera fundada como 
excepción en la reglamentación. 


D) El uso de los bienes o productos requiera mantener la asepsia y no resulte 
factible la utilización de un sustituto, de acuerdo a lo que establezca la 
reglamentación. 


Artículo 4%. (Prohibición).- Prohíbese la fabricación, importación, distribución, venta y 
entrega, a cualquier título, de las bolsas plásticas que no sean compostables o 
biodegradables. 


Artículo 5%. (Certificación).- Las bolsas plásticas autorizadas por la presente ley solo 
podrán distribuirse, venderse o entregarse a cualquier título en el territorio nacional, 
cuando el fabricante o importador haya obtenido el correspondiente certificado de 
cumplimiento que la reglamentación establezca. 


Artículo 6%. (Cobro y facturación).- Facúltase al Poder Ejecutivo a establecer la 
obligación de cobro, fijación de un precio mínimo y el modo de facturación de las bolsas 
plásticas autorizadas por la presente ley. 


Artículo 7”. (Otras obligaciones).- Los titulares de los puntos de venta o entrega donde 
se suministren bolsas plásticas estarán obligados, en las condiciones que establezca el 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, a : 


A) Promover y participar en campañas de difusión y concientización a la población 
sobre el uso responsable y racional de bolsas plásticas y su impacto en el 
cuidado del ambiente. 


B) Incluir en las bolsas plásticas que suministre la forma de identificación, el logo o 
inscripción que defina la reglamentación. 


C) Contar con un sistema de recepción de residuos de bolsas plásticas a 
disposición del consumidor. 
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D) Gestionar los dispositivos de recepción de bolsas plásticas de forma 
ambientalmente adecuada y conforme a lo que establezca la reglamentación. 


E) Ofrecer a la venta bolsas reutilizables. 
F) Desarrollar acciones tendientes a minimizar el uso de las bolsas plásticas. 


Artículo 8*. (Prohibición específica).- Prohíbese la venta o entrega a cualquier título, en 
envoltorios plásticos, de diarios, revistas, facturas y otros objetos similares que la 
reglamentación establezca. 


Artículo 9*. (Prórroga de vigencia).- Las prohibiciones y obligaciones previstas en los 
artículos anteriores comenzarán a regir a partir del año de la promulgación de la presente 
ley o el plazo que fije la reglamentación, que no deberá exceder este último término. 


Artículo 10. (Contralor).- Cométese al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente, a través de la Dirección Nacional de Medio Ambiente, la aplicación de 
la presente ley, así como el contralor y sanción de los infractores, de conformidad con lo 
previsto por los artículos 14 y 15 de la Ley N* 17,283, de 28 de noviembre de 2000, con la 
modificación introducida por el artículo 509 de la Ley N* 19.355, de 19 de diciembre de 
2015. 


A tales efectos coordinará sus acciones con las demás entidades públicas que 
corresponda. 


Artículo 11. (Reglamentación).- El Poder Ejecutivo deberá reglamentar la presente ley 
dentro de los ciento ochenta días de la fecha de su promulgación. Entre otros, la 
reglamentación deberá prever expresamente: 


A) Los mecanismos necesarios para el control de la importación de bolsas 
plásticas. 


B) Los ensayos de idoneidad de las bolsas plásticas y la metodología aceptable 
para ello. 


C) Las formas de intercambio de información entre los organismos intervinientes. 
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Artículo 12. (Disponibilidad).- El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente deberá elaborar un plan para la inmediata disponibilidad de las bolsas 
plásticas autorizadas por la ley en los puntos de venta y entrega. 


El plan deberá contemplar la participación de actores vinculados a la cadena de 
producción y consumo de bolsas plásticas. 


Artículo 13.- (Plan de reconversión).- Cométese al Ministerio de Industria, Energía y 
Minería en coordinación con el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, la elaboración de un programa para facilitar la reconversión de la industria 
nacional de bolsas plásticas, de acuerdo con lo que establezca la reglamentación de la 
presente ley, así como el fomento de soluciones tecnológicas y desarrollo de nuevos 
productos y mercados tendientes a minimizar los impactos ambientales derivados del uso 
de bolsas plásticas no biodegradables. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Senadores, en Montevideo, a 6 de diciembre de 
2017. 


LUCÍA TOPOLANSKY 
Presidente 
JOSÉ PEDRO MONTERO 
Secretario 
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SEÑOR HEBER -- Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR HEBER.- Quería manifestar mi oposición a 
los artículos 6.* y 7.. No es necesario reconsiderarlos; sim- 
plemente quiero dejar constancia de que no apoyo estos 
dos artículos, uno de los cuales faculta al Poder Ejecutivo 
a establecer el cobro de las bolsas, y el otro, al Ministerio 
de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente 
a instrumentar lo relativo a los puntos de venta o entrega 
donde se suministren las bolsas. No me parece que sean 
correctos y por ello dejo constancia de que no estoy de 
acuerdo con esos dos artículos. 


CÁMARA DE SENADORES 


6 de diciembre de 2017 


Se trata de una posición personal y no partidaria, por- 


que mis compañeros votaron otra cosa en comisión. 


23) CÓDIGO DEL PROCESO PENAL 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el 
asunto que figura en tercer término del orden del día: 
«Proyecto de ley por el que se modifican la Ley n.* 19293, 
de 19 de diciembre de 2014, y la Ley n.* 15750, de 24 de ju- 
nio de 1985, para adecuarlas al nuevo Código del Proceso 
Penal. (Carp. n.* 963/2017 - rep. n.* 557/17)». 


6 de diciembre de 2017 CÁMARA DE SENADORES 


(Antecedentes). 


Carp. n.* 963/2017 - rep. n.* 557/17 


CÁMARA DE SENADORES 


COMISIÓN DE 
CONSTITUCIÓN Y LEGISLACIÓN 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1%.- Incorpórase el numeral 25.5 al artículo 25 del Código del 
Proceso Penal, Ley N* 19.293, de 19 de diciembre de 2014: 


"25.5 La misma regla dispuesta en el numeral 25.4 de este artículo se 
observará en el caso de los Jueces Letrados de Adolescentes y los 
Jueces Letrados de Primera Instancia del Interior con competencia en 
materia adolescentes”. 


Artículo 2”.- Incorpórase el siguiente tercer inciso al artículo 7” de la Ley 
N* 15.750, de 24 de junio de 1985, Ley Orgánica de la Judicatura y de 
Organización de los Tribunales: 


"La misma regla se observará en el caso de los Jueces Letrados de 
Adolescentes y los Jueces Letrados de Primera Instancia del Interior con 
competencia en materia adolescentes”. 


Sala de la Comisión, en Montevideo, el 5 de diciembre de 2017. 


DANIELA PAYSSÉ 
Miembro informante 


PEDRO BORDABERRY CARLOS CAMY 


LUIS ALBERTO HEBER RUBÉN MARTÍNEZ HUELMO 


417-C.S. 
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Montevideo, 22 de noviembre de 2017.- 


Señora Presidenta de la 
Cámara de Senadores 
Lucía Topolansky 


De mi mayor consideración: 


De conformidad con lo dispuesto en el art. 157 del Reglamento de Cámara de 
Senadores, nos dirigimos a usted a efectos de presentar el Proyecto de Ley 
que se adjunta sobre la incorporación a texto expreso la materia infraccional 
adolescente al régimen de doble juez establecido en el Código de Proceso 
Penal y modificativas. 


MAA Senadores 


S A da Leo, 
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 


El presente proyecto de ley se propone a los efectos de incorporar a texto 
expreso la materia infraccional adolescente al régimen de doble juez establecido 
en el Código de Proceso Penal (Ley 19.293, de 19 de diciembre de 2014) y sus 
modificativas. 


Motiva la misma la necesidad de contar con procesos armónicos bajo los 
mismos principios y garantías. 


Es prudente recordar que existe un compromiso por parte de todo el 
sistema político, de rever el proceso penal en un plazo prudencial a efectos de 
verificar y subsanar posibles incoherencias, discordancias así como la necesidad 
de implementar mejoras al mismo en caso de ser necesario, 


Asimismo en este caso se hizo indiscutible la necesidad de ajustar la 
coherencia entre el sistema procesal penal de adultos con el infraccional de 
adolescentes a fin de brindar las mismas garantías. 


Es por ello que se presenta este proyecto de ley el cual se solicita se 
tramite en forma urgente. e 
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ARTICULO 1.- 


“Incorpórase el numeral 25.5 al artículo 25 del Código del Proceso Penal, Ley 
n” 19.293 del 19 de diciembre de 2014, el que dirá: 


“La misma regla dispuesta en el numeral anterior se observará en el caso de 
los Jueces Letrados de Adolescentes, y los Jueces Letrados de Primera 
Instancia del Interior con competencia en materia adolescentes. ” 


ARTICULO 2.- 


“Incorpórase el siguiente tercer inciso al artículo 7? de la Ley N” 15.750, de 24 
de junio de 1985, Ley Orgánica de la Judicatura y de Organización de los 
Tribunales: 


“La misma regla se observará en el caso de los Jueces Letrados de 
Adolescentes, y los Jueces Letrados de Primera Instancia del Interior con 
competencia en materia adolescentes. ” 
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Disposiciones citadas 


Ley N* 19.293, 
de 19 de diciembre de 2014 
CÓDIGO DEL PROCESO PENAL 


LIBRO | 
DISPOSICIONES GENERALES 


TÍTULO | 
DE LOS PRINCIPIOS BÁSICOS Y DEL RÉGIMEN DE LA 
NORMA PROCESAL PENAL 


CAPÍTULO 1 
PRINCIPIOS BÁSICOS 


Artículo 1%. (Debido proceso legal)j- No se aplicarán penas ni medidas de 
seguridad sino en cumplimiento de una sentencia ejecutoriada, emanada de tribunal 
competente en virtud de un proceso tramitado legalmente. 


Artículo 29. (Juez natural).- Los tribunales serán imparciales e independientes y 
estarán instituidos por la ley, de acuerdo con la Constitución de la República. Sus 
títulares serán designados conforme a normas generales y objetivas y nunca para un 
caso determinado. 


Artículo 3%. (Reconocimiento de la dignidad humana).- Toda persona, cualquiera 
sea su posición en el proceso y en particular la víctima de un delito y aquel a quien se 
le atribuya su comisión, deben ser tratados con el respeto debido a la dignidad del ser 
humano. 


Artículo 4%. (Tratamiento como inocente).- Ninguna persona a quien se le atribuya 
un delito debe ser tratada como culpable, mientras no se establezca su 
responsabilidad por sentencia ejecutoriada. 


Artículo 5*. (Prohibición del bis in idem).- Ninguna persona puede ser investigada 
más de una vez por un mismo hecho por el cual haya sido sometida a proceso en el 
país o fuera de él, aunque se modifique la calificación jurídica o se afinmen nuevas 
circunstancias, toda vez que haya recaído sentencia ejecutoriada. 


Se exceptúan los casos en que el proceso haya concluido por falta de presupuestos 
procesales o defectos de procedimiento. 


422-C.S. CÁMARA DE SENADORES 6 de diciembre de 2017 


Articulo 6”. (Oficialidad).- La acción penal es pública y su promoción y ejercicio 
corresponden al Winisterio Público, salvo las excepciones establecidas por la ley. 


Articulo 7”. (Defensa técnica).- La defensa técnica constituye una garantía del 
debido proceso y por ende, un derecho inviolable de la persona. 


El imputado tiene derecho a ser asistido por defensor letrado desde el inicio de la 
indagatoria preliminar. 


Artículo 8”. (Finalidad y medios).- El proceso tiene como finalidad el juzgamiento 
del caso concreto, con todas las garantías del debido proceso, conforme a lo dispuesto 
en la Constitución de la República, los Tratados Intemacionales que obliguen a la 
República y las disposiciones de este Código. 


Artículo 9”. (Publicidad y contradicción; principio acusatoro).- El proceso penal 
será público y contradictorio en todas sus etapas, con las limitaciones que se 
establecen en este Código. 


Rige en este proceso el principio acusatorio. En aplicación de dicho principio, no se 
podrá iniciar actividades procesales, imponer prisión preventiva o medidas limitativas 
de la libertad ambulatoria, condenar o imponer medidas de seguridad, si no media 
petición del Ministerio Público. 


Artículo 10. (Duración razonable) - Toda persona tiene derecho a ser juzgada en 
un plazo razonable, según se dispone en este Código. En su mérito, el tribunal 
adoptará las medidas necesarias para lograr la más pronta y eficiente administración 
de la justicia, así como la mayor economía en la realización del proceso. 


Articulo 11. (Gratuidad).- El proceso penal será gratuito, sin perjuicio de lo que 
establezcan las disposiciones especiales. 


Artículo 12. (Otros principios aplicables).- Se aplicarán al proceso penal, en lo 
pertinente, los principios de oralidad, inmediación, concentración, dirección e impulso 
procesal, igualdad de las partes, probidad y ordenación del proceso. 


Fuente: Ley N” 19.549, de 25 de octubre de 2017, 
artículo 1? 


Artículo 13. (Etapas del proceso).- El proceso penal comprende el proceso de 
conocimiento y el proceso de ejecución, en su caso. 


CAPÍTULO !1 
RÉGIMEN DE LA NORMA PROCESAL PENAL 


Artículo 14. (Interpretación e integración).- 


14.1 Para interpretar la norma procesal, el tribunal deberá tener en cuenta que el fin 
del proceso es el juzgamiento del caso concreto con todas las garantias del debido 
proceso. 


En caso de duda, se deberá recurrir a las normas generales, fundamentalmente las 
que emanan de la Constitución de la República, de los principios generales de derecho 
y de los especificos del proceso penal, debiéndose preservar y hacer efectivas las 
garantías del debido proceso. 
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14.2 En caso de vacio legal, se deberá recurrir a los fundamentos de las leyes 
análogas, a los principios constitucionales y generales de derecho, a los principios 
específicos del proceso y a las doctrinas más recibidas, atendidas las circunstancias 
del caso. Están vedadas la solución analógica y la interpretación extensiva 
perjudiciales al interés del imputado. 


Artículo 15. (Leyes penales en el tiempo y eficacia procesal).- 


15.1 Cuando las leyes penales configuren nuevos delitos o establezcan una pena 
más severa, no se aplicarán a los hechos cometidos con anterioridad a su vigencia. 


15.2 Cuando esas leyes supriman delitos existentes o disminuyan la pena, se 
aplicarán a los hechos anteriores a su vigencia. En el primer caso, determinarán la 
clausura del proceso o la extinción de la pena. En el segundo, solo la modificación de 
la pena, en cuanto no se hallare esta fijada por sentencia ejecutoriada. 


15.3 Estas disposiciones alcanzarán a las leyes de prescripción, salvo lo previsto en 
la Ley N* 18.026, de 25 de setiembre de 2006. 


Artículo 16. (Ley procesal penal en el tiempo).- Las normas procesales penales 
son de aplicación inmediata y alcanzan incluso a los procesos en trámite. 


No obstante, no regirán para los recursos interpuestos ni para los trámites, 
diligencias o plazos que hubieren empezado a correr o tenido principio de ejecución 
antes de su entrada en vigor, los cuales se regirán por la norma precedente. 


Asimismo, el tribunal que esté conociendo en un asunto continuará haciéndolo 
hasta su terminación, aunque la nueva norma modifique las reglas de competencia. 


Todo ello, salvo que la nueva ley suprima un recurso, elimine algún género de 
prueba o en general perjudique al imputado, en cuyo caso dicho proceso se regirá en 
ese punto, por la ley anterior. 


Artículo 17. (Aplicación de la ley procesal en el espacio).- Este Código regirá en 
todo el territorio nacional, sin perjuicio de lo dispuesto en las normas de Derecho 
Internacional que obliguen a la República. 


TÍTULO Il 
DE LOS SUJETOS PROCESALES 


CAPÍTULO | 
EL TRIBUNAL 


SECCIÓN 1 
Disposiciones generales 


Artículo 18. (Organización).- La justicia en materia penal será impartida por la 
Suprema Corte de Justicia, los Tribunales de Apelaciones en lo Penal, los Juzgados 
Letrados de Primera Instancia en lo Penal, los Juzgados Letrados de Primera Instancia 
del Interior con competencia en materia penal, los Juzgados Letrados de Primera 
Instancia de Ejecución y Vigilancia, los Juzgados de Faltas y los Juzgados de Paz 
Departamentales, en el marco de la competencia atribuida constitucional o legalmente. 
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Artículo 19. (Indelegabilidad).- Solo el tribunal es titular de la función jurisdiccional 
en su integridad. Los funcionarios auxiliares solo realizarán los actos permitidos por la 
ley, por delegación y bajo la dirección y responsabilidad del tribunal. 


Dicha delegación solo abarcará la realización de actos auxiliares o de aporte 
técnico, cuando los funcionarios revistan la idoneidad respectiva. 


. (Facultades y deberes del tribunal).- El tribunal dirigirá el proceso de 


conformidad con la ley. Tiene todas las facultades necesarias para hacerlo. La omisión 
en su empleo le hará incurrir en responsabilidad. 


Artículo 21. (Responsabilidad).- Los magistrados son responsables por: 

a) las demoras injustificadas en proveer o señalar audiencias; 

b) proceder con dolo o culpa grave; 

c) sentenciar cometiendo error inexcusable. 

Artículo 22. (Clases de jurisdicción).- La jurisdicción penal es común o especial. 

22.1 La jurisdicción común es la que tienen los tribunales penales que integran el 
Poder Judicial y comprende todos los crimenes, delitos y faltas, sin distinción de 
personas. 

22.2 La jurisdicción especial es la militar y queda reservada exclusivamente al 
conocimiento de los delitos militares cometidos por militares y a situaciones de 
excepción, en caso de estado de guerra. 


Se entiende por delito militar aquel que vulnera exclusivamente normas contenidas 
en el ordenamiento penal militar. 


22.3 Los delitos comunes cometidos por militares en tiempo de paz, cualquiera sea 
el lugar donde ocurran, estarán sometidos a la jurisdicción común. A esos efectos, el 
jerarca militar respectivo deberá en todo momento colaborar y brindar auxilio al órgano 
competente de la jurisdicción común. 


SECCIÓN II 
De la competencia por razón de la materia y del grado 


Artículo 23. (Competencia de la Suprema Corte de Justicia en materia penal).- La 
Suprema Corte de Justicia conoce: 


23.1 En única instancia, en los casos previstos en la Constitución de la República. 

23.2 En los recursos de casación y revisión. 

23.3 En consulta, ejerciendo la superintendencia correctiva, administrativa y 
disciplinaria respecto de aquellas causas en las que no hubiere existido apelación, sin 
perjuicio de la independencia técnica de los magistrados actuantes. 


23.4 En los demás casos en los que este Código o leyes especiales, le asignen 
competencia. 
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Artículo 24. (Tribunales de Apelaciones en lo Penal).- Los Tribunales de 
Apelaciones en lo Penal conocen en segunda instancia de las apelaciones deducidas 
contra las sentencias dictadas por los Jueces Letrados de Primera Instancia en lo 
Penal, los Jueces Letrados de Primera Instancia del Interior con competencia en 
materia penal y los Jueces Letrados de Primera Instancia de Ejecución y Vigilancia. 


Los Tribunales de Apelaciones en lo Penal que hubieren intervenido en relación a 
actuaciones previas a la audiencia de juicio quedarán automáticamente impedidos de 
intervenir en actuaciones relacionadas con la audiencia de juicio y el dictado de 


sentencia 
Fuente: Ley N* 19.549, de 25 de octubre de 2017, 
artículo 2% 
Artículo 25. (Jueces Letrados de Primera Instancia).- Los Jueces Letrados de 


Primera Instancia en lo Penal y los Jueces Letrados de Primera Instancia del Interior 
con competencia en materia penal conocen: 

25.1 En primera instancia, en todas las cuestiones formales y sustanciales que se 
planteen en el proceso por crímenes y delitos, desde la indagatoria preliminar hasta 
que la sentencia definitiva o interlocutoria con fuerza de definitiva quede ejecutoriada, 
conforme a las disposiciones de este Código. 

25.2 Los Jueces Letrados de Primera Instancia en lo Penal del departamento de 
Montevideo conocerán además en el proceso de extradición. 

25.3 Los Jueces Letrados Penales Especializados en Crimen Organizado, en la 
materia establecida por el artículo 414 de la Ley N* 18.362, de 6 de octubre de 2008 y 
disposiciones modificativas y reglamentarias. 

25.4 Los Jueces Letrados de Primera Instancia en lo Penal, los Jueces Letrados 
Penales Especializados en Crimen Organizado y los Jueces Letrados de Primera 
Instancia del Interior con competencia en materia penal, que hubieren intervenido en 
actuaciones previas a la audiencia de juicio quedarán automáticamente impedidos de 
celebrar la misma y dictar sentencia. A los efectos de este artículo no se considerarán 
actuaciones previas el dictado de decretos de mero trámite. La Suprema Corte de 
Justicia reglamentará el régimen de subrogaciones. 


Fuente. Ley N* 19.549, de 25 de octubre de 2017, 
artículo 3” 


Artículo 26. (Jueces Letrados de Primera Instancia de Ejecución y Vigilancia).- Los 
Jueces Letrados de Primera Instancia de Ejecución y Vigilancia conocen en todas las 
cuestiones formales y sustanciales que se planteen a partir del momento en que la 
sentencia definitiva o interlocutoria con fuerza de definitiva, quede ejecutoriada. 


Artículo 27. (Jueces de Faltas).- Los Jueces de Faltas conocen en las causas que 
se promuevan por faltas cometidas en el departamento de Montevideo. 


Artículo 28. (Jueces de Paz Departamentales del Interior).- Los Jueces de Paz 
Departamentales del Interior conocen en materia de faltas penales cometidas en sus 
respectivos departamentos, sin perjuicio de la competencia de urgencia. 


Artículo 29. (Reglas subsidiarias).- Si no puede determinarse el órgano competente 
de acuerdo con las normas de los articulos anteriores, lo será el tribunal que haya 
prevenido en el conocimiento de los hechos y si ninguno previno, el del lugar en que 
se haya aprehendido al imputado. Los jueces que hubieren intervenido en actuaciones 
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previas a la audiencia de juicio quedarán automáticamente impedidos de celebrar la 
misma y dictar sentencia. A los efectos de este artículo mo se considerarán 
actuaciones previas el dictado de decretos de mero trámite. La Suprema Corte de 
Justicia reglamentará el régimen de subrogaciones. 


Fuente: Ley N* 19.549, de 25 de octubre de 2017, 
artículo 4% 


SECCIÓN Il 
De la competencia por razón de tiempo 


Artículo 30, (Reglas para la determinación de turno)- Los Tribunales de 
Apelaciones en lo Penal, los Juzgados Letrados de Primera Instancia en lo Penal, los 
Juzgados Letrados de Primera Instancia de Ejecución y Vigilancia, los Juzgados 
Letrados de Primera Instancia del Interior con competencia en materia penal, los 
Juzgados de Paz Departamentales y los Juzgados de Faltas ejercerán sus funciones 
por turnos, en la forma que determine la Suprema Corte de Justicia. 


SECCIÓN IV 
De la competencia de urgencia 
Artículo 31. (Competencia de urgencia).- 


31.1 Los jueces de todas las materias y grados son competentes para disponer las 
medidas más urgentes e impostergables solicitadas por el Ministerio Público, cuando 
se hallen próximos al lugar del hecho. Si varios jueces son competentes 
simultáneamente, conocerá el de mayor jerarquía. Cumplida la actuación de urgencia, 
el tribunal interviniente pondrá las actuaciones en conocimiento del naturalmente 
competente. 

31.2 Cuakquier magistrado del Ministerio Público podrá solicitar las medidas 
referidas en el numeral anterior cuando se halle próximo al lugar del hecho, dando 
cuenta inmediata a! fiscal naturalmente competente. 


Fuente: Ley N* 19.549, de 25 de octubre de 2017, 
artículo 5? 


SECCIÓN V 
De la conexión y acumulación entre pretensiones y procesos 


Artículo 32. (Casos de conexión).- Existe conexión cuando distintas pretensiones o 
procesos refieren: 


32.1 A una persona por la comisión de varios delitos. 
32.2 A varias personas por la comisión de un mismo delito. 


32.3 A varias personas por la comisión de distintos delitos, cuando alguno de los 
delitos ha sido cometido: 
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a) para ejecutar el otro; 

b) en ocasión de este; 

c) para asegurar el provecho propio o ajeno; 

d) para lograr la impunidad propia o de otra persona; 
e) en daño recíproco; 


f) en condiciones que determinen que la prueba de uno de ellos o de alguna de 
sus circunstancias, influya sobre la prueba del otro delito o de alguna de sus 
circunstancias. 


Artículo 33, (Planteo inicial de pretensiones conexas).- Cuando se advierta 
inicialmente la conexión de pretensiones, ellas deberán ser planteadas en un proceso 
Único. 


Artículo 34. (Acumulación de pretensiones por inserción).- 


34.1 Si una vez iniciado un proceso surgieren pretensiones conexas con las ya 
deducidas que no hubieren dado lugar a proceso, deberán ser acumuladas por 
inserción en el mismo proceso. 


34.2No se procederá a la acumulación cuando se hubiere diligenciado 
integramente la prueba o cuando el tribunal disponga por resolución fundada la 
tramitación por separado. 


Artículo 35. (No acumulación de procesos).- Cuando se hubieren promovido 
procesos separados, no procederá la acumulación de los mismos y estos serán 
tramitados y resueltos con independencia por el tribunal competente en cada uno de 


ellos. 
SECCIÓN VI 
De las cuestiones prejudiciales 
Artículo 36. (Competencia en cuestiones prejudiciales).- 


36.1 El juez del proceso penal es competente para entender en todas las 
cuestiones ajenas a su materia que se planteen en el curso del proceso penal y 
resulten decisivas para determinar la existencia del delito o la responsabilidad del 
imputado. 


36.2 La decisión del juez penal sobre las cuestiones a que alude este artículo solo 
tendrá eficacia en sede penal. 


36.3Si la cuestión prejudicial hubiera sido resuelta en la sede respectiva por 
sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada, tendrá esta en el proceso penal la 
misma eficacia que tiene en su sede natural. 


, (Sentencias contradictorias).- Si la decisión de las cuestiones 
prejudiciales constituye fundamento principal y determinante de condena penal y las 
mismas cuestiones son objeto de una posterior sentencia contradictoria en su sede 
propia, podrá el perjudicado deducir recurso extraordinario de revisión. 
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SECCIÓN Vil 
De la incompetencia 


Artículo 38. (Incompetencia por razón de la materia o del grado).- 


38.1 La incompetencia por razón de la materia o del grado es absoluta y puede 
hacerse valer de oficio por el tribunal o por las partes en cualquier momento del 
proceso. 


38.2 Lo actuado por un tribunal absolutamente incompetente es nulo, con 
excepción de lo dispuesto respecto de las medidas cautelares y de las decisiones que 
las modifiquen o hagan cesar, cuyos efectos subsistirán hasta que el juez competente 
resuelva sobre su mantenimiento o revocación. 


. (Incompetencia por razón de lugar o de turno).- La incompetencia por 
razón de lugar o de turno no causa nulidad y solo puede hacerse valer por las partes 
en su primera comparecencia o por el tribunal de oficio al empezar su actuación, sin 
perjuicio de la competencia de urgencia. 


. (Contienda de jurisdicción).- La Suprema Corte de Justicia resolverá 
los conflictos entre la jurisdicción ordinaria y la militar. 


Artículo 41. (Contienda de competencia).- Si por cualquier circunstancia, dos o 
más tribunales se declararen competentes o incompetentes para entender en un 
mismo asunto, cualquiera de ellos, de oficio o a petición de parte, someterá la cuestión 
a la decisión de la Suprema Corte de Justicia. Esta resolverá cuál de los tribunales 
debe entender en el asunto. 


SECCIÓN VIII 
De la sustitución y subrogación 


Artículo 42. (Orden).- En los casos de vacancia, licencia, impedimento, recusación 
o abstención, los jueces se subrogarán de la siguiente forma: 


42.1 Los Ministros de la Suprema Corte de Justicia, por sorteo entre los miembros 
de los Tribunales de Apelaciones en lo Penal. En su defecto y por su orden, entre los 
miembros de los Tribunales de Apelaciones en lo Civil, del Trabajo y de Familia. 


42.2 Los Ministros de los Tribunales de Apelaciones en lo Penal, por sorteo entre 
los miembros de los otros tribunales de la misma materia. En su defecto y por su 
orden, entre los miembros de los Tribunales de Apelaciones en lo Civil, del Trabajo y 
de Familia. 


42.3 El Juez Letrado de Primera Instancia en lo Penal, por el que comparta la 
oficina y en su defecto, por el que le preceda en el tumo. Si todos estuvieran 
impedidos, por los Jueces Letrados de Primera Instancia en lo Civil. 


42.4 El Juez Letrado de Primera Instancia del Interior con competencia en materia 
penal, por su orden, por el juez de igual categoría y lugar con competencia en materia 
penal, por el de igual categoría y lugar de otra competencia, por el Juez de Paz 
Departamental con sede en la misma ciudad y por el juez de la misma categoría de la 
sede más próxima. 
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42.5 Los Jueces Letrados de Primera Instancia de Ejecución y Vigilancia, por el que 
los preceda en turno y si todos estuvieran impedidos, por los Jueces Letrados en lo 
Penal del departamento. 


42.6 Los Jueces de Faltas y de Paz Departamentales del Interior, según el régimen 
que establezca la Suprema Corte de Justicia. 


En todos los casos de integración de tribunales pluripersonales, el miembro 
integrante continuará conociendo en el caso hasta su terminación Si el impedimento 
es por causa de licencia, la integración se efectuará si esta se prolonga por más de 
treinta días. 


CAPÍTULO Il 
EL MINISTERIO PÚBLICO 


SECCIÓN | 
Disposiciones generales 


Artículo 43. (Función).- 


43.1 El Ministerio Público es el titular de la acción penal. Deberá practicar todas las 
diligencias que sean conducentes al éxito de la investigación. 


43.2 Cuando tome conocimiento de la existencia de un hecho con apariencia 
delictiva, promoverá la persecución penal con el auxilio de la autoridad administrativa, 
sin que pueda suspender, interrumpir o hacer cesar su curso, salvo en los casos 
previstos en la ley 


Artículo 44. (Remisión).- 


44.1La intervención del Ministerio Público en el proceso se regulará por las 
disposiciones de la Ley Orgánica del Ministerio Público y Fiscal. 


44.2 La competencia de los fiscales se regulará en lo pertinente del mismo modo 
que la fijada para los tribunales, sin perjuicio de lo que establezca la Ley Orgánica del 
Ministerio Público y Fiscal 


Artículo 45. (Atribuciones).- 


El Ministerio Público tiene atribuciones para: 


a) dirigir la investigación de crímenes, delitos y faltas así como la actuación de 
la Policía Nacional, de la Prefectura Nacional Naval y de la Policía Aérea 
Nacional en sus respectivos ámbitos de competencia disponiendo por sí o 
solicitando al tribunal, según corresponda, las medidas probatorias que 
considere pertinentes; 


b) disponer la presencia en su despacho de todas aquellas personas que 
puedan aportar elementos útiles para la investigación, incluyendo el 
indagado, el denunciante, testigos y peritos; 


430-C.S. CÁMARA DE SENADORES 6 de diciembre de 2017 


c) no iniciar investigación; 

d) proceder al archivo provisional; 

e) aplicar el principio de oportunidad reglado; 
f) solicitar medidas cautelares; 


solicitar al tribunal la formalización de la investigación; 


Ls] 
— 


h) deducir acusación o solicitar el sobreseimiento; 
i) atender y proteger a víctimas y testigos; 


j) solicitar al Instituto Técnico Forense los antecedentes judiciales del 
indagado o imputado según corresponda; 


k) solicitar, en forma fundada, a las instituciones del Estado, toda información 
que sea necesaria en el marco de la investigación que se encuentre 
realizando y esté disponible en sus registros, siempre que la entrega no 
implique afectación de garantias o derechos fundamentales de las 
personas. 


Las decisiones del Ministerio Público se dictarán bajo los principios de 
legalidad y objetividad, con expresión precisa de las disposiciones legales 
aplicables y su debida correlación con los hechos. En todos los casos estarán 
debidamente fundadas, especialmente en las hipótesis de los literales c), d), e) y h). 
La ausencia de fundamentación configurará responsabilidad administrativa. 


45.2 Cuando el Ministerio Público ejerce la acción penal, es parte en el proceso. 


En las diligencias que se practiquen, el Fiscal Letrado actuará directamente o 
representado por el Fiscal Letrado Adjunto o por un funcionario letrado de la 
Fiscalía designado por él. En este último caso, bastará con una designación 
genérica para su efectiva representación. 


Fuente: Ley N* 19.549, de 25 de octubre de 2017, 
artículo 6” 
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Artículo 46. (Independencia técnica).- El Fiscal de Corte y Procurador General de 
la Nación y los Fiscales Letrados, actuarán con absoluta independencia en el ejercicio 
de su respectiva competencia y en el plano técnico. 


El Ministerio Público no recibirá órdenes ni directivas provenientes de ningún Poder 
del Estado, sin perjuicio de la superintendencia correctiva y administrativa que le 
compete al Fiscal de Corte. 


Artículo 47. (Subrogación del Ministerio Público por omisión de acusar) - Vencido 
el plazo para deducir acusación o su prórroga, el juez ordenará el pasaje del 
expediente al fiscal subrogante quien tendrá para expedirse los mismos plazos que el 
subrogado. Esta omisión se comunicará al jerarca del Ministerio Público. 


Artículo 48. (Información y protección a las víctimas).- 


48.1 Durante todo el procedimiento es deber de los fiscales adoptar medidas o 
solicitarlas en su caso, a fin de proteger a las víctimas de los delitos, facilitar su 
intervención en el proceso y evitar o disminuir al mínimo cualquier afectación de sus 
derechos. 


48.2 Los fiscales están obligados a realizar entre otras, las siguientes actividades a 
favor de la víctima: 


a) entregarle información acerca del curso y del resultado del procedimiento, de sus 
derechos y de las actividades que debe realizar para ejercerlos; 


b) ordenar por sí mismos o solicitar al tribunal en su caso, las medidas destinadas a 
la protección de la víctima y de su familia frente a probables hostigamientos, 
amenazas o agresiones; 


c) informarle sobre su eventual derecho a indemnización y la forma de ejercerlo, 


Si la víctima designó abogado, el Ministerio Público estará obligado a realizar 
también a su respecto la actividad señalada en el literal a) de este inciso. 


El Fiscal de Corte reglamentará los procedimientos a seguir por los fiscales para 
dar cumplimiento a lo dispuesto en este artículo. 


SECCIÓN II 
De la Policía Nacional, la Prefectura Nacional Naval y la Policía Aérea Nacional 


Fuente: Ley N* 19,474, de 30 de diciembre de 2016 
artículo único, 


Artículo 49. (Función de la Policía Nacional, de la Prefectura Nacional Naval y de la 
Policía Aérea Nacional en el proceso penal).- 


49.1 La Policía Nacional, de la Prefectura Nacional Naval y de la Policía Aérea 
Nacional, en sus respectivos ámbitos de competencia, serán auxiliares del Ministerio 
Público en las tareas de investigación y deberán llevar a cabo las diligencias 
necesarias para cumplir los fines previstos en este Código, de conformidad con las 
instrucciones que les impartan los fiscales. 
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49.2 Asimismo, les corresponderá ejecutar las medidas de coerción que decreten 
los tribunales. 


49.3 Sin perjuicio de lo previsto en los incisos anteriores, el Ministerio Público podrá 
impartir instrucciones a la autoridad encargada de los establecimientos penales en la 
investigación de hechos cometidos en el interior de los mismos, actuando de 
conformidad con las previsiones de este Código. 


Fuente: Ley N” 19.474, de 30 de diciembre de 2016 
artículo único, 


Artículo 50. (Dirección del Ministerio Público).- 


50.1 Los funcionarios mencionados en el artículo anterior, ejecutarán sus tareas 
bajo la dirección y responsabilidad de los fiscales y de acuerdo con las instrucciones 
que estos les impartan a los efectos de la investigación, sin perjuicio de su 
dependencia natural de las jerarquías respectivas. 


50.2 También deberán cumplir las órdenes que les impartan los jueces para la 
tramitación del procedimiento. 


50.3 No podrán calificar la procedencia, la conveniencia ni la oportunidad de las 
órdenes que reciban de jueces y fiscales, pero cuando la ley exija la autorización 
judicial para la realización de una diligencia, podrán requerir que se les exhiba antes 
de practicarla. 


Artículo 51. (Comunicaciones entre el Ministerio Público y la autoridad 
administrativa).- Las comunicaciones que los fiscales y la autoridad administrativa 
deban dirigirse con relación a las actividades de investigación de un caso particular, se 
realizarán en la forma y por los medios más expeditivos posibles. 


Artículo 52. (Imposibilidad de cumplimiento).- El funcionario de la autoridad 
administrativa que por cualquier causa se encuentre impedido de cumplir una orden 
que haya recibido del Ministerio Público o de la autoridad judicial, pondrá 
inmediatamente esta circunstancia en conocimiento de quien la haya emitido y de su 
superior jerárquico en la institución a la que pertenezca. 


El fiscal o el juez que haya emitido la orden, podrá proponer o disponer, según 
corresponda, las modificaciones que estime convenientes para su debido 
cumplimiento, o reiterar la orden, sien su concepto no existe tal imposibilidad. 


Si el funcionario que recibió la orden continuare alegando la imposibilidad de darle 
cumplimiento, quien la haya emitido pondrá los hechos en conocimiento del jerarca de 
dicho funcionario, por las vías pertinentes, a los fines disciplinarios que 
correspondieren y sin perjuicio de otras responsabilidades en que pudiere haber 
incurrido el funcionario incumplidor. 


, (Actuaciones de la autoridad administrativa sin orden previa).- 
Corresponderá a los funcionarios con funciones de policía realizar las siguientes 
actuaciones, sin necesidad de recibir previamente instrucciones particulares de los 
fiscales: 


a) prestar auxilio a la víctima; 
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b) practicar la detención en los casos de flagrancia o fuga, conforme a la ley; 


c) resguardar el lugar donde se cometió el hecho. Para ello, impedirán el acceso a 
toda persona ajena a la investigación y procederán a la clausura si se trata de 
local cerrado, o a su aislamiento si se trata de lugar abierto. Asimismo, evitarán 
que se alteren o borren de cualquier forma los rastros o vestigios del hecho o se 
remuevan los instrumentos usados para llevarlo a cabo, mientras no intervenga 
personal experto de la autoridad con funciones de policía que el Ministerio 
Público designe. 


Deberá también recoger, identificar y conservar bajo sello los objetos, 
documentos o instrumentos de cualquier clase que se presuma hayan servido 
para la comisión del hecho investigado, sus efectos o los que pudieren ser 
utilizados como medios de prueba, para ser remitidos a quien corresponda, 
dejando constancia de la individualización completa de los funcionarios 
intervinientes; 


d) identificar a los testigos y consignar las declaraciones que estos presten 
voluntariamente en el lugar del hecho, tratándose de los casos a que se alude en 
los literales b) y c) precedentes; 


e) recibir las denuncias del público; 
f) efectuar las demás actuaciones que dispusieren otras normas legales. 


Artículo 54. (Información al Ministerio Público).- Recibida una denuncia o conocido 
por cualquier medio el acaecimiento de un hecho con apariencia delictiva, la autoridad 
administrativa informará inmediatamente y por el medio más expeditivo al Ministerio 
Público. Sin perjuicio de ello, procederá cuando corresponda a realizar las actuaciones 
previstas en el artículo precedente, respecto de las cuales se cumplirá la obligación de 
información inmediata a la autoridad competente. 


Artículo 55. (Control de identidad).- 


55.1 La autoridad administrativa podrá además sin orden previa de los fiscales, 
solicitar la identificación de cualquier persona en casos fundados, como la existencia 
de un indicio de que esa persona haya cometido o intentado cometer delito, que se 
dispone a cometerlo, o que puede suministrar información útil para la indagación de un 
ilícito penal. 


55.2 La identificación se realizará en el lugar en que la persona se encuentre y por 
cualquier medio idóneo. El funcionario deberá otorgar a la persona facilidades para 
encontrar y exhibir estos documentos. Si esto último no resultare posible y la persona 
autorizara por escrito que se le tomen huellas digitales, estas solo podrán ser 
utilizadas con fines identificatorios. 


55.3 En caso de negativa de una persona a acreditar su identidad o si habiendo 
recibido las facilidades del caso no lo hubiera hecho, la policía podrá conducirla a la 
unidad policial más cercana, exclusivamente con fines de identificación, 


55.4 La facultad policial de requerir la identificación de una persona deberá 
ejercerse de la forma más rápida posible. En ningún caso, el conjunto de 
procedimientos detallados en los incisos precedentes podrá extenderse por un plazo 
mayor de dos horas, transcurridas las cuales la persona será puesta en libertad. 
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Artículo 56. (Derechos de la persona sujeta a control de identidad).- En cualquier 
caso en que hubiere sido necesario conducir a la unidad policial a la persona cuya 
identidad se trata de averiguar en virtud del artículo precedente, el funcionario que 
practique el traslado deberá informarle verbalmente de su derecho a que se 
comunique a un familiar o a otra persona, su permanencia en la repartición policial. El 
afectado no podrá ser ingresado a celdas o calabozos, ni mantenido en contacto con 
otras personas detenidas. 


Artículo 57. (Instrucciones generales)- Sin perjuicio de las instrucciones 
particulares que el fiscal actuante imparta en cada caso, el Fiscal de Corte regulará 
mediante instrucciones generales el procedimiento con que la autoridad administrativa 
cumplirá las funciones previstas en los artículos precedentes, así como la forma de 
proceder frente a hechos de los que tome conocimiento y respecto de los cuales los 
datos obtenidos sean insuficientes para estimar si son constitutivos de delito. 


Artículo 58. (Solicitud de registro de actuaciones).- El Ministerio Público podrá 
requerir en cualquier momento los registros de las actuaciones de la policía. 


Artículo 59. (Registro personal, de vestimenta, equipaje y vehículo).- Se podrá 
practicar el registro personal de quien se hallare legalmente detenido, de su 
vestimenta, del equipaje y demás efectos que lleve consigo y del vehículo en el que 
viaje. 


Para practicar el registro personal, se comisionará, siempre que fuere posible, a 
personas del mismo sexo del detenido. 


Se requerirá autorización específica del fiscal competente, para practicar el registro 
de tal manera que pueda causar daño a la propiedad del detenido. 


Artículo 60. (Levantamiento de cadáver).- En los casos de muerte en la vía pública, 
y sin perjuicio de las facultades que corresponden a los órganos encargados de la 
persecución penal, la policia relevará los datos concemientes al hecho con el mayor 
rigor técnico que las circunstancias permitan. El levantamiento del cadáver solo podrá 
realizarse previa autorización u orden del fiscal competente, dejando registro de lo 
obrado de conformidad con las normas generales de este Código. 


Artículo 61. (Declaraciones del imputado ante la policia). La autoridad 
administrativa solo podrá interrogar autónomamente al imputado a los efectos de 
constatar su identidad. Si el imputado manifiesta su disposición a declarar, se tomarán 
las medidas necesarias para que declare inmediatamente ante el fiscal. Si esto no 
fuera posible, se podrá consignar las declaraciones que voluntariamente quiera 
prestar, previa autorización del fiscal y bajo su responsabilidad. 


Artículo 62. (Protección de identidad).- Los funcionarios policiales y de la 
Prefectura Nacional Naval no podrán informar a los medios de comunicación social 
acerca de la identidad de detenidos, imputados, víctimas, testigos, ni de otras 
personas que se encuentren o puedan resultar vinculadas a la investigación de un 
hecho presuntamente delictivo, salvo autorización expresa del fiscal competente. 


Fuente: Ley N* 19.474, de 30 de diciembre de 2016 
artículo único, 
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CAPÍTULO Il 
EL IMPUTADO 


SECCIÓN | 
Disposiciones generales 


Artículo 63. (Imputado).- 


53.1 Se considera imputado a toda persona a quien el Ministerio Público atribuya 
participación en la comisión de un delito, o que sea indicada como tal ante las 
autoridades competentes. Dicha calidad juridica puede atribuírsele desde el inicio de la 
indagatoria preliminar de un hecho presuntamente delictivo o durante el desarrollo de 
los procedimientos y hasta que recaiga sentencia o resolución que signifique 
conclusión de los mismos. 


63.2 El imputado es parte en el proceso con todos los derechos y facultades 
inherentes a tal calidad, en la forma y con los límites regulados en este Código. 


Artículo 64. (Derechos y garantías del imputado).- Todo imputado podrá hacer 
valer hasta la terminación del proceso, los derechos y garantías que le confieren la 
Constitución de la República y las leyes 


Entre otros, tendrá derecho a: 

a) no ser sometido a tortura ni a otros tratos crueles, inhumanos o degradantes; 

b) designar libremente defensor de su confianza desde la primera actuación del 
Ministerio Público y hasta la completa ejecución de la sentencia que se dicte. Si 
no lo tuviera, será asistido por un defensor público en la forma que establece la 
ley; 

c) que se le informe de manera específica y clara acerca de los hechos que se le 
imputan y los derechos que le otorgan la Constitución de la República y las 
leyes; 


d) solicitar del fiscal las diligencias de investigación destinadas a desvirtuar las 
imputaciones que se le formulan; 


e) solicitar directamente al juez que cite a una audiencia, a la cual deberá concurrir 
con su abogado con el fin de prestar declaración sobre los hechos materia de la 
investigación; 

f) conocer el contenido de la investigación, salvo en los casos en que alguna parte 
de ella hubiere sido declarada reservada y solo por el tiempo que dure esa 
reserva, de acuerdo con las normas que regulen la indagatoria preliminar; 


g) solicitar el sobreseimiento de la causa y recurrir contra la resolución que rechace 
la petición, en ambos casos mediante intervención de su defensor; 


h) guardar silencio, sin que ello implique presunción de culpabilidad; 
1) negarse a prestar juramento o promesa de decir la verdad; 


1) no ser juzgado en ausencia. 
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Artículo 65. (Imputado privado de libertad).- El imputado privado de libertad tendrá 
además las siguientes garantias y derechos: 


a) que se le exprese específica y claramente el motivo de su privación de libertad y 
la orden judicial que la haya dispuesto, salvo el caso de delito flagrante; 


b) que el funcionario a cargo del procedimiento de detención o aprehensión le 
informe sobre los derechos que le asisten; 


c) que si no tuviera defensor designado previamente, cualquier familiar o persona 
allegada pueda proponer para él un defensor determinado, sin perjuicio de lo 
previsto en el artículo 84 literal b) de este Código; 


d) ser conducido sin demora ante el tribunal que hubiere ordenado su detención; 
e) solicitar al tribunal que le conceda la libertad ambulatoria; 


f) que la autoridad administrativa del lugar en el cual se encuentra detenido informe 
en su presencia a la persona que él indique, que ha sido detenido y el motivo de 
su detención; 


g)tener a sus expensas las comodidades y ocupaciones compatibles con la 
seguridad del recinto en el que está detenido; 


h) entrevistarse privadamente con su defensor. 
Artículo 66. (Reglas sobre la declaración del imputado). - 


66.1 El tribunal interrogará al imputado, en la primera oportunidad, sobre su nombre 
y demás datos personales para su identificación. La duda, error o falsedad sobre los 
datos obtenidos no retardarán ni suspenderán el desarrollo de la audiencia preliminar 
cuando sea cierta la individualización del imputado. 


66.2 Durante todo el procedimiento y en cualquiera de sus etapas, el imputado 
podrá hacer nuevas declaraciones y aun solicitar al juez que se le reciba para ello en 
audiencia no prevista especialmente en este Código, estándose a lo que resuelva el 
magistrado. Á dicha audiencia deberán concurrir todas las partes. 


65.3 El tribunal se limitará a exhortarlo a que responda con claridad y precisión las 
preguntas que se le formulen, sín perjuicio de su derecho a no declarar. 


65.4 Si el imputado no conoce el idioma español o si es sordo, mudo o sordomudo, 
el juez dispondrá en tales casos la utilización de peritos intérpretes reconocidos y la 
formulación de las preguntas y respuestas por escrito, cuando fuere necesario. El juez 
podrá autorizar también cualquier sistema de comunicación que se estime adecuado. 


Fuente: Numeral 66.1, Ley N* 19.436, de 30 de diciembre de 2016 
artículo 5” ('Dispónese que Jas referencias efectuadas en la Ley 
N* 19.293, de 19 de diciembre de 2014, Código del Proceso Penal, 
a la audiencia preliminar deberán entenderse realizadas a la 
audiencia de formalización o a la audiencia de juicio, según 
corresponda”). 
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Artículo 67. (Inimputabilidad).- 


67.1 En cualquier etapa del proceso en que se denuncie por alguno de los sujetos, 
o resulte manifiesto que el imputado en el momento de ejecutar el acto que se le 
atribuye se encontraba en uno de los casos previstos en los artículos 30 a 33 o 35 del 
Código Penal, previo dictamen pericial podrá disponerse provisionalmente su 
internación en un establecimiento especializado. 


67.2 Del mismo modo se procederá si el encausado deviniere inimputable durante 
la tramitación del proceso. 


67.3El proceso continuará el trámite común hasta la sentencia definitiva y de 
resultar el encausado condenado, se le declarará autor inimputable del delito cometido 
y se le impondrán medidas curativas en sustitución de la pena. 


Artículo 68. (Minoría de edad).- Si en cualquier estado de los procedimientos se 
comprueba que cuando el imputado cometió el hecho era inimputable por razón de 
edad, se clausurarán las actuaciones y se remitirán los antecedentes al tribunal 
competente, estándose a lo que este determine. 


Artículo 69. (Rebeldía).- Queda prohibida la tramitación del proceso penal en 
rebeldía. 


Artículo 70. (Declaración de rebeldía).- 


70.1 Será considerado rebelde el imputado que debidamente citado por el juez de 
la causa no comparezca ante él ni justifique su incomparecencia. 


70.2 Incurso el imputado en rebeldía, el fiscal solicitará al tribunal que así lo declare 
y que en el mismo acto libre orden de detención contra el rebelde. 


70.3 La declaración de rebeldía del imputado suspende el proceso a su respecto y 
será considerada razón suficiente para solicitar medidas asegurativas sobre sus 
bienes. 


70.4 Cuando cese la situación de rebeldía, el tribunal lo declarará y el proceso 

continuará según su estado. 
SECCIÓN II 
De la defensa 

Artículo 71. (Derechos y deberes del defensor).- 

71.1 El defensor podrá ejercer todos los derechos y facultades que la ley reconoce 
al imputado, a menos que esta expresamente reserve su ejercicio exclusivo a este 
último. 


71.2 El ejercicio de la defensa es un derecho y un deber del abogado que acepta el 
cargo y abarcará la etapa de conocimiento y la de ejecución. 


71.3 El defensor actuará en el proceso como parte formal en interés del imputado, 
con todos los derechos y atribuciones de esa calidad. 
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71.4 El defensor tiene derecho a tomar conocimiento de todas las actuaciones que 
se hayan cumplido o que se estén cumpliendo en el proceso, desde la indagatoria 
preliminar y en un plano de absoluta igualdad procesal respecto del Ministerio Público. 
El juez bajo su más seria responsabilidad funcional, adoptará las medidas necesarias 
para preservar y hacer cumplir este principio, sin perjuicio de las medidas urgentes y 
reservadas. 


71.5 Todo abogado tiene derecho a requerir del funcionario encargado de cualquier 
lugar de detención, que le informe por escrito y de inmediato, si una persona está o no 
está detenida en ese establecimiento. 


El ejercicio de este derecho no condiciona en modo alguno el ejercicio de la acción 
de habeas corpus. 


Artículo 72. (Designación inicial y aceptación del cargo).- 


72.1 La designación de defensor se efectuará antes de cualquier diligencia 
indagatoria, salvo las de carácter urgente. Solo podrá ser defensor quien esté 
habilitado para ejercer la abogacía en el territorio nacional. 


72.2 Si requerido el imputado no realizara la elección, o el elegido no aceptare de 
inmediato o no se le encontrare, actuará el defensor público que por turno 
corresponda. 


72.3 Para tener por designado a un defensor, se requiere que acepte el cargo y que 
constituya domicilio en legal forma. 


Artículo 73. (Defensa conjunta).- 


73.1 La defensa podrá ser ejercida hasta por dos abogados. En este caso deberán 
constituir sus respectivos domicilios procesales electrónicos y un único domicilio 
procesal físico en el radio correspondiente al tribunal en el que comparecen. En todo 
tiempo podrán actuar en el proceso conjunta o separadamente 


73.2 Todo acto procesal realizado por un defensor será eficaz respecto del otro 
integrante de la defensa conjunta. 


Artículo 74. (Defensa común).- 


74.1 La defensa de varios imputados podrá ser asumida por un defensor común, a 
condición de que las diversas posiciones que cada uno de ellos sustente no fueren 
incompatibles entre si. 


74.2 Si el tribunal advierte una situación de incompatibilidad, la hará presente a los 
imputados y les otorgará un plazo de hasta cinco días hábiles para que cada uno 
designe su defensor, bajo apercibimiento de asignarles defensores de oficio. 


74.3 Si vencido el plazo alguno de los imputados no ha designado a su defensor, el 
tibunal le asignará defensor público. 


74.4 Las resoluciones sobre este punto serán irrecurribles. 
Artículo 75. (Efectos de la ausencia del defensor).- La ausencia del defensor en 


cualquier actuación en que la ley exija expresamente su participación, acarreará su 
nulidad. 
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Artículo 76. (Renuncia o abandono de la defensa).- 


76.1 La renuncia formal del defensor no suspenderá el proceso, ni lo liberará del 
deber de realizar todos los actos que sean necesarios para salvaguardar los derechos 
del imputado, 


76.2 El tribunal notificará al imputado y le intimará la designación de nuevo 
defensor, concediéndole para ello un plazo de hasta cinco días hábiles bajo 
apercibimiento de asignarle el defensor público que por turno corresponda. 


Artículo 77. (Nombramiento ulterior).- El imputado puede designar posteriormente 
otro defensor en reemplazo del anterior, pero el subrogado no podrá abandonar la 
defensa hasta que el nuevo defensor acepte el cargo. 


Artículo 78. (Patrocinio propio).- 


78.1 No se admitirá que el imputado se defienda a sí mismo, salvo que fuere 
abogado. 


78.2 El denunciante o la victima que fueren abogados habilitados para el ejercicio 
de su profesión, podrán asistirse profesionalmente a sí mismos. 


CAPÍTULO IV 
LA VÍCTIMA 


Artículo 79. (La víctima).- 
79.1 Se considera víctima a la persona ofendida por el delito. 


79.2 Al momento de formular instancia o denunciar el hecho, la víctima o su 
representante podrá manifestar su intención de participar en el proceso penal, con los 
derechos y facultades que este Código le asigna. 


79.3 En la primera oportunidad procesal la víctima que haya hecho uso del derecho 
establecido en el numeral precedente, o su representante, deberá proporcionar sus 
datos identificatorios, constituir domicilio dentro del radio del juzgado, comunicando los 
cambios sucesivos y designar abogado patrocinante. 


79.4 A las víctimas carentes de recursos que asi lo soliciten, se les proporcionará 
asistencia letrada mediante defensor público o a través de consultorios jurídicos de 
universidades públicas o privadas. 


El Poder Judicial podrá realizar convenios con las universidades públicas y privadas 

a tales efectos. 
Fuente: Numeral 79.4, Ley N* 19.426, de 23 de setiembre de 2018, 
artículo 2”. 


Artículo 80. (Representantes de la víctima y legitimados para el ejercicio de sus 
derechos).- 
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80.1 En la indagatoria y juzgamiento de delitos en los que haya ocurrido la muerte 
de la víctima, o en los casos en que esta, siendo legalmente capaz, no pueda ejercer 
por sí los derechos que este Código le otorga, podrán comparecer las siguientes 
personas, quienes ejercerán como suyos el derecho e interés que hubieran 
correspondido a la víctima fallecida o, en su caso, actuarán en su representación: 


a) a los padres, conjunta o separadamente por sus hijos sometidos a patria 
potestad, o solteros o divorciados o viudos, no unidos en concubinato, que no 
tuvieren, a su vez, hijos mayores de edad; 


b) el cónyuge, si no estaba separado voluntariamente de la víctima al momento 
del delito; el concubino; los hijos mayores de edad; 


c) los hermanos; 
d) el tutor, curador o guardador; 
e) los abuelos; 


f) los allegados que cohabitaban con la víctima o mantenían con ella una forma 
de vida en común. 


Los menores y los incapaces comparecerán por intermedio de sus representantes 


legales. 


No podrán actuar en representación de las víctimas ni ejercer los derechos que a 
estas correspondan, quienes fueran indagados por su presunta responsabilidad en el 
delito. 


80.2 A efectos de su intervención en el procedimiento, la enunciación precedente 
constituye un orden de prelación, de manera que la actuación de una o más personas 
pertenecientes a determinada categoría, excluye a las comprendidas en las siguientes. 


80.3 Las cuestiones que se susciten por la aplicación de las disposiciones 
precedentes se tramitarán por la vía incidental y no suspenderán el curso del proceso 
principal. Contra las providencias que se dicten en el curso del incidente y aun contra 
la sentencia que le ponga fin, no cabrá otro recurso que el de reposición. 


Artículo 81. (Derechos y facultades de la víctima).- 


81.1 La víctima del delito tendrá los derechos que le reconoce este Código, sin 
perjuicio de los deberes que, para la defensa del interés de aquella, se imponen al 
fiscal 


81.2 La víctima del delito podrá intervenir en el procedimiento penal conforme a lo 
establecido en este Código y tendrá, entre otros, los siguientes derechos: 


a) a tomar conocimiento de la totalidad de las actuaciones cumplidas desde el 
inicio de la indagatoria preliminar, sin perjuicio de la facultad del fiscal de 
disponer que las mismas se mantengan en reserva cuando ello sea necesario 
para asegurar la eficacia de la investigación (artículo 259.3 de este Código); 


b) a intervenir en el proceso y ser oída en los términos previstos en este Código; 
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a proponer prueba durante la indagatoria preliminar, así como en la audiencia 
preliminar y en la segunda instancia, si la hubiere, coadyuvando con la actividad 
indagatoria y probatoria del fiscal. En el diligenciamiento y producción de la 
prueba que haya sido propuesta por la víctima, esta tendrá los mismo derechos 
que las partes; 


a solicitar medidas de protección frente a probables hostigamientos, amenazas 
o agresiones contra ella, sus familiares o sus allegados; 


a solicitar medidas asegurativas sobre los bienes del encausado o relacionados 
con el delito; 


a oponerse, ante el tribunal, a la decisión del fiscal de no iniciar o dar por 
concluida la indagatoria preliminar, o no ejercer la acción penal: 


a ser oída por el tribunal antes que dicte resolución sobre el pedido de 
sobreseimiento u otra determinación que ponga fin al proceso, de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 129 de este Código. 


Fuente: Literal c) del Numeral 81.2, Ley N” 19,436, de 30 de 
diciembre de 2016 

artículo 5* ("Dispónese que las referencias efectuadas en la Ley N? 
19.293, de 19 de diciembre de 2014, Código del Proceso Penal, a 
la audiencia preliminar deberán entenderse realizadas a la 
audiencia de formalización o a la audiencia de juicio, según 
corresponda”). 


TÍTULO III 
DE LA ACCIÓN PENAL 
CAPÍTULO 1 
PRESUPUESTOS PARA EL EJERCICIO 
DE LA ACCIÓN PENAL 


SECCIÓN | 
De las cuestiones previas 


,- La acción penal es pública. Su ejercicio corresponde al Ministerio 


Público y es necesario, salvo las excepciones establecidas por la ley. 


Artículo 83. (Cuestiones previas).- Si el ejercicio de la acción penal estuviere 
condicionado por la Constitución de la República o la ley a la previa realización de 
cierta actividad o la resolución judicial o administrativa de una cuestión determinada, 


no se 


efectuarán actuaciones judiciales con respecto a la persona a que refiere la 


condición mientras subsista el impedimento, sin perjuicio de la práctica de las medidas 
indispensables para la conservación de la prueba practicada en la forma y con las 
garantías previstas en este Código. 


441-C.S. 
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SECCIÓN II 
De la instancia 


Artículo 84. (Concepto).- 


84.1 La instancia es la manifestación inequívoca de voluntad del ofendido por un 
delito, en el sentido de movilizar el proceso penal para la condena de los 
responsables. 


84.2 No constituye instancia la mera noticia de la ocurrencia del hecho. 


Artículo 85. (Extensión).- La instancia dirigida contra uno de los coparticipes del 
delito se extiende a los demás. 


Artículo 86. (Legitimados para instar).- Cuando el ofendido no pudiere actuar por 
sí, estarán legitimadas para instar al Ministerio Público al ejercicio de la acción penal 
las personas indicadas en el artículo 80 de este Código. 


Artículo 87. (Contenido de la instancia).- En la instancia deberá constar el lugar y 
fecha de presentación, el nombre, edad, estado civil, profesión u ocupación y domicilio 
de quien insta y el hecho al que alude. 


Si se conocen los presuntos autores, cómplices o encubridores del hecho punible, 
se mencionarán, indicándose en lo posible su paradero, sus relaciones de familia, su 
profesión u oficio y sus rasgos fisonómicos, expresándose también quiénes fueron los 
testigos presenciales del hecho. 


Artículo 88. (Método para instar).- La instancia se formulará ante el Ministerio 
Público verbalmente o por escrito, dejándose en todos los casos constancia en acta. 
También podrá deducirse, necesariamente por escrito, ante las autoridades con 
funciones de policía. 


Artículo 89. (Firma de la instancia).- La instancia que se formule por escrito será 
firmada por su autor, en presencia de la autoridad respectiva. Si no sabe o no puede 
firmar, el escrito se refrendará con la impresión digito pulgar derecha del interesado o, 
en su defecto, la dígito pulgar izquierda, A continuación se dejará constancia de que la 
persona conoce el texto del escrito y que ha estampado la impresión digital en su 
presencia y de conformidad. 


Artículo 90 (Confirmación de la voluntad de instar).- Al inicio de las actuaciones 
judiciales, el Ministerio Público explicará a quién formuló la instancia el alcance de la 
misma. Si el declarante confirma su voluntad de instar, se la tendrá por bien formulada 
dejándose constancia en el acta respectiva. Si el que insta desiste, se le tendrá por 
renunciado a su derecho a instar y no podrá volver a hacerlo por los mismos hechos. 


Artículo 91. (Caducidad del derecho a instar).- El derecho a instar caduca a los 
seis meses contados desde la comisión del hecho presuntamente delictivo, o desde 
que el ofendido o la persona legitimada para instar pudo hacerlo. 


Artículo 92. (Desistimiento).- 


92.1 Podrá desistirse de la instancia antes de que el Ministerio Público formalice la 
acusación, sin perjuicio de lo dispuesto en leyes especiales. 
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92.2 Cuando la instancia haya sido formulada por uno de los padres, solamente el 
que instó tiene facultades para desistir. 


Artículo 93. (Aceptación del desistimiento).- Para ser eficaz, el desistimiento 
deberá ser aceptado por el imputado. Se entenderá que lo acepta si no manifiesta su 
oposición dentro de los tres días siguientes al de la notificación. 


Artículo 94 (Efectos del desistimiento)- El desistimiento aceptado dará por 
concluido el proceso, el cual no podrá volver a iniciarse por los mismos hechos. 


Artículo 95. (Efecto extensivo).- En casos de desistimiento de la instancia, sus 
efectos se extenderán a todos los coparticipes del delito. 


Artículo 96. (Delitos perseguibles a instancia del ofendido).- Son perseguibles a 
instancia del ofendido los siguientes delitos: rapto, estupro, traumatismo, lesiones 
ordinarias, lesiones culposas graves, difamación e injurias, apropiación de cosas 
perdidas, de tesoro o de cosas habidas por error, daño sin agravantes específicas, 
violación de propiedad artística o literaria, violación de marcas de fábrica, violación de 
privilegios industriales y patentes de invención, delito de insolvencia fraudulenta, 
delitos de sustracción o retención de persona menor de edad con atenuantes 
especiales, amenazas, penetración ¡legítima en fundo ajeno, caza abusiva e 
infracciones a las leyes de prenda sin desplazamiento. También se requerirá la 
instancia del ofendido en aquellos tipos penales que establezcan la exigencia de este 


requisito formal. 
Fuente: Ley N* 19.549, de 25 de octubre de 2017, 
articulo 7% 


Artículo 97. (Procedimiento de oficio).- En los delitos de estupro, rapto, 
traumatismo y lesiones ordinarias intencionales, se procederá de oficio en los 
siguientes casos cuando: 


a) el hecho haya sido acompañado por otro delito en que deba procederse de 
oficio; 
b) la persona agraviada careciere de capacidad para actuar por sí en juicio y 


no hubiere persona legitimada para instar; 


c) el delito fuere cometido por los padres, tutores, curadores, guardadores o 
tenedores de hecho o de derecho o con abuso de las relaciones 
domésticas o de la cohabitación; 


d) la persona agraviada fuere menor de dieciocho años; 


e) la persona agraviada estuviere internada en un establecimiento de 
cualquier naturaleza; 


f)' el delito fuere cometido por quien tuviere respecto de la persona agraviada 
responsabilidad en la atención de su salud o educación; 
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g) la persona agraviada estuviere respecto de quien cometió el delito en una 
relación de dependencia laboral, subordinación o inferioridad jerárquica 


Fuente: Ley N* 19.549, de 25 de octubre de 2017, 
artículo 8% 


CAPÍTULO Il 
EXCEPCIONES AL PRINCIPIO DE OBLIGATORIEDAD 


Artículo 98. (Facultades de no iniciar y de dar por terminada la investigación).- 


98.1 El fiscal podrá abstenerse de toda investigación, o dar por terminada una 
investigación ya iniciada, si los hechos relatados en la denuncia no constituyen delito, 
si los antecedentes y datos suministrados indican que se encuentra extinguida la 
responsabilidad penal del imputado, o si las actuaciones cumplidas no hubieren 
producido resultados que permitan la continuación útil de la indagatoria. La resolución 
de no investigar o de dar por terminada la investigación será siempre fundada. y se 
comunicará al denunciante y en su caso a la victima que hubiere comparecido o 
estuviere identificada. 


98.2 El denunciante o la víctima podrá solicitar al tribunal que ordene el reexamen 
del caso por el fiscal subrogante, dentro de los treinta días de haber sido notificado. 


98.3 Si oídos el peticionante y el fiscal actuante, el tribunal considerare que los 
hechos denunciados pudieran constituir delito, que la presunta responsabilidad penal 
del imputado pudiera no encontrarse extinguida o que es posible continuar útilmente la 
indagatoria, ordenará en la misma audiencia y sin más trámite el reexamen del caso 
por el fiscal subrogante, lo que notificará al jerarca del Ministerio Público para su 
conocimiento. La resolución no admitirá recursos. El fiscal actuante hasta ese 
momento quedará inhibido de seguir entendiendo en el asunto. 


98.4 Las actuaciones se remitirán al fiscal subrogante, quien dispondrá de un plazo 
de veinte días para expedirse ordenando el comienzo o la continuación de la 
indagatoria, o reiterando la negativa a hacerlo. La decisión del fiscal subrogante 
concluirá la cuestión y se comunicará al tribunal, al jerarca del Ministerio Público y al 
peticionante que solicitó el reexamen del caso. 


Artículo 99. (Nuevos hechos o medios de pruebe).- Aunque hubiese resuelto no 
iniciar o dar por terminada la investigación de un caso de conformidad con las 
disposiciones de este Código, el fiscal podrá siempre iniciarla o continuarla, si se 
produjeren nuevos hechos o se aportaren nuevos medios de prueba que lo justifiquen. 


Artículo 100. (Principio de oportunidad).- 


100.1 El Ministerio Público podrá no iniciar la persecución penal o abandonar la ya 
iniciada, en los siguientes casos: 


a) cuando se trate de delitos de escasa entidad que no comprometan gravemente el 
interés público, a menos que la pena mínima supere los dos años de privación 
de libertad, o que hayan sido presumiblemente cometidos por funcionarios 
públicos en el ejercicio de sus funciones; 
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b) si se trata de delito culposo que haya irrogado al imputado una grave aflicción, 
cuyos efectos puedan considerarse mayores a los que derivan de la aplicación 
de una pena; 


c) si hubieren transcurrido cuatro años de la comisión del hecho y se presuma 
que no haya de resultar pena de penitenciaria, no concurriendo alguna de las 
causas que suspenden o interrumpen la prescripción. 


100.2 La decisión del Ministerio Público de no iniciar la persecución penal o 
abandonar la ya iniciada se adoptará siempre por resolución fundada y se remitirá al 
tribunal competente, conjuntamente con sus antecedentes, para el control de su 
regularidad formal; también se comunicará al jerarca del servicio y, en su caso, al 
denunciante y a la víctima que hubiere comparecido. 


100.3 Si el tribunal entiende que la decisión del fiscal no se ajusta a derecho, así lo 
declarará, con noticia del jerarca del Ministerio Público. En tal caso el fiscal actuante 
quedará impedido de seguir conociendo en el asunto. Los autos se remitirán al fiscal 
subrogante, quien deberá expedirse en el plazo de veinte días reiterando o 
rectificando, definitivamente, la posición de la Fiscalía. 


TÍTULO IV 
DE LA ACCIÓN CIVIL 


. (Acción civil).- La acción civil no podrá ejercerse en sede penal, sin 
perjuicio de las medidas cautelares que se puedan dictar a petición de parte 


Artículo 102. (Facultades de los sujetos de la acción civil).- La prohibición 
precedente no obsta al ejercicio de las facultades procesales que este Código 
reconoce a la víctima y al tercero civilmente responsable, 


Artículo 103. (Ejercicio separado de las acciones civil y penal).- La acción civil y la 
acción penal que se funden en el mismo hecho ilícito, deberán ejercitarse separada e 
independientemente en las sedes respectivas. 


Artículo 104. (Relación entre los procesos civil y penal)- La independencia 
señalada en el artículo anterior comprenderá la totalidad de los procesos civil y penal, 
incluyendo los correspondientes fallos y sin perjuicio de lo que se establece en el 
artículo siguiente. 


Artículo 105. (Prueba trasladada, recurso de revisión).- Las pruebas practicadas 
válidamente en un proceso podrán trasladarse al otro y tendrán eficacia similar a la 
que tendrían de haber sido diligenciadas en este último proceso, siempre que en el 
primitivo se hubieran practicado a petición de la parte contra quien se aducen o con 
audiencia de ella. Podrá interponerse igualmente en uno de ellos y en mérito a las 
resultancias del otro, el recurso de revisión civil o penal, que pudiere corresponder 
según el caso. 


446-C.S. CÁMARA DE SENADORES 6 de diciembre de 2017 


TÍTULO V 
DE LA ACTIVIDAD PROCESAL 


CAPÍTULO | 
REQUISITOS DE LOS ACTOS PROCESALES 


Artículo 106. (Remisión).- Se aplicarán al proceso penal las disposiciones del Libro 
1, Título VI, Capítulo |, Secciones 1, Il, !ll y VI del Código General del Proceso, en lo 
pertinente, con las exclusiones y modificaciones que se expresan en los artículos 
siguientes. 


Artículo 107, (Exclusiones).- No se aplican al proceso penal las disposiciones de 
los artículos 71.3, 71.4, 78, 84, 87 y 89 del Código General del Proceso. 


Artículo 108. (Idioma).- 
108.1 Los actos procesales deberán cumplirse en idioma español. 


108.2 La declaración de personas que ignoren el idioma español, de sordomudos 
que no sepan darse a entender por escrito o lenguaje gestual y los documentos o 
grabaciones en lengua distinta, o en otra forma de transmisión del conocimiento, 
deberán ser traducidos o interpretados, según corresponda. 


Artículo 109. (Lugar).- 


109.1 El Ministerio Público en el ejercicio de sus funciones y el propio tribunal, si 
correspondiere, podrán constituirse en cualquier lugar del territorio que abarque su 
competencia o si fuere necesario, en cualquier lugar del territorio nacional. 


109.2 Excepcionalmente, podrán efectuarse diligencias probatorias en el extranjero, 
con autorización del Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación y de la 
Suprema Corte de Justicia respectivamente y con el consentimiento de las autoridades 
competentes del país requerido, conforme a la normativa aplicable. 


Artículo 110. (Tiempo del proceso).- Los tribunales podrán habilitar días y horas 
según los requerimientos del proceso. Salvo expresa disposición en contrario, se 
considera hábil todo el tiempo necesario para el diligenciamiento de la prueba. 


Artículo 111. (De los plazos procesales).- Salvo disposición en contrario, los plazos 
procesales son perentorios e improrrogables. Vencido el plazo, sin necesidad de 
petición alguna, el tribunal dictará la resolución que corresponda al estado del proceso. 
La iniciación, suspensión y cómputo del tiempo en que puedan o deban producirse los 
actos del proceso penal se regularán por las normas del Código General del Proceso, 
en lo pertinente. 

Fuente: Ley N* 19.549, de 25 de octubre de 2017, 
artículo 9% 


Artículo 112. (Forma de actuación).- Las sentencias del tribunal y las peticiones y 
alegaciones de cualquiera de las partes y de la victima, serán siempre fundadas. 


CAPÍTULO Il 
NORMAS SOBRE INFORMACIÓN 
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Artículo 113. (Derechos del imputado).- 


113.1 Toda persona a la que un medio masivo de comunicación haya atribuido la 
calidad de imputada en un proceso penal, tiene derecho a que se publique 
gratuitamente en nota de similares caracteristicas información relativa a su 
sobreseimiento, absolución o clausura del proceso, cualquiera fuera la razón de la 
misma. 


113.2 Si el medio de información se negare a ello, el interesado podrá acudir al 
procedimiento establecido en la ley para el ejercicio del derecho de rectificación o de 
respuesta. 


CAPÍTULO II 
COMUNICACIONES 


SECCIÓN | 
Entre autoridades 


. (Comunicaciones nacionales e internacionales).- Cuando el tribunal 
deba dar conocimiento de sus resoluciones a otras autoridades nacionales O 
internacionales, o formularles alguna petición para el cumplimiento de diligencias del 
proceso, podrá efectuar la comunicación por cualquier medio idóneo, dejando de ello 
constancia escrita y fehaciente. 


Lo anterior se entenderá sin perjuicio de lo dispuesto en los tratados internacionales 
que obliguen a la República. 


SECCIÓN 1 
A las partes y a terceros 


Artículo 115. (Actos que se notifican).- 


115.1 Toda actuación judicial salvo disposición expresa en contrario, debe ser 
inmediatamente notificada a las partes mediante el procedimiento establecido en el 
artículo siguiente. 


115.2 Las providencias judiciales que sean pronunciadas en audiencia, se tendrán 
por notificadas en ella. 


Artículo 116. (Forma de las notificaciones).- 


116.1 Las notificaciones de las providencias judiciales salvo las que sean dictadas 
en audiencia, serán realizadas en los domicilios constituidos por las partes o en su 
defecto, en sus respectivos domicilios reales, cuando la ley no disponga 
especialmente otro modo de hacerlo, sin perjuicio de lo establecido sobre domicilio 
electrónico. 


116.2 A los efectos de esta disposición, los despachos de los fiscales y de los 
defensores públicos se tendrán como sus respectivos domicilios procesales. 


116.3 La sentencia definitiva se notificará a las partes con copia íntegra, 
autenticada por el actuario. Será notificada además al imputado en el establecimiento 
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de reclusión o en su caso, en el domicilio constituido. Si ello no fuera posible, la 
diligencia se realizará en el domicilio constituido en autos por el defensor. 


CAPÍTULO IV 
ACTOS DEL TRIBUNAL Y DE LAS PARTES 


SECCIÓN | 
De la clasificación de los actos del tribunal 


Artículo 117 (Clasificación) - 
117.1 Sentencia es la decisión del tribunal sobre la causa o punto que se 
controvierte ante él. 


117.2 Las sentencias son interlocutorias o definitivas. 


117.3 Sentencia interlocutoria es la que resuelve una cuestión sobre algún artículo 
o incidente, y definitiva es la que resuelve sobre lo principal. 


117.4 Las demás providencias que dicta el tribunal son decretos de mero trámite, 


Artículo 118. (Remisión).- Será de aplicación al proceso penal en lo pertinente, lo 
establecido en el Libro 1, Título VI, Capítulo Y del Código General del Proceso. 


SECCIÓN II 
De la sentencia definitiva 


Artículo 119. (Forma y contenido de la sentencia definitiva).- 
119.1 La sentencia definitiva deberá consignar: 


a) la fecha, el lugar y el tribunal que lo dicta, la identificación de los autos, el 
nombre del o de los imputados, el delito por el cual se los acusa, el de los 
defensores que actúan en el juicio e identificación del representante de la 
Fiscalía General de la Nación; 


b) expresará a continuación por Resultandos, las actuaciones incorporadas al 
proceso relacionadas con las cuestiones a resolver, las pruebas que le 
sirvieron de fundamento, las conclusiones de la acusación y la defensa y 
finalmente, debidamente articulados, los hechos que se tienen por ciertos y 


los que han sido probados: 


o 


c) determinará luego por Considerandos, el derecho a aplicar respecto de: la 
tipicidad de los hechos probados, la participación de los imputados, las 
circunstancias alteratorias de la pena y la modalidad concursal de los 
delitos. 
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119.2 La sentencia definitiva puede ser de absolución o de condena. 


119.3 La sentencia de absolución examinará el mérito de la causa y destacará la 
falta de prueba o la existencia de causas de justificación, de inculpabilidad, de 
impunidad o de extinción del delito. 


119.4 La sentencia de condena solo podrá tener por acreditados los hechos 
contenidos en la acusación, expresará los fundamentos de la individualización de la 
pena y condenará a la que corresponda, no pudiendo el tribunal aplicar penas más 
graves a las requeridas. También se pronunciará sobre la pena de confiscación y 
demás accesorias, así como respecto de la aplicación de medidas de seguridad, en 
su caso. 


119.5 La sentencia que imponga medidas de seguridad curativas fundamentará la 
declaración de inimputabilidad y precisará el régimen de las mismas. 


119.6 Dispondrá el destino de las cosas secuestradas y sujetas a confiscación. 


119.7 La sentencia absolutoria o la que dispone el sobreseimiento ordenará la 
libertad del imputado, la cesación de todas las medidas cautelares y que las cosas 
secuestradas sean devueltas a la persona de quien se obtuvieron. 


Fuente: Ley N* 19.549, de 25 de octubre de 2017, 
articulo 10 


Artículo 120. (Principio de congruencia).- 


120.1 La sentencia no podrá imponer pena ni medida de seguridad sin previa 
petición fiscal, ni superar el límite de la pena o medida requerida por el Ministerio 
Público. 


120.2 Si por error manifiesto la pena requerida es ilegal, el juez procederá 
igualmente al dictado de sentencia y si resultare de condena, impondrá la pena dentro 
de los márgenes legales, poniendo en conocimiento del hecho al jerarca del Ministerio 
Público. 


Sin perjuicio de lo dispuesto precedentemente, los errores del fiscal serán juzgados 
en vía administrativa. 


Artículo 121. (Principio de no reforma en perjuicio).- En segunda instancia y en 
casación, si solo recurrió la parte del imputado no se podrá modificar la sentencia en 
perjuicio de este. 


Artículo 122. (Efecto extensivo)- La sentencia de segunda instancia o de casación 
en el fondo, o de revisión que absuelva a uno de los coparticipes de un delito o 
establezca una calificación delictual o atenuantes que lo beneficien, debe extender sus 
efectos a los demás, aun cuando hubiere recaído sentencia ejecutoriada, salvo que se 
trate de circunstancias referidas solo al primero. 
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En la misma sentencia, el tribunal modificará el fallo referido, en cuanto 
corresponda. 


Artículo 123. (Confiscación o destrucción de instrumentos o efectos destinados a 
actividades ¡licitas).- Al concluir el proceso penal, aun cuando no recayere sentencia 
de condena, el tribunal resolverá la confiscación o destrucción de los efectos 
materiales del delito y de los instrumentos con que fue ejecutado que pudieren ser 
destinados a actividades ilícitas, sin perjuicio de lo dispuesto en la normativa legal 
aplicable. 


Artículo 124. (Efectos de la absolución).- 


124.1La sentencia absolutoria ejecutoriada cierra el proceso definitiva e 
irrevocablemente en relación al imputado en cuyo favor se dicta. 


124.2 La sentencia absolutoria ordenará cuando sea del caso, la libertad del 
imputado o la cesación de las medidas de coerción que se le hubieren aplicado. 


124.3 Aunque la sentencia sea recurrida por el Ministerio Público, la libertad o cese 
de las medidas limitativas de la libertad del imputado serán cumplidas con carácter 
provisional, 


. (Eficacia de la sentencia).- Las sentencias ejecutoriadas producirán 
todos sus efectos sin perjuicio de la unificación de penas, cuando corresponda. 


Artículo 126 (Unificación de penas).- La unificación de penas será tramitada en vía 
incidental, en la causa más antigua, y la sentencia que recaiga será considerada 
definitiva a todos sus efectos. 


SECCIÓN Ill 
De la acusación y la defensa 


Artículo 127. (De la acusación).- La acusación se ajustará formalmente a las reglas 
prescriptas para la sentencia en lo pertinente, se presentará por escrito y deberá 
contener: 


me 


los datos que sirvan para identificar al imputado y su defensor; 


b 


e 


la relación clara, precisa y circunstanciada del hecho o hechos que se le 
atribuyen al imputado; 


c) los fundamentos de la imputación, con expresión de los medios de prueba 
que lo motivan; 


d 


o 


la expresión precisa de las disposiciones legales aplicables y su debida 
correlación con los hechos y con la intervención atribuida al imputado; 


e) el ofrecimiento de la prueba para el juicio, la que de ser admitida de 
acuerdo con el artículo 268 de este Código, será incorporada en la 
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oportunidad procesal pertinente de acuerdo con el artículo 270 de este 
Código; 


fi las circunstancias alteratorias concurrentes y el requerimiento de pena 
estimado y en su caso, las medidas de segundad que correspondieren. 


La acusación solo podrá referirse a los hechos y personas sobre las que se 
formalizó la investigación, aunque se efectuare una distinta calificación jurídica. 


Fuente: Ley N* 19.549, de 25 de octubre de 2017, 
articulo 11 


Artículo 128. (De la defensa).- La defensa deberá ajustarse formalmente y en lo 
pertinente a las mismas reglas que rigen la acusación. 


Recibida la acusación el juez emplazará al acusado y su defensor, notificándole la 
acusación en su contra, para que en el plazo de treinta días ofrezca la prueba que 
pretende producir en juicio oral. 


Si hubiere varios enjuiciados con diversos defensores, el plazo para evacuar el 


traslado será común a todos ellos. 
Fuente: Ley N* 19.549, de 25 de octubre de 2017, 
artículo 12 


SECCIÓN IV 
De los modos extraordinarios de conclusión del proceso 


Artículo 129. (Pedido de sobreseimiento).- 


129.1 El Ministerio Público, en cualquier estado del proceso anterior a la sentencia 
ejecutoriada, podrá desistir del ejercicio de la acción penal solicitando el 
sobreseimiento por alguno de los fundamentos previstos en el artículo siguiente. 


129.2 Previo a resolver, el tribunal oirá a la víctima en los términos que a 
continuación se establecen: 


a) si el pedido es formulado fuera de audiencia y la víctima hubiera comparecido 
durante el proceso, se le dará traslado personal por seis días; 


b) si el pedido es formulado en audiencia y la víctima estuviera participando, previo 
traslado, lo evacuará en el momento. Si no estuviere presente en la audiencia, 
aunque hubiera participado con anterioridad, no se le conferirá traslado. 


129.3 Si la víctima no se opone, el tribunal deberá decretar el sobreseimiento sin 
más trámite, mediante auto fundado exclusivamente en la solicitud del fiscal y en la no 
oposición de la víctima. Si existe oposición, el juez podrá: 


a) desestimarla, decretando el sobreseimiento pedido por el Ministerio Público; 
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b) acogerla, disponiendo en ese caso el reexamen del caso por el fiscal 
subrogante. 


129.4 El fiscal subrogante dispondrá de un plazo de veinte dias para expedirse, 
reiterando el pedido de sobreseimiento o continuando con el proceso según su estado. 


129.5 Si el fiscal subrogante reitera el pedido de sobreseimiento, el juez lo 
decretará sin más trámite. La sentencia se notificará a las partes, a la víctima y al 
jerarca del Ministerio Público. 


Artículo 130. (Procedencia del sobreseimiento).- El Ministerio Público deberá 
fundar el pedido de sobreseimiento en alguna de las siguientes causales: 


a) cuando agotadas todas las posibilidades probatorias, no exista plena prueba de 
que el hecho imputado se haya cometido o que el imputado haya participado 
en su comisión; 


b) cuando el hecho no constituya delito; 


c) cuando resulte de modo indudable que medió una causa de justificación, de 
inculpabilidad, de impunidad u otra extintiva del delito o de la pretensión penal. 


Artículo 131. (Sobreseimiento a pedido de la defensa).- 


131.1 Antes de la acusación fiscal la defensa podrá pedir al tribunal el 
sobreseimiento del imputado por cualquiera de las causas previstas en el artículo 
anterior 


131.2 El incidente se sustanciará con la víctima que hubiere comparecido a la 
audiencia preliminar y luego con el fiscal. 


131.3 Si el fiscal no se opone al sobreseimiento, el juez deberá decretarlo. 


131.4 Si el pedido de sobreseimiento formulado por la defensa fuera denegado, 
esta no podrá volver a plantearlo, salvo que alegare hechos no conocidos al tiempo de 
formular la primera solicitud u ofreciere nuevos medios de prueba. 


Fuente: Numeral 131.2, Ley N* 19.436, de 30 de diciembre de 
2016, 

artículo 5” ("Dispónese que las referencias efectuadas en la Ley 
N* 19.293, de 19 de diciembre de 2014, Código del Proceso Penal, 
a la audiencia preliminar deberán entenderse realizadas a la 
audiencia de formalización o a la audiencia de juicio, según 


corresponda”). 
Artículo 132 (Efectos)- El sobreseimiento tiene los mismos efectos que la 
sentencia absolutoria. 
Artículo 133. (Clausura definitiva).- Se clausurará definitivamente el proceso 


cuando concurra alguna de las siguientes causales: 
a) muerte del imputado; 
b) amnistía; 


Cc) gracia; 
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d) indulto; 


e) la existencia de sentencia ejecutoriada recalda sobre los mismos hechos (bis in 
idem); 


f) prescripción. 


Dichas causales podrán ser declaradas en cualquier estado del juicio, de oficio o a 
petición de parte. En el primer caso, se notificará personalmente a las partes quienes 
tendrán el plazo perentorio de diez días para impugnar mediante recurso de apelación. 
En el segundo caso, la petición se tramitará por vía incidental. 


SECCIÓN V 
De las audiencias 


Artículo 134. (Presidencia y asistencia).- 
134.1 Las audiencias serán presididas por el tribunal. 


134.2 Las audiencias se celebrarán con la presencia del juez, del Ministerio Público, 
del defensor y del imputado. La ausencia de cualquiera de estos sujetos procesales 
aparejará la nulidad de la audiencia, la cual viciará a los ulteriores actos del proceso y 
será causa de responsabilidad funcional de los dos primeros y del defensor, según 
corresponda. 


134.3 La víctima podrá asistir y su participación será facultativa, con el alcance, los 
derechos y de la forma que se establece en este Código. 


Artículo 135. (Publicidad).- Las audiencias que se celebren una vez concluida la 


investigación preliminar serán públicas, salvo que el tribunal decida lo contrario por 
alguno de los siguientes motivos: 


a) por consideraciones de orden moral, de orden público o de seguridad; 


b) cuando medien razones especiales para preservar la privacidad y/o dignidad de 
las personas intervinientes en el proceso; 


c) cuando por las circunstancias especiales del caso, la publicidad de la audiencia 
pudiere perjudicar a los intereses de la justicia o comprometer un secreto 
protegido por la ley. 


Contra la decisión del tribunal solo cabrá el recurso de reposición. 


Artículo 136. (Continuidad).- 


136.1 Toda vez que proceda la suspensión de una audiencia, se fijará en el acto la 
fecha de su reanudación, salvo razones fundadas. 


136.2 De no establecerse plazo especifico de prórroga, la audiencia deberá fijarse 
para la fecha más cercana posible, a los efectos de procurar la continuidad del 
proceso. 
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135.3 La no realización de cualquiera de las audiencias dentro de los plazos 
previstos en este Código por causas no imputables a las partes, generará 
responsabilidad administrativa del juez interviniente, 


Artículo 137. (Dirección).- Las audiencias serán dirigidas por el tribunal. Este 
ordenará las lecturas pertinentes, hará las advertencias que correspondan y moderará 
la discusión, impidiendo derivaciones inadmisibles, impertinentes o inconducentes, sin 
coartar por ello el libre ejercicio de la acción penal y el derecho de defensa. 


Artículo 138. (Disciplina y control).- El tribunal deberá adoptar a petición de parte o 
de oficio, todas las medidas necesarias para asegurar el normal y continuo desarrollo 
de las audiencias, así como la preservación de su decoro y eficacia, estando facultado 
especialmente para: 


a) ordenar que se retire de sala quien perturbe el desarrollo de la audiencia; 


b) prohibir al público y a la prensa el empleo de medios técnicos de reproducción 
y filmación, cuando ello perturbe la regularidad del acto. 


Artículo 139. (Documentación).- 


139.1 Las audiencias deberán registrarse en audio o video. Se utilizarán imágenes 
y sonidos para documentar actos de prueba o audiencias, quedando prohibida toda 
forma de edición, tratamiento o modificación de los registros. Se deberá asegurar su 
autenticidad e inalterabilidad. 


139.2 Sobre cada audiencia se registrará un acta sucinta donde se asentarán la 
fecha, partes intervinientes, ubicación del registro y decisión adoptada. 


139.3 Será responsabilidad del juez verificar el correcto funcionamiento de los 
mecanismos de contingencia establecidos para el sistema de registro de audiencias en 
audio o video. En los casos excepcionales donde el sistema de registro o su sistema 
de contingencia no estuvieran disponibles, por razón fundada, se utilizará el acta 
escrita como medio de registro de todo lo actuado. 


Fuente: Ley N* 19.549, de 25 de octubre de 2017, 
artículo 3", 


TÍTULO VI 
DE LA PRUEBA 


CAPÍTULO | 
REGLAS GENERALES 


Artículo 140. (Actividad probatoria).- 
140.1 La actividad probatoria en los procesos penales está regulada por la 


Constitución de la República, los Tratados aprobados y ratificados por nuestro país, 
por este Código y por leyes especiales. 
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140.2 Las pruebas se admiten a solicitud del Ministerio Público, la defensa y la 
víctima. El tribunal decidirá su admisión y podrá rechazar los medios probatorios 
innecesarios, inadmisibles o inconducentes, 


140.3 Las resoluciones dictadas por el tribunal sobre producción, denegación y 
diligenciamiento de la prueba, serán apelables con efecto diferido. 


Artículo 141. (Objeto de la prueba).- El objeto de la prueba en materia penal es: 


a) la comprobación de los supuestos fácticos descritos en la ley como 
configurativos del delito imputado; 


b) la averiguación de la participación que haya tenido el imputado en los hechos 
investigados; 


c) la concurrencia de causas de justificación: 
d) la existencia de circunstancias agravantes o atenuantes; 


e) los elementos que permitan el mejor conocimiento de la personalidad del 
imputado y puedan incidir en la individualización de la pena. 


Artículo 142. (Certeza procesal).- 


142.1 No se podrá dictar sentencia condenatoria sin que obre en el proceso plena 
prueba de la que resulte racionalmente la certeza del delito y la responsabilidad del 
imputado. 


142.2 En caso de duda, deberá absolverse al imputado. 


142.3 Estas disposiciones no se aplicarán al proceso abreviado, el que se regirá por 
lo dispuesto en el Título 11 del Libro 1! de este Código. 


Fuente: Ley N* 19.549, de 25 de octubre de 2017, 
artículo 14, 


Artículo 143. (Valoración de la prueba).- Las pruebas serán valoradas por 
separado y en conjunto de acuerdo con las reglas de la sana critica, salvo texto legal 
que expresamente disponga una regla de apreciación diversa. 


El tribunal indicará concretamente el o los medios de prueba que constituyan el 
fundamento principal de su decisión. 


Artículo 144. (Reglas probatorias).- Podrán probarse los hechos y circunstancias 
de interés para el caso, por cualquier medio de prueba, salvo que se encuentren 
expresamente prohibidos por la Constitución de la República o la ley. 


La recolección de evidencias se sujetará a las siguientes reglas: 
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la recolección de evidencias probatorias estará a cargo del Ministerio 
Público, que actuará bajo los principios de objetividad y buena fe; 


o 


b 


— 


el imputado y su defensa podrán recolectar sus propias evidencias 
probatorias y recurrirán al Ministerio Público solo si fuese necesaria su 
intervención; 


c) los jueces no podrán realizar actividad probatoria ni incorporar de oficio 
evidencia alguna; 


d 


e 


las partes podrán acordar tener por admitidos ciertos hechos, en cuyo caso 
corresponderá al juez en la audiencia de control de acusación declararlo 
como acreditado, dejando debida constancia en el auto de apertura a juicio. 


Fuente: Ley N* 19.549, de 25 de octubre de 2017, 
artículo 15. 


. (Prueba trasladada).- Las pruebas producidas en otro proceso, sea 
nacional o extranjero, aun cuando no hubiere mediado contralor de las partes, serán 
apreciadas por el tribunal de acuerdo a su naturaleza y circunstancias. Las partes 
podrán solicitar las medidas complementarias o ampliatorias que estimen del caso. 


CAPÍTULO Il 
MEDIOS DE PRUEBA 


SECCIÓN 1 
De la confesión 


Artículo 146. (Confesión).- 


146.1 La confesión consiste en la admisión por el imputado de los hechos 
contrarios a su interés. 


146.2 Para que la confesión tenga valor probatorio es preciso que el imputado, 
asistido por su defensor, la haya prestado libremente ante el tribunal, y que además 
otro u otros elementos de convicción la corroboren. 


SECCIÓN II 
De la prueba testimonial 
Artículo 147. (Deber de testimoniar).- Podrá disponerse el interrogatorio de toda 


persona cuya declaración se considere útil para el descubrimiento de la verdad sobre 
los hechos investigados. 


Nadie puede negarse a declarar como testigo, salvo las excepciones establecidas 
expresamente por la ley. 


Artículo 148. (Derechos del testigo).- Desde el inicio del proceso penal y hasta su 
finalización, se garantizará la plena vigencia de los siguientes derechos a los testigos 
convocados: 
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a) arecibir un trato digno y respetuoso por parte de las autoridades competentes; 
b) aser informado sobre el motivo de su citación; 


c) a pedir protección para él y su familia, en sus personas y sus bienes, si lo 
estimare necesario. 


Artículo 149. (Capacidad).- Toda persona puede atestiguar, sin perjuicio de la 
facultad del tribunal ce apreciar el valor de su testimonio. 


Artículo 150. (Exenciones al deber de testimoniar).- 


150.1 Podrán abstenerse de testificar en contra del imputado, siempre que no sean 
denunciantes o damnificados, el cónyuge, aun cuando estuviere separado, los 
parientes consanguíneos hasta el segundo grado, los afines en primer grado, los 
concubinos more uxorio, los padres e hijos adoptivos, los tutores y curadores y los 
pupilos. 


150.2 Antes de iniciarse la declaración y bajo sanción de nulidad, las personas 
mencionadas serán informadas de su facultad de abstenerse. Ellas podrán ejercer 
dicha facultad aun durante su declaración, incluso en el momento de responder 
determinadas preguntas. 


Artículo 151. (Abstención de rendir testimonio). Deberán abstenerse de declarar 
quienes deban guardar secreto profesional o mantener información reservada o 
confidencial. 


151.1 Los vinculados por el secreto profesional no podrán ser obligados a declarar 
sobre lo conocido por razón del ejercicio de su profesión, salvo los casos en que la ley 
disponga lo contrario. Sin embargo, estas personas no podrán negarse a testificar 
cuando sean liberadas del deber de guardar secreto por quien se los haya confiado. 


151.2 Los funcionarios públicos si conocen de una información clasificada como 
reservada o confidencial no estarán obligados a declarar, salvo que el juez a solicitud 
de parte considere imprescindible la información. En este caso, el tribunal requerirá la 
información por escrito e inclusive podrá citar a declarar a los funcionarios públicos 
que corresponda. 


Artículo 152. (Citación) - 


152.1 Para el examen de testigos, se librará citación en la que se señalará el deber 
de comparecer y la sanción en que se incurrirá en caso de incumplimiento. 


152.2 En casos de urgencia, podrán ser citados por cualquier medio, inclusive 
verbal, dejándose constancia. 


1523 El testigo podrá también presentarse espontáneamente, lo que se hará 
constar. 


152.4 No se descontará del salario del testigo compareciente el tiempo que estuvo 
a disposición del tribunal. A su solicitud, se expedirá constancia de su comparecencia. 


Artículo 153. (Testigos residentes fuera del lugar o en el extranjero).- 
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153.1 Si el testigo no reside en el lugar o cerca de donde debe prestar su 
testimonio, se podrá comisionar la recepción de su declaración por exhorto u oficio al 
órgano competente de su residencia, siempre que sea dificil o gravosa su 
concurrencia. Á tales efectos, podrá utilizarse el medio técnico más apropiado. 


153.2 Sin embargo, si la gravedad del hecho investigado y la importancia del 
testimonio lo requirieran, el testigo deberá comparecer a la audiencia que se señale. 


153.3 Si el testigo se hallare en el extranjero, se procederá conforme a lo dispuesto 
en las normas sobre cooperación judicial internacional. 


Artículo 154. (Compulsión y arresto).- 


154.1 Si el testigo no compareciere sin mediar causa justificada, será conducido por 
la fuerza pública. 


154.2 Si después de comparecer el testigo se negare a declarar, será puesto a 
disposición del tribunal competente por la responsabilidad penal que le pudiere 
corresponder. 


154.3 Cuando el testigo carezca de domicilio o cuando exista temor fundado de que 
se oculte, fugue o ausente, el tribunal podrá disponer de oficio o a petición de parte su 
arresto, a los solos efectos de asegurar su declaración. La duración de la medida no 
podrá exceder las doce horas. 


. (Testimonio de altas autoridades y miembros del cuerpo 
diplomático) - 


155.1 No tienen la obligación de comparecer el Presidente de la República, el 
Vicepresidente, los Ministros y Subsecretarios del Poder Ejecutivo, los Senadores y 
Representantes Nacionales, los Ministros de la Suprema Corte de Justicia, del 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo, de la Cone Electoral y del Tribunal de 
Cuentas, los Intendentes Departamentales, los Oficiales Generales de las Fuerzas 
Armadas en actividad, el Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación, el 
Procurador del Estado en lo Contencioso Administrativo, los Ministros de los 
Tribunales de Apelaciones, los Jueces y los Fiscales Letrados. Estas personas 
rendirán su declaración a su elección, en su domicilio o en su despacho. El acto de la 
audiencia no será público. 


155.2 Tampoco tienen obligación de comparecer los miembros del cuerpo 
diplomático o consular acreditados en el Uruguay. Estas personas rendirán su 
testimonio conforme a las normas del Derecho Internacional. 


. (Testigo imposibilitado).- La persona que no pueda concurrir al 
tribunal por estar fisicamente impedida, será examinada en su domicilio o en el lugar 
donde se encuentre. En este caso, así como en el artículo anterior, las partes deberán 
comparecer al acto y formular las preguntas que estimen pertinentes, bajo contralor 
del juez. 


Artículo 157. (Incomunicación).- Antes de declarar, los testigos no podrán 
comunicarse entre sí ni con otras personas, ni ver, oír o ser informados de lo que 
ocurre en la sala de audiencias. El tribunal resolverá si deberán permanecer 
incomunicados en la antesala después de declarar. 


Artículo 158. (Reglas para el examen de los testigos).- 
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158.1 Antes de comenzar la declaración, el juez advertirá al testigo de su deber de 
decir la verdad y lo instruirá acerca de las penas con que el Código Penal castiga el 
falso testimonio. 


158.2 Se procederá a interrogar a cada testigo sobre lo siguiente: 


a) su nombre, apellido, edad, estado civil, profesión u oficio y domicilio y si 
es extranjero, además los años de residencia en el país; 


b) si conoce al imputado y a los demás interesados en el resultado del 
proceso, si tiene con alguno de ellos parentesco, amistad, enemistad o 
relaciones de cualquier clase y si tiene interés de cualquier orden en la 
causa; 


c) sobre todos los demás hechos y circunstancias que sean conducentes a 
la averiguación de la verdad con respecto a los hechos que son objeto del 
proceso: 


d) acerca de todas las circunstancias que sirvan para apreciar su 
credibilidad y especialmente sobre la razón de sus dichos. 


158.3 La declaración de los testigos se sujetará a los interrogatorios que efectúen 
las partes. Estos serán realizados en primer lugar por la parte que hubiere ofrecido 
la respectiva prueba y luego por la contraparte. Finalmente, el tribunal podrá 
formular preguntas aclaratorias a los testigos. A solicitud de cualquiera de las partes 
el tribunal podrá autorizar nuevo interrogatorio de los testigos que ya hubieren 
declarado en la audiencia, 


158.4 El juez podrá rechazar cualquier pregunta que juzgue inconducente, 
innecesaria, dilatoria, sugestiva, perjudicial o agraviante para el testigo, así como 
dar por terminado el interrogatorio cuando lo considere del caso. 


El testigo no podrá leer notas o apuntes a menos que el tribunal lo autorice. 


Fuente: Ley N* 19.549, de 25 de octubre de 2017, 
articulo 16, 


Artículo 159. (Testigo sospechoso de delito).- 


159.1 Si de la declaración de una persona citada como testigo surgieren indicios 
que la hicieren sospechosa de delito, se suspenderá la diligencia y en adelante se le 
aplicará el estatuto del imputado. 


159.2 La declaración como testigo de una persona que luego pasa a ser 
considerada como imputada, no podrá utilizarse en su perjuicio. 


Artículo 160. (Testigos menores de dieciocho años de edad).- 


160.1 El interrogatorio de los testigos menores de dieciocho años, será conducido 
por el tribunal sobre la base de las preguntas presentadas por el fiscal y la defensa. 
Podrá recurrirse al asesoramiento de un psicólogo forense u otro profesional 
especializado. Por regla general no podrán ser interrogados directamente por las 
partes. 


160.2 A los efectos de contemplar sus derechos y brindar su testimonio en el 
proceso, deberán adoptarse una o más de las siguientes medidas: 
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a) pantallas de cristal para ocultar al testigo del imputado u otros elementos que 
constituyan barrera física con el mismo efecto; 


b) prestar testimonio desde una sala adyacente al tribunal a través de un circuito 
cerrado de televisión u otra tecnología con similar efecto; 


c) recepción en privado, excluyéndose al público y a los medios de prensa de la 
sala del tribunal; 


d) examen del testigo a través de un intermediario designado por el tribunal, con 
la función de ayudarlo a comprender el interrogatorio. Esta medida será tenida 


especialmente en cuenta tratándose de menores de doce años de edad; 


e) presencia de un acompañante como apoyo emocional, mientras el testigo 
presta testimonio. Este puede ser cualquier adulto en quien él confíe, siempre 
que no sea parte, testigo u otro sujeto del proceso. 


Fuente: Ley N? 19.436, de 23 de setiembre de 2016. 
articulo 2”. 


(Testigo que no conozca el idioma).- Si el testigo no sabe darse a 
entender por desconocer el idioma español, se utilizarán los servicios de un intérprete. 


Artículo 162 (Testigos discapacitados).- 


a) Tratándose de testigos con discapacidad intelectual o mental se aplicarán las 
reglas previstas en los artículos precedentes. 


b) Al testigo con dificultades de audición y comunicación se le proveerá de un 
intérprete. 


c) Altestigo que no se comunica mediante el habla, se le proveerá de sistemas de 
comunicación alternativos. 


d) Al testigo no vidente que deba suscribir el acta, le será leida por el actuario o 
secretario del tribunal, 


Artículo 163. (Testigos intimidados).- 


163.1 Cuando exista peligro grave para la persona, la libertad o los bienes del 
testigo o sus familiares, el tribunal podrá disponer una o más de las medidas previstas 
en el artículo 160 de este Código, 


163.2 Asimismo, se podrá disponer la reserva de su identidad, de los demás datos 
personales y de cualquier otro elemento que pueda servir para su identificación, 
pudiéndose utilizar para esta un número o cualquier otra clave. Sus datos filiatorios y 
toda otra circunstancia que permita identificarlo, quedarán depositados en dos sobres 
cerrados y lacrados, en cuyo reverso solamente se dejará constancia de la causa y del 
titular del Ministerio Público interviniente. Uno de los sobres quedará en poder de este 
y el otro en poder del tribunal. Cuando se establezca esta medida, se dispondrá 
además la prohibición de divulgar de cualquier forma su identidad o de cualquier otro 
dato conducente a ella 
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163.3 La declaración de los testigos en las condiciones previstas en el numeral 
anterior, será valorada por el juez con criterio especialmente riguroso, considerando 
para su credibilidad el resto de los elementos probatorios y las circunstancias que 
determinaron su protección. 


Articulo 164. (Declaración de la victima).- 


Tratándose de víctimas de delitos sexuales, menores de dieciocho años, personas 
con discapacidad física, mental o sensorial, la declaración será receptada por un 
funcionario especializado y sin la presencia de las partes, prohibiéndose en este caso 
el careo. 


Se utilizará la modalidad de Cámara Gesell o cualquier otro medio técnico que 
permita el adecuado control por las partes. Previo a la iniciación del acto, el juez debe 
hacer saber al funcionario especializado a cargo de la entrevista los puntos de 
interrogatorio propuestos por las partes, las características del hecho y el estado 
emocional de la víctima, 

Sin perjuicio de ello, se podrá prescindir de esta modalidad, previa opinión favorable 
del representante de la víctima, si atendiendo a las circunstancias del caso, no se 
advierte ningún riesgo para aquella. 

Salvo circunstancias excepcionales, debidamente justificadas, la declaración de las 
víctimas de que trata este numeral, deberá ser recibida siempre como prueba 
anticipada, de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 213 de este Código. 


Fuente: Ley N” 19,549, de 25 de octubre de 2017, 
artículo 17. 


Artículo 165. (Testimonio filmado).- 


165.1 En los casos en que se considere conveniente por las caracteristicas del 
testimonio o por sus particulares circunstancias, podrá disponerse la filmación, 
agregándose el soporte como parte integrante del acto. 


165.2 Asimismo, se adoptarán los medios técnicos tendientes a preservar la 
genuinidad del soporte de la filmación. 


SECCIÓN Il 
Del carco 


Artículo 166. (Procedencia).- 


166.1 Podrá ordenarse el careo de personas que en sus declaraciones hubieren 
discrepado sobre hechos o circunstancias importantes. El imputado también podrá 
solicitarlo, pero no pocrá ser obligado a carearse. 


166.2 No procederá el careo entre el imputado y la víctima, así como tampoco el 
careo entre el imputado y los testigos referidos en los artículos 161 a 163 de este 
Código. 

a Fuente: Ley N” 19.436, de 23 de setiembre de 2016, 
artículo 2? 
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Artículo 167. (Reglas del careo).- 


167.1 El juez hará referencia a las declaraciones de los sometidos a careo y les 
preguntará si las confirman o modifican. 


167.2 Acto seguido, el Ministerio Público y la defensa podrán interrogar a los 
sometidos a careo, exclusivamente sobre los puntos materia de contradicción que 
determinaron la procedencia de la diligencia. 


SECCIÓN IV 
Del reconocimiento 


Artículo 168. (Reconocimiento).- El reconocimiento es el acto ordenado por el 
tribunal, por el que alguna persona o cosa determinada es examinada o inspeccionada 
por aquel, o por las personas cuyo informe o testimonio puede ser conveniente para la 
investigación. 


Artículo 169. (Reconocimiento de personas).- 


169.1 El reconocimiento de personas por testigos, se hará con las reglas de la 
declaración testimonial, en lo pertinente, y con los siguientes requisitos: 


a) previo al inicio del reconocimiento se interrogará al testigo por separado de 
los demás, a efectos de que describa a la persona y manifieste si lo ha 
vuelto a ver o le ha sido exhibido antes del acto; 


se le indicará al testigo que el imputado puede o no estar presente en la 
rueda de reconocimiento; 


c) la rueda estará conformada con el imputado y al menos tres personas con 
características morfológicas y vestimenta similares a aquel. La defensa 
podrá incorporar en la rueda a dos personas más. No podrá haber más de 
un imputado en cada fila; 


d) el imputado elegirá su ubicación en la fila de personas; 


el testigo procederá al reconocimiento desde un lugar donde no pueda ser 
visto, manifestando si el imputado se encuentra en la fila. En caso 
afirmativo indicará las diferencias y semejanzas que observa entre su 
estado actual y el que presentaba a la fecha del hecho. 


169.2 Deberá presenciar el acto el defensor del imputado. 


169.3 Durante la indagatoria preliminar el fiscal podrá ordenar la realización del 
reconocimiento, sin orden ni presencia del juez, pero siempre en presencia de la 
defensa, en cuyo caso el resultado se regirá por lo dispuesto en el artículo 259.1 de 
este Código. Si se realiza en presencia del juez, se considerará prueba anticipada 
conforme a lo previsto en el artículo 213 de este Código. 


169.4 De todo lo actuado se dejará registro en los términos dispuestos en el artículo 
139 de este Código. 


b 


— 


e 


Fuonto: Loy N* 19.549, de 25 de octubre de 2017, 
articulo 18, 
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Artículo 170. (Reconocimiento por imágenes).- Cuando no se pudiere efectuar el 
reconocimiento de personas en las condiciones indicadas en el articulo anterior, se 
podrá utilizar imágenes fotográficas o filmicas, observando las mismas reglas en lo 
pertinente. 


. (Otros reconocimientos).- Cuando se disponga reconocer voces, 
sonidos y cuanto pueda ser objeto de percepción sensorial, se observarán las reglas 
que anteceden, en lo pertinente. 


Sin perjuicio de labrar el acta respectiva, se podrá disponer que se documente 
mediante prueba fotográfica, videográfica o mediante otros instrumentos o 
procedimientos. 


Artículo 172. (Reconocimiento de cosas).- Antes del reconocimiento de una cosa 
se invitará a la persona que debe efectuarlo a que la describa. En lo demás, regirán 
las disposiciones precedentes. 


SECCIÓN V 
De la prueba documental 


Artículo 173. (Incorporación).- 


173.1 Se podrá incorporar al proceso todo documento que pueda servir como 
medio de prueba. Quien lo tenga en su poder está obligado a presentarlo, exhibirlo o 
permitir su conocimiento, salvo dispensa o prohibición legal o necesidad de previa 
orden judicial. 


173.2 Durante la etapa de investigación, el fiscal podrá solicitar directamente al 
tenedor del documento su presentación, exhibición y en caso de negativa, solicitar al 
tribunal la orden de incautación correspondiente. 


173.3 Los documentos que contengan declaraciones anónimas no podrán ser 
llevados al proceso ni utilizados en modo alguno, salvo que constituyan el cuerpo del 
delito o provengan del imputado. 


173.4 Tampoco podrán admitirse como medio de prueba ni ser utilizadas en modo 
alguno, las misivas y otras comunicaciones del imputado con su defensor y con 
personas amparadas por secreto profesional. Esta excepción no rige si dichas 
personas son también imputadas, ni cuando aquellas son medios para la preparación, 
ejecución o encubrimiento del delito. 


Artículo 174 (Reconocimiento del documento) - 
174.1 Cuando sea necesario se ordenará el reconocimiento del documento por su 
autor o por quien resulte identificado según su voz, imagen, huella, señal u otro medio, 


así como por aquel que efectuó el registro. Podrán ser llamados también a reconocerlo 
personas distintas, en calidad de testigos. 


174.2 Podrá acudirse a la prueba pericial cuando corresponda establecer la 
autenticidad del documento. 


Artículo 175. (Traducción, transcripción y visualización de documentos).- 
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175.1 Todo documento redactado en idioma distinto del español, deberá estar 
traducido por traductor público para ser incorporado al proceso. 


175,2 Cuando el documento consista en una grabación, se dispondrá su 
transcripción en un acta con intervención de las partes. 


175.3 Cuando el documento consista en un video, se ordenará su visualización y su 
transcripción en un acta, con intervención de las partes. 


Artículo 176 (Instrumentos públicos).- En lo relativo a la autenticidad de los 
documentos públicos y la fe que de ellos emana, se aplicarán las disposiciones del 
derecho civil, salvo que el delito imputado consista en la falsedad material o ideológica 
del mismo. 


SECCIÓN VI 
De la prueba por informes 


Artículo 177. (Requerimiento de informes).- Podrán requerirse informes sobre 
datos que consten en registros oficiales o privados. La omisión o el retardo en la 
respuesta, la falsedad del informe o el ocultamiento de datos, generarán las 
responsabilidades correspondientes, sin perjuicio de las diligencias de inspección, 
revisión o incautación que fueren necesarias. 


SECCIÓN VII 
De la prueba pericial 


Artículo 178. (Procedencia).- 


178.1 Procederá el informe de peritos en los casos determinados por la ley y 
slempre que para apreciar algún hecho o circunstancia relevante para la causa, fueren 
necesarios o convenientes conocimientos especiales de naturaleza científica, técnica, 
artística o de experiencia calificada. 


178.2 Los informes deberán emitirse con imparcialidad, atendiéndose a los 
principios de la ciencia o reglas del arte u oficio que profesare el perito. 


178.3 En la audiencia, los peritos deberán exponer brevemente el contenido y las 
conclusiones de su informe y a continuación se autorizará que sean interrogados por 
las partes. Los interrogatorios serán realizados en primer lugar por la parte que 
hubiere ofrecido la respectiva prueba y luego por la contraparte. 


178.4 Finalmente, el tribunal podrá formular preguntas al perito con el fin de aclarar 
sus dichos. 


. Derogado. Ley N” Ley N* 19.549, de 25 de octubre de 2017, 
artículo 36. 


Texto derogado. Articulo 179. (Remisión).- La prueba pericial se regirá por lo establecido en el Libro 1, 


Titulo VI, Capítulo Ill, Sección V del Código Genera! del Proceso, en lo pertinente. 


Artículo 180. (Actuación de los peritos oficiales).- 
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180.1 El Ministerio Público podrá requerir como peritos a los miembros del Instituto 
Técnico Forense, de la Policia Científica y de otros organismos estatales 
especializados, que le presten auxilio en la etapa de investigación, 


180.2 Asimismo, si en la preparación del caso la defensa necesitare el auxilio de 
expertos de los organismos mencionados en el numeral precedente, podrá solicitar al 
fiscal o al tribunal según la etapa procesal, que ordene la actuación de estos y 
eventualmente, presentarlos como peritos en la audiencia de prueba. 


Artículo 181. (Honorarios del perito).- Los peritos designados a solicitud de las 
partes tendrán derecho a cobrar honorarios salvo que actúen como funcionarios 
públicos en cumplimiento de su función. Si la designación fuera efectuada a solicitud 
del Ministerio Público o de la defensa pública, los honorarios serán de cargo del 
Estado a través del órgano jerarca del solicitante. 


SECCIÓN VIII 
De los indicios 


Artículo 182. (Concepto de indicio).- 


182.1 Indicios son las cosas, estados o hechos personales o materiales, ocurridos o 
en curso, aptos para convencer en alguna medida, acerca de la verdad de las 
afirmaciones o de la existencia de un hecho que es objeto del proceso, toda vez que 
no constituyan un medio de prueba especificamente previsto 


182.2 Para que los indicios puedan servir de base a una resolución judicial, deberán 
estar plenamente probados, ser inequívocos y ligar lógica e ininterrumpidamente el 
punto de partida y la conclusión probatoria. 


SECCIÓN 1X 
De la inspección judicial y de la reconstrucción del hecho 


Artículo 183. (Inspección judicial).-. 


183.1 Podrá comprobarse mediante la inspección de personas, lugares y cosas, las 
huellas, rastros y otros efectos materiales que el hecho haya dejado, describiéndolos 
detalladamente y recogiendo o conservando en lo posible, lo que tenga eficacia 
probatoria. 


183.2 El tribunal describirá el estado actual del objeto de la inspección y en cuanto 
sea posible, verificará el preexistente. En caso de desaparición o alteración de los 
rastros u otros efectos, averiguará y hará constar el modo, tiempo y causa de ellas. 


Artículo 184. (Examen corporal del imputado).- 

184.1 Durante la indagatoria preliminar, el juez a solicitud de las partes puede 
ordenar el examen corporal del imputado para establecer hechos significativos de la 
investigación. 


184.2 Con esa finalidad, aun sin el consentimiento del imputado pueden efectuarse 
pruebas biológicas y mínimas intervenciones corporales, siempre efectuadas por 
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profesional especializado. La diligencia está condicionada a que no se tema 
fundadamente un daño para la salud del imputado, para lo cual si resulta necesario, se 
contará con un previo dictamen pericial. 


184.3 Si el examen corporal puede ofender el pudor de la persona, sin perjuicio de 
que el examen lo realice un médico legista u otro profesional especializado, a petición 
del imputado debe ser admitida la presencia de una persona de su confianza, 
labrándose acta del resultado del mismo. 


Artículo 185. (Reconstrucción del hecho).- 


185.1 La reconstrucción del hecho tiene por finalidad verificar si el delito se cometió 
de acuerdo con las declaraciones y demás pruebas diligenciadas, debiendo 
practicarse con la mayor reserva posible. 


185.2 La diligencia se realizará bajo la dirección del tribunal, labrándose acta 
resumida en la que conste la realización de la misma y sus detalles. 


185.3 No podrá obligarse al imputado a intervenir en la reconstrucción y cuando 
participe, regirán las reglas previstas para su declaración. 


185.4 El tribunal tomará las medidas del caso para procurar que la concurrencia del 
público y de los medios de información al acto respectivo, no perturben el desarrollo de 
la diligencia. 


Artículo 186. (Participación de testigos y peritos).- 


186.1 La inspección judicial y la reconstrucción dal hecho deben realizarse 
preferentemente con la participación de testigos y peritos. 


185.2 Asimismo, se dispondrá que se levanten planos o croquis del lugar y se 
tomen fotografías, grabaciones o películas de las personas o cosas que interesen a la 
causa. 


SECCIÓN X 
De la identificación del cadáver y autopsia 


Artículo 187. (Identificación de cadáver).- 


187.1 Si se tiene conocimiento de la ocurrencia de una muerte presuntamente 
violenta, antes de procederse al enterramiento del cadáver o inmediatamente después 
de su exhumación, se le identificará por todos los medios adecuados. 


187.2 La diligencia deberá ser dirigida por el fiscal o quien lo represente con la 
intervención del médico legista y del personal policial especializado en criminalística. 


Artículo 188. (Autopsia y reconocimiento).- 

188.1 En los casos de muerte en que se sospecha la existencia de un delito o cuya 
causa no esté determinada se practicará el reconocimiento del cadáver y la autopsia, 
pudiendo incluso disponerse la exhumación. 


188.2 El médico actuante describirá minuciosamente la operación e informará sobre 
la naturaleza de las lesiones, el origen y la causa del fallecimiento y sus 
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circunstancias, si se pudieran determinar, debiendo procurar que la integridad 
corpórea del cadáver quede restablecida al máximo. 


188.3 Asimismo, deberá adoptar todas las medidas necesarias para asegurar la 
identificación y conservación de los objetos y elementos que se extraigan del cadáver. 


188.4 El resultado del reconocimiento y de la autopsia será informado al fiscal, a los 
familiares de la persona fallecida y al juez que estuviera interviniendo. 


SECCIÓN XI 
De los registros 


Artículo 189. (Objeto).- 

189.1 El registro tiene por objeto averiguar el estado de las personas, lugares, 
cosas, rastros u otros efectos materiales de utilidad para la investigación. De su 
realización se labrará acta y cuando sea posible, se recogerán o conservarán los 
elementos materiales útiles. 


189.2 La autoridad administrativa, por orden del fiscal o por sí, dando cuenta 
inmediata a aquel, podrá inspeccionar o disponer el registro de lugares abiertos, cosas 
O personas, cuando existan motivos suficientes para considerar que se encontrarán 
rastros de delito, o que en determinado lugar se encuentra el imputado o alguna 
persona prófuga. 


189.3 Si el hecho no dejó rastros o efectos materiales o si estos han desaparecido 
o han sido alterados, se describirá la situación que se encuentre y sus elementos 
componentes, procurando consignar asimismo el estado anterior, el modo, tiempo y 
causa de su desaparición o alteración y los medios de convicción de los cuales se 
obtuvo ese conocimiento. De la misma forma se procederá cuando la persona 
buscada no sea hallada en el lugar. 


189.4 De ser posible, se levantarán planos de señales, se usarán elementos 
descriptivos y fotográficos y se realizará toda otra operación técnica necesaria o útil 
para el cabal cumplimiento de la diligencia. 


189.5 La autoridad administrativa, por orden del fiscal o por sí dando cuenta 
inmediata a aquel, podrá disponer que durante la diligencia de registro no se ausenten 
las personas halladas en el lugar, o que comparezca inmediatamente cualquier otra. 
Los que desobedezcan serán conducidos por la fuerza pública. 


189.6 La retención solo podrá durar dos horas, salvo que el juez habilitare un plazo 
mayor. 


Artículo 190. (Registro de personas).- 


190.1 Cuando existan fundadas razones para considerar que una persona oculta 
objetos en su cuerpo, vestimenta, efectos personales relacionados con el delito, la 
autoridad administrativa, por orden del fiscal o por sí, dando cuenta inmediata a aquel, 
procederá a registrarlo. Antes del registro, se invitará a la persona a que exhiba y 
entregue el objeto buscado. 


190.2 El registro se efectuará por persona del mismo sexo siempre que sea posible 
respetando la dignidad y el pudor del registrado. 
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190.3 El registro puede comprender también equipaje y bultos, así como el vehículo 
utilizado. De todo lo actuado se labrará acta que se ofrecerá firmar a los involucrados, 
quienes podrán consignar las observaciones que entiendan del caso. 


Artículo 191. (Registro de lugares no destinados a habitación).- Cuando existan 
motivos razonables para considerar que en determinado edificio o lugar cerrado se 
oculta el imputado o alguna persona evadida, o que se encuentran objetos 
provenientes de actividad delictiva o relevantes para la investigación, el fiscal solicitará 
autorización judicial para el allanamiento y registro respectivos. 


Artículo 192. (Contenido de la resolución).- 


192.1 La resolución de la autoridad competente contendrá el nombre del fiscal 
autorizado, la fecha en que se realizará la diligencia, la finalidad especifica del 
allanamiento y la designación precisa del inmueble que será allanado y registrado. 


192.2 Dispuesto el registro, se dará aviso previo a la persona a cuyo cargo 
estuviere el local, vehículo, buque o aeronave, salvo que a criterio del tribunal, ello 
resulte perjudicial para la eficacia de la diligencia. 


Artículo 193. (Registro de lugares destinados al culto).- Para el allanamiento y 
registro de templos y lugares cerrados destinados a cualquier culto cuya celebración 
sea organizada por instituciones con personería jurídica, se requerirá el aviso a las 
personas que estén a su cargo directo e inmediato, salvo que a criterio del juez, ello 
resulte perjudicial para la eficacia de la diligencia. 


Artículo 194. (Registros especiales).- 


194.1 El Ministerio Público podrá solicitar al tribunal el registro de inmuebles 
destinados a organismos públicos y sus dependencias y buques y aeronaves del 
Estado. 


La diligencia se hará efectiva con previo aviso al jerarca correspondiente, salvo que 
a criterio del juez resulte perjudicial para la eficacia de la medida. 


194.2 Para el registro de la Casa de Gobierno, del Palacio Legislativo, de las sedes 
centrales de la Suprema Corte de Justicia, del Tribumal de lo Contencioso 
Administrativo, de la Corte Electoral, del Tribunal de Cuentas, se requerirá la 
autorización escrita del Presidente de la República en su caso o del presidente del 
órgano afectado por la medida, salvo que a criterio del juez resulte perjudicial para la 
eficacia de la diligencia. En estos casos no regirán las limitaciones de tiempo 
establecidas en el artículo 195 de este Código. 


194.3 Con relación al allanamiento y registro de sedes y oficinas de misiones 
diplomáticas o consulares extranjeras, de organismos internacionales y residencias de 
sus funcionarios, así como de buques y aeronaves de guerra extranjeros, se aplicarán 
los tratados y convenciones internacionales respectivos, en lo pertinente. 


Artículo 195. (Allanamiento y registro domiciliario).- 
195.1 El allanamiento y registro de morada o de sus dependencias, solamente 


podrá realizarse por orden del juez, expedida a solicitud del fiscal, en el lapso 
comprendido entre la salida y la puesta del sol. 
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195.2 Se entiende por morada o habitación particular, el lugar que se ocupa con el 
fin de habitar en él, aun cuando solo sea en forma transitoria. 


125.3 No obstante, podrá efectuarse el registro en horas de la noche, cuando medie 
consentimiento expreso del jefe de hogar, comunicándolo inmediatamente al fiscal y al 
juez competente. 


195.4 Si el juez ordena el allanamiento de una vivienda donde no se encuentren 
personas mayores de edad o haya ausencia total de sus moradores, la diligencia se 
realizará por el personal superior a cargo del servicio, dándose cuenta previamente al 
fiscal competente. 


195.5 La denuncia policial por violencia doméstica se tomará a todos los efectos 
como autorización expresa para el allanamiento y registro de morada dentro de las 
cuarenta y ocho horas siguientes a su presentación, 


Articulo 196. (Desarrollo de la diligencia).- 


196.1 La orden de allanamiento será notificada al morador o a cualquier persona 
mayor que se encuentre en el lugar. Al notificado se le invitará a presenciar el registro 
y cuando no se encuentre nadie, ello se hará constar en acta. Si la finca estuviere 
cerrada y nadie respondiere a los llamados de la autoridad, se procederá a su apertura 
mediante la intervención de cerrajero, con auxilio de la fuerza pública, en presencia de 
dos testigos hábiles; al terminar el registro, el lugar quedará debidamente cerrado, 
bajo responsabilidad del jerarca administrativo actuante 


196.2 La diligencia se detallará en acta, que firmará el morador o encargado del 
lugar pudiendo formular las observaciones que considere pertinentes. Si este no se 
encontrare, no pudiere o no quisiere hacerlo, se dejará constancia de ello, 
entregándosele una copia del acta, 


196.3 Cuando se trate de registros especiales la diligencia se seguirá con el 
funcionario de mayor jerarquía que se encuentre en el lugar o con quien este designe. 


SECCIÓN Xil 
De la exhibición e incautación de bienes 


Artículo 197. (Solicitud del fiscal).- 


197.1 Cuando el propietario o poseedor a cualquier título se niegue a entregar o 
exhibir un bien que constituye el cuerpo del delito o que sea necesario para el 
esclarecimiento de los hechos investigados, el fiscal solicitará al juez que ordene su 
incautación o su exhibición forzosa. 


1972 La autoridad administrativa no necesitará autorización del fiscal ni orden 
judicial cuando se trate de una intervención en delito flagrante o en peligro inminente 
de su perpetración, de cuya ejecución dará cuenta inmediata al fiscal. Cuando exista 
peligro por la demora, la exhibición o la incautación deberá disponerla el fiscal, dando 
cuenta al juez competente y estando a lo que él resuelva. 
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Artículo 198. (Contenido de la resolución).- 


198.1 La resolución del tribunal especificará el nombre del fiscal autorizado, la 
designación concreta del bien cuyo secuestro, incautación o exhibición se ordena y el 
sitio en el que tendrá lugar la diligencia. 


198.2 Si se tratara de secuestro o incautación, contendrá el nombre del depositario 
y la orden de comunicar al registro público si el objeto de la medida fuera bienes 
inmuebles o muebles registrables. 


Artículo 199. (Diligencia de secuestro, incautación o exhibición).- 


199.1 Obtenida la autorización para una diligencia de secuestro o exhibición de 
bienes muebles o de incautación de bienes inmuebles, el fiscal la ejecutará de 
inmediato, con el auxilio de la fuerza pública si fuera necesario. 


199.2 Los bienes objeto de secuestro o incautación serán registrados y 
debidamente individualizados, dejándose constancia de quién asume el carácter de 
depositario. Tratándose de bienes inmuebles o muebles registrables la medida se 
inscribirá en el registro público correspondiente. 


199.3 El acta será firmada por los intervinientes en la diligencia, siendo de 
aplicación lo establecido en el artículo 196.2 de este Código. 


Artículo 200. (Devolución de bienes incautados y entrega de bienes sustraidos).- 


200.1 El fiscal o la autoridad administrativa con autorización del tribunal, podrá 
devolver a la víctima o a terceros los objetos incautados. Asimismo, podrá devolverlos 
al imputado si no tuvieran ninguna relación con el delito. 


La devolución podrá ordenarse provisionalmente y en calidad de depósito, con 
citación de todos los interesados que resulten de los antecedentes, pudiendo 
disponerse su exhibición cuando fuera necesario. 


200.2 Los bienes sustraídos a la víctima le serán entregados a esta. 


Artículo 201. (Entrega definitiva).- Una vez concluida la causa penal, si en el plazo 
de treinta días de notificado el interesado no fueran deducidas pretensiones en sede 
civil sobre las cosas entregadas provisionalmente, dicha entrega se tornará definitiva. 


Artículo 202. (Bienes no reclamados).- 


202.1 Transcurrido un año de ejecutoriada la sentencia definitiva u otra forma de 
conclusión de la causa o del archivo de la investigación preliminar, el tribunal podrá 
disponer el remate de los bienes secuestrados o incautados que no hubieran sido 
reclamados o cuyas respectivas reclamaciones hubieran sido desestimadas por 
sentencia ejecutoriada. 


202.2 El producto del remate quedará a la orden del tribunal y los interesados 
podrán hacer valer sus derechos sobre esa suma, mientras no se produzca la 
caducidad respectiva. 


SECCIÓN Xill 
De la exhibición e incautación de actuaciones 
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y documentos públicos y privados 
Artículo 203. (Incautación de documentos).- 


203.1 Los documentos públicos y privados pueden ser objeto de exhibición forzosa 
o incautación. 


203.2 Quien tenga en su poder los documentos requeridos está obligado a 
exhibirlos o entregarlos inmediatamente al fiscal, incluso su original, salvo que invoque 
causa legítima para no hacerlo, en cuyo caso se estará a la resolución del tribunal. 


Artículo 204. (Copia de documentos incautados).- 


204.1 El fiscal deberá restituir los documentos incautados manteniendo copia de los 
mismos, salvo que aquellos sean indispensables para la investigación, en cuyo caso 
se expedirá copia si el interesado lo solicita. 


204.2 Debe entregársele copia del acta realizada a la persona u oficina en la cual 
se efectuó la incautación. 


SECCIÓN XIV 
De la interceptación e incautación postal y electrónica 


Artículo 205. (Autorización).- 


205.1 El Ministerio Público solicitará al tribunal competente la interceptación, 
incautación y ulterior apertura o registro de cualquier correspondencia, envío postal, 
correo electrónico o similar, dirigido al imputado o enviado por este aun bajo nombre 
supuesto, o de aquellos que le fueren atribuibles por cualquier motivo. 


205.2 Estarán excluidas de la autorización prevista en este artículo, las 
comunicaciones entre el imputado y su defensor. 


205.3 Tratándose de tercero, podrán dictarse las mismas medidas siempre que el 
juez tenga motivos seriamente fundados para suponer que de las mencionadas 
comunicaciones, pueda resultar la prueba de la participación en un delito. 


205.4 En todos los casos previstos en este artículo se labrará el acta 
correspondiente. 


Artículo 206. (Ejecución).- 


206.1 Recabada la autorización, el fiscal efectivizará inmediatamente la diligencia 
de interceptación e incautación. 


206.2 El fiscal examinará el contenido de la comunicación y si tiene relación con la 
investigación, dispondrá su incautación dando cuenta al tribunal. 


Articulo 207. (Obligación de la persona requerida).- Quien tenga en su poder la 
correspondencia requerida está obligado a entregarla inmediatamente al fiscal, salvo 
que invoque causa legítima para no hacerlo, en cuyo caso se estará a la decisión del 
tribunal. 


472-C.S. CÁMARA DE SENADORES 6 de diciembre de 2017 


SECCIÓN XV 
De la intervención de comunicaciones 


. (Intervención, grabación o registro de comunicaciones telefónicas u 
otras formas de comunicación).- 


208.1 Cuando existan suficientes elementos de convicción para considerar que se 
ha cometido o pudiere cometerse un hecho punible, el fiscal podrá solicitar al juez la 
intervención y grabación de comunicaciones telefónicas, radiales o de otras formas de 
comunicación. El tribunal resolverá inmediatamente mediante trámite reservado, 
teniendo a la vista los recaudos que justifiquen el requerimiento fiscal. 


La resolución necesariamente deberá ser fundada, debiendo ponderar 
expresamente la necesidad y proporcionalidad de la medida, respecto de la restricción 
al ejercicio del derecho limitado, bajo pena de nulidad. 


208.2 La orden judicial puede dirigirse contra terceras personas en los mismos 
términos de lo dispuesto en el artículo 205.3 de este Código. 


208.3 No se puede interceptar las comunicaciones entre el imputado y su defensor, 
salvo que el tribunal lo ordene por estimar fundadamente que el abogado puede tener 
responsabilidad penal en los hechos investigados. De ello se dejará constancia en la 
respectiva resolución. 


208.4 La resolución judicial que disponga la interceptación deberá indicar el nombre 
del afectado por la medida y de ser posible, la línea telefónica u otro medio de 
comunicación a intervenir, grabar o registrar. También indicará la forma, alcance y 
duración de la medida, que no podrá exceder un plazo máximo de seis meses, al igual 
que la autoridad o funcionario que se encargará de la diligencia. 


208.5 La medida cesará inmediatamente si los elementos de convicción tenidos en 
cuenta para ordenarla desaparecieran o hubiera transcurrido el plazo de su duración. 


El material interceptado, grabado o registrado que no se incorpore a la investigación 
será destruido, salvo orden judicial en contrario que por razones fundadas disponga 
que se mantenga en archivo hasta el plazo máximo de duración de la investigación. 


Artículo 209. (Registro de la intervención de comunicaciones telefónicas o de otras 
formas de comunicación).- 


209.1 La intervención de comunicaciones telefónicas, radiales o de otras formas de 
comunicación de que trata el artículo anterior, será registrada mediante su grabación 
magnetofónica u otros medios técnicos análogos que aseguren la fidelidad del registro. 


209.2 El fiscal dispondrá la transcripción de la grabación, labrándose el acta 
correspondiente, sin perjuicio de conservar los originales. 


SECCIÓN XVI 
De la videovigilancia 


Artículo 210. (Presupuesto y Ejecución).- 


210.1 El fiscal con noticia al juez y sin conocimiento del afectado, puede ordenar: 
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a) realizartomas fotográficas y registro de imágenes; 


b) utilizar otros medios técnicos especiales en lugares abiertos expuestos al 
público 


210.2 Se requerirá autorización judicial cuando dichas actividades se realicen en el 
interior de inmuebles o lugares cerrados. 


SECCIÓN XVII 
Del levantamiento del secreto bancario y de la reserva tributaria 


Artículo 211. (Levantamiento del secreto bancario).- 


211.1 El fiscal podrá solicitar al tribunal y este, por resolución fundada, podrá 
ordenar el levantamiento del secreto bancario, en los términos previstos en el 
artículo 25 del Decreto-Ley N* 15.322, de 17 de setiembre de 1982. 


211.2 También podrá disponer la incautación de documentos, titulos-valores, 
sumas depositadas y cualquier otro bien económico o financiero y aun el bloqueo e 
inmovilización de las cuentas. 


211.3 Dispuesta la incautación, el fiscal observará el procedimiento señalado en los 
artículos 203 y 204 de este Código. 


Artículo 212 (Levantamiento de la reserva tributaria).- 


212.1 El fiscal podrá solicitar al tribunal y este podrá levantar la reserva tributaria y 
requerir a la administración tributaria la exhibición o remisión de información, 
documentos y declaraciones de carácter tributario que tenga en su poder, cuando ello 
resulte necesario y pertinente para el esclarecimiento del hecho investigado. 


212.2 La administración tributaria deberá exhibir o remitir en su caso la información, 
documentos o declaraciones ordenadas por el juez. 


CAPÍTULO Il 
PRUEBA ANTICIPADA 


. (Supuestos de la prueba anticipada).- El fiscal, el defensor y la 
víctima o sus familiares en su caso, podrán solicitar el diligenciamiento de prueba 
en forma anticipada en los siguientes casos 


a) declaración de testigos e informe de peritos, cuando exista motivo fundado 
para considerar que no podrá formularse en las audiencias del proceso por 
enfermedad u otro grave impedimento o cuando hayan sido expuestos a 
violencia, amenaza, ofertas o promesas de dinero u otra utilidad para que 
no declaren o lo hagan falsamente; 
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b 


er 


declaración de testigos, cuando exista la probabilidad de que la espera a la 
realización de las audiencias del proceso, les cause un perjuicio severo o 
ponga en riesgo serio la calidad de la prueba testimonial. 


c) reconocimientos, inspecciones o reconstrucciones, que por su naturaleza y 
características deben ser considerados actos definitivos e irreproducibles; 
declaración de víctimas de delitos sexuales menores de dieciocho años, 
personas con discapacidad física, mental o sensorial, de conformidad con 
lo dispuesto en el artículo 164.2 de este Código; 

el diligenciamiento de cualquier medio probatorio, cuando el transcurso del 
tiempo pudiere frustrar su realización o perjudicar su eficacia. 


Fuente: Loy N* 19.549, de 25 de octubre de 2017, 
artículo 19 


d 


er 


e 


Artículo 214. (Procedimiento).- 


214.1 La parte que solicite el diligenciamiento de prueba anticipada deberá precisar 
su objeto y las razones de su importancia para el proceso. También indicará el nombre 
de las personas que deben intervenir en el acto y las circunstancias de su 
procedencia. 


214.2 El trámite se dispondrá con citación de la parte contraria, salvo que esa 
comunicación pueda frustrar la finalidad y eficacia de la medida. 


En este último caso, una vez diligenciada la prueba se dará conocimiento de lo 
actuado a la contraparte, quien tendrá la oportunidad de completarla o de presentar 
contraprueba en la etapa procesal oportuna. 


214.3 La prueba anticipada se diligenciará de conformidad con las reglas referidas 
al medio probatorio pertinente. 


Artículo 215. (Impugnabilidad).- 


215.1 La parte contra quien se pide la medida podrá oponerse a la misma o solicitar 
su modificación o ampliación en el plazo de la citación. 


215.2 La resolución que deniegue la medida será susceptible de los recursos de 
reposición y apelación en subsidio. 


215.3 Cumplida la medida y notificada, si se hubiere dispuesto sin noticia, el 
agraviado podrá apelar conforme a lo dispuesto en este Código. 


TÍTULO Vil 
DE LAS MEDIDAS CAUTELARES 


CAPÍTULO | 
REGLA GENERAL 


Artículo 216. (Principio).- Es atribución del tribunal adoptar las medidas cautelares 
reguladas en este Título cuando ello le fuere requerido en forma. 
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CAPÍTULO II 
PRIVACIÓN O LIMITACIÓN DE LA LIBERTAD FÍSICA DEL IMPUTADO 


SECCIÓN [ 
De la libertad física de las personas 


. (Estado de inocencia).- En todo caso el imputado será tratado como 
inocente hasta tanto no recaiga sentencia de condena ejecutoriada. La prisión 
preventiva se cumplirá de modo tal que en ningún caso podrá adquirir los caracteres 
de una pena. 


Artículo 218. (Principio general).- Nadie puede ser privado de su libertad física o 
limitado en su goce sino conforme a lo dispuesto en las normas constitucionales y 
legales. 


Articulo 219. (Flagrancia delictual).- Se considera que existe flagrancia delictual en 
los siguientes casos cuando: 


a) una persona fuere sorprendida en el acto de cometer un delito; 


b) inmediatamente después de la comisión del delito, una persona fuere 
sorprendida en el acto de huir o de ocultarse o en cualquier otra situación o 
estado que haga presumir firmemente su participación y al mismo tiempo, fuere 
designada por la persona ofendida o damnificada o por testigos presenciales 
hábiles como participe en el hecho delictivo; 


c) en tiempo inmediato a la comisión del delito una persona fuere hallada con 
efectos y objetos procedentes de él, con las armas o instrumentos adecuados 
para cometerlo sin brindar explicaciones suficientes sobre su tenencia, o 
presentare rastros o señales que hagan presumir fimemente que acaba de 
participar en un delito. 


. (Detención en flagrancia delictual).- La persona que sea sorprendida 
en flagrancia delictual deberá ser detenida aun sin orden judicial, 


En las mismas circunstancias cualquier particular podrá proceder a la detención y 
entregar inmediatamente al detenido a la autoridad. 


En tales casos se dará cuenta inmediatamente al Ministerio Público, el que pondrá 
al detenido a disposición del tribunal competente, adoptando las medidas pertinentes o 
solicitando su adopción, cuando corresponda, a aquel 


SECCIÓN II 
De las medidas de coerción 


Artículo 221. (Medidas limitativas o privativas de la libertad ambulatoria).- 


221.1 El fiscal podrá solicitar al juez en cualquier estado del proceso y con el fin de 
asegurar la comparecencia del imputado, su integridad o la de la víctima, o evitar el 
entorpecimiento de la investigación, la imposición de cualquiera de las medidas que se 
indican a continuación: 
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a) el deber de fijar domicilio y no modificarlo sin dar inmediato conocimiento al 
tribunal; 


b) la obligación de someterse al cuidado o vigilancia de una persona o institución 
determinada, en las condiciones que se le fijen; 


c) la obligación de presentarse periódicamente ante el juez o ante la autoridad que 
él designe; 


d) la prohibición de salir sin autorización previa del ámbito territorial que se 
determine; 


e) la retención de documentos de viaje; 


f) la prohibición de concurrir a determinados sitios, de visitar o alternar en 
determinados lugares o de comunicarse con determinadas personas, siempre 
que no se afecte el derecho de defensa; 


g) el retiro inmediato del domicilio, cuando se trate de hechos de violencia 
doméstica y la víctima conviva con el imputado; 


h) la prestación por sí o por un tercero de una caución de contenido económico 
adecuada y proporcional a la gravedad del delito que se está investigando y a la 
condición económica del imputado; 


= 


el arresto en su propio domicilio o en el de otra persona, sin vigilancia o con la 
que el juez disponga; 


o 
e 


la vigilancia del imputado, mediante algún dispositivo electrónico de rastreo o de 
su ubicación física; 


k) la prohibición de abandonar el domicilio o residencia por determinados días u 
horarios, en forma que no perjudique el cumplimiento de sus obligaciones 
ordinarias; 


1) cualquier otra medida alternativa a la prisión preventiva, en las condiciones 
previstas en la ley; 


m)la prisión preventiva, en el caso en que las medidas limitativas anteriormente 
descriptas no fueren suficientes para asegurar los fines indicados 
precedentemente. 


221.2 Las medidas de coerción enunciadas en este artículo pueden ser 
complementadas con medidas cautelares respecto de bienes del imputado o de 
terceros, dictadas por el juez a solicitud de pane. 


Artículo 222. (Medidas limitativas durante la indagatoria preliminar).- Asimismo, 
desde el inicio de la indagatoria preliminar el tribunal a petición del Ministerio Público 
solamente podrá disponer las medidas referidas en los literales a), d), e) y f) del 
artículo precedente con la finalidad de asegurar el resultado de la investigación, por el 
plazo que el tribunal disponga. 
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SECCIÓN Il 
De la prisión preventiva 
Artículo 223. (Procedencia de la prisión preventiva).- Toda persona tiene derecho a 


la libertad personal y a la seguridad individual. En ningún caso la prisión preventiva 
será de aplicación preceptiva. 


Artículo 224. (Requisitos para disponer la prisión preventiva).- Iniciado el proceso y 
a petición del Ministerio Público, el tribunal podrá decretar la prisión preventiva del 
imputado si hubiera elementos de convicción suficientes para presumir que intentará 
fugarse, ocultarse o entorpecer de cualquier manera la investigación, o que la medida 
es necesaria para la seguridad de la víctima o de la sociedad. 


Fuente: Ley N* 19.436, de 23 de setiembre de 2016, 
articulo 2”, 


Artículo 225. (Entorpecimiento de la investigación).- Se entenderá que la prisión 
preventiva resulta indispensable para el éxito de la investigación cuando exista 
sospecha grave y fundada de que el imputado puede obstaculizarla mediante la 
destrucción, modificación, ocultación o falsificación de elementos probatorios, o 
cuando exista la presunción de que podrá inducir a computados, testigos, peritos o 
terceros, a fin de que declaren falsamente o se comporten de manera desleal o 
reticente. 


Artículo 226. (Peligro de fuga).- Para determinar la existencia de peligro de fuga se 
tendrán en cuenta entre otras, las siguientes pautas: 


a) desarraigo determinado por la carencia de domicilio o residencia habitual asiento 
de su hogar, de sus negocios o de su trabajo; 


b) disposición de facilidades extraordinarias para abandonar el país; 


c) circunstancias, naturaleza del hecho y gravedad del delito; 


d) ocultamiento de información sobre su identidad o domicilio, o que los hubiera 
proporcionado falsamente, 


Artículo 227. (Riesgo para la seguridad de la víctima o de la sociedad).- 


227.1 Se entenderá que la seguridad de la víctima se encuentra en riesgo cuando 
existan motivos fundados que permitan inferir que el imputado puede atentar contra 
ella, su familia o sus bienes. 


227.2 Se entenderá que existe riesgo para la sociedad cuando el imputado posea la 
calidad de reiterante o de reincidente, o cuando se tratare de crimenes de genocidio, 
de lesa humanidad o de guerra. 


Artículo 228. (Elementos de especial relevancia).- 


228.1 Para decidir acerca de la imposición o en su caso la sustitución o la cesación 
de la prisión preventiva, el juez le asignará especial relevancia a los siguientes 
elementos de juicio: 
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a) necesidad de atender circunstancias familiares o especiales del imputado que 
hicieran evidentemente perjudicial su internación inmediata en prisión; 

b) imputadas en estado de gravidez a partir del quinto mes de embarazo o 
madres que estén amamantando durante el primer año de lactancia; 


c) imputados afectados por una enfermedad que acarree grave riesgo para su 
vida o salud, extremo que deberá ser acreditado por el informe pericial 
correspondiente; 


d) imputados mayores de setenta años cuando ello no involucre riesgos 
considerando las circunstancias del delito cometido. 


228.2 El juez ordenará la internación provisional del imputado en un establecimiento 
asistencial adecuado cuando se acredite por informe pericial que sufre una grave 
alteración de sus facultades mentales que acarree grave riesgo para su vida o salud. 


Artículo 229 (Prohibición de solicitar prisión preventiva). - 
229.1 El fiscal no solicitará la prisión preventiva cuando: 
a) setrate de procedimiento por faltas, 


b) el delito imputado esté sancionado únicamente con pena pecuniaria o de 
inhabilitación; 


c) considere que solicitará pena alternativa a la privación de libertad. 


229.2 Sin perjuicio de ello, el imputado deberá permanecer en el lugar del juicio 
hasta su finalización, presentarse a los actos de procedimiento para los cuales sea 
citado y posibilitar el efectivo cumplimiento de la sentencia a recaer. 


Artículo 230. (Trámite de la solicitud).- La solicitud de prisión preventiva deberá 
formularse por el fiscal en audiencia y se tramitará de acuerdo con las disposiciones 


de este Código. 
Fuente: Ley N* 19.549, de 25 de octubre de 2017, 


articulo 20 


Artículo 231. (Contralor del cumplimiento de la prisión preventiva).- 


231.1 El tribunal que impuso la prisión preventiva será competente para supervisar 
la ejecución de la medida. 


231.2 Los Jueces Letrados de Primera Instancia de Ejecución y Vigilancia, toda vez 
que en el desempeño de sus funciones adviertan la violación de los derechos 
humanos del imputado, pondrán los hechos en conocimiento del juez competente. 


Artículo 232. (Condiciones de cumplimiento de la medida cautelar).- La prisión 
preventiva se ejecutará en establecimientos especiales, separados de aquellos lugares 
de reclusión donde son alojados los condenados con sentencia ejecutoriada. La 
autoridad competente dispondrá lo necesario para el efectivo cumplimiento del 
designio legal. 
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Artículo 233. (Revocación o sustitución).- En cualquier estado del proceso y antes 
de que haya recaído sentencia de condena ejecutoriada, el juez a petición de parte 
podrá disponer la revocación o sustitución de la prisión preventiva, toda vez que hayan 
desaparecido los presupuestos en que se haya fundado su imposición. 


En las situaciones previstas por la Ley N* 17,514, de 2 julio de 2002, dicha 
resolución deberá notificarse a la víctima, debiendo disponerse medidas de protección 
siempre que exista fundamento para su aplicación. 

El procedimiento será el establecido en los artículos 284 y siguiente de este Código. 

Artículo 234. (Incumplimiento de medidas limitativas de la libertad).- 


234.1 Podrá imponerse prisión preventiva al imputado cuando haya incumplido 
alguna de las medidas limitativas de la libertad ambulatoria previstas en el artículo 221 
de este Código. 


234 2 En este caso, el fiscal podrá solicitar la imposición de prisión preventiva la 


que se tramitará por el procedimiento establecido en los artículos 284 y siguiente de 
este Código. 


Artículo 235. (Límite tempora!).- 
235.1 Cesará la prisión preventiva cuando: 


a) el imputado hubiere cumplido en prisión preventiva la pena solicitada por el 
fiscal; 


b) el imputado haya agotado en prisión preventiva un tiempo igual al de la pena 
impuesta por sentencia de condena, aún no ejecutoriada; 


c) el imputado haya sufrido en prisión preventiva un tiempo que, de haber existido 
condena ejecutoriada, le habría permitido iniciar el trámite de la libertad 
anticipada; 


d) hayan transcurrido más de dos años contados desde el momento efectivo de la 
privación de libertad y aún no se haya deducido acusación; 


e) al concluir el proceso con sentencia de condena ejecutoriada y comenzar a 
cumplirse la pena privativa de libertad. 


235.2 Para resolver estas cuestiones, el trámite se seguirá por la vía incidental. 
SECCIÓN IV 
De las cauciones 


. (De las cauciones).- La excarcelación se concederá bajo caución 
juratoria, personal o real. 


Al acordarla, el juez podrá imponer al imputado todas o algunas de las siguientes 
obligaciones: 


a) fijar domicilio, el que no podrá cambiar sin conocimiento del juez o tribunal que 
conozca en la causa, 
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b) no concurrir a determinados lugares; 


c) presentarse a la autoridad los días que esta determine; 
d) permanecer en su domicilio durante un horario determinado, 


La resolución que imponga estas restricciones no causa estado. El juez podrá fijar 
un plazo para su duración y en cualquier momento ampliarlas, disminuirlas o dejarlas 
sin efecto. 


Artículo 237. (Finalidad de las cauciones).- Las cauciones tienen por finalidad 
asegurar que el imputado cumpla los deberes impuestos por el juez. 


Artículo 238. (Determinación de las cauciones).- Para determinar la calidad y el 
monto de la caución se tendrá en cuenta la naturaleza del delito, la condición 
económica y antecedentes del imputado, la naturaleza del daño causado y el monto 
aproximado de las reparaciones civiles que puedan corresponder. El juez hará la 
estimación de modo que constituya un motivo eficaz para que el imputado se abstenga 
de infringir los deberes impuestos. 


Artículo 239. (Caución juratoria).- La caución juratoria consistirá en la promesa del 
imputado de cumplir fielmente las condiciones impuestas por el juez y procederá 
cuando el imputado careciere de medios para ofrecer o constituir otro tipo de caución. 


Fuente: Ley N* 19.544, de 20 de octubre de 2017, 
artículo 1, 


. (Caución real).- La caución real consistirá en la afectación de bienes 
determinados, muebles o inmuebles, que en garantía de la suma fijada por el juez, se 
haga por el mismo imputado o por otra persona. 


Podrá constituirse en forma de depósito de dinero u otros valores cotizables, 
otorgando hipoteca o prenda, o cualquier otra forma de garantía que resulte eficaz y 
suficiente a criterio del juez. 


Artículo 241. (Caución personal).- 


241.1 La caución personal consiste en la obligación que, junto con el imputado, 
asumen uno o más fiadores solidarios, de pagar la suma que el juez fije de acuerdo a 
los criterios establecidos en el artículo precedente. 


241.2 Puede constituirse en fiador quien tenga capacidad para contratar y sea, 
además, persona de notoria honradez y solvencia económica que se comprobará 
mediante exhibición de títulos u otra prueba documental suficiente, 


El juez apreciará la existencia de todos estos requisitos. 


Artículo 242. (Forma de las cauciones).- Las cauciones se otorgarán antes de 
ordenarse la libertad, en acta suscrita ante el actuario o secretario en su caso. 


En el caso de lo dispuesto en el artículo 240 de este Código en cuanto fuere 
pertinente, el acta se labrará por el actuario en presencia del juez, o por el secretario 
en presencia del presidente del tribunal respectivo, disponiéndose su inscripción en el 
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registro correspondiente, a cuyo efecto bastará con el simple testimonio del acta de 
caución. 


Artículo 243. (Fijación de domicilio y notificaciones).- 


243.1 En el acto de prestar caución el imputado, el fiador y todo otro otorgante de la 
misma, deberá fijar domicilio dentro del radio del juzgado para las citaciones y 
notificaciones ulteriores. 


243.2 En caso de que el imputado no pudiere fijar domicilio dentro del radio del 
juzgado, se tendrá por tal el constituido en autos por su defensor. 


Las citaciones y notificaciones que deban hacerse al imputado, se harán también al 
caucionante cuando tuvieren relación con las obligaciones de este. 


Artículo 244. (Cese de la libertad bajo caución).- 


244.1 Las cauciones se harán efectivas si el imputado no comparece a la citación 
que se le haga durante el proceso. 


244.2 En tal caso y sin perjuicio de librar orden de prisión contra el imputado, el juez 
fijará un plazo no mayor de veinte dias para que comparezca o justifique su 
incomparencia, bajo apercibimiento de hacer efectiva la caución, notificando la 
resolución en los domicilios constituidos por el imputado y el caucionante. 


244.3 Vencido el plazo sin que el imputado hubiera comparecido o justificado fuerza 
mayor, el juez dictará resolución por la que declarará sin efecto la libertad provisional y 
ordenará la ejecución de la caución. 


Artículo 245. (Efectividad de las cauciones).- 


245.1 Las cauciones se efectivizarán recurriendo al procedimiento de ejecución en 
vía de apremio previsto en los artículos 377 y siguientes del Código General del 
Proceso. Actuará como ejecutante el Fiscal Letrado de Aduana y Hacienda y será 
competente la jurisdicción civil. 


245.2 El producido será asignado al Poder Judicial en calidad de recursos de libre 


disposición destinados a solventar gastos en el fortalecimiento de las oficinas 
judiciales en materia penal. 


Artículo 246. (Cancelación de las cauciones).- La caución será cancelada y las 
garantías serán restituidas cuando: 


a) revocada la excarcelación, el imputado fuere sometido a prisión; 
b) se absuelva en la causa o se sobresea al imputado; 


Fuente: Ley N* 19.544, de 20 de octubre de 2017, 
artículo 2”. 


Artículo 247. (Sustitución del caucionante).- Si el caucionante por motivos 
fundados no puede continuar como tal, podrá pedir al juez que lo sustituya por otra 
persona que él presente y ofrezca análogas garantías. 
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Si el juez considera aceptable la causa y apta la persona propuesta, dispondrá la 
sustitución. 


La sustitución aceptada por el juez libera al precedente caucionante solo para el 
futuro. 


. (Autorización para salir del país).- El excarcelado provisional podrá 
ser autorizado a salir del país, con conocimiento de causa y siempre que se cumplan 
los siguientes requisitos: 


a) que la caución sea de carácter real o personal; 


b) que, en principio, no sea necesaria la presencia del imputado a los efectos de 
la indagatoria; 


c) que la autorización se conceda por un lapso prudencial, determinado por el 
juez en la respectiva resolución. 


En caso de incumplimiento de regreso al país, el juez aplicará lo dispuesto en los 
artículos 245 y 246 de este Código. 


Artículo 249. (Término de la prisión preventiva por absolución o sobreseimiento).- 


El tribunal deberá disponer el cese de la prisión preventiva cuando dicte sentencia 
absolutoria o decrete el sobreseimiento, aunque dichas resoluciones no se encuentren 
ejecutoriadas. 


En tales hipótesis, se podrá imponer en sustitución de la prisión preventiva alguna 
de las medidas sustitutivas previstas en el artículo 221 de este Código, cuando estas 
se consideren necesarias para asegurar la presencia del imputado en el proceso. 


CAPÍTULO III 
CAUTELAS ASEGURATIVAS SOBRE LOS BIENES 


Artículo 250. (Medidas sobre los bienes del imputado).- 


250.1 El juez podrá decretar a petición del Ministerio Público, de la víctima o de 
quienes por ella comparecieren las medidas cautelares sobre los bienes del imputado 
que estime indispensables para proteger los derechos de las víctimas, siempre que 
exista peligro de su lesión o frustración. 


250.2 También podrá decretar dichas medidas sobre bienes del tercero civilmente 
responsable, previa justificación sumaria del vínculo. 


250.3 La existencia del derecho y del peligro se justificarán sumariamente. 
250.4 El juez fijará la extensión de la medida y exigirá la previa prestación de 


garantía real o personal, salvo que exista motivo fundado para eximir de ella al 
peticionante, o que se trate del Estado u otra persona jurídica de derecho público. 
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250.5 Estas medidas se ajustarán en cuanto a su objeto y limitaciones, a los 
principios establecidos en el Código General del Proceso y leyes especiales. 


Artículo 251. (Excepciones).- Las medidas previstas en el artículo precedente, no 
podrán ordenarse contra el Estado ni contra personas jurídicas de derecho público. 


Artículo 252. (Jurisdicción para seguir entendiendo en las medidas cautelares).- 


252.1 Cuando las medidas cautelares hubieran sido dispuestas a pedido de la 
víctima, esta deberá acreditar que inició acción civil dentro de los sesenta días de 
haberse efectivizado las medidas cautelares y la jurisdicción civil será la única 
competente para seguir entendiendo a su respecto. 


252.2 Si la víctima no cumpliere con lo establecido en el inciso precedente, el 
afectado por las medidas podrá solicitar su levantamiento ante el juez que las dispuso, 
quien así lo resolverá con citación contraria. 


252.3 Cuando las medidas cautelares hubieran sido dispuestas a pedido de la 
fiscalía, seguirá entendiendo el tribunal que las dispuso hasta la finalización del 
proceso. 


Artículo 253. (Recursos).- Cuando la resolución ordene la medida solicitada u otra 
similar, la misma será apelable sin efecto suspensivo. 


Artículo 254. (Cumplimiento de las medidas).- Las medidas cautelares se 
cumplirán inmediatamente después de haber sido decretadas y se notificarán a la 
parte a quien perjudiquen, una vez cumplidas 


LIBRO Il 
PROCESO DE CONOCIMIENTO 


TÍTULO | 
DEL PROCESO ORDINARIO EN MATERIA 
DE CRÍMENES Y DELITOS 


Artículo 255.- El proceso de conocimiento comprende la primera y la segunda 
instancia y el recurso de casación. 


CAPÍTULO | 
INDAGATORIA PRELIMINAR 


Artículo 256 (Formas de inicio) - 
256.1 La investigación de un hecho presuntamente delictivo deberá iniciarse: 
a) cuando exista flagrancia delictual; 


b) por denuncia o instancia, formulada de acuerdo con las previsiones de este 
Código; 


c) por iniciativa del Ministerio Público, cuando haya tenido conocimiento del hecho 
por cualquier medio idóneo. 
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256.2 Cuando el fiscal tome conocimiento de un hecho presuntamente delictivo, 
deberá disponer las medidas pertinentes para la averiguación de la verdad, conforme 
a lo dispuesto en este Código. 


. (La denuncia).- Cualquier persona podrá poner en conocimiento del 
Ministerio Público la comisión de un presunto hecho delictivo. También podrá 
formularse la denuncia ante la autoridad administrativa competente o ante cualquier 
tribunal con competencia penal, los que deberán remtirla inmediatamente al Ministerio 
Público. 


Artículo 258. (Forma y contenido de la denuncia).- 


258.1 La denuncia podrá formularse en forma escrita o verbal y deberá contener la 
identificación del denunciante, su domicilio, la narración circunstanciada del hecho, la 
indicación de la o las personas involucradas en el mismo y en su caso de quienes lo 
hayan presenciado o tengan noticia de él. 


258.2 La denuncia escrita deberá ser firmada por quien la formula ante el 
funcionario que la reciba, quien, si el denunciante lo exigiera, le expedirá recibo. 
Cuando no supiere o no pudiere firmar lo hará otra persona a su ruego. 


258.3 En el caso de denuncia verbal, el funcionario actuante dejará constancia por 
escrito, la que será firmada por el denunciante y por el propio funcionario. Si el 
denunciante no sabe o no puede firmar lo hará un tercero a su ruego. 


Artículo 259. (Reserva de las actuaciones de investigación).- 


259.1 La actividad desarrollada en la indagatoria preliminar para reunir medios de 
prueba que posibiliten la ulterior iniciación del proceso no se integrará en ningún caso 
a este, salvo cuando hubiera sido dispuesta con intervención de tribunal. 


259.2 Las actuaciones de investigación preliminar llevadas a cabo por el Ministerio 
Público y por la autoridad administrativa, serán reservadas para los terceros ajenos al 
procedimiento. El imputado y su defensor, así como la víctima, podrán examinar los 
registros y documentos de la investigación fiscal. 


259.3 Sin embargo, el fiscal podrá disponer que determinadas actuaciones, 
registros o documentos permanezcan en reserva respecto del imputado, su defensor y 
demás intervinientes, toda vez que lo considere necesario para asegurar la eficacia de 
la investigación. En este caso, deberá identificar las piezas o actuaciones respectivas, 
y podrá fijar un plazo de hasta cuarenta días para el mantenimiento de la reserva, 
previa autorización judicial. Dicho plazo podrá ser prorrogado por el juez mediante 
petición fundada del Ministerio Público hasta por un plazo máximo de seis meses. 


259.4 El imputado y su defensor podrán solicitar al juez que ponga fin a la reserva o 
que la limite en cuanto a su extensión, a las piezas o actuaciones comprendidas en la 
misma o a las personas a quienes afectare. 


259.5 No se podrá decretar la reserva para el imputado y su defensor respecto de 
su declaración, de los informes brindados por peritos referentes a su persona, o de 
cualquier otra actuación en que hubiere intervenido él o su defensor. 
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259.6 Los funcionarios que hayan participado en la investigación y las demás 
personas que por cualquier motivo hayan tenido conocimiento de las actuaciones, 
estarán obligados a guardar secreto. 


Artículo 260. (Solicitud de diligencias).- Durante la investigación el imputado, su 
defensor y la victima podrán solicitar al fiscal todas aquellas diligencias que consideren 
pertinentes y útiles para el esclarecimiento de los hechos investigados, si fuese 
necesaria su intervención. El fiscal ordenará aquellas que estime conducentes. 


La recolección de evidencias estará a cargo del Ministerio Público, no 
pudiendo ocultarlas a la contraparte por fuera de la regulación legal. 


En caso de negativa, el imputado y su defensa podrán recurrir al órgano 
jurisdiccional competente para que se lo ordene. Esta petición se tramitará en 
audiencia oral y pública. 


Fuente: Ley N* 19.549, de 25 de octubre de 2017, 
articulo 21, 


Artículo 261. (Personas citadas por el fiscal).- Si en el desarrollo de la investigación 
el fiscal requiere la comparecencia de una persona, podrá citarla por cualquier medio 
idóneo. Si el citado no comparece, el fiscal podrá solicitar al juez que le ordene 
comparecer y aun que disponga su conducción compulsiva si fuera necesario. 


Artículo 262. (Formas de comparecencia del imputado ante el fiscal) - 


262.1 Durante la investigación preliminar, el imputado deberá comparecer ante el 
fiscal cuando este lo disponga. 


262.2 Si no comparece voluntariamente, el fiscal podrá solicitar al juez que ordene 
su conducción 


262.3 Cuando el imputado se encuentre privado de su libertad, el fiscal solicitará al 
juez su conducción, toda vez que ello sea necesario a los fines de la investigación. 


Artículo 263. (Comparecencia del imputado).- 


263.1 Cuando el imputado comparezca ante el fiscal, deberá hacerlo asistido de 
defensor. Si se trata de su primera declaración, antes de comenzar el interrogatorio, el 
fiscal le comunicará detalladamente el hecho presuntamente delictivo que se le 
atribuye, los resultados de la investigación en su contra y su derecho a no declarar. 


263.2 El imputado no podrá negarse a proporcionar su identidad, debiendo 
responder a las preguntas que con tal fin se le formulen, registrándose todo lo 
actuado. 


Artículo 264 (Registro de las actuaciones) - El Ministerio Público formará un legajo 
de investigación, con al fin de preparar sus planteos, el que no estará sujeto a 
formalidad alguna, salvo las normas prácticas internas de registración. 


En el legajo se deberá dejar constancia de las actuaciones que realice, utilizando al 
efecto cualquier medio que permita garantizar la fidelidad e integridad de la 
información, así como el acceso a la misma del imputado, su defensor y la víctima. 
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La constancia de cada actuación deberá consignar por lo menos la indicación de la 
fecha, hora y lugar de realización, de los funcionarios y demás personas intervinientes, 
así como una breve relación de sus resultados. 


El legajo de la Fiscalía no podrá ser consultado por el órgano jurisdiccional, quien 
tendrá que resolver los planteos que le formulen las partes en audiencia, en base a las 
argumentaciones que estas hagan de la información recolectada y la contradicción que 
genera la parte contraria. 


La defensa podrá armar su propio legajo de investigación, el que no será público. 


Cualquier persona que se considere afectada por una investigación que no se 
hubiere formalizado judicialmente, podrá pedir al juez que le ordene al fiscal informar 
acerca de los hechos que fueren objeto de ella. También podrá el juez fijar un plazo 
para que formalice la investigación. 


Fuente: Ley N* 19.549, de 25 de octubre de 2017, 
artículo 22 


Artículo 265. (Duración máxima de la investigación).- La investigación no podrá 
extenderse por un plazo mayor de un año a contar desde la formalización de la 
investigación. En casos excepcionales debidamente justificados, el fiscal podrá 
solicitar al juez la ampliación del plazo hasta por un año más. 


Fuente: Ley N* 19.549, de 25 de octubre de 2017, 
artículo 23 


Artículo 266. (Formalización de la investigación).- 


266.1 Cuando existan elementos objetivos suficientes que den cuenta de la comisión 
de un delito y de la identificación de sus presuntos responsables, el fiscal deberá 
formalizar la investigación solicitando al juez competente la convocatoria a audiencia 
de formalización. 


266.2 La solicitud se hará por escrito, salvo en el caso previsto en el artículo 266.4 de 
este Código y deberá contener en forma clara y precisa: 


me 


la individualización del imputado y de su defensor, si este hubiera sido 
designado durante la investigación preliminar; 


b) la relación circunstanciada de los hechos y la participación atribuida al 
imputado; 


c) las normas jurídicas aplicables al caso; 
d) los medios de prueba con que cuenta; 
e) las medidas cautelares que el fiscal entienda pertinentes; 


f) el petitorio; 


me 


g) la firma del fiscal o de un representante autorizado por la Fiscalía. 
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266.3 Presentada una solicitud de formalización de la investigación que no se 
ajuste a las disposiciones precedentes, el juez ordenará que se subsanen los 
defectos en el plazo que señale, bajo apercibimiento de tenerla por no presentada. 


266.4 Si el imputado se encontrare detenido por el hecho respecto del cual se 
decide formalizar la investigación, la solicitud de audiencia deberá formularse de 
inmediato a la detención, aun verbalmente y la audiencia deberá celebrarse dentro 
de las veinticuatro horas siguientes a dicha detención, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 16 de la Constitución de la República. 


266.5 Si el imputado se encontrare en libertad, recibida la solicitud de formalización, 
el juez convocará a las partes y a la víctima a audiencia, la que deberá celebrarse 
en un plazo no mayor a veinte días. 


265.6 En la audiencia de formalización se escuchará a las pants y a la víctima que 
hubiere comparecido. En dicha audiencia el juez resolverá: 


a) la legalidad de la detención si fuese el caso; 
b) la admisión de la solicitud fiscal de formalización de la investigación; 


c) el pedido de medidas cautelares que haya formulado el fiscal o la víctima 
de acuerdo con lo dispuesto en el literal e) del artículo 81.2 y en los 
artículos 216 y siguientes de este Código; 


d) toda otra petición que realicen las partes. 


La solicitud de medidas cautelares se resolverá atendiendo a la carpeta de 
investigación llevada por el Ministerio Público y siempre que hubiere sido controlada 
por la defensa. 


Si el juez, a solicitud de la defensa, lo considerare imprescindible, podrá 
producirse prueba en la propia audiencia, aun cuando no estuviere contenida en la 
carpeta de investigaciones. La prueba a diligenciarse deberá ceñirse estrictamente 
a los requisitos para la adopción de la cautela. Tratándose de la prisión preventiva, 
los requisitos que deberán reunirse son los establecidos en el artículo 224 del 
presente Código. 


La formalización de la investigación aparejará la sujeción del imputado al 
proceso y dará comienzo al sumario (artículo 16 de la Constitución de la República). 
Cuando se produzca en causa en la que pueda recaer pena de penitenciaria, 
tendrá el efecto previsto en el artículo 80 de la Constitución de la República. 


266.7 Ampliación del objeto de la investigación. Si se atribuyeren nuevos hechos al 
imputado cuya investigación preparatoria ya fue formalizada, o se ampliara a nuevos 
imputados, se convocará a una nueva audiencia. 


Fuente: Ley N* 19,549, de 25 de octubre de 2017, 
articulo 24, 


Artículo 267. (Efectos de la solicitud de formalización de la investigación).- La 
solicitud de formalización de la investigación suspenderá el curso de la prescripción de 
la acción penal. 
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CAPÍTULO Il 
AUDIENCIAS 


Artículo 268. (Audiencia de contro! de acusación).- 


268.1 Vencido el plazo contemplado en el artículo 128 de este Código, el juez 
convocará a las partes y a la víctima, si hubiere comparecido a la audiencia de 
formalización, a una audiencia de control de la acusación, dentro de los diez días 
siguientes. 


Como cuestión previa en la audiencia, la defensa podrá: 
a) objetar la acusación señalando defectos formales; 
b) oponer excepciones; 
c) instar el sobreseimiento; y 
d) proponer acuerdos. 


268.2 Resueltos los planteos en audiencia, cada parte ofrecerá su prueba y 
formulará las observaciones que considere pertinentes respecto de la prueba de la 
parte contraria. 


El juez velará por un genuino contradictorio sobre estos puntos y rechazará la 
prueba cuando esta resulte inadmisible, impertinente, sobreabundante, dilatoria e 
ilegal. 


268.3 Las partes podrán arrbar a acuerdos probatorios, dando por acreditados 
determinados hechos, los que no podrán ser debatidos en juicio. 


El juez evitará discusiones que son propias del juicio oral y resolverá oralmente, de 
manera inmediata y fundada los planteos de las partes, basándose en las evidencias 
que presentaren las partes en audiencia. 


268.4 No podrá admitirse en juicio ninguna prueba a la que la defensa no haya 
tenido acceso y posibilidad de control. A tales efectos el juez adoptará las medidas 
pertinentes para garantizar el control por la defensa. 


268.5 La audiencia quedará registrada en soporte digital de audio o video y se 
labrará un acta sucinta donde constará la fecha, las partes intervinientes y las 
decisiones arribadas, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 139 de este Código. 


Fuente: Ley N* 19.549, de 25 de octubre de 2017, 
artículo 25. 


Artículo 269. (Proceso de conocmiento).- 
269.1 (Auto de apertura a juicio).- El auto de apertura a juicio oral contendrá: 


a) el órgano jurisdiccional competente para intervenir en el juicio oral; 


b) las partes intervinientes con sus respectivos domicilios; 


6 de diciembre de 2017 CÁMARA DE SENADORES 489-C.S. 


c) la acusación y la contestación admitidas; 


d) los hechos que se dieron por acreditados en virtud de las convenciones 
probatorias arribadas; 


e) la prueba que hubiera sido admitida, asentando los datos necesarios para 
la presentación de la misma en juicio; 


f) los planteos efectuados y rechazados; y 


er 


cuando el acusado soporte una medida cautelar, la indicación sobre su 
subsistencia y su duración. 


El auto de apertura a juicio es irrecurrible y deberá redactarse dentro de los tres 
días de concluida la audiencia, el que será remitido al juez respectivo. 


269.2 (Preparación del juicio oral).- En el plazo de cinco días de dictado el auto de 
apertura de juicio oral, se comunicará a las partes el juez que intervendrá en la 
audiencia y la fecha de su realización, la que deberá tener lugar no antes de diez días 
ni después de tres meses desde la notificación del auto referido. 


269.3 (Citación).- El juzgado procederá a la citación de los testigos, peritos, 
intérpretes y la víctima. 


Fuente: Ley N* 19.549, de 25 de octubre de 2017, 
artículo 26. 


Artículo 270. (Apertura de juicio oral y audiencia).- 


270.1 La dirección de la audiencia le compete al juez, quien presidirá el juicio, hará 
las advertencias legales y moderará el debate. Tendrá poder de disciplina para velar 
por el orden y el respeto debido. 


270.2 El juicio se realizará con la presencia ininterrumpida del juez y de todas las 
partes. El imputado no podrá retirarse de la audiencia sin el permiso del juez. 


270.3 La audiencia de juicio oral se desarrollará en forma continua y deberá 
prolongarse en sesiones sucesivas hasta su finalización. El tribunal podrá suspender 
la audiencia por razones de absoluta necesidad y por el tiempo mínimo que resulte 
necesario, el que no podrá extenderse por más de diez días, salvo casos 
excepcionales y debidamente fundados. 


270.4 Constituido el tribunal el día y hora programada se declarará abierto e 
Idebate, advirtiendo al imputado sobre la importancia del acto, el significado de la 
audiencia y los derechos que le asisten. 


270.5 Inmediatamente se cederá la palabra al fiscal para que exponga sus alegatos 
de apertura. Luego se invitará a la defensa para que haga lo propio. Durante toda la 
duración del juicio, el imputado estará habilitado a realizar las declaraciones que 
considere pertinentes, siempre que el tribunal lo considere oportuno. Las partes 
podrán formularle preguntas, bajo las reglas del examen y contra examen. 


Fuente: Ley N* 19.549, de 25 de octubre de 2017, 
artículo 26. 
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Artículo 271. (Resoluciones dictadas en audiencia). 


271.1 Después de las presentaciones iniciales se recibirá la prueba ofrecida por las 
partes y la víctima si correspondiere. Comenzando por la prueba de la acusación, de la 
víctima en su caso y finalizando con la prueba de la defensa. 


La prueba deberá producirse en la audiencia de juicio, no resultando válida la 
incorporación como prueba de actuaciones realizadas durante la investigación, salvo 
las que se hayan cumplido con las reglas de prueba anticipada o que exista un 
acuerdo de partes. 


271.2 Antes de declarar, los testigos, peritos e intérpretes no podrán comunicarse 
entre sí, ni podrán observar o escuchar lo que ocurre en la audiencia. Los peritos 
podrán declarar consultando sus informes para explicar las operaciones periciales 
realizadas. Los testigos, peritos e imputados declararán bajo las reglas del examen 
directo y contra examen previstas en el presente Código. 


271.3 Las partes podrán objetar las preguntas inadmisibles. El tribunal tratará el 
planteo de inmediato, con mínima sustanciación si fuese necesario, evitando que las 
objeciones se utilicen para alterar la continuidad del testimonio. 


271.4 Cuando sea necesario para demostrar o superar contradicciones o fuere 
indispensable para ayudar a recordar al testigo o perito, se podrá leer la parte 
pertinente de una declaración sin tenerla incorporada como prueba. 


271.5 Los documentos, informes, objetos secuestrados, grabaciones y elementos 
de prueba audiovisual solo podrán ingresar al debate previa acreditación de la parte 
que lo propuso. 


271.6 Terminada la recepción de pruebas, el tribunal concederá sucesivamente la 
palabra al fiscal, al abogado de la víctima si hubiera comparecido y al defensor para 
que, en ese orden, expresen sus alegatos finales. Todas las partes tendrán derecho a 
réplica. 


Los alegatos serán orales, solo se admitirá la lectura de notas o citas. 


Finalmente se preguntará al imputado si tiene algo más que manifestar y luego de 
ello, se declarará cerrado el debate. 


271.7 El tribunal deberá dictar la sentencia al término de la audiencia y en esa 
oportunidad expedir el fallo con sus fundamentos. 


Excepcionalmente, cuando la complejidad del asunto no permitiere pronunciar la 
decisión inmediatamente, el tribunal podrá prorrogar la audiencia por un plazo no 
mayor a quince días para dictar la sentencia con sus fundamentos. 


Fuente: Ley N* 19,549, de 25 de octubre de 20917, 
articulo 26 


TÍTULO Il 
DEL PROCESO ABREVIADO 


Fuente: Ley N” 19,436, de 23 de setiembre de 2016, 
artículo 3”. 


Artículo 272 (Procedencia).- Se aplicará el proceso abreviado para el juzgamiento 
de hechos cuya tipificación por el Ministerio Público de lugar a la aplicación de una 
pena mínima no superior a seis años de penitenciaria o de una pena de otra 
naturaleza, cualquiera fuere su entidad. 
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Será necesario que el imputado, en conocimiento de los hechos que se le atribuyen 
y de los antecedentes de la investigación, los acepte expresamente y manifieste su 
conformidad con la aplicación de este proceso. La existencia de varios imputados no 
impedirá la aplicación de estas reglas a algunos de ellos. 


En ese caso, el acuerdo celebrado con un imputado no podrá ser utilizado como 
prueba en contra de los restantes. 


Fuente: Ley N” 19.436, de 23 de setiembre de 2016, 
artículo 3*. 


Artículo 273. (Procedimiento).- El proceso abreviado se regirá por lo establecido 
en el proceso ordinario, con las siguientes modificaciones: 


273.1 Desde la formalización y hasta el vencimiento del plazo para deducir 
acusación o solicitar sobreseimiento, el fiscal podrá acordar con el imputado la 
aplicación del proceso abreviado. 


273.2 La aceptación de los hechos y de los antecedentes de la investigación por el 
imputado, será considerada por el Ministerio Público al momento de solicitar la pena, 
pudiendo disminuir la solicitud hasta en una tercera parte de aquella aplicable al caso 
concreto. 


273.3 El juez, en audiencia, verificará el cumplimiento de los requisitos del artículo 
272 de este Código asi como que el imputado hubiere prestado su conformidad con 
conocimiento de sus derechos, libre y voluntariamente. Si entendiera que el acuerdo 
no cumple con los requisitos legales, declarará su inadmisibilidad. En este caso, la 
pena requenda en el proceso abreviado no será vinculante para el Ministerio Público y 
la aceptación de los hechos y de los antecedentes de la investigación por parte del 
imputado se tendrá por no formulada. 


273.4 En la misma audiencia, el juez dictará sentencia, la que en caso de ser 
condenatoria, no podrá imponer una pena mayor a la solicitada por el Ministerio 
Público. 

Fuente: Ley N* 19.436, de 23 de setiembre de 2016, 
artículo 3*. 


TÍTULO Il 
DEL PROCESO EN MATERIA DE FALTAS 


Artículo 274. (Ámbito de aplicación).- Las faltas se rigen por lo dispuesto en el 
Libro 111 del Código Penal y sus modificaciones consagradas por la Ley N” 19.120, de 
20 de agosto de 2013, 


Fuente: Ley N” 19.436, de 23 de setiembre de 2016, 
artículo 4”. 


Artículo 275. Será de aplicación al proceso en materia de faltas lo dispuesto en la 
Ley N” 19.120, de 20 de agosto de 2013. 


Fuente: Ley N” 19.436, de 23 de setiembre de 2016, 
artículo 4%. 
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TÍTULO IV 
DE LOS PROCESOS INCIDENTALES 


CAPÍTULO 1 
DISPOSICIONES GENERALES 


Artículo 276. (Procedencia).- Corresponde tramitar por vía incidental las cuestiones 
diferentes de la principal, dependientes en su formulación y ordenadas en su decisión 
a la misma, siempre que no proceda a su respecto otro medio de tramitación 


Artículo 277. (Principio de la tramitación incidental).- Todos los incidentes que se 
susciten en el proceso, si no tienen en la ley un procedimiento propio deberán 
tramitarse en la forma prevista en las disposiciones de este Título. 


CAPÍTULO Il 
PROCEDIMIENTO 


Artículo 278. (Incidente en audiencia).- Los incidentes relativos a cuestiones 
planteadas en la audiencia se formularán verbalmente y oída la parte contraria, se 
decidirán de inmediato por el tribunal sin otro recurso que el de reposición, sin perjuicio 
de hacer valer la circunstancia como causal de impugnación al deducir recurso de 
apelación contra la sentencia definitiva. 


Artículo 279. (Incidente fuera de audiencia).- 


279.1 La demanda incidental se planteará por escrito confiriéndose traslado por 
seis días. 


279.2 Tanto con la demanda como con la contestación, si se tratare de una 
cuestión que requiera prueba, las partes la acompañarán conforme a lo dispuesto en 
el Título VI del Libro | de este Código. 


El tribunal ordenará el diligenciamiento de la prueba y la concentrará en una sola 
audiencia, al término de la cual se oirá a las partes acerca del resultado de la misma. 


279.3 Contestado el traslado, si se tratare de un asunto de puro derecho o si las 
partes no ofrecieran prueba o se hubiere diligenciado la que correspondiera, el tribunal 
se pronunciará en una única sentencia. 


Artículo 280. (Recurso).- 


280.1 La resolución que no admita el incidente será susceptible de los recursos de 
reposición y apelación sin efecto suspensivo. 


280.2 La sentencia interlocutoria que decide el incidente será susceptible del 
recurso de apelación sin efecto suspensivo. 


Artículo 281. (Forma de sustanciación del incidente fuera de audiencia).- El 
incidente que se plantee fuera de audiencia, se tramitará en pieza separada del 
principal sin suspender el curso del proceso hasta la citación para sentencia, salvo que 
el juez declare a petición de parte, que obsta al desarrollo de aquel. Contra esta 
resolución solo procede el recurso de reposición. 
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CAPÍTULO Il 
INCIDENTES ESPECIALES 


SECCIÓN 1 
De la recusación 


Artículo 282. (Remisión).- El incidente de recusación se regirá por lo dispuesto en 
los artículos 325 a 328 del Código General del Proceso. 


SECCIÓN II 
De la contienda de competencia 


Artículo 283. (Remisión).- El incidente de contienda de competencia se regirá por 
lo dispuesto en el artículo 331 del Código General del Proceso. 


SECCIÓN Il 
Del incidente de excarcelación provisional 


Artículo 284. (Oportunidad procesal).- La solicitud de libertad provisional podrá 
formularse en cualquier estado de la causa, hasta tanto no haya recaído sentencia de 
condena ejecutoriada. 


Artículo 285. (Trámite de la solicitud).- 


285.1 La solicitud de excarcelación provisional podrá formularse en audiencia o 
fuera de ella. 


285.2 Presentada por escrito fuera de audiencia, se conferirá vista al Ministerio 
Público el que deberá pronunciarse en el plazo de tres días contado desde el 
momento de la recepción del pedido. Si la complejidad de la causa lo justificare, el 
fiscal podrá solicitar la ampliación de dicho plazo hasta por diez días. El juez dispondrá 
de igual plazo para resolver. 


285.3 Propuesta la solicitud en audiencia, el fiscal se pronunciará en ese acto y el 
juez deberá resolver en la misma. Si la complejidad de la causa lo justificare, el fiscal 
podrá solicitar prórroga para expedirse hasta por diez días y de igual plazo dispondrá 
el juez para pronunciarse. 


285.4 La sentencia interlocutoia que recaiga se notificará de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo 116 de este Código. 
LIBRO Il 
DEL PROCESO DE EJECUCIÓN 


TÍTULO 1 
DISPOSICIONES GENERALES 


Artículo 286. (Principio general).- Ninguna pena o medida de seguridad podrá 
ejecutarse sino en cumplimiento de sentencia definitiva ejecutoriada. 


CAPÍTULO | 
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OBJETO Y PROCEDIMIENTO 


Artículo 287. (Objeto).- La actividad procesal de ejecución comprende los actos 
destinados a promover el cumplimiento de las condenas penales y el trámite y decisión 
de las cuestiones sobrevinientes relativas a las penas y a las medidas de seguridad. 


Artículo 288. (Competencia del Juez Letrado de Primera Instancia de Ejecución y 
Vigilancia).- En sede de ejecución conocerá el Juez Letrado de Primera Instancia de 
Ejecución y Vigilancia. Además de los cometidos que le asigna este Código y otras 
leyes, corresponde especialmente al Juez Letrado de Primera Instancia de Ejecución y 
Vigilancia: 


a) velar por el respeto de los derechos humanos en todo el ámbito de su 
competencia. Con fines de vigilancia y contralor, podrá hacer comparecer ante 
sí a condenados, imputados y a funcionarios del sistema penitenciario; 


b) salvaguardar los derechos de los internos que cumplan condena, medidas de 
seguridad o prisión preventiva, dando cuenta en este último caso al tribunal 
competente, de los abusos y desviaciones que en cumplimiento de los 
preceptos del régimen penitenciario, se puedan producir; 


c) controlar la regularidad de las sanciones disciplinarias impuestas a los 
penados, superiores a treinta días. Dichas sanciones serán comunicadas al 
Juez Letrado de Primera Instancia de Ejecución y Vigilancia dentro del plazo de 
cinco días desde el inicio de su efectivo cumplimiento. Recibida la 
comunicación, el juez dará vista a la defensa del penado. Evacuada la vista o 
vencido el plazo para hacerlo, resolverá en única instancia; 


d) controlar, con informe de la autoridad penitenciaria competente y de los 
organismos técnicos pertinentes, la clasificación y las progresiones o 
regresiones de las etapas respectivas así como los traslados que se 
efectuasen; 


e) recibir, tramitar y resolver acerca de peticiones o quejas que formulen los 
internos, sus familiares o sus defensores respecto del trato penitenciario, 
pudiendo recabar a esos efectos los informes pertinentes; 


f) resolver las solicitudes de salidas transitorias, laborales o domiciliarias de los 
penados, de acuerdo con los requisitos establecidos por la normativa vigente; 


9) tomar conocimiento de las internaciones hospitalarias; 


h) autorizar la salida del país del penado, en las mismas condiciones de 
tramitación previstas respecto del imputado, en el artículo 248 de este Código; 


i) realizar visitas o inspecciones a los establecimientos carcelarios cada vez que 
lo considere necesario y por lo menos una vez cada treinta días. Si en ocasión 
de tales visitas o inspecciones verificare la existencia de irregularidades que 
afectaren seriamente a los penados en causas ajenas a su competencia la 
pondrá, a la mayor brevedad, en conocimiento del juez competente; 


J) conocer y resolver en primera instancia sobre la concesión y revocación del 
beneficio de la libertad anticipada; 
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k) conocer y resolver en el proceso de unificación de penas. 


Fuente: Ley N* 19.544, de 20 de octubre de 2017, 
articulo 3”. 


Artículo 289. (Competencia por razón de lugar).- 


289.1 En el departamento de Montevideo, el proceso de ejecución penal será 
competencia de uno o más Jueces Letrados de Primera Instancia de Ejecución y 
Vigilancia, según lo determine la Suprema Corte de Justicia. 


289.2 En los departamentos del interior, actuarán como jueces de ejecución de la 
sentencia, los de Primera Instancia que la hubieren dictado cuando las penas o 
medidas de seguridad deban cumplirse dentro de la circunscripción de su 
competencia. 


289.3 Cuando las penas o medidas de seguridad deban cumplirse fuera del ámbito 
de competencia territorial del tribunal de primera instancia que las dispuso, la función 
de ejecución y vigilancia la ejercerá el juez de igual jerarquía del lugar donde deban 
cumplirse y que estuviere de turno a la fecha en que la sentencia quedare 
ejecutoriada. 


289.4 La Suprema Corte de Justicia podrá delimitar regiones, independientes de los 
límites departamentales, para asignar competencia territorial en materia de ejecución y 
vigilancia atendiendo a la localización de los establecimientos de reclusión y 
rehabilitación en relación con el lugar de asiento del tribunal de primera instancia que 
substanció la causa. 


289.5 Cuando las funciones del juez de sentencia y del juez de ejecución no 
coincidieren, una vez ejecutoriada la sentencia de condena, liquidada la pena o 
resuelta la libertad condicional si correspondiere, el expediente será remitido de 
acuerdo con los incisos anteriores. 


289.6 Si la sentencia hubiere quedado ejecutoriada solo para alguno de los 
imputados, deberá cumplirse inmediatamente a su respecto, a cuyos efectos se 
formará pieza con testimonio de aquella, con constancia de la fecha en que quedó 
ejecutoriada y con las actuaciones referentes a la identificación y antecedentes del 


penado. 
Fuente: Ley N” 19.544, de 20 de octubre de 2017, 
artículo 4”, 
Artículo 290. (Liquidación de la pena).- Una vez recibidos los autos, se efectuará la 


liquidación de la pena impuesta, determinando su monto y fecha de vencimiento en el 
plazo de cinco días. La liquidación se notificará al fiscal y al defensor y de no 
deducirse oposición dentro del plazo de cinco días, se tendrá por aprobada. En caso 
de deducirse oposición, la misma se tramitará por la vía incidental. 


Artículo 291. (Criterios aplicables).- A los efectos del cómputo de la liquidación 
deberá descontarse el tiempo de detención o de limitación de la libertad sufrida por el 
condenado, en el país o en el extranjero. 


Deberá descontarse un día de prisión o limitación de la libertad, en las hipótesis 
siguientes: 
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a) por cada día o fracción de efectiva detención en el país o en el extranjero, 
incluyendo el arresto domiciliario o la internación hospitalaria; 


b) por cada dos días o fracción de efectivo cumplimiento, en los casos previstos en 
los literales j), k) y 1) del artículo 221 de este Código; 


c)por cada diez días o fracción de efectivo sometimiento a cada una de las 
medidas indicadas en los literales a) a h) del artículo 221 de este Código; 


d) por cada dos días de trabajo o estudio cumplidos durante la reclusión, por todo el 
tiempo que esté debidamente documentado. 


Los establecimientos de reclusión informarán trimestralmente al tribunal los días de 
trabajo o estudio cumplidos por cada recluso. 


Artículo 292. (Comunicación) - 


292.1 Cuando la pena deba ser cumplida en reclusión en todo o en parte, el tribunal 
comunicará dicha circunstancia a la autoridad penitenciaria, indicando la fecha de su 
finalización. 


292.2 Si el condenado se hallare en libertad y correspondiere su reclusión, el 
tribunal ordenará inmediatamente su detención. Una vez aprehendido y liquidada la 
pena, efectuará dicha comunicación. 


Artículo 293. (Revisión).- El cómputo de la pena es siempre reformable, aun de 
oficio, cuando se compruebe la existencia de un error 


TÍTULO 
DE LAS PENAS PRIVATIVAS DE LIBERTAD 


CAPÍTULO 1 
DE SU CUMPLIMIENTO 


. (Cumplimiento).- Las penas privativas de libertad serán cumplidas en 
la forma que establezcan las leyes especiales, teniendo el tribunal los poderes y 
deberes que en ellas se establezcan y los que señala el artículo 288 de este Código. 


CAPÍTULO Il 
DE LA LIBERTAD CONDICIONAL 


Artículo 295. Derogado por Ley N” 19.544, de 20 de octubre de 2017, artículo 


Texto derogado. Articulo 295 (Presupuestos).- 
295.1 La libertad condicional es un beneficio que se otorga a los penados que se hallaren en tbertad 


al quedar ejecutoriada la sentencia de condena, cuando teniendo en cuenta su conducta, personalidad, 
forma y condiciones de vida, pueda formularse un pronóstico favorable de reinserción social. En tal caso, 
la pana se cumplirá en libertad en la forma y condiciones previstas por la lay 
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295.2 El penado podrá solicitar la bbertad condicional en un plazo perentorio de diez dias hábiles 
posteriores a la ejecutoriedad de la sentencia de condena, suspendiéndose su reintegro a la cárcel hasta 
tanto se resuelva si se le otorga dicho beneficio, el que se tramitará de acuerdo con lo dispuesto en los 


artículos siguientes. 


295.3 El liberado condicional queda sujeto a vigilancia de ¡a autoridad, en los términos dispuestos en 
el Código Penal, por el saldo de pena que resultare de la liquidación respe (e 


Artículo 296. Derogado por Ley N* 19.544, de 20 de octubre de 2017, artículo 
$. 
Texto derogado. Articulo 296 (Trámite).- 


296.1 Aprobada la liquidación, el juez competente solicitará al Instituto Técnico Forense dentro del 
plazo de tres días la planilla de antecedentes judiciales del penado, actualizada a no más de sesenta días 
de su emisión. 


296.2 Si dicha planilla no registra que haya sido condenado por nuevo delito, y acreditare hallarse en 
condiciones de vida que permitan formular un pronóstico favorable de reinserción social, el juez, previa 
vista al Ministerio Público, podrá conceder la ibertad condicional. Se liquidará el saldo de pena a cumplir, 
computando al tiempo de vigilancia que refiere el articulo 102 del Código Penal, a partir del momento en 
que el penado fue puesto en libertad. Si conforme a la liquidación efectuada la vigilancia estuviese 
cumplida, el juez declarará extinguda la pena. efectuando las comunicaciones pertinentes. 


296.3 En caso de existir saldo de pena, el condenado quedará sujeto a vigilancia de la autoridad y a 
su término el juez solicitará nueva planilla de antecedentes al Instituto Técnico Forense. Si no hubiere 
sido condenado por la comisión de nuevo delito, previa vista al Ministerio Público se declarará extinguida 
la pena efectuándose las comunicaciones pertinentes, 


296.4 No podrá otorgarse el beneficio de la libertad condicional, si agregada la respectiva planilla de 
antecedentes, resulta que el penado fue condenaco por la comisión de nuevo delito durante el lapso en 
que estuvo en libertad provisional. 


Artículo 297. Derogado por Ley N* 19.544, de 20 de octubre de 2017, artículo 
9". 

Texto derogado. Articulo 297. (Impugnación)- La sentencia que resuelva el pedido de fbertad 
condicional podrá ser impugrada mediante los recursos de reposición y apelación. 


Solo tendrá efecto suspensivo el recurso de apelación interpuesto contra la sentencia que deniegue la 
libertad condicional. 


CAPÍTULO III 
DE LA LIBERTAD ANTICIPADA 


Artículo 298. (Presupuestos).- 


298.1 La libertad anticipada es un beneficio que podrá otorgarse a los penados que 
se hallaren privados de libertad al quedar ejecutoriada la sentencia de condena, 
cuando teniendo en cuenta su conducta, personalidad, forma y condiciones de vida, se 
pueda formular un pronóstico favorable de reinserción social. En tal caso, la pena se 
cumplirá en libertad en la forma y condiciones previstas por este Código. 


298.2 El liberado queda sujeto a vigilancia de la autoridad en los términos de lo 
dispuesto en el Código Penal, por el saldo de pena que resulte de la liquidación 
respectiva. 


298.3 Este beneficio podrá otorgarse a pedido de parte y de acuerdo con las 
siguientes condiciones: 
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a) si la pena recaída fue de prisión, o de multa, que por defecto de cumplimiento se 
transformó en prisión, podrá solicitarse cualquiera fuere el tiempo de reclusión 
sufrido; 


b) si la condena fue de penitenciaria, cuando el penado haya cumplido la mitad de 
la pena impuesta; 


c) si se establecieran medidas de seguridad eliminativas aditivas a una pena de 
penitenciaria, el beneficio podrá otorgarse cuando el penado haya cumplido las 
dos terceras partes de la pena, disponiéndose el cese de dichas medidas. 


Artículo 299. (Trámite).- 


299.1 La petición será formulada en forma escrita por el penado o su defensor ante 
el juez competente, quien dispondrá la agregación de los siguientes recaudos: 


a)la planilla de antecedentes actualizada del Instituto Técnico Forense y 
reliquidación de la pena por redención de la misma por trabajo o estudio, si 
correspondiere; 


b) el informe de conducta carcelaria proporcionado por el director o responsable del 
establecimiento, quien deberá remitirlo a la sede judicial dentro del plazo de 
cinco días contados desde que haya recibido la solicitud, juntamente con los 
informes técnicos que se dispongan referidos a las aptitudes de resocialización 
del penado. 


299.2 El juez resolverá previa vista del Ministerio Público, mediante resolución 
fundada. 


299.3 Concedida la libertad anticipada, se efectuará la liquidación del saldo de pena 
a cumplir bajo vigilancia de la autoridad. A su término, el juez solicitará nueva planilla 
de antecedentes al Instituto Técnico Forense. Si el penado no hubiere sido condenado 
por la comisión de nuevo delito, se declarará extinguida la pena previa vista al 
Ministerio Público, efectuándose las comunicaciones pertinentes. 


Artículo 300 (Impugnación) - 


300.1 La sentencia que concede la libertad anticipada podrá ser impugnada 
mediante los recursos de reposición y apelación en subsidio con efecto suspensivo, 
para ante el Tribunal de Apelaciones que corresponda. 


300.2 En caso denegatorio, no podrá solicitarse nuevamente el beneficio hasta que 
hayan transcurrido seis meses de ejecutoriada la resolución respectiva. 


Artículo 301. (Libertad anticipada en caso de unificación de penas pendientes) - 


301.1 En los casos en que un encausado tenga pendiente el dictado de sentencia 
de unificación de penas y se encontrare recluido cumpliendo una sentencia de 
condena ejecutoriada, podrá impetrar el beneficio de la libertad anticipada, 
independientemente del estado de las otras causas. 


301.2 El juez procederá conforme a lo dispuesto en los artículos precedentes, 
debiendo solicitar informes sobre las causas en trámite a efectos de estimar 
provisoriamente, la posible pena de unificación a recaer. Tal estimación no implicará 
prejuzgamiento. 
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301.3 En caso de concederse la libertad anticipada, ella comprenderá todas las 
causas pendientes de unificación y se procederá a efectuar una liquidación provisoria 
del término de vigilancia, teniendo en cuenta la estimación de la pena unificada. 


301.4 La sentencia que concede el beneficio se comunicará a los jueces de las 
demás causas a sus efectos. 


CAPÍTULO IV 
SUSPENSIÓN CONDICIONAL DE LA EJECUCIÓN DE LA PENA 


Artículo 302 Derogado por Ley N* 19.544, de 20 de octubre de 2017, artículo 
9”. 

Texto derogado. Articulo 302. (Presupuestos).- Al dictar sentencia de condena. el Juez Letrado de 
Primera Instancia en lo Penal podrá otorgar en el mismo acto el beneficio de la suspensión condicional de 
la ejecución de la pena, siempre que concurran los siguientes requisitos: 


a) que se trate de un primario absoluto o legal; 


b) que la pena impuesta sea de prisión o de penitenciaria hasta tres años. 
Artículo 303. Derogado por Ley N* 19.544, de 20 de octubre de 2017, articulo 
9. 


Texto derogado. Artículo 303. (Efectos)- 


303.1 El condenado que obtenga el beneficio de la suspensión condicional de la ejecución de la pena, 
permanecerá bajo vigilancia de la autoridad por el plazo de dos años. Dicho plazo se contará desde la 
fecha en que la sentencia de condena quedó ejecutoriada, 


303.2 Cumplido el referdo plazo, el juez solicitará la agregación de la planilla de antecedentes 
actualizada. 


303.3 Si de ella resultare que el penado no hubiere sido condenado por nuevo delito durante el 
término de vigilancia y previa vista al Ministerio Público, se tendrá por extinguido el delito y por no 
pronunciada la sentencia, ordenándose la cancelación de la inscripción en el registro respectivo. 


CAPÍTULO V 
CUMPLIMIENTO Y REVOCACIÓN DE LOS BENEFICIOS 


lo . (Aplazamiento excepcional del cumplimiento de la pena privativa de 
libertad).- 


304.1 Si mediaren las circunstancias excepcionales previstas en el articulo 228 de 
este Código, podrá aplazarse el ingreso o reintegro del penado a la cárcel. Será 
competente para dictar resolución el juez de la causa. 


304.2 Si las circunstancias excepcionales a que refiere el artículo 228 de este 
Código se produjeren durante el proceso de ejecución, conocerá el Juez Letrado de 
Primera Instancia de Ejecución y Vigilancia. El petitorio será formulado ante el Juez 
Letrado de Primera Instancia de Ejecución y Vigilancia, por el defensor o por el propio 
penado y se tramitará por vía incidental. 


Artículo 305. (Enfermedad del condenado).- 
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305.1 Si durante la ejecución de la pena privativa de libertad el condenado sufriera 
alguna enfermedad psíquica o física, la dirección del establecimiento deberá 
comunicarlo al Juez Letrado de Primera Instancia de Ejecución y Vigilancia, quien 
previo los peritajes necesarios, podrá disponer su internación en establecimiento 
adecuado. 


305.2 En caso de urgencia, la administración queda facultada para disponer el 
traslado del recluso enfermo dando cuenta de inmediato al juez, con los justificativos 
de la medida adoptada 


305.3 El tiempo de privación de libertad sufrida en internación hospitalaria será 
computado como cumplimiento efectivo de la pena. 


Artículo 306. (Vigilancia) - 


306.1 El penado liberado condicional o anticipadamente o con suspensión 
condicional de la pena, quedará sometido a la vigilancia de la Dirección Nacional de 
Apoyo al Liberado en las condiciones previstas en el artículo 102 del Código Penal 


306.2 El Juez Letrado de Primera Instancia de Ejecución y Vigilancia supervisará la 
forma concreta de la vigilancia y podrá disponer de otras modalidades o asumirlas 
directamente si lo viere del caso, o pedir colaboración a otras instituciones públicas o 
privadas. 


306.3 La vigilancia será ejercida de manera que no perjudique al vigilado y le 
permita atender normalmente sus actividades habituales. 


306.4 Si el condenado considera que la vigilancia no se cumple en debida forma, 
podrá ocurrir verbalmente ante el Juez Letrado de Primera Instancia de Ejecución y 
Vigilancia, quien dispondrá las medidas que estime necesarias 


Fuente: Ley N* 19,544, de 20 de octubre de 2017, 
artículo 5”. 


Artículo 307. (Revocación de la libertad anticipada).- Si antes del cumplimiento 
íntegro de la pena en libertad condicional o anticipada, el penado comete nuevo delito 
por el que resulte condenado o quebrante los deberes impuestos por la autoridad, el 
Juez Letrado de Primera Instancia de Ejecución y Vigilancia podrá revocar el beneficio 
y disponer su reintegro a la cárcel, siguiendo el mismo procedimiento que para su 
concesión. En caso de revocación, el tiempo que el condenado haya estado en 
libertad vigilada, no se computará como cumplimiento de pena. 


Fuente: Ley N* 19.544, de 20 de octubre de 2017, 
artículo 6*. 


Artículo 308. Derogado por Ley N* 19.544, de 20 de octubre de 2017, artículo 
e, 


Artículo 308. Texto derogado. (Revocación de la suspensión condicional de la ejecución de la 
pena).- 


308.1 Cuando el penado hubiera cometido nuevo delito antes de quedar ejecutoriada la primera 
sentencia, la suspensión que esta hubiera decretado no tendrá efecto. 
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308.2 Si durante el término de vigilancia el penado hubiere sico condenado por nuevo delito o 


incumpliere las obligaciones impuestas, se revocará el beneficio de la suspensión condiciona! de la 
ejecución de la pena. continuando con lo que al estado de dicha causa corresponda. 


TÍTULO III 
DE LA EJECUCIÓN DE OTRAS PENAS 


CAPÍTULO | 
PENAS DE INHABILITACIÓN Y SUSPENSIÓN 


Artículo 309 (Inhabilitación absoluta)- La inhabilitación absoluta para cargos, 
empleos públicos y derechos políticos, determinará que el Juez Letrado de Primera 
Instancia de Ejecución y Vigilancia comunique la pena a la Corte Electoral y 
organismos que correspondan, según el caso. 


Artículo 310. (Inhabilitación especial).- En casos de penas de inhabilitación 
especial, el Juez Letrado de Primera Instancia de Ejecución y Vigilancia dispondrá 
solamente las comunicaciones correspondientes a tal efecto especial. 


Artículo 311. (Penas de suspensión).- Si la pena fuera de suspensión, el juez 
ordenará la comunicación de la sentencia al organismo en que el condenado 
cumpliere funciones. 


Artículo 312. (Cese anticipado de pena accesoria).- 


312.1 Si mediaren circunstancias excepcionales, podrá concederse al condenado el 
cese anticipado de su pena accesoria. 


312.2 La cuestión será tramitada en la forma dispuesta en el artículo 299 de este 
Código y el Juez Letrado de Primera Instancia de Ejecución y Vigilancia podrá otorgar 
el beneficio si hubiere transcurrido la mitad de la pena y estimare acreditadas las 
circunstancias excepcionales invocadas y la rehabilitación del condenado. 


CAPÍTULO Il 
PENAS PECUNIARIAS, SUSTITUTIVAS Y ACCESORIAS 


Artículo 313. (Pera de multa).- 


313.1 Si se condena al pago de una multa, esta deberá ser abonada dentro del 
plazo de quince días a partir de la fecha en que la sentencia quedó ejecutoriada. 


313.2 Si el pago no se efectúa dentro del plazo, se intimará de oficio al condenado 
para que lo verifique dentro de tres días, bajo apercibimiento de procederse a la 
sustitución de la multa por prisión. Dicho apercibimiento se hará efectivo sin necesidad 
de otro trámite. 


313.3Si consta que el condenado fuera notoriamente pobre, se procederá 
directamente a la sustitución de la multa por la imposición de un régimen de vigilancia 
de la autoridad, conforme a lo previsto en el artículo 102 del Código Penal. 


Fuente: Ley N* 19.544, de 20 de octubre de 2017, 
articulo 7”, 
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Artículo 314. (Penas accesorias).- El juez ordenará las inscripciones, anotaciones y 
demás medidas que correspondan en los casos de penas accesorias a las de prisión o 
penitenciaría previstas en el Código Penal. 


Artículo 315. (Pena de confiscación).- La pena de confiscación de los instrumentos 
con que se haya cometido el delito y los efectos del mismo, será ejecutada de oficio 
por el Juez Letrado de Primera Instancia de Ejecución y Vigilancia quien dispondrá el 
destino que corresponda según la naturaleza de aquellos 


CAPÍTULO III 
PENAS ALTERNATIVAS 


Artículo 316. (Regla general).- En los supuestos en que la ley establezca penas 
alternativas, el Juez Letrado de Primera Instancia de Ejecución y Vigilancia deberá 
fiscalizar su cumplimiento de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 287 y 
siguientes de este Código, según corresponda 


TÍTULO IV 
DE LA EXTINCIÓN DE LA PENA 


Artículo 317. (Regla general).- Cuando se configure una causa de extinción de la 
pena, el Juez Letrado de Primera Instancia de Ejecución y Vigilancia con citación del 
Ministerio Público y la defensa formulará de inmediato la declaración correspondiente, 
ordenando la clausura de los procedimientos, las comunicaciones pertinentes y el 
archivo del expediente, teniendo por definitiva la libertad del condenado 


Artículo 318. (Prescripción de la pena).- 


318.1 Verificada la prescripción de la pena de acuerdo con las normas del Código 
Penal, será declarada por el Juez Letrado de Primera Instancia de Ejecución y 
Vigilancia con citación del Ministerio Público y la defensa y aparejará la clausura de los 
procedimientos pendientes y el archivo del expediente, teniéndose por definitiva la 
libertad. 


318.2 La prescripción de la pena se declarará de oficio, aun cuando no fuere 
alegada. Si lo fuere, tramitará como incidente. 


TÍTULO V 
DE LAS MEDIDAS DE SEGURIDAD 
CAPÍTULO | 
NORMAS GENERALES 
Artículo 319. (Enumeración).- Las medidas de seguridad a regularse en el presente 


Código son: 
a) eliminativas; 
b) curativas; 


c) preventivas. 
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Artículo 320. (Regla general).- El Juez Letrado de Primera Instancia de Ejecución y 
Vigilancia comunicará a la autoridad administrativa a cargo de la aplicación de las 
medidas de seguridad, los plazos de vigencia de estas y el deber de informar sobre el 
estado de las personas sometidas a ellas o sobre otras circunstancias del caso. 


CAPÍTULO Il 
MEDIDAS DE SEGURIDAD ELIMINATIVAS 


Artículo 321. (Cumplimiento).- 


321.1 La sentencia que imponga una medida de seguridad eliminativa deberá 
determinar el mínimo y el máximo de su duración. 


321.2 La medida comenzará a ejecutarse en los establecimientos adecuados, luego 
de cumplida la pena impuesta en la sentencia. 


321.3 El Juez Letrado de Primera Instancia de Ejecución y Vigilancia tendrá sobre 
las personas sometidas a medidas de seguridad eliminativas los mismos cometidos de 
vigilancia establecidos en este Código para el cumplimiento de las penas privativas de 
libertad 


Artículo 322. (Cese).- Vencido el plazo mínimo de su duración, el juez encargado 
de la ejecución y vigilancia solicitará informes al establecimiento donde se cumple la 
medida, pudiendo decretar el cese cuando dichos informes hagan prever la 
readaptación del penado. 


CAPÍTULO III 
MEDIDAS DE SEGURIDAD CURATIVAS 


Artículo 323. (Cumplimiento).- 


323.1 Las medidas de seguridad curativas se cumplirán en un establecimiento 
especial o centro de asistencia para enfermos mentales o bajo el cuidado de una 
persona o institución fuera de dicho centro y sujetas a condiciones determinadas. 


323.2 Los peritos del Instituto Técnico Forense asesorarán al Juez Letrado de 
Primera Instancia de Ejecución y Vigilancia sobre el régimen de cumplimiento de las 
medidas de seguridad curativas y sus modificaciones. 


323.3 El centro hospitalario correspondiente deberá informar al juez por lo menos 
cada tres meses, de la evolución del internado. 


Artículo 324 (Cese) - 


324.1 El cese de las medidas de seguridad curativas será dispuesto por el Juez 
Letrado de Primera Instancia de Ejecución y Vigilancia cuando hayan desaparecido las 
causas que les sirvieron de fundamento, previo dictamen pericial del Instituto Técnico 
Forense e informe de la dirección del centro asistencial. 


324.2 El cese se dispondrá de oficio o a solicitud del defensor, del curador de la 
persona o de esta misma, siguiéndose el proceso de los incidentes. 


En todos los casos deberá oírse previamente al Ministerio Público. 
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CAPÍTULO IV 
MEDIDAS DE SEGURIDAD PREVENTIVAS 


Artículo 325. (Vigilancia de la autoridad).- Si la sentencia sujeta a una persona al 
régimen de vigilancia de la autoridad se estará a lo establecido por el artículo 102 del 
Código Penal. 


Fuente: Ley N* 19,544, de 20 de octubre de 2017, 
artículo 8*. 


Artículo 326. (Caución de no ofender).- Si la sentencia impone la caución de no 
ofender, se estará a lo establecido en el artículo 101 del Código Penal. 


TÍTULO Vi 
DEL PROCESO DE UNIFICACIÓN DE PENAS 


Artículo 327. (Concepto).- Las sentencias ejecutoriadas recaídas en los procesos 
conexos producirán todos sus efectos, sin perjuicio de la unificación de penas por 
reiteración de acuerdo con lo establecido por el artículo 54 del Código Penal o 
eventual aplicación de medidas de seguridad. 


Artículo 328, (Trámite)- 


328.1 El Juez Letrado de Primera Instancia de Ejecución y Vigilancia formalizará el 
incidente de unificación de penas en la causa más antigua. Á esos efectos se tendrá 
en cuenta la fecha de la audiencia preliminar respectiva, Se intimará al condenado 
para que designe defensor en este proceso, bajo apercibimiento de tenérsele por 
designado al defensor público que por turno corresponda. 


328.2 A los efectos del trámite se remitirán los expedientes originales o testimonios 
según corresponda. 


328.3 Recibidos los mismos e integrado el cúmulo, se conferirá traslado al 
Ministerio Público para que deduzca requisitoria de unificación de pena dentro del 
plazo de seis días. De igual plazo dispondrá el defensor para la contestación 
teniéndose presente a todos sus efectos lo dispuesto en el artículo 128 de este 
Código. 

q Fuente: Numeral 328.1, Ley N* 19.436, de 30 de diciembre de 
2016, 
artículo 5” ('Dispónese que las referencias efectuadas en la Ley 
N* 19.293, de 19 de dicembre de 2014, Código del Proceso Penal, 
a la audiencia preliminar deberán entenderse realizadas a la 
audiencia de formalización o a la audiencia de juicio, según 
corresponda”). 


LIBRO IV 
PROCESOS ESPECIALES 


TÍTULO 1 
DEL RÉGIMEN Y PROCEDIMIENTO DE LA EXTRADICIÓN 


CAPÍTULO | 
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RÉGIMEN 


Artículo 329. (Normas aplicables).- 


329.1 El proceso de extradición se regirá por las normas de los tratados o 
convenciones internacionales ratficados por la República que se encuentren vigentes. 


329.2 En relación con los crimenes y delitos tipificados por la Ley N* 18.026, de 25 
de setiembre de 2006 y el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, el 
proceso de extradición y de entrega de sospechosos se regirá, además, por lo 
establecido por dichas normas. 


329.3 En defecto o insuficiencia de los instrumentos mencionados, se aplicarán las 
siguientes disposiciones. 


Artículo 330. (Procedencia de la extradición).- 


330.1 Cuando fueren requeridos al efecto, los tribunales competentes de la 
República entregarán a cualquier persona que se encuentre en el territorio nacional 
para ser sometida a proceso, concluir un proceso ya iniciado o cumplir la pena 
privativa de libertad a que hubiere sido condenada en el Estado requirente, con arreglo 
a las disposiciones contenidas en el presente Título. 


330.2 Para que proceda la extradición es necesario que el Estado requirente tenga 
jurisdicción para conocer en el delito en que funda su solicitud, haya sido o no 
cometido en dicho Estado. 

Artículo 331. (Improcedencia de la extradición).- La extradición no procede cuando: 

a) el requerido haya cumplido la pena correspondiente al delito que motiva el 
pedido o cuando de cualquier manera se hubiere extinguido la pretensión 
punitiva del Estado con anterioridad a la solicitud; 


b 


e 


estén prescriptos el delito, el ejercicio de la acción penal o la pena 
impuesta, según la legislación nacional o la del Estado requirente; 


c) el reclamado haya sido juzgado o condenado o vaya a ser juzgado en un 
tribunal de excepción o ad hoc en el Estado requirente; 


d 


er 


se trate de delitos políticos o delitos comunes conexos con delitos políticos 
o delitos comunes cuya represión obedezca a motivos políticos. No serán 
considerados como delitos políticos el genocidio, los crimenes de lesa 
humanidad, los crímenes de guerra ni los actos de terrorismo; 


er 


de las circunstancias del caso pueda inferirse que media propósito 
persecutorio por consideraciones discriminatorias de raza, religión, 
nacionalidad o que la situación de la persona pueda verse agravada por 
algún otro motivo análogo; 


f) la conducta que motiva el pedido de extradición no se encuentre prevista 
como delito en ambas legislaciones. Para dicha comprobación, no se 
atenderá a la denominación de los ilícitos, sino a la semejanza de las 
respectivas descripciones típicas; 
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g) la pena impuesta sea inferior a dos años de privación de libertad o cuando 
la pena que aun le resta por cumplir, sea inferior a seis meses; 


h) la condena se hubiese dictado en rebeldía y el Estado requirente no 
brindase seguridades de que el caso se reabrirá para oír al condenado, 
permitirle el ejercicio del derecho de defensa y dictar, en consecuencia, una 
nueva resolución; 


1) la persona reclamada hubiese sido inimputable por razón de edad al tiempo 
de la comisión del hecho o de los hechos por los cuales se reclama. 


Fuente: Ley N* 19 549, de 25 de octubre de 2017, 
artículo 27. 


Artículo 332. (Pena de muerte y prisión perpetua).- En ningún caso se autorizará la 
entrega cuando la pena a aplicarse por el Estado requirente, sea la pena de muerte o 
la prisión perpetua. 


Artículo 333. (Nacionalidad).- La nacionalidad de la persona reclamada, no 
impedirá la sustanciación del pedido de extradición y en su caso, la entrega. 


CAPÍTULO Il 
SOLICITUD 
Artículo 334. (Forma de la solicitud).- La solicitud de extradición será formulada 


ante el Ministerio de Relaciones Exteriores por el representante del Estado requirente, 
o directamente de Gobierno a Gobierno, y deberá ser acompañada de la 
documentación requerida por este Código. 


. (Rechazo excepcional por el Poder Ejecutivo).- El Poder Ejecutivo 
podrá rechazar solicitudes de extradición, en casos extraordinarios en los que medien 
razones fundadas para estimar que de su cumplimiento o su mero diligenciamiento, 
puedan resultar consecuencias seriamente perjudiciales para el orden y la tranquilidad 
interna de la República, o para el normal desenvolvimiento de sus relaciones 
internacionales. También podrá rechazar las solicitudes formuladas por Estados cuya 
legislación y/o prácticas en la materia, no guarden razonable similitud con las del 
Estado uruguayo. 


. (Documentación requerida).- La solicitud de extradición deberá ser 
acompañada de los siguientes documentos, debidamente traducidos: 


a) si se trata de un imputado, copia auténtica del auto de sujeción a proceso o del 
auto que disponga la privación de libertad, así como copia de las piezas 
procesales en que se funda la resolución. Tratándose de un condenado, deberá 
acompañarse copia auténtica de la sentencia de condena; 


b) una relación de los hechos atribuidos a la persona reclamada, con indicación del 
tiempo y lugar de comisión, su calificación juridica y los elementos de prueba 
correspondientes; 


c) transcripción de las disposiciones legales aplicables referidas a la jurisdicción del 
tribunal, a la descripción típica, las circunstancias alteratorias, la prescripción del 
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delito y de la pena, clase y monto de la pena conminada, sistema de aplicación 
de la misma y normas procesales que autorizan el arresto; 


d) toda información que permita la identificación del reclamado, incluso fotografías, 
ficha dactiloscópica y mención de su probable domicilio o paradero en el territorio 
nacional. 


Artículo 337. (Solicitud por más de un Estado).- 


337.1 Cuando la extradición de una persona se pida por diferentes Estados por un 
mismo delito, el órgano jurisdiccional competente dará preferencia a la solicitud del 
Estado que haya prevenido en el conocimiento de aquel. 


337.2 Si se tratare de hechos diferentes, dará preferencia al pedido formulado por 
el delito más grave y si se los reputara de igual gravedad, la preferencia será 
determinada por la prioridad en el pedido. 


CAPÍTULO Il 
ARRESTO PREVENTIVO 


Artículo 338. (Norma general).- 


338.1 En situaciones de urgencia, podrá solicitarse el arresto preventivo de la 
persona reclamada vía Interpol, debiendo indicar el Estado requirente, la intención de 
presentar un pedido formal de extradición y la existencia de una orden judicial de 
arresto o de un fallo condenatorio 


338.2 El juez competente ordenará que la persona reclamada permanezca privada 
de libertad o dispondrá en su caso una medida alternativa al arresto. También podrá 
disponer la incautación de efectos o instrumentos del delito que el reclamado tenga en 
su poder. 


338.3 Efectivizada la detención del reclamado, la misma será comunicada al 
Ministerio de Relaciones Exteriores el que a su vez lo pondrá inmediatamente en 
conocimiento del Estado requirente. 


338.4 El juez letrado interviniente deberá convocar a audiencia dentro de las 
veinticuatro horas desde que se produjo la detención. En la misma, se intimará a la 
persona detenida la designación de defensor bajo apercibimiento de designársele el 
defensor público que por tumo corresponda. De inmediato, se le tomará declaración a 
los efectos de verificar su identidad y se le informará sobre los motivos invocados por 
el Estado requirente para solicitar su entrega y sobre el procedimiento de extradición. 


Artículo 339 (Cese del arresto y plazo máximo de detención de la persona 
requerida).- 


339.1 Si dentro de los treinta días siguientes a la fecha de la audiencia, el Estado 
requirente no formaliza el pedido de extradición, el tribunal dispondrá el cese del 
arresto, sin perjuicio de las medidas cautelares que pueda adoptar respecto de la 
persona requerida y de sus bienes. 


339.2 A partir del vencimiento de dicho plazo, si el pedido de extradición no se 
presentara dentro de los quince días subsiguientes, el juez dispondrá la libertad 
definitiva del requerido, el cese de las medidas cautelares dispuestas y el archivo del 
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expediente. Todo ello se dispondrá en audiencia y con intervención de las partes, de 
acuerdo con las disposiciones establecidas en el Capitulo siguiente. 


339.3 La persona requerida no podrá estar privada de libertad por un término 
superior a los ciento veinte días, sin perjuicio de otras medidas cautelares. 


CAPÍTULO IV 
PROCEDIMIENTO 


Artículo 340. (Competencia del tribunal).- 


340.1 Recibido el pedido de extradición, el Poder Ejecutivo con intervención de la 
Autoridad Central, lo cursará a la Suprema Corte de Justicia para que esta lo envíe al 
Juzgado Letrado en lo Penal de la Capital que por turno corresponda. 


340.2 La fecha de la resolución judicial extranjera que ordena el pedido de 
extradición, determina el turno de los tribunales uruguayos. 


Artículo 341. (Representación del Estado requirente).- 


341.1 En la solicitud de extradición o posteriormente hasta la audiencia de debate, 
el Estado requirente deberá designar apoderado abogado entre los letrados inscriptos 
en la matrícula nacional. Previo al ejercicio de su cargo, este deberá aceptarlo y 
constituirá domicilio dentro del radio del tribunal. 


341.2 El letrado designado actuará en el proceso de extradición como parte formal, 
en interés del Estado requirente y con todos los derechos y atribuciones de tal calidad, 
para el ejercicio de una adecuada representación y control de los actos procesales. 


Artículo 342. (Intervención del Ministerio Público).- En el proceso de extradición, el 
Ministerio Publico actuará como dictaminante técnico, ejerciendo el contralor formal y 
sustancial de los actos procesales, sin perjuicio de la facultad de pedir la postergación 
de la entrega, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 347 de este Código. 


Artículo 343. (Recepción del pedido de extradición).- Recibida la solicitud, si el 
reclamado no estuviere privado de su libertad o sometido a medidas limitativas de la 
libertad física, el juez ordenará su detención con las formalidades legales y la 
incautación de efectos del delito, debiendo procederse de acuerdo con lo dispuesto en 
el artículo 338.4 de este Código. 


Artículo 344. (Procedimiento. Audiencia de debate).- 


344.1 El tribunal convocará a audiencia de debate dentro de las cuarenta y ocho 
horas contadas desde que el reclamado fue puesto a su disposición. 


344.2 A la audiencia de debate deberán comparecer la persona requerida asistida 
de defensor, el abogado del Estado requirente y el Ministerio Público. 


344.3 El tribunal informará a la persona requerida sobre el contenido de la solicitud 
y pondrá a disposición del defensor toda la documentación que hubiere acompañado 
la solicitud formal de extradición, pudiendo disponer la prórroga de la audiencia por 
hasta veinticuatro horas para que el defensor y la persona requerida puedan examinar 
los fundamentos de la solicitud. 
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344.4 A continuación o retomada la audiencia, el tribunal solicitará a la persona 
requerida que exprese su consentimiento al pedido de entrega o manifieste su 
oposición. 


344.5 Si la persona requerida manifestara su consentimiento para ser entregada al 
Estado requirente, lo que podrá hacer en cualquier estado del proceso, el tribunal lo 
resolverá sin más trámite. 


344.6 La oposición al pedido de extradición podrá fundarse en las siguientes 
excepciones, pudiendo el defensor ofrecer prueba: 


a) no ser la persona reclamada; 


b) vicios de procedimiento o defectos de forma de la solicitud de extradición o 
de la documentación acompañada, 


Cc) improcedencia del pedido. 


344.7 El tribunal dará traslado inmediato de la oposición al abogado del Estado 
requirente quien la evacuará en la audiencia y podrá ofrecer prueba. Luego, escuchará 
al Ministerio Público y resolverá en la misma audiencia con arreglo a la ley más 
favorable para el requerido. 


De advertirse defectos formales que se indicarán con precisión, se dispondrá que 
se subsanen en un plazo que no podrá superar los treinta días contados desde la 
fecha de la audiencia, la cual se prorrogará al efecto. 


344.8 Si no se subsanaren los defectos indicados en el plazo establecido, el 
tribunal dispondrá el archivo del pedido de extradición y la libertad definitiva del 
requerido. 


344.9 Si el pedido reuniera los requisitos formales necesarios o las deficiencias 
fueran subsanadas, el juez dispondrá la prisión preventiva de la persona reclamada y 
el diligenciamiento de la prueba que se hubiera ofrecido pudiendo rechazar la que 
considere improcedente e impertinente. El juez podrá prorrogar la audiencia por un 
plazo no mayor de diez días a los efectos de que se complete el diligenciamiento de la 
prueba pendiente, aplicándose en lo pertinente lo establecido en el articulo 271 de 
este Código. 


344.10 Previo al dictamen de sentencia se oirá a las partes y al Ministerio Público. 


Fuente: Ley N* 19,549, de 25 de octubre de 2017, 
artículo 28. 


Artículo 345. (Impugnación).- 


345.1 La sentencia definitiva que admita o deniegue la extradición será apelable 
con efecto suspensivo para ante el Tribunal de Apelaciones en lo Penal que por turno 
corresponda. 


345.2 La resolución del tribunal que homologue el consentimiento del reclamado a 
la extradición no admite apelación. 


Artículo 346. (Comunicación al Poder Ejecutivo). La sentencia definitiva 
ejecutoriada que declara procedente la extradición, será comunicada de inmediato al 
Poder Ejecutivo, a fin de que este provea lo necesario para la entrega del reclamado al 
Estado requirente. 
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Si en el plazo de treinta días, contados a partir de la fecha de la notificación, el 
Estado requirente no procediere a retirar a la persona reclamada, esta será puesta en 
libertad definitiva, pudiendo los tribunales nacionales denegar posteriormente la 
extradición por los mismos hechos. 


Artículo 347. (Postergación de la entrega).- 


947.1 Si el requerido estuviera sometido a proceso penal en la República, su 
entrega solo podrá ser diferida hasta la conclusión del mismo o la extinción de la 
condena cuando la ley reprima el delito atribuido en esa causa con un mínimo de 
penitenciaria, o cuando estime prima facie que la pena a recaer en definitiva tendrá 
esa naturaleza. 


347.2 En los demás casos, se decretará la suspensión del proceso nacional, 
debiendo procederse a la entrega inmediata del extraditado. 


Artículo 348. (Cosa juzgada).- Negada la extradición de una persona, la misma no 
podrá solicitarse nuevamente por el mismo delito, salvo que la negativa se fundara en 
la insuficiencia o falta de documentación. 


Articulo 349 (Principio de especialidad).- La persona extraditada no podrá ser 
juzgada, ni condenada, ni cumplir pena en el Estado requirente, por otro u otros delitos 
cometidos con anterioridad al pedido de extradición y no comprendidos en este. 


Articulo 350 (Descuento del tiempo de privación de libertad).- El tiempo que la 
persona reclamada haya permanecido detenida en la República, deberá ser tenido en 
cuenta en la sentencia definitiva del Estado requirente. 


TÍTULO 1! 
DEL PROCESO DE HABEAS CORPUS 


CAPÍTULO | 
NORMAS GENERALES 


Articulo 351. (Concepto).- La de habeas corpus es una acción del amparo de la 
libertad personal ambulatoria contra todo acto arbitrario de cualquier autoridad 
administrativa que la prive, restrinja, limite o amenace, así como para la protección de 
la persona privada de libertad contra torturas y otros tratamientos crueles o 
condiciones de reclusión violatorias de la dignidad de la persona humana. 


. (Casos de suspensión de garantias). Cuando las situaciones 
previstas en el artículo anterior se hubieren producido por efecto de la adopción de 
medidas prontas de seguridad de acuerdo con lo establecido en el numeral 17 del 
artículo 168 de la Constitución de la República, procederá también la acción de 
habeas corpus En este caso, ella estará restringida a la comprobación del 
cumplimiento estricto de los requisitos constitucionales formales, anuencia o 
comunicación a la Asamblea General o Comisión Permanente en su caso, control del 
trato, lugar y condiciones de la reclusión o traslado y de la efectividad de la opción por 
salir del país, cuando proceda. 


Artículo 353. (Legitimación).- 
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353.1 Esta acción puede ser deducida por el propio interesado, por el Ministerio 
Público, por cualquier persona y aun promoverse de oficio. 


353.2 La autoridad señalada como responsable tiene legitimación para actuar en 
estos procedimientos, sin perjuicio de su deber de dar cuenta inmediata a sus 
superiores y su derecho de patrocinio letrado. 


Artículo 354. (Competencia).- 


354.1 Conocerá de esta acción el juez letrado con competencia en materia penal de 
turno del lugar de los hechos aducidos y si ello no fuere fácilmente determinable, 
cualquier juez letrado con competencia en materia penal. 


354.2 En este proceso están vedadas la excepción y la declinatoria de competencia 
y el tribunal actuante solo cederá ante el que esté conociendo en procedimientos 
relativos al sujeto involucrado que sea competente según las reglas generales. 


354 3 La actuación del juez en este proceso no produce prevención 


354.4 Cuando se trate de denuncia de torturas o malos tratos a personas privadas 
de libertad que estén a disposición de algún juez, este será el único competente. 


354.5 Si el sujeto involucrado es menor de dieciocho años, conocerá la Justicia de 
Adolescentes. 


CAPÍTULO Il 
PROCEDIMIENTO 


Artículo 355. (Demanda).- 


355.1 La demanda de habeas corpus podrá formularse sin necesidad de patrocinio 
letrado, por escrito o verbalmente, labrándose acta en este último caso y deberá en lo 
posible, individualizar a la persona en cuyo favor se actúa, establecer una relación 
sucinta de los hechos relevantes, indicar lugar de detención y funcionario responsable 
si se supiere su identidad y proponer los medios de prueba de que se disponga. Será 
asimismo necesario que el compareciente declare que no tiene conocimiento de 
procedimientos actuales ante otro juez en proceso de habeas corpus o penal, con 
relación al mismo sujeto. 


355.2 La Suprema Corte de Justicia, determinará el lugar de presentación de la 
demanda en los días y horas inhábiles. 


Artículo 356. (Trámite).- 


356.1 Recibida la demanda, el tribunal ordenará sin dilación que la autoridad 
aprehensora o a la que son atribuidos otros actos denunciados, informe sobre los 
hechos y explique y justifique de inmediato el fundamento legal de su actuación, con 
remisión de testimonio de todas las actuaciones. 


356.2 Según los casos, el tribunal podrá constituirse para inspeccionar las 
dependencias administrativas referidas, ordenar que la autoridad requerida presente 
ante él al detenido e interrogar directamente a la persona en cuyo amparo personal se 
actúa. Asimismo podrá disponer las diligencias probatorias que estime necesarias, las 
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que podrá asumir en audiencia con citación del Ministerio Público, de la autoridad 
requerida y del promotor del procedimiento. 


356.3 Toda la actuación del tribunal será cumplida en los lapsos más breves que 
sea posible, con habilitación implícita de todos los días y horas inhábiles que se 
requieran, hasta la sentencia. 


356.4 Si las alternativas del procedimiento lo requieren, el tribunal proveerá de 
defensor público a la persona en cuyo favor se actúa. 


Artículo 357. (Sentencia).- Concluido el procedimiento el juez dictará sentencia que 
deberá pronunciarse en audiencia si la hubiera, o dentro de las veinticuatro horas de 
completados los informes y eventuales probanzas. 


LIBRO V 
MEDIOS IMPUGNATIVOS DE LAS RESOLUCIONES JUDICIALES 


TÍTULO 1 
DISPOSICIONES GENERALES 


Artículo 358.- Todas las resoluciones judiciales son impugnables, salvo disposición 
expresa en contrario. 


Artículo 359. (Enunciación y remisión).- 


359.1 Los medios para impugnar las resoluciones judiciales son los recursos de 
aclaración, ampliación, reposición, apelación, casación, revisión, queja por denegación 
de apelación o de casación o de la excepción o defensa de inconstitucionalidad. 


359.2 También constituye un medio impugnativo el incidente de nulidad conforme a 
lo establecido en este Código. 


359.3 Serán aplicables al proceso penal las disposiciones contenidas en Libro !, 
Título VI, Capitulo VI! del Código General del Proceso sobre "Medios de impugnación 
de las resoluciones judiciales”, con las puntualizaciones, modificaciones y exclusiones 
que se establecen en el presente Título. 


Artículo 360. (Legitimación para impugnar).- 


360.1 Tienen legitimación para impugnar las resoluciones judiciales, el fiscal y el 
defensor del imputado. 


360.2 El imputado también puede interponer los recursos de apelación y casación 
contra la sentencia definitiva, con asistencia letrada. 


360.3 La víctima y los terceros que comparezcan en el proceso solo tienen 
legitimación para impugnar las resoluciones judiciales que les afecten directamente. 


CAPÍTULO | 
RECURSO DE APELACIÓN 
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Artículo 361. (Efectos de la apelación de la sentencia definitiva).- La apelación de 
la sentencia definitiva suspende su ejecución. No obstante, en caso de apelación de 
sentencia absolutoria se decretará la libertad provisional del imputado, 


Artículo 362. (Efectos de la apelación de las sentencias interlocutorias).- El recurso 
de apelación de sentencia interlocutoria se admite: 


362.1 Con efecto suspensivo, en cuyo caso la competencia del tribunal a quo se 
suspende desde que quede firme la providencia que concede el recurso, y hasta que 
le es devuelto el expediente para el cumplimiento de lo resuelto en la instancia 
superior. 


No obstante, el tribunal inferior podrá seguir conociendo de los incidentes que se 
sustancien en pieza separada. 


362.2 Sin efecto suspensivo, en cuyo caso y en la misma providencia que concede 
el recurso, se señalarán las actuaciones que deben integrar la pieza separada que 
habrá de remitirse al superior. El tribunal superior, una vez recibida la pieza, decidirá 
dentro de las cuarenta y ocho horas y en forma preliminar, si debe procederse o no a 
la suspensión del procedimiento principal. 


Cuando resuelva la suspensión, lo comunicará de inmediato al tribunal inferior. 
362.3 Con efecto diferido en los casos expresamente establecidos por este Código. 
. (Procedencia de la apelación suspensiva y mo suspensiva).- La 
apelación tendrá efecto suspensivo cuando se trate de sentencias definitivas o 
interlocutorias que pongan fin al proceso y hagan imposible su continuación. 

En todos los demás casos, la apelación de interlocutorias no tendrá efecto 
suspensivo, salvo que una disposición de este Código en forma expresa disponga lo 
contrario. 

Artículo 364. (Resolución del tribunal inferior).- 


364.1 Interpuesta en tiempo y forma la apelación, el tribunal la admitirá si fuere 
procedente y expresará el efecto con que la admite. 


364.2 Si el recurso no fuera admitido, el apelante podrá interponer el recurso de 
queja pertinente. 


Artículo 365. (Exclusiones).- No se aplicarán al proceso penal las disposiciones del 


Código General del Proceso sobre medidas provisionales, ejecución provisional de 
sentencias definitivas recurridas o condenas procesales. 


CAPÍTULO Il 
TRÁMITE ANTE EL TRIBUNAL DE ALZADA 


Artículo 366. (Remisión).- Se aplicarán al proceso penal en lo pertinente lo 
dispuesto en los artículos 116, 257, 259 y 344 del Código General del Proceso. 


Artículo 367. (Prueba en segunda instancia).- 
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367.1 Las partes podrán ofrecer nuevos elementos probatorios en los respectivos 
escritos de interposición y contestación a la apelación, con las limitaciones 
establecidas en el artículo 253.2 del Código General del Proceso, los que podrán ser 
ordenados por el tribunal de alzada para ser diligenciados en la audiencia. 


367.2 De admitirse la prueba, el tribunal dispondrá su recepción en la audiencia 
convocada, la que se diligenciará conforme a las disposiciones de este Código. 


367.3 La víctima podrá comparecer con asistencia letrada en las audiencias que se 
celebren en segunda instancia 


Fuente: Ley N* 19.549, de 25 de octubre de 2017, 
artículo 29, 


CAPÍTULO Ill 
RECURSO DE CASACIÓN 


Artículo 368. (Procedencia).- El recurso de casación procede contra las sentencias 
definitivas dictadas en segunda instancia por los Tribunales de Apelaciones en lo 
Penal, sean definitivas o interlocutorias, que pongan fin a la pretensión penal o hagan 
imposible la continuación del proceso 


Artículo 369. (Remisión y particularidades).- Con respecto al recurso de casación 
en materia penal se aplicarán en lo pertinente, las disposiciones del Libro 1, Título VI, 
Capítulo VII, Sección VI del Código General del Proceso, con las siguientes 
precisiones y modificaciones. 


369.1 El imputado podrá interponer el recurso por sí, en forma escrita y fundada, en 
cuyo caso será indispensable la asistencia letrada. 


369.2 La interposición del recurso de casación tiene efecto suspensivo hasta la 
resolución definitiva, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 124 de este Código. 


369.3 Cuando se dictare sentencia sobre el fondo regirá lo establecido en los 
artículos 121 y 122 de este Código. 


369.4 Tratándose de causa cuya primera instancia se hubiera cumplido 
integramente ante Juzgados Letrados de Primera Instancia del Interior con 
competencia en materia penal, tendrán legitimación para interponer el recurso de 
casación el Fiscal Letrado Departamental y el defensor público en su caso. 


A tales efectos, deberá notificarse la sentencia de segunda instancia al Fiscal 
Letrado Departamental y al defensor público. 


CAPÍTULO IV 
RECURSO DE REVISIÓN 
Artículo 370. (Procedencia).- El recurso de revisión procede en todo tiempo y 


solamente a favor del condenado, contra las sentencias condenatorias definitivas 
pasadas en autoridad de cosa juzgada, dictadas por cualquier tribunal. 
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Artículo 371. (Causales).- Procede la revisión exclusivamente en las causales 
siguientes: 


a)si los hechos establecidos como fundamentos de la condena, resultan 
inconciliables con los que fundamentan otra sentencia penal ejecutoriada; 


b)si después de la condena sobrevienen nuevos elementos de prueba o 
circunstancias que, solos o unidos a los ya examinados en el proceso, hacen 
evidente que el hecho no existió o que el condenado no lo cometió o que 
concurrieron causas obstativas de la responsabilidad penal; 


c) si se demuestra que la condena fue pronunciada como consecuencia de una 
falsedad o de otro hecho previsto por la ley penal como delito. En tal supuesto, la 
prueba consistirá en la sentencia condenatoria por esa falsedad o ese delito, 
salvo que la acción penal se halle extinguida o no pueda proseguir, en cuyos 
casos se podrán emplear otros medios probatorios; 


d) si corresponde aplicar retroactivamente una ley penal más benigna 
Artículo 372. (Legitimación activa).- 


372.1 Pueden interponer el recurso de revisión: 


a) el condenado por sí o por apoderado con facultades expresas y en caso de 
incapacidad su representante legal; 


b) cualquiera de los sucesores a título universal del condenado, o su cónyuge 
supérstite; 


c) el Ministerio Público y el último defensor en la causa. 


372.2 La muerte o incapacidad mental del condenado no impedirá que se deduzca 
el recurso para rehabilitarlo socialmente. 


Artículo 373. (Interposición del recurso).- El recurso de revisión se deducirá ante la 
Suprema Corte de Justicia en escrito que deberá contener, bajo pena de 
inadmisibilidad, la individualización de la causa anterior, la concreta referencia de los 
hechos, la proposición de las pruebas respectivas y la mención de las disposiciones 
legales en que se funde. 


Artículo 374. (Trámite del recurso).- Una vez admitido el recurso, la Suprema Corte 
de Justicia ordenará que se eleve el expediente y lo sustanciará por el procedimiento 
de los incidentes. 


Artículo 375. (Facultad de suspensión de la ejecución).- La Suprema Corte de 
Justicia podrá en cualquier momento, suspender la ejecución de la sentencia recurrida 
si en apreciación primaria considerare fundado el recurso. En este último caso, podrá 
disponer la prestación de garantías. 


Artículo 376. (Efectos de la sentencia).- 


376.1 Si estimare fundada la revisión, la Suprema Corte de Justicia anulará la 
sentencia impugnada y pronunciará directamente la sentencia definitiva que 
corresponda o mandará que se inicie un nuevo proceso por ante el tribunal 
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competente, remitiendo la causa al Ministerio Público. 
376.2 En ningún caso podrá recaer condena más severa que la revisada. 


Artículo 377. (Nuevo proceso).- Si se iniciara un nuevo proceso no podrán 
modificarse en perjuicio del condenado las conclusiones de la sentencia en revisión y 
estarán impedidos los magistrados que conocieron en el anterior. 


TÍTULO 11 
DE LAS NULIDADES 


Artículo 378. (Reglas generales y procedimiento).- Son aplicables al proceso penal 
las reglas y procedimientos establecidos en los artículos 110 a 116 del Código General 
del Proceso en lo pertinente, con las variantes que resultan de los artículos siguientes. 


Artículo 379. (Causales de nulidad insubsanable).- Son causales de nulidad 
insubsanable: 


a) la infracción al principio del non bis in idem; 


b) la falta de jurisdicción o la falta de competencia por razón de la materia o del 
grado, con la excepción y previsiones establecidas en el antículo 38 de este 
Código; 


c) la infracción a las disposiciones que rigen la sujeción, intervención, asistencia y 
representación del imputado; 


d) la infracción a las disposiciones que establecen la intervención necesaria del 
Ministerio Público. 


Artículo 380. (Declaración de nulidad insubsanable).- 


380.1 La nulidad insubsanable debe ser declarada de oficio, en cualquier estado y 
grado del proceso o en vía de revisión, con citación de las partes por seis días. En 
caso de oposición, se seguirá la vía incidental. 


380.2 Las partes también podrán promover dicha declaración por vía incidental. 
380.3 La resolución que declara la nulidad será apelable con efecto suspensivo. 


Artículo 381. (Validez remanente de las actuaciones de prueba).- Cuando se 
hubieren practicado actuaciones judiciales sin advertir la falta de algún presupuesto 
para el ejercicio de la acción penal, la nulidad que sea declarada al respecto no 
alcanzará a las diligencias probatorias ejecutadas con las garantías debidas, las que 
mantendrán su validez en el caso de ser removido el impedimento. 


LIBRO VI 
VÍAS ALTERNATIVAS DE RESOLUCIÓN DEL CONFLICTO 


TÍTULO | 


MEDIACIÓN EXTRAPROCESAL 
Fuonto: Ley N* 19.436, de 23 de setiembre de 2016, 
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articulo 6”, 


Artículo 382. (Mediación extraprocesal).- 


382.1 Cuando se trate de conductas con apariencia delictiva que no revistan 
gravedad, el Ministerio Público puede derivar el caso a formas extraprocesales de 
resolución de ese conflicto. 


382.2 El Poder Judicial tendrá competencia en la resolución del caso, a través de la 
mediación extraprocesal. 


382.3 Para dar inicio al proceso restaurativo se requiere de la conformidad manifiesta 
del presunto autor y de la presunta víctima, quienes deben ser preceptiva y 
oportunamente informados por el funcionario a cargo. 


382.4 En caso de llegar a un acuerdo de reparación el Poder Judicial controlará su 
cumplimiento. 


382.5 El Poder Judicial llevará un registro que especificará los acuerdos no 
alcanzados, los acuerdos alcanzados, los acuerdos alcanzados y cumplidos, así como 
los acuerdos alcanzados e incumplidos. 


382.6 Las partes del proceso restaurativo están eximidas de concurrir con asistencia 
letrada. 


382.7 La mediación extraprocesal no procederá respecto de delitos de violencia 
sexual (artículos 272, 273 y 274 del Código Penal) o explotación sexual (Ley N* 
17.815, de 6 de setiembre de 2004), del delito de violencia doméstica (artículo 321 bis 
del Código Penal) así como respecto de otros tipos penales que se hayan cometido 
como forma de ejercer violencia basada en género. 


Fuente: Ley N* 19.549, de 25 de octubre de 2017, 
artículo 30, 


TÍTULO II 


SUSPENSIÓN CONDICIONAL DEL PROCESO 


Fuente: Ley N” 19.436, de 23 de setiembre de 2016, 
articulo 6, 


Artículo 383. (Oportunidad).- Desde la formalización y hasta el vencimiento del 
plazo para deducir acusación o solicitar sobreseimiento, el fiscal, con el acuerdo del 
imputado, podrá solicitar al tribunal en forma fundada y bajo su responsabilidad 
funcional (artículos 24 y 25 de la Constitución de la República), la suspensión 
condicional del proceso a cambio de condiciones u obligaciones. La suspensión 
procederá cuando no exista interés público en la persecución y cuando la gravedad de 
la culpabilidad no se oponga a ello. 


Fuente: Ley N” 19.436, de 23 de setiembre de 2016, 
artículo 6%, 


Artículo 384. (Procedencia).- La suspensión condicional del proceso no procederá 
en los siguientes casos: 


a) cuando la pena mínima prevista en el tipo penal supere los tres años de 
penitenciaria; 
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b) cuando el imputado se encuentre cumpliendo una condena; 


c) cuando el imputado tuviera otro proceso con suspensión condicional en trámite. 


Fuente: Ley N” 19.436, de 23 de setiembre de 2016, 
artículo 6*. 


(Procedimiento).- Una vez convenida la suspensión condicional del 
proceso, el fiscal en audiencia informará de forma fundada al juez competente sobre 
las condiciones del acuerdo. En lo que refiere al acuerdo alcanzado, el juez controlará 
que el imputado haya prestado su consentimiento en forma libre, voluntaria y que haya 
sido debidamente instruido del alcance del instituto y de las obligaciones que asume. 

El juez podrá rechazar la suspensión propuesta cuando: 
a) concurra alguno de los impedimentos establecidos en el artículo anterior; 


b) cuando las condiciones u obligaciones acordadas atenten contra los derechos 
humanos o menoscaben la dignidad del imputado. 


Al decretar la suspensión condicional del proceso, el juez no podrá modificar las 
condiciones u obligaciones acordadas entre el Ministerio Público y el imputado. 


Fuente: Ley N” 19.436, de 23 de setiembre de 2016, 
artículo 6*. 


Artículo 386. (Condiciones y obligaciones).- Pueden acordarse de forma conjunta o 
subsidiaria, entre otras, las siguientes condiciones u obligaciones: 

a) residir en un lugar específico; 

b) noacercarse a determinadas personas o lugares, o someterse a un régimen de 
vigilancia; 

c) llegar a un acuerdo de reparación material o simbólica con la víctima, a través 
de conciliación o mediación; 

d) realizar prestaciones en beneficio de la comunidad; 

e) someterse a tratamientos médicos o psicológicos; 


f) someterse a tratamientos de desintoxicación relativos al alcohol u otras drogas 
legales o ilegales; 


g) comprometerse a finalizar el ciclo de educación básica o incorporarse a un 
curso de capacitación, que debe ser cumplido efectivamente; 


h) prestar determinados servicios en favor del Estado u otra institución pública o 
privada; 


1) no poseer ni portar armas; 
1)  noconducir vehículos por un tiempo determinado; 
k) cumplir efectivamente con las obligaciones alimentarias que correspondan; 


Il) colaborar de forma seria y comprometida en un eventual tratamiento 
psicológico para la recuperación de las víctimas como consecuencia del delito; 

m) otras de carácter análogo que resulten adecuadas en consideración al caso 
concreto. 


Fuente: Ley N* 19.436, de 23 de setiembre de 2016, 
artículo 6”. 
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. (Plazo de cumplimiento de las condiciones).- El plazo de 
cumplimiento de las condiciones u obligaciones no podrá ser superior a dos años. 
Excepcionalmente podrá ampliarse por razones fundadas. 


Fuente: Ley N* 19.436, de 23 de setiembre de 2016, 
articulo 6”, 


Artículo 388. (Modificación del régimen).- Durante el periodo de suspensión, las 
partes podrán modificar las condiciones u obligaciones acordadas, dando noticia al 
juez competente 

Fuente: Ley N? 19.436, de 23 de setiembre de 2016, 
articulo 6”. 


Artículo 389. (Carga del imputado).- El imputado tiene la carga de comunicar al 
fiscal cualquier inconveniente, causa de fuerza mayor o caso fortuito que dificulte o 
impida el cumplimiento del acuerdo. 


Fuente: Ley N” 19.436, de 23 de setiembre de 2016, 
artículo 6”, 


Artículo 390. (Órgano de contralor).- El Ministerio Público estará encargado del 
control, monitoreo y supervisión del cumplimiento de las condiciones u obligaciones 
establecidas en el acuerdo celebrado. 

Fuente: Ley N* 19.436, de 23 de setiembre S ml 
articul . 


Artículo 391. (Revocación).- Cuando el imputado incumpliere las condiciones u 
obligaciones convenidas sin efectivizar la comunicación prevista en el artículo 389 de 
este Código, el juez, a petición fiscal y previo traslado al imputado (artículo 279.1 de 
este Código), podrá revocar la suspensión del proceso. 


La revocación determinará la continuación del proceso a partir del momento 
procesal en que fue suspendido. La resolución que se dictare será recurrible con 
efecto suspensivo. 


Si la resolución dictada en segunda instancia acogiera la solicitud de revocación, el 
proceso continuará a partir del momento procesal en que fue suspendido. Si por el 
contrario, desestimara la solicitud de revocación, el acuerdo se mantendrá en los 
términos originalmente convenidos. 

Fuente: Ley N” 19.438, de 23 de setiembre de 2016, 
artículo 6”. 


- La suspensión condicional del proceso no obstaculiza la 
posibilidad de alcanzar acuerdos en procesos ulteriores, a excepción de lo previsto 
en el literal c) del artículo 384 de este Código. 


Fuente: Ley N* 19.436 de 23 de setiembre de 2016, 
artículo 6”. 
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TÍTULO Il 
ACUERDOS REPARATORIOS 


. (Oportunidad).- El imputado y la víctima desde el momento de la 
formalización de la investigación y durante todo el proceso, podrán suscribir un 
acuerdo reparatorio material o simbólico, que será puesto a consideración del juez 
de la causa en audiencia, con intervención del Ministerio Público, cuando no exista 
interés público en la persecución y cuando la gravedad de la culpabilidad no se 


oponga a ello. 
Fuente: Ley N” 19.436, de 23 de setiembre de 2016, 
articulo 6. 


Artículo 394. (Procedencia).- (Procedencia).- El acuerdo reparatorio procederá 
en los siguientes casos: 


a) delitos culposos; 
b) delitos castigados con pena de multa; 


c) delitos de lesiones personales y delitos de lesiones graves cuando 
provoquen una incapacidad para atender las ocupaciones ordinarias por un 
término superior a veinte días y no pongan en peligro la vida de la persona 
ofendida; 

d) delitos de contenido patrimonial; 


e) delitos perseguibles a instancia de parte, excepto delitos contra la libertad 
sexual; 


f)' delitos contra el honor. 


No procederá respecto de delitos de violencia sexual (artículos 272, 273 y 274 
del Código Penal) o explotación sexual (Ley N* 17.815, de 6 de setiembre de 2004), 
del delito de violencia doméstica (artículo 321 bis del Código Penal) así como 
respecto de otros tipos penales que se hayan cometido como forma de ejercer 
violencia basada en género. 


e 


Fuente: Ley N* 19.549, de 25 de octubre de 2017, 
articulo 31. 


, (Procedimiento).- El Ministerio Público debe instruir a las partes 
involucradas en el delito sobre la posibilidad de llegar a un acuerdo reparatorio, 
cuando en el caso concreto se dieran las condiciones para su procedencia. 


Las partes pueden llegar al acuerdo reparatorio material o simbólico a través de 
mediación o conciliación. 


Una vez alcanzado el acuerdo el tribunal controlará en audiencia que la víctima y 
el indagado hayan prestado su consentimiento en forma libre y voluntaria y que 
hayan sido debidamente instruidos del alcance del instituto y de las obligaciones 
que ello implica. 


Si el juez entendiere que no se dan los requisitos anteriores o los supuestos del 
artículo anterior, podrá negar de oficio o a petición del Ministerio Público la 
homologación del acuerdo. Esta resolución será apelable con efecto suspensivo. 


Una vez cumplido el acuerdo o transcurridos seis meses desde el vencimiento 
del plazo acordado entre las partes, el tribunal declarará la extinción del delito. 
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Fuente: Ley N” 19.435 de 23 de setiembre de 2016, 
artículo 6*. 


Artículo 396. (Revocación).- Si el imputado incumpliere las condiciones u 
obligaciones pactadas dentro del término fijado por los intervinientes, la víctima podrá 
solicitar al juez que revoque el acuerdo. En caso de revocación el procedimiento 
continuará a panir del momento procesal en que fue suspendido. La resolución será 
apelable con efecto suspensivo. 


Si la resolución dictada en segunda instancia acogiera la solicitud de revocación el 
procedimiento continuará a partir del momento procesal en que fue suspendido. 


En caso de que la solicitud de revocación sea desestimada, el acuerdo se mantiene 
en los términos convenidos. 


Fuente: Ley N” 19,436 de 23 de setiembre de 2016, 
articulo 6*. 


TÍTULO IV 
ASPECTOS GENERALES DE LAS VÍAS ALTERNATIVAS DE RESOLUCIÓN 
DEL CONFLICTO 


Fuente: Ley N* 19.436, de 23 de setiembre de 2016, 
articulo 6, 


Artículo 397. (Efectos).- Una vez cumplidas las obligaciones o condiciones, 
asumidas para que proceda la suspensión condicional del proceso, quedará extinguida 
la acción penal. Cumplido el acuerdo reparatorio y declarado judicialmente dicho 
cumplimiento, quedará extinguido el delito, ordenándose en ambos casos la 
cancelación de la anotación en el Registro Nacional de Antecedentes Judiciales. 

Fuente: Ley N* 19.549, de 25 de octubre de 2017, 


artículo 32 


Artículo 398. (Prescripción).- La prescripción se interrumpe por la suspensión 
condicional del proceso o el acuardo reparatorio aprobado por el juez, comenzando a 
correr nuevamente el plazo desde su revocación. 


Fuente: Ley N” 19.436, de 23 de setiembre de 2016, 
artículo 6*. 


Artículo 399. (Prohibición de traslado de prueba).- La información que se genere 
durante la proposición, discusión, aceptación, procedencia, rechazo o revocación de la 
suspensión condicional del proceso o de un acuerdo reparatorio, mo podrá ser 
invocada, leída, ni incorporada como medio de prueba a juicio alguno. 


Fuento: Ley N* 19.436, de 23 de setiembre de 2016, 
articulo 6%. 


Artículo 400. (Conservación de la investigación).- En los asuntos objeto de 
suspensión condicional del proceso o acuerdos reparatorios, el Ministerio Público 
tomará las medidas necesarias para evitar la pérdida, destrucción o ineficacia de la 
investigación realizada, hasta la extinción de la acción penal o del delito. 


Fuente: Ley N” 19,436, de 23 de setiembre de 2016, 
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articulo 6”, 


Artículo 401. (Registro).- El Ministerio Público llevará los registros 
correspondientes de todas las formas alternativas que ponen fin al conflicto penal". 


Fuento: Ley N* 19.436, de 23 de setiembre de 2016, 
artículo 6*. 


LIBRO Vil 
DEROGACIONES, OBSERVANCIA DEL CÓDIGO Y DISPOSICIONES 
TRANSITORIAS 


Fuente: Ley N” 19.436, de 23 de setiembre de 2016, 
artículo 7”. 


Articulo 402. - (Disposición transitoria).- 


402.1Desde el día de la entrada en vigencia de este Código, el nuevo régimen se 
aplicará a todas las causas que tengan inicio a partir de dicha fecha, entendiéndose 
por fecha de inicio de una causa aquella en la cual el hecho con apariencia delictiva 
que la motiva llega a conocimiento del Ministerio Público, con independencia de la 
fecha de su comisión. 


Las causas penales en trámite a la fecha de entrada en vigencia de este Código 
continuarán rigiéndose por las disposiciones del Decreto-Ley N* 15.032, de 7 de julio 
de 1980, hasta que la sentencia definitiva pase en autoridad de cosa juzgada, con las 
excepciones previstas en este Código. 


La suspensión condicional de la pena y la libertad condicional, así como cualquier 
otro instituto que implique un beneficio para el condenado, continuarán aplicándose a 
las causas penales —en trámite o finalizadas- comprendidas en el inciso anterior.402.2. 
(Aplicación del proceso abreviado en las causas en trámite).- En cualquier causa penal 
que se encuentre en etapa de sumario o ampliación sumarial, iniciada antes de la 
entrada en vigencia de este Código, hasta el dictado del auto que dispone el traslado 
al Ministerio Público para deducir acusación o sobreseimiento, el Ministerio Público 
podrá acordar con el imputado -asistido por su defensor- la aplicación del proceso 
abreviado previsto en los artículos 272 y 273 de este Código, siempre que concurran 
los requisitos establecidos en la norma y en las condiciones que la misma prevé. 


402.2. (Aplicación del proceso abreviado en las causas en trámite).- En cualquier 
causa penal que se encuentre en etapa de sumario o ampliación sumarial, iniciada 
antes de la entrada en vigencia de este Código, hasta el dictado del auto que dispone 
el traslado al Ministerio Público para deducir acusación o sobreseimiento, el Ministerio 
Público podrá acordar con el imputado -asistido por su defensor- la aplicación del 
proceso abreviado previsto en los artículos 272 y 273 de este Código, siempre que 
concurran los requisitos establecidos en la norma y en las condiciones que la misma 
prevé. 


La providencia que declare la inadmisibilidad del acuerdo podrá ser recurrida 
conforme a lo previsto en los artículos 362 a 366 inclusive de este Código. En caso de 
que la misma quede ejecutoriada, el proceso se continuará tramitando por las 
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disposiciones del Decreto-Ley N* 15.032, de 7 de julio de 1980 y sus modificativas, en 
el estado en que se encontraba. 


402.3. (Aplicación de acuerdos reparatorios en las causas en trámite).- En cualquier 
causa penal que se encuentre en etapa de sumario o ampliación sumarial, iniciada 
antes de la entrada en vigencia de este Código, hasta el dictado del auto que dispone 
el traslado al Ministerio Público para deducir acusación o sobreseimiento, el imputado 
y la víctima -asistidos por sus respectivos defensores- podrán suscribir acuerdo 
reparatorio material o simbólico, previsto en los artículos 393 y siguientes de este 
Código, siempre que concurran los requisitos establecidos en la norma y en las 
condiciones que la misma prevé. 


402.4. (Régimen intermedio).- La Suprema Corte de Justicia determinará los 
Juzgados que actuarán en los procesos que se inicien a partir de la vigencia de este 
Código y los que continuarán con las causas iniciadas con anterioridad. También 
tendrá competencia para organizar las oficinas judiciales, disponer su fusión o división 
y fijar el régimen de turnos. 


Igualmente tendrá competencia para establecer los medios técnicos a utilizar para 
el registro de audiencia, de acuerdo con el artículo 139 de este Código. La Suprema 
Corte de Justicia adjudicará los asuntos en trámite, en primera instancia, a los 
Juzgados que considere indispensables para dar término a dicha instancia. Asimismo 
dispondrá cuáles de esos Juzgados se incorporarán al nuevo procedimiento como 
juzgados de ejecución y vigilancia o serán asignados a otras materias. 


402.5. La Suprema Corte de Justicia dictará la reglamentación referida a la 
organización de la Oficina Penal Centralizada (OPEC) que funcionará para los 
Juzgados Letrados de Primera Instancia en lo Penal del Departamento de Montevideo 
cuando entre en vigencia este Código, determinando en cada caso las atribuciones y 
funciones de los funcionarios administrativos y técnicos que la integren. En el caso, no 
serán de aplicación las previsiones de los artículos 90, 117, 121, 122 y 123 de la Ley 
N* 15.750, de 24 de junio de 1985. 


La Suprema Corte de Justicia podrá organizar los Juzgados Letrados de Primera 
Instancia del interior con competencia en materia penal, en aquellas localidades cuyo 
volumen de trabajo lo justifique, en régimen de oficina penal centralizada. 


402.6. (Clausura excepcional de causas en etapa de ejecución).- El tribunal 
competente en las causas en etapa de ejecución de sentencia que a la fecha de 
entrada en vigencia de este Código, se encuentren reservadas hasta que el penado 
sea habido u opere la prescripción de la pena, dispondrá su clausura excepcional - 
previa agregación de la planilla de antecedentes judiciales- si hubieran transcurrido 
dos tercios del término de prescripción de la pena previsto en el artículo 129 del 
Código Penal y no constaren causales de suspensión o interrupción de la prescripción 
de acuerdo con el artículo 130 del Código Penal. Esta clausura excepcional implicará 
la extinción de la pena. 


Fuente: Ley N” 19.544, de 20 de octubre de 2017, 
artículo 10. 


Artículo 403. (Vigencia).- El presente Código entrará en vigencia el 1% de 
noviembre de 2017. 

Fuente: Ley N* 19,510, de 14 de julio de 2017, 

articulo 1", 
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.- Deróganse, a partir de la vigencia de este Código, todas las 
disposiciones legales y reglamentarias que se opongan al presente 


Fuente: Ley N” 19,511, de 14 de julio de 2017, 
artículo 2”. 
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Ley N* 15.750, 
de 24 de junio de 1985 


TITULO 11 
De la Jurisdicción y Competencia 
Capítulo | 
Reglas Generales 


Artículo 7”.- Siempre que según la ley fueren competentes para conocer de un 
mismo asunto dos o más tribunales, ninguno podrá excusarse bajo el pretexto de 
haber otros que puedan conocer de él, pero el que haya prevenido en el conocimiento 
excluye a los demás, los cuales cesan, desde entonces, de ser competentes. 


Los Jueces Letrados de Primera Instancia en lo Penal, los Jueces Letrados Penales 
Especializados en Crimen Organizado y los Jueces Letrados de Primera Instancia del 
Interior con competencia en materia penal que hubieren intervenido en actuaciones 
previas a la audiencia de juicio quedarán automáticamente impedidos de celebrar la 
misma y dictar sentencia. A los efectos de este artículo no se considerarán 
actuaciones previas el dictado de decretos de mero trámite. La Suprema Corte de 
Justicia reglamentará el régimen de subrogaciones. 


Fuente: Ley N* 19.549, de 25 de octubre de 2017, 
artículo 33, 


526-C.S. 


SEÑORA PRESIDENTE.- En discusión general. 


Tiene la palabra la miembro informante, señora sena- 
dora Payssé. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Señora presidenta: se trata de un 
proyecto de ley que tiene dos artículos y en el día de ayer 
fue aprobado por unanimidad en la Comisión de Constitu- 
ción y Legislación. Este texto vendría a reafirmar algo que 
puede decirse que ya existía en el Código del Proceso Pe- 
nal vigente, pero habida cuenta de que se nos ha solicitado 
que en el texto correspondiente se incluya también al juez 
de garantía o segundo juez en el proceso de los adoles- 
centes, en sintonía con las normas procesales de reciente 
vigencia hemos actuado en consecuencia. 


Como decía, puede entenderse que esto ya estaba 
incorporado, pero al instaurar el nuevo proceso es con- 
veniente establecerlo a texto expreso. Por eso, estos dos 
artículos refieren a la garantía de existencia del doble juez 
también —eitero— a nivel de adolescentes. De esta manera, 
el artículo 25 del nuevo Código del Proceso Penal contará 
con un nuevo numeral, que figura en el texto que estamos 
considerando, donde explícitamente hacemos extensiva la 
regla dispuesta para los mayores con relación a las etapas 
en las que cada juez letrado de primera instancia actuará. 
Obviamente, esto también modificará la Ley n.* 15750 por 
cuanto ambas normas refieren a dichas competencias en 
los mismos términos. 


Quiero aclarar que la diferencia que se puede encon- 
trar entre el texto que oportunamente fue presentado a la 
comisión y el que vamos a votar, simplemente intenta me- 
jorar la técnica legislativa y no otra cosa. Por lo tanto, si 
no hay ninguna observación, en nombre de la Comisión de 
Constitución y Legislación solicito la aprobación de este 
proyecto de ley. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota). 


—24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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En discusión particular. 
Léase el artículo 1.*. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Pido la palabra para una moción 
de orden. 


SENORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Formulo moción para que se su- 
prima la lectura del articulado y se vote en bloque. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se va a votar la moción for- 
mulada. 


(Se vota). 

22 en 24. Afirmativa. 

En consideración el articulado. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 

24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará 
a la Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado, 
por ser igual al considerado). 


24) COOPERATIVA DE CONSUMO DE LOS SOCIOS 
DE COOPACE (CCONCOOPACE) 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el 
asunto que figura en cuarto término del orden del día, que 
es el último que vamos a tratar en esta sesión: «Proyecto 
de ley, aprobado en nueva forma por la Cámara de Re- 
presentantes, por el que se le otorga a la Cooperativa de 
Consumo de los Socios de Coopace (CCONCOOPACE) la 
facultad para retener un porcentaje del salario y de la pa- 
sividad de sus socios. (Carp. n.* 668/2016 - rep. n.* 554/17 
y anexo 1)». 
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(Antecedentes). 


Carp. n.” 668/2016 - rep. n.* 554/17 
CÁMARA DE REPRESENTANTES 


Eeefrarentantes de e Depubiba 
il po ag, em sesión de 


Artículo único.- Confiérese a la Cooperativa de Consumo de los Socios de Coopace 
(CCONCOOPACE) la facultad de hacer retener a las empresas u organismos públicos, 
paraestatales o privados, por hasta el 40% (cuarenta por ciento) del sueldo nominal de los 
asociados, previa autorización de estos, con destino al pago de las adquisiciones hechas 
en dicha institución o para cancelación de obligaciones contraídas con su garantía, así 
como también de las aportaciones que establecen sus estatutos. La retención podrá llegar 
al 50% (cincuenta por ciento) cuando la garantía refiera a alquileres de inmuebles. 


Cuando se trate de remuneraciones de pasividad, se podrá retener el monto de los 
haberes de los jubilados o pensionistas afiliados a la citada Cooperativa, hasta el 33% 
(treinta y tres por ciento), a los mismos efectos del inciso anterior. La retención podrá 
llegar al 40% (cuarenta por ciento) cuando la garantía refiera a alquileres de inmuebles. 


Las autorizaciones que se otorgan por los incisos precedentes regirán mientras la 
institución beneficiaria goce de personería jurídica, tenga vigentes los certificados de 
cumplimiento regular de sus obligaciones expedidos por la Auditoría Interna de la Nación, 
el Banco de Previsión Social y la Dirección General Impositiva y se ajuste a las 
prescripciones de la Ley N* 18.407, de 24 de octubre de 2008. 


Estas autorizaciones tendrán además los límites de retenciones previstos en el 
artículo 3” de la Ley N* 17.829, de 18 de setiembre de 2004, y sus modificativas. También 
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será de aplicación, en lo que corresponda, las disposiciones previstas en el Capítulo 11 del 
Título IX de la Ley N” 19.210, de 29 de abril de 2014, y sus modificativas. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en Montevideo, a 3 de octubre 
de 2017. 


P 


JO OS MAHÍA 
Presidente 
GINIA“BRTIZ 
Secretaria 
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COMISIÓN DE HACIENDA 


INFORME 


Señores Representantes: 


La Comisión asesora de Hacienda ha tratado el proyecto sobre 
"COOPERATIVAS DE CONSUMO” remitido y aprobado por la Cámara de Senadores por 
unanimidad. 


En el Proyecto de Rendición de Cuentas 2015 aprobado en 
primera instancia por esta Cámara en fecha 4 de agosto de 2016, se incluyó como aditivo 
una autorización a retener un porcentaje de salarios y pasividades a la Cooperativa de 
Consumo de los socios de COOPACE (CCONCOOPACE). En el tratamiento en el Senado 
de dicho proyecto de Rendición de Cuentas fue eliminado este aditivo con la idea de 
buscar una solución general para todas las cooperativas de consumo y así evitar el 
camino recorrido por medio de aprobar leyes para cada caso particular tal como se ha 
hecho hasta el presente. 


El Senado pretendió resolver este tema con el proyecto 
"COOPERATIVAS DE CONSUMO”, el cual fue considerado en nuestra Comisión 
entendiendo la misma que, en virtud de los cambios que se introdujeron en la Ley 
N* 19.210, el proyecto de cambio de cronograma de intangibles ya aprobado en ambas 
Cámaras y otro proyecto que ha sido aprobado en Diputados, pero no en el Senado y que 
cambia el orden de prelación, se podrían generar una avalancha de solicitudes de nuevas 
cooperativas de consumo amparadas en esta disposición legal y la posibilidad de 
retención de un orden de prelación privilegiada. 


Consultadas las Cooperativas de Consumo, la Auditoría Interna 
de la Nación y la propia Cooperativa CCONCOOPACE, así como los legisladores del área 
de influencia de la misma, la Comisión, por unanimidad, decidió en este caso en 
particular, darle la aprobación de retención legal a la Cooperativa CCONCOOPACE. 


Esta Cooperativa es persona jurídica, constituida. por acta 
fundacional y estatutos otorgados en Fray Bentos el 28 de agosto de 2015, cuyas firmas 
certificó la suscrita Escribana y protocolizó el 16 de setiembre de 2015, fue inscripta en el 
Registro. de Personas Jurídicas sección Cooperativas con el número 111226, la 
personería jurídica fue aprobada el día 11 de diciembre de 2015. El domicilio fiscal de la 
cooperativa es Roberto Young número 3235 entre las avenidas 18 de julio y Rincón de la 
ciudad de Fray Bentos. Su objetivo principal es satisfacer las necesidades de consumo de 
bienes y servicios de sus socios y su núcleo familiar, pudiendo realizar para ello todo tipo 
de actos y contratos propiciando el mejoramiento económico, social y cultural de los 
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socios, todo esto según testimonio notarial Nro. 925186 suscrito por la Escribana Laura 
Susana Sucunza Azurica. 


Esta retención tendrá el mismo esquema legal de las actuales cooperativas de 
consumo (Magisterial, Policial, etc.), siempre y cuando cumplan los requisitos formales 
que se estipulan y con los topes previstos en la Ley N* 19.210 y en la Ley N* 17.829, tal 
cual se establece en el último inciso del proyecto que aprobamos: 


“Estas autorizaciones tendrán además los límites de retenciones previstos en 
el artículo 3* de la Ley N* 17.289, de 18 de setiembre de 2004, y sus modificativas. 
También será de aplicación, en lo que corresponda, las disposiciones previstas en 
el Capítulo lll del Título IX de la Ley N* 19.210, de 29 de abril de 2014, y sus 
modificativas”. 


Por otra parte la Comisión también ha entendido que deberá seguir trabajándose 
sobre un proyecto de ley general sobre cooperativas de consumo, evaluando la Ley 
N* 18,407, ley marco del sistema cooperativo (verdadero código cooperativo innovador en 
el Uruguay y en América Latina), y una vez consolidados los cambios que puedan tener el 
orden de prelación, los intangibles y se tenga la seguridad que existen las condiciones 
necesarias para evitar la distorsión del mercado por la proliferación de cooperativas que 
no cumplan con los objetivos de la economía social, 


Por todo lo expuesto, la Comisión de Hacienda, por unanimidad, recomienda al 
Cuerpo la aprobación del siguiente proyecto de ley. 


Sala de la Comisión, 27 de setiembre de 2017 


ALFREDO ASTI 
MIEMBRO INFORMANTE 
JORGE GANDINI 
BENJAMÍN IRAZÁBAL 
GUSTAVO PENADÉS 
IVÁN POSADA 
JOSÉ QUEREJETA 
DIEGO REYES 
CONRADO RODRÍGUEZ 
ALEJANDRO SÁNCHEZ 
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Carp. n.* 668/2016 - rep. n.? 554/17 anexo | 
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SEÑORA PRESIDENTE.- En discusión. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor senador 
Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- Señora presidenta: quiero ser 
lo más breve posible. 


Para todas las cooperativas de consumo que han teni- 
do esta potestad de hacer descuentos del sueldo nominal 
en empresas, organismos públicos y privados, ha habido 
leyes a texto expreso. Esto ha sucedido, por ejemplo, con 
la Cooperativas de las Fuerzas Armadas, la Cooperativa 
Magisterial de Consumo, la Cooperativa Bancaria, etcéte- 
ra; todas ellas tuvieron una ley específica. En ocasión del 
presupuesto, en la Cámara de Representantes se votó un 
artículo que incluía esa potestad para la Cooperativa de 
Consumo de los Socios de Coopace, de Río Negro. 


Sucede que cuando el presupuesto se analizó en el Se- 
nado, a varios señores senadores nos pareció que debía- 
mos dar un contexto general a dicha norma y sacamos el 
artículo. Luego de aprobado el presupuesto, la Comisión 
de Hacienda trabajó durante muchos meses para dar un 
marco general a esta situación; votamos el artículo como 
primera cámara y lo enviamos a la Cámara de Represen- 
tantes. Allí se dio la situación de que el marco general que 
todos creemos que debe haber —incluso los señores repre- 
sentantes— tenía algunos aspectos institucionales que era 
necesario estudiar y corregir porque algunos organismos 
del Estado dijeron que no estaban en condiciones de au- 
ditar o controlar a las posibles cooperativas que en dicho 
marco se presentaran para realizar el descuento de nómi- 
na. Por lo tanto, los señores representantes, en consulta 
con los señores senadores, decidieron volver al proyecto 
de ley original sin renunciar —quiero dejarlo claro— a que 
se siga estudiando el tema como para que haya un mar- 
co general y que no sea necesario tratar estos temas en el 
Parlamento. Tiene que haber un marco general para que 
cualquier cooperativa de consumo que aspire a realizar 
este tipo de descuento nominal pueda hacerlo si es que 
cumple con ciertas características, y no sean los diputados 
y senadores quienes deban determinarlo. 


Esto genera una situación de perjuicio a esta coope- 
rativa respecto a la que todos consideran —incluso los or- 
ganismos del Estado— que está en condiciones de hacer 
descuentos de la nómina. En consecuencia, la Cámara de 
Representantes nos envió este texto que tiene un artículo 
único y otorga esta facultad solamente a la Cooperativa de 
Consumo de los Socios de Coopace. 


Luego de realizar una serie de consultas en la Comi- 
sión de Hacienda, resolvimos por unanimidad aprobar este 
proyecto de ley tal como vino de la Cámara de Represen- 
tantes. Además, nos comprometemos a confeccionar un 
marco general. 


Es todo lo que tenía para decir. 
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SEÑOR DELGADO.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE. Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR DELGADO.- Señora presidenta: este proyec- 
to de ley de la Cooperativa de Consumo de los Socios de 
Coopace tiene un antecedente en el presupuesto del año 
2015 que, con un texto parecido, autorizaba a cooperativas 
del departamento de Río Negro a generar los mismos efec- 
tos que se incluyen aquí. En aquel momento se desglosó 
ese artículo —por un acuerdo que se hizo en el Senado— y 
se trató en la Comisión de Hacienda realizando consultas 
a Inacoop, a Cudecoop y a todos los actores cooperativos. 
Se adoptó lo que, a mi juicio, fue la mejor decisión, es 
decir, trabajar sobre el marco general vinculado a las coo- 
perativas de consumo en lo que tiene que ver con la autori- 
zación de retención de la nómina de sueldos y pasividades. 


Ese marco general fue aprobado por unanimidad en 
la Comisión de Hacienda del Senado y también en el ple- 
nario. Es más, hasta contamos con el aval del Ministerio 
de Economía y Finanzas, de quien depende la Auditoría 
Interna de la Nación que es la que regula y controla las 
cooperativas. Luego el proyecto de ley fue a la Cámara de 
Representantes, donde se vuelve a modificar casi con el 
mismo espíritu del artículo original que había sido desglo- 
sado en ocasión de tratarse la rendición de cuentas. 


Las realidades políticas implicaron que esa modifica- 
ción en la Cámara de Representantes tuviera un amplio 
respaldo que incluyó a varios partidos políticos y así vol- 
vió al Senado, como tercera cámara, para que apruebe o 
no las modificaciones realizadas. Y volvimos, porque te- 
níamos muchas dudas, a hacer las consultas a Cudecoop, 
a Inacoop y al Ministerio de Economía y Finanzas. A pe- 
sar de que es preciso ser cuidadoso en la expresión —sobre 
todo por algunas instituciones cooperativas de segundo y 
tercer grado— el Ministerio de Economía y Finanzas y, en 
definitiva, todos los actores involucrados, dijeron que lo 
mejor sería trabajar sobre el marco general y no legislar 
con nombre y apellido, más allá de los precedentes a que 
hacía referencia el miembro informante. Actualmente, 
todo el sistema cooperativo está trabajando y pidiendo que 
se proceda a modificar la ley marco de las cooperativas, 
sobre todo algunos aspectos que hay que aggiornar, pre- 
cisamente, este es uno de esos aspectos. 


Hubo que tomar una decisión, y aun a costa de que 
este proyecto pudiera ser modificado y terminara en la 
Asamblea General —con lo que, obviamente, se demoraría 
mucho más en encontrar una solución—, esa decisión se 
tomó. Reitero: no es la opción que promoví ni la que hu- 
biera querido, pero la voté en aras de respetar un acuerdo 
político que se hizo en la Cámara de Representantes con 
todos los partidos, y es en ese sentido que también voy a 
acompañar en el día de hoy. 


Muchas gracias, señora presidenta. 
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SEÑORA PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar si se aceptan las modificaciones in- 
troducidas en la Cámara de Representantes. Se trata de 
una votación única, porque el Senado actúa como tercera 
cámara. 


(Se vota). 
24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se comunica- 
rá al Poder Ejecutivo. 
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25) LEVANTAMIENTO DE LA SESIÓN 


SEÑORA PRESIDENTE.- De acuerdo con lo resuelto, 
se levanta la sesión. 


(Así se hace, a las 13:36, presidiendo la señora Lucía 
Topolansky y estando presentes los señores senadores 
Amorin, Aviaga, Ayala, Besozzi, Bordaberry, Carámbula, 
Carrera, De León, Delgado, Garín, Heber, Martínez 
Huelmo, Michelini, Moreira, Mujica, Otheguy, Passada, 
Payssé, Pintado, Saravia, Tourné, Xavier y Zaffaroni). 
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